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ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 



Acuerdo con motivo del fallecimiento del Doctor León Federico 

Aneiros, Arzobispo de Buenos Aires 



En Buenos Aires, á los cuatro días del mes de Setiembre 
del año mil ochocientos noventa y cuatro, reunidos en su Sala 
de Acuerdos, el señor Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia Nacional doctor don Benjamín Paz y los señores Mi- 
nistros doctores : don Luis V. Várela, don Abel Bazan, don 
Octavio Bunge y don Juan E. Torrent dijeron: Que habien- 
do ocurrido el sensible fallecimiento del Excelentísimo y Re- 
verendísimo señor Arzobispo de Buenos Aires, doctor León 
Federico Aneiros, debían acordar y acordaron como homena- 
je á la memoria de tan ilustre y virtuoso Prelado, suspender 
el acuerdo y la audiencia de este día y asistir en corporación 
á su entierro y funerales, disponiendo al mismo tiempo que 
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se publique la présenle resolución. Con lo que concluyó el 
acto, firnriando los señores Presidentes y ¡Ministros. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BU.MJE. — JUAN E. TORBENT. 

José A. Frías, 
Secretario. 



Acuerdo nombrando Intendente de la Suprema Corte 

En Buenos Aires, á los trece días del nies de Setiembre 
del año mil ochocientos noventa y cuatro, reunidos en su Sa- 
la de Acuerdos el señor Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia Nacional doctor don Benjamín Paz, y los señores Mi- 
nistros doctores: don Luis V. Várela, don Abel Bazan, don 
Octavio Bunge y don hian E. Torrent, con el objeto de nom- 
brar Intendente en reemplazo de don Timoteo Gordillo, que 
ha fallecido, acordaron designar para desempeñar ese cargo, 
al ciudadano don Alfredo Encina, con el sueldo que le asigna 
la ley de presupuesto vigente. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se regis- 
trase en Libro correspondiente, comunicándolo al Poder Eje- 
cutivo y al nombrado, por medio del correspondiente oficio. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUINGE. — JU.AN E. TORRENT. 

José A . Frías. 
Secretario. 



DE JUSTICIA NACIONAL 



Acuerdo designando los abogados que deben ejercer las funcio- 
nes de Jueces Suplentes y fiscales ad hoc durante el año 
ÍS95. 

En la ciudad de Buenos Aires, á veintidós de Diciembre de 
mil ochocientos noventa y cuatro, reunidos en su Sala de 
Acuerdos, el señor Presidente y Ministros de la Suprema 
Corte de Justicia Nacional doctores don Benjamín Paz, don 
LuisV. Várela, don Abel Bazan, don Octavio Bunge y don 
Juan E. Torrent, con el objeto de formar la lista de aboga- 
dos que con arreglo á la ley de veinticuatro de Setiembre de 
mil ochocientos setenta y ocho, deben suplir en el año de 
mil ochocientos noventa y cinco, á los Jueces Federales 
de Sección legalmenle impedidos ó recusados, ó ejercer las 
funciones de Fiscales ad-fioc, acordaron la formación de las 
siguientes listas: 

Parala Capital: doctores don José María Rosa, don Luis 
Beláustegui, don Vicente Chas, don Mariano Demaría, don 
Ángel Pizarro Lastra, don Norberlo R. Fresco, don Miguel G. 
Méndez, don Ángel E. Casares, don Joaquin M. CuUen, don 
Francisco Ayerza. 

Para la Sección de Buenos Aires: doctores don Ricardo 
Marcó del Pont, don Pedro F.- Agote, don Emilio Carranza, don 
Rodolfo Ri varóla, don Valentin Curutchet, don Antonio L. 
Gil, don José Fonrouge, don Juan A. Martinez, don Nicolás 
E. Videla, don José N. Malienzo. 

Para la sección de Santa-Fé: doctores don Eugenio Pérez, 
don Manuel Escalante, don P. Nolasco Arias, don Joaquin 
Lejarza, don Calixto Lassaga, don Melquiades Salva, don Pe- 
dro A. Echagüe, don José Leguizamon, c3on Nicanor de Elía, 
don José María Fierro. 
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Para la Sección de Entre-Rios: doctores don José Lino 
Churruarío, don Miguel M. Ruiz, don Ramón Calderón, don 
Carlos M. deElia, don Valenlin A. Mernes, don José del Bar- 
co, don Ramón Costa, don Leónidas Zavalla^ don Martin Ruiz 
Moreno, don Andrés G. Galtino. 

Para la Sección de Corrientes: doctores don Juan Valen- 

zuela, don Pedro F. Sánchez, don Fermin E. Alsina, don Ró- 

mulo Amadey, don Adolfo Contte, don Lorenzo J. Aquino, don 

J. Alfredo Ferreyra, don Justino Romero, don José F. Soler. 

Para la Sección de Córdoba: doctores don Agustin Patino, 
don Juan M. Garro, don Teodomiro Paez, don José M. Ruiz, 
don Tomás Garzón, don José I. del Prado, don Rafael García 
Montano, don Julio Deheza, don Pablo Julio Rodríguez, don 
Cipriano Soria. 

Para la Sección de Santiago del Estero: doctores don Napo- 
león Taboada, don Manuel Argañarás, don Benjamin Gimé- 
nez, don José Ramón Bravo, don Ramón L Agüero, don Ra- 
món Gómez, don Francisco Paz, don Dámaso Giménez 
Beltran, don José María Gorosito, don Adolfo Sánchez. 

Parala Sección de TucunKin: doctores don Francisco Ma- 
rina Alfaro, don Emilio Teran, don Juan M. Teran, don José 
Frías Silva, don Patricio Zavalía, don Eugenio A. Méndez, 
don Servando Viaña, don Tristan Lobo, don Rufmo Cossio, 
don Faustino Salvato. 

Para la Sección de Salta: doctores don Felipe R. Arias, don 
JuanT. Frías^ don Pedro L López, don Miguel Ortiz, don 
Domingo GüemeSy don Damián Torino, don Aniceto Latorre, 
don Julio Torino, don Eliseo J. Outes, don Luis Peña. 

Para la Sección de Jujuy: doctores don Pablo Carrillo, don 
Segundo Linares, don Delfín S. de Bustamante, don Cosme 
Arias, don Pedro Bertres, don Anibal Helguera Sánchez, don 
Pablo Arroyo, don Daniel Ovejero, don Teodoro S. de Bus- 
tamante. 
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Para la Sección de Catamarca: doctores don Guillermo Co- 
rrea, don Fidel Barrionuevo, don Santiago Santa Coloma, 
don Guillermo Leguízamon, don Máximo Vera, don Simón 
Avellaneda. 

Para la Sección de la Rioja: doctores don Marcial Catalán, 
don Félix Luna, don Segundo A. Colina, don Pedro Agost, don 
J. Vicente de la Vega, don Arcadio de la Colina, don Wen- 
ceslao Frías, don Serafín de la Vega^ padre. 

Para la Sección de San Juan: doctores don Segundino Na- 
varro, don Aristides Martinez, don Benjamin Sánchez, don 
Javier M. Garramuño^ don Manuel García, don Alejandro Ga- 
rrarauño, don Pedro A. Garro, don Juan M. Contreras, don 
Doroteo Basañez. 

Para la Sección de Mendoza: doctores don Isaac Godoy, don 
Juan E. Serú, don Manuel Bermejo, don Ángel D. Rojas, don 
Francisco Ruizuares, don Gregorio Vargas, don José Palma, 
don Pedro N. Ortiz, don Ignacio Bombal, don José R. Len- 
cinas. 

Para la "Sección de San Luis: doctores don Cristóbal Perey- 
ra, don Marcelino Ojeda, don Teófílo Saá, don Domingo Flo- 
res, don Mamerto Gutiérrez, don Francisco F. Sarmiento, don 
Valentin Luco. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron ordenando se regis- 
trase en el Libro de Acuerdos, se publicase y se comunicase 
al Poder Ejecutivo. 

benjamín PAZ. — UJIS V. VÁRELA. 
- ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE. — JUAN E. TORREN!. 

* José E. Domínguez, 
Secretario, 
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Acuerdo nombrando Ministro y Secretario para la feria de 4895 

En la ciudad de Buenos Aires, á veinte y nueve de Diciem- 
bre de rail ochocientos noventa y cuatro, reunidos en la Sala 
de Acuerdos el señor Presidente y Ministros de la Suprema 
Corte de Justicia Nacional doctores don Benjamin Paz, don 
LuisV. Várela, don Abel Bazan, don Octavio Bunge y don 
Juan E. Torrent, con objeto de nombrar Juez de Feria, con 
arreglo al artículo cuarto del Reglamento para el orden in- 
terno de la Suprema Corte, acordaron nombrar al señor Mi- 
nistro doctor don Luis V. Várela para desempeñar las funcio- 
nes de tal, actuando como Secretario el doctor don José A» 
Frias, quien deberá designar los empleados que durante la 
feria tengan que concurrirá la Secretarla para el servicio de 
ella. 

Asi lo dispusieron y mandaron, ordenando se registrase 
en el libro correspondiente y se publicase. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VAHELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUÑGE. — JUAN E. TORRENT. 

.losé A. Frias j 
Secretario. 
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Acuerdo nombrando Conjueces de la Suprema Corte para 

el año 4895 



En la ciudad de Buenos Aires, á cinco de Febrero de mil 
ochocientos noventa y cinco, reunidos en su Sala de Acuer- 
dos los señores Ministros de la Suprema Corte Nacional doc- 
tores don Luis V. Várela, don Abel Bazan, don Octavio Bunge 
y don Juan E. Torrent, con el objeto de nombrar Conjueces, 
para el corriente año, en cumplimiento del artículo 23 de la 
Ley de Procedimientos, acordaron nombrar á los señores doc- 
tores: don Manuel M. Escalada, don Victor Martinez, don Eze- 
quiel Pereyra, don Manuel Obarrio, don Juan J. Montes de 
Oca, don Honorio Marlel, don Enrique Martinez, don Juan S. 
Fernandez, don José María Gutiérrez, don Juan Manuel Te- 
rrero, don Rafael Ruiz de los Llanos, don Isaac M. Chavarría, 
don Luis Lagos García, don Aristóbulo del Valle, don Antonio 
E. Malaver, don Carlos Pellegrini, don Juan E. Barra, don 
Daniel J. Dónovan, don Luis Saenz Peña, don Dardo Rocha, 
don Manuel Quintana, don Leopoldo Basavilbaso, don Juan 
Carballido, don Wenceslao Escalante, don Bonifacio Lastra. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se pu- 
blicase y se registrase en el libro correspondiente. 

LUIS V. VÁRELA. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BÜKGE. — JUAN 
E. TORREM. 

José E. Domínguez, 
Secretario. 
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Acuerdo nombrando empleados para la Secretaria 

En Buenos Aires, á los siete días del mes de Febrero de mil 
ochocientos noventa y cinco, reunidos en su Sala de Acuerdos 
los señores ministros de la Suprema Corte de Justicia Nacio- 
nal doctores don Luis V. Várela, don Abel Bazan, don Octavio 
Bunge y don Juan E. Torrent dijeron : Que habiendo la ley 
de presupuesto del corriente año, suprimido el puesto de 
auxiliar de Secretaría, y creado dos de Escribientes para el 
servicio de la misma, acordaban nombrar para ocupar di- 
chos puestos á los señores José Vidal y Juan Francisco Fari- 
ña, con el sueldo que les asigna la citada ley. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se re- 
gistrase en el libro correspondiente, comunicándolo al Poder 
Ejecutivo y á los nombrados, por medio del correspondiente 
oficio. 

LUIS V. VÁRELA. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
E. TORRENT. 

José A. Frías. 
Secretario. 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA NACIONAL 
CON LA RELACIÓN DE SUS RESPECTIVAS CAUSAS 



ANO 1894 



CAUSA I 



El Banco Nacional contra Don Pedro J. Bengolea, por cobro 
ejecutivo de pesos; sobre infracción de la ley de papel se- 
llado. 



Sumario. — Las letras á favor del Banco Nacional deben ser 
otorgadas en papel sellado nacional, y no provincial. 



Caso. — En una letra otorgada á favor del Banco Nacional 
por el señor Bengolea en papel sellado de la provincia de Bue- 
nos Aires, el Juez de Sección ordenóse pagara la multa por in- 
fracción de la ley de sellos. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GE!<IERAL 



Suprema Corte: 

Buenos Aires, Julio 26 de 1893. 

£1 Banco Nacional es el Banco de la Constitución, creado y 
regido por leyes nacionalefs. Eátá por ello sujeto ala jurisdic- 
ción de las autoridades nacionales y exento de toda contribu- 
ción é impuestos provinciales. 

Todos sus actos y contratos, como las cuestiones que se sus- 
citen para su cumplimiento, corresponden á la jurisdicción 
nacional. 

Prescribiendo entonces el artículo I** de la ley de papel se- 
llado para 1892, que deben extenderse en el papel sellado co- 
rrespondiente á su escala, todas las obligaciones que versen so- 
bre asuntos ó negocios sujetos á la jurisdicción nacional, por 
razón del lugar ó naturaleza del acto, la letra de foja 5 ha de- 
bido otorgarse en papel del sello nacional, y su omisión impone 
la responsabilidad del décuplo, establecido por el articulo 36, 
tanto á los que la otorgasen como á los que la admitan, presen- 
ten ó tramiten. 

Por ello, pido á V. E. la confirmación del auto recurrido de 
foja 9 vuelta. 

Sabmiano Kier. 
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Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Febrero 8 de 1894. 

Vistos: De conformidad con lo expuesto y pedido por el se- 
ñor Procurador General, se confirma con costas el auto apelado 
de foja nueve vuelta. 

Devuélvanse, debiendo reponerse los sellQs ante el Inferior. 

LUIS V, VÁRELA. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN, 
E. TORUENT. 



CA1J9IA II 



Contra el Jefe del Registro de Propiedad de la ciudad de La 
Plata; sobre cumplimiento de una orden del Juez Fe- 
deral. 



Sumario. — Las medidas emergentes de las autoridades pro- 
vinciales, no pueden trabar la acción de la Justicia Federal 
en ejercicio de su jurisdicción. 



16 FALLOS DE LA SUPREMA COBTE 

Caso. — El Juez de esta Capital, doctor Tedin, dirigió oficio 
al de la Provincia de Buenos Aires, pidiendo mande anotar por 
la oficina respectiva el levantamiento déla inhibición decretada 
contra don Julián T. Muñiz por el Juez de Comercio doctor Ci* 
gorraga, por haberse así ordenado en el juicio correspondiente. 

El Juez de la Sección de Buenos Aires mandó cumplir lo so- 
licitado, 7 el Jefe del Registro de la Propiedad manifestó: 
que la Suprema Corte de Justicia de la Provincia ha resnelto 
que en los asuntos de que conocen los Jueces Federales de Co« 
mercio y de lo Civil, con asiento en la Capital de la República, 
debe el Registrador obedecer solamente las órdenes que le sean 
trasmitidas por conducto délos Jueces de la Provincia y que 
acatando la superintendencia que aquel Tribunal ejerce sobre la 
oficina á su cargo, no le es posible dar cumplimiento á lo or* 
denado. 

Ei Procurador Fiscal, á quien se dio vista, pidió se intima- 
ra el cumplimiento de la diligencia decretada, bajo apercibi- 
miento de lo que hubiere lugar, de acuerdo con el artículo 13 de 
la ley de 14 de Setiembre de 1863, y el Juez adoptó como re- 
solución este dictamen. 

El Jefe de la referida oficina dijo que no le era posible dar 
cumplimiento alo mandado, en virtud^ de lo resuelto por la 
Suprema Corte de la Provincia con fecha 5 de Noviembre de 
1892. 

£1 Procurador Fiscal expuso : que el Jefe del Registro de la 
Propiedad está obligado á cumplir la orden del Juzgado, de 
acuerdo con el artículo 13 ya citado y si rehusa ó se opone á 
su ejecución, debe hacerse uso de la fuerza pública. 

El Juzgado mandó intimar que se dé cumplimiento en el día 
á lo ordenado, bajo apercibimiento de procesarse al Jefe de la 
Oficina como reo de alzamiento contra la Justicia Nacional. 

El Jefe insistió en su negativa anterior. 

El Procurador Fiscal en este estado, dijo : que el artículo 13 
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de la ley de 14 de Setiembre de 1863 es terminante y con arre* 
glo á él la diligencia ordenada debe cumplirse, y no cumplién- 
dosela se viola una ley nacional y se desacata á la autoridad 
encargada de hacerla ejecutar; que las disposiciones de la Su- 
prema Corte de la Provincia no deben paralizar la acción de la 
Justicia Federal cuando procede dentro de sus legítimas atri- 
buciones; que el caso ocurrente está previsto en el inciso 4^ del 
artículo 30 y penado por el 33 de la ley 14 de Setiembre de 
1863 y que con arreglo á estas prescripciones debe constituirse 
en arresto al empleado de la oficina de la Propiedad hasta 
que cumpla la diligencia ordenada, sin perjuicio de deducir se- 
paradamente la acción criminal que corresponda. 



Fallo del Jíuez Federal 



La Plata, Julio 4 de 1893. 

Autos y vistos: Y Considerando: 1^ Que habiendo solicitado 
el señor Juez Federal de la Capital do la República, por medio 
del exhorto de foja 1% el levantamiento de la inhibición decre- 
tada contra don Julián Muñis, este Juzgado mandó dar cum- 
plimiento á lo pedido haciéndolo así saber á la oficina del Be- 
gistrode la Propiedad. 

2® Que dicha oficina contestó á foja 2 que la Suprema Corte 
de la Provincia había resuelto con fecha 5 de Noviembre de 
1892 que no recibiera órdenes que no le fueran transmitidas 
por conducto de los Jueces de 1*^ Instancia de esta Provincia y 
que en su consecuencia no podía dar cumplimiento á lo dispues- 
to y comunicado directamente por este Juzgado. 

3° Que el artículo 13 de la ley de 14 de Setiembre de 1863, 
sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales Nacionales, 

T. V 2 
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dispone que las autoridades proTinciales están obligadas á 
prestar el auxilio que les sea requerido para el cumplimiento de 
Hs órdenes de prisión ó embargo dictadas por los Jueces de 
Sección. 

4*^ Que están en igualdad de condiciones las órdenes de em- 
bargo como las de desembargo y que por lo tanto en uno como en 
otro CHSO debe ser aplicado el artículo citado, mucho más si se 
tiene en cuenta que el objeto de esa disposición es facilitar la 
expedición de los despachos y asuntos que se tramitan ante la 
Justicia Nacional. 

5^ Que hade notarse que el Juez que ordena la ejecución de 
un mandato tiene poder é imperio para hacerlo, dentro del te- 
rritorio de la ProTincia donde ejerce jurisdicion concurrente 
dentro de los propios límites de la ley federal de 1863 y ade- 
más que se trata de mandatos de un Juez de su propia jerar- 
quía en el orden nacional : y aceptar deban á las órdenes ó 
mandatos de los Jueces Federales de otras provincias dársele 
cumplimiento por intermedio de los Jueces de I** Instancia pro- 
vinciales ú ordinarios, sería caso de encontrarse en conflictos, 
pues tales mandatos se cumplen sin perjuicio del que estatuye 
dentro del mismo fuero que no es otro que el Federal, si es que 
se trata de Jueces nacionales. 

6^ Que por otra parte, si las órdenes de embargos ó desem- 
bargos hubiesen de ser transmitidas por conducto de los Jueces 
de 1* Instancia de la Provincia, cuando se trata de la jurisdic- 
ción nacional, se correría el riezgo de que por mala voluntad ó 
por negligencia de esos jueces quedaran ilusorias esas órdenes, 
especialmente las primeras, con gran daño de la administración 
de Justicia Nacional. 

1"* Que teniendo los Jueces de Sección jurisdicción para em- 
bargar, deben tener acción y medios directos para hacer cum- 
plir sus disposiciones sin necesidad de impetrar el auxilio ó 
mediación de los jueces de 1' Instancia de Provincia. 
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8^ Que no obstante, siendo el Jefe del Registro de la Propie- 
dad un empleado subordinado á la Suprema Corte de la Provin- 
cia^ puede por ahora escusarse su inobediencia á los mandatos de 
este Juzgado, hasta mientras se le haga una intimación en 
forma de que si persiste en no cumplir lo ordenado se proce- 
derá en su contra como más haya lugar en derecho. 

Por estas consideraciones, fallo : no hacer lugar por¡ahora alo 
solicitado por el Procurador Fiscal, intimándose al Jefe del 
Registro déla Propiedad dé cumplimiento á lo ordenado en el 
perentorio término de 24 horas, bajo el apercibimiento indica- 
do. Notifíquese con el original, regístrese en el libro de sen- 
tencias y repónganse las fojas. 

Marianos, de Aurecoechea. 



VISTA DEL SEÍ^OU PROCUKADOR GE^EUAL 



Suprema Corte: 

Buenos Aires, Agosto 10 de 1893. 

Habiéndose excusado con repetición el Jefe del Registro 
de la Propiedad en la Capital de la provincia de Buenos Aires, 
de cumplir el mandato de anotación de un desembargo, fundán- 
dose para ello en lo dispuesto por acordada de la Suprema Cor- 
te ¿e aquella Provincia, el Procurador Fiscal pidió á foja 12 
vuelta se constituya en arresto al empleado aludido, hasta que 
cumpliese la diligencia ordenada. 

El señor Juez Federal resolvió á foja 15 no hacer lugar por 
ahora á ese pedido, mandando intimar al Jefe del Registro de 
la Propiedad el cumplimiento de lo ordenado, en el perentorio 
término de 24 horas, bajo apercibimiento indicado. 
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Ese auto recurrido por el Procurador Fiscal, no es denegato- 
rio de su pedido de foja 12 y al contrario el apercibimiento de- 
cretado implica su aceptación. 

Dispone una diligencia previa, que debe cumplirse en el tér- 
mino de 24 horas, y sólo suspende por ahora el pedido princi- 
pal, no es definitivo, ni de gravamen irreparable, ni por consi- 
guiente susceptible del recurso de apelación, con sujeción á lo 
dispuesto en el artículo 206 de la ley sobre Procedimientos 
Nacionales. 

Pido á Y. £. se sirva así declararlo. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Febrero 8 de 1894. 

Vistos : No pudiendo medida alguna emergente de autorida- 
des provinciales trabar la acción de la Justicia Federal en ejer- 
cicio de la jurisdicción que le ha sido conferida por la Constitu- 
ción y leyes de la Nación, y siendo éste precisamente el caso 
motivado por la resolución de la Suprema Corte de Justicia de 
la provincia de Buenos Aires, invocada por el Jefe del Regis- 
tro de la Propiedad^ para no dar cumplimiento á lo ordenado por 
el Jaez Federal de aquella Sección. 

Por esto y los fundamentos del auto apelado de foja trece se 
confirma éste, y devuélvanse, debiendo reponerse los sellos ante 
el Inferior. 

LUIS V. ^ARELA. — ABEL BAZA*. 
— OCTAVIO BUNGE. — JCAN 
E. TORRENT. 
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CAlJfilA III 



Escrtña y C" contra Don Pascual Bruniard, por incons ti tacto - 
nalidad de la ley de la Provincia de Santa Fé sobre im- 
puesto á los cereales; incidente sobre entrega de su importe. 



Sumario.— La justicia nacional no puede estorbar á las pro 
vincias la percepción de los impuestos creados por sus leyes. 



Caso. — Lo indica el 



Fallo del Jíues Federal 



Rosario, Febrero 25 de 1893. 

Y vistos: La parte de los señores Escriña y C* se presentó 
exponiendo: que los agentes del rematador del impuesto estable- 
cido al trigo y al lino, por la ley provincial de 28 de Noviem- 
bre de 1891, les habían embargado 1200 bolsas de trigo, las que 
debían ser rematadas para el pago de la suma de 4000 pesos 
moneda nacional, que les correspondían pagar por impuesto; 
que para evitar esa venta habían consignado á orden del Juzga- 
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Fallo de la Suprema Corte 



r 

Buenos Aires, Febrero 8 de 1894. 

Vistos: por sus fundamentos, se coutirma con costas el auto 
, apelado de foja veinto y dos. Devuélvansse, debiendo repo- 
nerse los sellos ante el Inferior. 

LUIS V. VÁRELA.— ABEL BAZAN.— 
JUAN E. TORREM. 



CAUfilA lY 



Don Ernesto Klose contra Don Pascual Bruniard, por tncons- 
titucionalidad de la ley sobre impuestos á los cereales de la 
provincia de Santa-Fé; sobrepago. 



Sumario. — La Justicia Nacional no puede estorbar á las 
Provincias la percepción de los impuestos creados por sus leves. 
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Caso. — Lo indica el 



Fallo del Jfuem Federal 



Rosario, Julio 6 de 1893. 

Y vistsila solicitud de Braniard para que se le entregue la 
consignaciun de foja 1, valor de 4100 pesos, desistiendo de la 
citación de eviccion que antes hiciera al Gobierno de esta pro- 
vincia 7 á mérito del cual este Juzgado^ declarándose incompe- 
tente, mandó se remitieran los autos á la Suprema Corte; y 

Considerando: 1° Que no habiéndose aún producido en esta 
causa la lilis pendencia que hubiera podido radicar el juicio an- 
te la Suprema Corte, pues ni siquiera el expediente ha salido de 
este Tribunal para ir i aquel,. este Juzgado aún es competente 
para entender y fallar incidentes como e\sub-judice en que se 
viene por medio de un desistimiento, á dejar sin efecto precisa- 
mente el auto único que pudo obstaculizar su jurisdicción pro- 
pia. 

3!^ Que por la misma primera razón del anterior considerando 
referente á la existencia de la litis contestatto, puede asimis- 
mo tramitarse y concluirse el presente sin necesidad deoir á la 
parte del Gobierno, pues larepresentación y participación de éste 
en los autos, es eventual y subordinada al llamamiento de evic- 
cion de la contraria, acto perfectamente voluntario en éste, ha- 
ciéndolo efectivo ó no, según á sus fines convenga. 

3^ Que como ya lo tiene declarado este Tribunal en fallo ante- 
rior pronunciado en la causa seguida entre los señores E. Davis 
y compañía y elmismo Bruniard, ios impuestos ñscales no pue- 
den legal ni correctamente dejar deabonarse bajo el pretesto de 
inconstitucionalidad con que se objeta la ley que ¡os crea, pues 
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mientras tal ley subsista y no se le declare por el poder judi- 
cial encargado de interpretarla, contraria á los principios cons- 
titucionales^ ella existe, prevalece y débesele, por tanto, dar 
fiel cumplimiento por todos los que habitan el territorio de la 
Bepública, sean ciudadanos ó extranjeros, domiciliados ó tran- 
seúntes (artículo!^. Código Civil). 

4° Que este principio es tanto más aplicable al caso, cuanto 
que en el actual la Suprema Corte, interpretando la ley de la 
referencia, la ha declarado constitucional y válida, no proyec- 
tándose así ya el menor rastro de duda de que debe á aquella 
darle cumplimiento, y por ende hacerse el pago, ó sea, la entre- 
ga que hoy se solicita. 

Por tanto: Se declara viable la solicitud de foja il, y en su 
razón hágase la entrega áDon Pascual Bruniard de la suma de 
4100 pesos nacionales consignados en el boleto de foja 1, á cu- 
yo objeto se endosaráá éste, con costas á la parte de Don Er- 
nesto Klose. 

Notifíquese con el original y repónganse los sellos. 

G. Escalera y Zuviria, 



Fallo «le Ih Suprema Corte 

Buenos Aires, Febrero 8 de 1894. 

Vistos: Por sus fundamentos se confirma con costas el auto 
apelado de foja veinte. Devuélvanse, debiendo reponerse los 
sellos ante el inferior. 

LUIS VÁRELA. — ABELBAZAN. — 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN E . 
TOIIUENT. 
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CAUSA Y 



Caire é hijos en la causa del Fisco contra Julio Molinari 
y otros, por defraudación de derechos de aduana; sobre ter- 
cería de dominio. 



Sumario — Se entienden ser del deudor las mercancías que 
estén en la aduana á su nombre, por consignación ó transferen-^ 
cia. 



Caso, — Lo indica el 



Fallo del Juez Federal 



Buenos Aires, Mayo 12 de 1893. 

Y vistos ; Resultando del informe de foja 77 que el cajón de 
mercaderías que reclaman los recurrentes está afectado á las 
responsabilidades en que hayan incurrido Julio Molinari y 
Compañía, y especialmente al pago de los derechos fiscales co- 
rrespondientes á las mercaderías que sin abonarlas han sido ex- 
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traídas de la Aduana ; y siendo para la Aduana los dichos Mo- 
linari y Compañía los propietarios únicos de ese cajón, por 
haber ellos pedido su despacho con el conocimiento respectivo 
endosado á la orden, se resuelve no hacer lugar á la¡la tercería 
de dominio entablada por León Meijssen, en representación de 
C. Caire é hijos. Repóngase el papel. 

J. V, ÍJilanne, 



VISTA DEL SEÍ^OR PROCURADOR GENERAL 



Suprema Corte: 

Buenos Aires, Diciembre 12 de 1893. 

La tercería de dominio deducida contra la aduana de la ca- 
pital por el señor Meijssen, sobre un cajón de mercaderías, se 
apoya en las facturas y demás documentos acompañados para 
justiñcar la adquisición de su propiedad. 

Esos justificativos pueden ser legales é incontestables en 
cuanto á la adquisición en Europa por parte de los fabricantes 
6 remitentes. Pero el despacho directo solicitado por Julio Mo- 
linari d su nombre y á mérito de un conocimiento á la orden ^ 
comprobado á foja 76 vuelta, atribuye á la Aduana todo el de- 
recho deque es responsable la mercadería. 

El artículo 171 de las Ordenanzas de Aduana, prescribe cque 
se entenderá ser del deudor todas las mercaderías que estuviesen 
en la Aduana á su nombre, por consignación 6 transferencia» y 
el 169 «que el Administrador podrá embargar mercaderías que 
tenga el deudor en los depósitos de valor suficiente á cubrir el 
importe de la deuda, con los intereses y costas». 

Si resulta del proceso que Molinari era deudor á la aduana. 
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por el importe de diversas defraudaciones de derechos, y que 
las mercaderías vendidas con autorización judicial, estaban 
afectadas á esas resiponsabilidades, por haber entrado á depó- 
sito con conocimiento á su orden, siéndoles aplicables los artí- 
culos de las ordenanzas citados, la sentencia de foja 99 vuelta 
debe ser confirmada y así lo solicito de Y. E. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Febrero 8 de 1894. 

Vistos : Por sus fundamentos y de acuerdo con lo expuesto y 
pedido por el señor Procurador General, se confirma con costas 
la sentencia de foja noventa y nueve vuelca. 

Y devuélvanse debiendo reponerse los sellos ante el infe- 
rior. 

LUIS V. VÁRELA. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. -- JUAN 
E. TORRENT. 



30 FALLOS BE LA SUPREMA CORTE 



CAUSA YI 



Don Emilio Galletli contra la Empresa del Ferrocarril Gran 

Oeste Argentino; sobre cobro de pesos 

Sumario, — 1** La cesión de créditos puede hacerse en forma 
de endoso, aunque los títulos no estén concebidos á la orden. 

2<* Transferida la propiedad del crédito mediante la cesión y 
hecha la debida notificación, el endosatario puede hacer valer 
las derechos cedidos dentro délas obligaciones legales del deu- 
dor. 

3^ Las empresas de ferrocarriles combinadas deben ser 
consideradas como una sola empresa á los efectos de la contra- 
tación en materia de transportes, sin perjuicio de las acciones 
que pueden corresponder entre si. 



Caso, — Lo indica el 



Fallo del Juez Federal 

Mendoza, Mayo 10 de 1892. 

Vistos : Don Emilio Galletti entabla demanda contra la Em- 
presa del Ferrocarril Gran Oeste Argentino por la entrega de 
mercaderías remitidas á su consignación, ó en su defecto por el 
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pago de su valor, ascendente á la cantidad de 8384 pesos, con 
más el de los daños y perjuicios en uno y otro casD, expo- 
niendo: 

Que según se acredita por las tres cartas de porte adjuntas 
bajo los números 705, 706 y 708, fueron remitidas en 30 de Se- 
tiembre de 1889, desde la estación de Yilla de Mercedes, á los 
señores Delaballe y Galletti hermanos, por los señores Morny 
y Guillett, las siguientes mercaderías: 1^ Dos cajones ferrete- 
ría; 2" 12 bultos carretillas; y 3® 46 rollos alambre. Que igual- 
mente y con fecha 1"* de Octubre del mismo año, le fueron con- 
signados, con destino también á esta estación Mendoza, 400 
rollos alambre, según lo aoredita la carta de porte adjunta 
bajo el número 810; siendo el valor de todas ellas en plaza el 
de 8384 pesos moneda nacional ; 

Que habiendo reclamado sin resultado alguno de la Empresa 
la entrega de las mercaderías aludidas, y fundado en la cons- 
tancia de los documentos referidos, deduce la presente deman- 
da contra su administrador don Guillermo Roberts por la en- 
trega de ellas, ó en su defecto, por el pago del valor antes 
expresado y el de los daños y perjuicios causados, con más las 
costas del juicio. 

La Empresa demandada, por intermedio de su apoderado don 
Germán Kohn, contestad foja 7, exponiendo por su parte: 

Que el actor carece de personería para presentarse en nombre 
de los señores Delaballe y Galletti hermanos, por cuanto no ha 
presentado poder para el efecto, no siendo suficiente en defec- 
to de éste, para trasmitir la propiedad de los documentos con 
que se instruye la demanda, el endoso presente, en las mismas, 
desde que no están concebidos & la orden, ni contienen obliga- 
ción de pagar cantidad de dinero á plazo fijo; 

Que por lo que respecta d la demanda en sí, debe observar 
quede las averiguaciones practicadas por la empresa sobre la 
carga á que se refieren las cartas de porte objeto de la deman- 
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da, resalta que ella nunca fué entregada á esta línea, siendo 
por consiguiente responsable por su entrega el Ferrocarril Andi- 
no, de conformidad á la ley vigente en la época en que los do- 
cumentos aludidos fueron otorgados, pidiendo en conclusión el 
rechazo de la demanda con expresa condenación en costas por 
la falta de personería en el demandante ó en caso de que se le 
acepte ésta, no se haga tampoco lugar á ella, á mérito de la ex- 
cepción últimamente opuesta. 

Con los antecedentes relacionados se abrió la causa á prueba: 
1^ sobre la excepción de falta de personería opuesta al deman- 
dante; 2^ sobre si las mercaderías objeto de la demanda fue- 
ron entregadas á la empresa demandada para su conducción á 
esta ciudad; y 

Considerando en cuanto ala excepción de falta de personería 
en el actor : 

1^ Que los documentos con que se instruye la demanda no 
contienen en efecto una obligación de pago por cantidad líqui- 
da exigible, ni se hallan concebidos á la orden, en cuyo caso el 
endoso hecho de los mismos por la razón social Delaballe y Ga- 
Iletti hermanos, á favor del demandante don Emilio Gallettí, 
sólo puede considerarse como una cesión sujeta, en cuanto á 
sus efectos, á las disposiciones del Código Civil. 

2^ Que por el artículo 1444 del Código citado se establece: 
que todo objeto incorporal, todo derecho y toda acción sobre 
una cosa quei^e encuentra en el comercio pueden ser objeto de 
una cesión, á menos que la causa no sea contraria á alguna pro- 
hibición expresa ó implícita de la ley, y al título mismo del 
crédito. 

3^ Que los citados documentos aunque sólo contienen un acu- 
se de recibo á los señores Delaballe y G-alletti hermanos de sus 
reclamos á la empresa por valor de mercaderías remitidas á su 
consignación, es indudable que esos valores puedenser objeto de 
cesión, por parte de éstos, como dueños de las mercaderías á 
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que aquellos se refieren, desde que ella no se, baila comprendida 
en la prohibición que establece el artículo citado. 

A" Que por el artículo 1256 se establece también que cuan- 
do la cesión fuese hecha por instrumento particular podrá tener 
la forma de un endoso, si bien no tendrá los efectos especiales 
designados en el Código de Comercio si los títulos Jel crédito 
no fuesen pagaderos á la orden. 

5° Que por consecuencia de lo dispuesto en el artículo pre- 
citado, es evidente que el endoso hecho de los documentos m 
cuestión, reviste el carácter de una verdadera cesión d favor del 
endosatario don Emilio Galletti, quien por lo tanto ha podido 
legalmente reclamar el pago de los enunciados valores 6 mer- 
caderías por medio de la presente gestión judicial. 

6*^ Que en el caso no podría objetarse por parte de la empresa 
la falta de conocimiento de la cesión hecha á Oalletti á los 
efectos de invalidar la transferencia á éste de los derechos del 
cedente sobre las mercaderías ó valores objeto de las mismas, 
pues no puede decirse que lo ignorara desde que se le había re- 
clamado su entrega ó pago: primero, en una forma privada 
y después por medio de la presente demanda; y por cuanto, 
además, no se ha objetado tal defecto al contestarse la de 
manda. 

7^ Que por otra parte, la faltado aceptación de la cesión 
hecha á Oalletti, que pudiera también objetarse por parte de la 
empresa, no causaría la nulidad de la cesión del crédito, desde 
que ésta podía en todo caso oponer al cesionario todas las ex- 
cepciones que tuviese contra el cedente, aun las meramente per- 
sonales, según lo dispuesto por los artículos 1469 y 1474 del 
Código Civil y lo resuelto por la Suprema Corteen el fallo que 
se contiene en el tomo 1<», serie 2*, página 41. 

8** Que debe entonces declararse improcedente la excepción 
de falta de personería opuesta al demandante, reconociendo por 
el contrario su perfecto derecho para deducir el presente juicio, 

T. V 3 
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en su carácter de cesionario de los señores Delaballe y Gralletti 
hermanos. 

Considerando en relación al fondo de la demanda: 

9"" Que por las cartas de porte corrientes de foja 29 á 32/ 
resulta acreditado: que en fecha I** de Octubre y 30 de Se- 
tiembre dei889 fueron entregadas en la estación de Mercedes 
al Ferrocarril Andino, para ser entregadas en la de esta ciudad 
álos señores Delaballe y Galletti hermanos, las mercaderías es- 
pecificadas en las mismas, á que se refiere la demanda. 

10° Que por el informe del Secretario corriente, á foja 23 
vuelta, resulta también haberse encontrado en libro de cargas 
recibidas de la Estación de Villa Mercedes, al folio 9, las anota- 
ciones correspondientes á las cargas de las cartas de porte nú- 
meros 705, 706 y 708, expresándose en el mismo informe no 
haberse encontrado constancia alguna al número 810 , por 400 
rollos alambre. 

ll"" Queefite antecedente constituye por si s61o una prueba 
evidente de haberse recibido por la empresa demandada las merca- 
derías á que se refieren los citadosdocumentos, contra lo aseverado 
por el representante de ésta en sn contestación á la deihanda» 

12^ Que en cuanto á la carga de 400 rollos de alambre, á 
que se refiere la carta de porte número 810, se halla también 
acreditada su entrega á esta línea por la declaración de don 
Eamon Ortiz quien» contestando al interrogatorio de foja 35 
dice : que suscribió las cartas de porte en cuestión como agen- 
te encargado de recibir y expedir cargas desde Villa Merce- 
des á Mendoza, San Juan y puntos intermedios de esta línea, 
agregando el testigo que la carga especificada en ellas fué 
entregada en el mismo día de su fecha á la Empresa demanda- 
da ; y que tanto el declarante como don Dionisio Castro, fir* 
mante también de las dichas cartas de porte, ejercíalas funcio- 
nes de encargado de esta línea^ para la expedición de carga 
desde Villa Mercedes. 
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13^ Que por parte de la Empresa no se ha producido prueba 
alguna en el sentido de acreditar sus aserciones respecto á la 
responsabilidad que atribuye á la Empresa del Ferrocarril An- 
dino por la pérdida ó extravío de las cargas en cuestión, y de- 
ben entonces desestimarse por completo. 

14^ Que por otra parte, la Suprema Corte ha declarado re- 
cientemente en su fallo Je fecha 4 de Febrero último, al 
confirmar la resolución de este Juzgado dictado en In causa se- 
guida por don José M. Guisasola contra la misma empresa : 

w 

que en el contrato de transporte por ferrocarriles es de dere- 
cho que aunque aquel se verifique por líneas de diferentes em- 
presas, el viaje se considera continuo y las diversas empresas 
como una sola á los efectos de la responsabilidad para con el 
expedidor, cuando aquellos proceden en combinación y se ha 
expedido un solo comprobante para el transporte de la carga por 
todo el trayecto de ellas. 

15^ Que en el caso presente es de perfecta aplicación la doc- 
trina sentada, que se halla además consagrada expresamente 
por el artículo 171 del Código de Comercio vigente, desde que 
la línea expresada procede en combinación, y se ha expedido 
además un solo comprobante para el transporte de la carga. 

16^ Que finalmente, por el artículo 162 del Código citado se 
impone el porteador la obligación de efectuar lá entrega de los 
efectos cargados en el tiempo y lugar del convenio, bajo la pe- 
nade responder á las partes por las pérdidas ó daños que le re- 
sultasen por malversación ú omisión soya 6 desús factores, de- 
pendientes ú otros agentes cualquiera. 

17° Que en consecuencia y ante la disposición lega! ci6ada re- 
sulta también evidente la responsabilidad de la empresa por 
los perjuicios cansados al demandante por la faltado entrega 
de las mercaderías enviadas. 

Por tanto y omitiendo otras consideraciones resultantes de 
autos, fallo definitivamente : declarando que la Empresa del 
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Ferrocarril Gran Oeste Argentino, debe entregar al demandan- 
te don Emilio Galletti las mercaderías á que se refíeren los do- 
cumentos precitados, con más el valor de los perjuicios causa- 
dos al mismo por la demora en su entrega, ó en su defecto, 
satisfacer el importe de ellos que será estimado por perito^, en 
la forma prevenida por el artículo 179 del Código de Comercio 
citado, en caso de no aceptarse el fijado en la demanda, con más 
los intereses correspondientes y costas del juicio. 
Hágase saber original y repóngase el papel. 

Juan del Campillo. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Febrero 13 de 1894. 

Vistos y considerando: Primero: Que según las constancias de 
autos los señores Dellaballe y Galletti hermanos, endosaron á 
favor de don Emilio Galletti las cartas de porte, título legal del 
contrato cu jo cumplimiento hace la materia del presente juicio. 

Segundo : Que la cesionjde créditos puede hacerse en forma 
de endoso, aunque los títulos no estuviesen concebidos á la or- 
den, según lo dispone el artículo mil cuatrocientos cincuenta y 
seis. Código Civil, produciendo en tal caso los efectos generales 
de la ce^on de créditos, aunque no haya de llevar aparejada los 
especiales concernientes á los declarados endosables por la ley 
mercantil. 

Tercero: Que como lo demuestra la sentencia apelada, la 
Empresa demandada ha sido notificada de la cesión. 

Cuarto: Que traspasada la propiedad del crédito, mediante 
la cesión (artículo mil cuatrocientos cincuenta y siete. Código 
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Civil) y hecha la debida notificación, los derechos del endosata- 
rio á hacerse valer dentro de las obligaciones legales del deu- 
dor cedido, no pueden ponerse en duda, con arreglo al artículo 
mil cuatrocientos cincuenta y nueve. Código Civil, y artículos 
quinientos sesenta y tres, quinientos sesenta y cuatro y qui- 
nientos sesenta y cinco del Código de Comercio vigente en la 
época de la negociación; á que se agrega, por vía de doctrina 
concordante, lo dispuesto en el artículo ciento sesenta y seis del 
Código de Comercio actual. 

Quinto : Que como lo tiene resuelto esta Suprema Corte en el 
caso de Guisasola contra el Ferrocarril Gran Oeste Argentino, 
mencionado en la sentencia apelada, y el de Mora contra la Com- 
pañía Ferrocarril Central Córdoba, con fecha veinte y nueve 
de Octubre de mil ochocientos noventa y dos, las empresas de 
ferrocarriles combinados, deben ser considerados como únasela 
Empresa á los efectos de la contratación en materia de trans- 
portes, sin perjuicio de las acciones que puedan corresponder 
entre sí á las respectivas Empresas; doctrina que ha cido ele- 
vada á la categoría'^de ley por el artículo sesenta y cuatro de la 
ley número dos mil ochocientos setenta y tres, sancionada el 
añp mil ochocientos noventa y uno y que puede invocarse por 
la fuerza concordante que debe atribuírsele. 

Por estos fundamentos y concordantes de la sentencia apelada 
de foja sesenta y ocho vuelta, se confirma ésta con costas; no 
haciéndose lugar al recurso de nulidad, por no haberse inter- 
puesto en tiempo ni basarse en motivos legales atendibles. 

Bepuestoslos sellos, devuélvanse, pudiendo notificarse con el 
original. 

benjamín PAZ. — LUISV. VÁRELA. 

— ABEL BAZAN. — OCTAVIO 

BUNGE. — JUAN E. TORRENT. 
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VII 



Criminal contra Félix Ferrer y Encarnación Vargas, por cir- 
culación de billetes falsos de curso legal. 



Sumario. — El delito de circulación de billetes falsos de cur- 
so legal, está previsto y penado por el articulo 30 de la ley nú- 
mero 2216, y por el artículo 62 de la ley penal de 14 de Setiem- 
bre de 1863. 



Caso.— Lo indica el 



Fallo del Jlueas Federal 



La Plata, Agosto 28 de 1893. 

Y vistos: Los seguidos de oñcio, contra Félix Ferrer y Encar- 
nación Vargas^ acusados del delito de circulación de billetes de 
banco falsificados; y 

Kesultando: 1*" Que los dichos Ferrer y Vargas salieron de 
la Capital federal el 19 de Mayo de 1892 con el ánimo, según 
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manifiestan, de seguir viaje hasta Ranchos ó el Salado, pue- 
blos de esta provincia: habiendo llegado al de General Belgrano 
en las primeras horas déla mañana. 

2^ Qae una vez en el lugar citado, se alojaron en la fonda 
Bolgrano y una vez que hubieron almorzado^ salieron recorrien- 
do el pueblo, entrando sucesivamente á un prostíbulo donde 
pagaron el gasto que hicieron con un billete falso, valor de 
cincuenta pesos m/ú, recibiendo el cambio que se les dio en bi- 
lletes de buena ley. 

3^ Que más tarde compraron galletas en una panadería, ha- 
ciendo el pago con otro idéntico billete falso del mismo valor 
que el anterior. 

AP Que cambiaron un tercer billete falso, en una zapatería y 
un cuarto billete comprando licor y chocolate. 

5"^ Que adn pretendieron hacer circular un quinto billete, en 
una tienda de comercio, donde compraron unos pañuelos de 
hilo. 

6^ Que en el momento de retirarse después de haber operado 
alternativamente comprando y deduciendo los cambios de su 
comercio para repartir las utilidades estipuladas entre ambos 
acusados, fueron sorprendidos por la policía, en virtud de la 
denuncia hecha por los damnificados y confirmada por muchos 
de los vecinos perjudicados; dejando como habían dejado en ca- 
da lugar donde se hallaron, un billete falso del valor antes in- 
dicado, pagando invariablemente todo gasto hecho, por pequeño 
que fuere, con los billetes falsos que pretendían echar en la co- 
rriente circulatoria. 

7^ Que el Procurador Fiscal, una vez pasada á su despacho la 
causa, produjo la acusación de foja 45, terminando en mérito de 
lo expuesto, se imponga á cada uno de los procesados, Félix 
Ferrer y Encarnación Vargas la pena de siete años de trabajos 
forzados y multa de cinco mil pesos fuertes^ de acuerdo con el 
artículo 62 de la ley de 14 de Setiembre de 1863, costas y gastos. 
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8^ Que eldefensor general de pobresy ausentes, se expide á 
foja 48 sosteniendo: 1^ Que no se ba comprobado, la existencia 
del cuerpo del delito; 2^ Que no basta sea un comisario de 
policía quien asegura la falsedad de los billetes : debe ser ésta 
declarada por peritos; 3^ Que la base de todo proceso se encuen- 
tra comprendida en la clasificación del artículo 207 del Có- 
digo de 'Procedináíentos;- 4° Que igualmente no se ha deter- 
minado la identifícaciun dé los autores del delito, y entonces 
corresponde aplicar lo preceptuado por el artículo 435 dictando 
sobreseimiento; 5® Que ia ley en que el Procurador Fiscal 
funda su acción se encuentra derogada por el precepto del 
artículo 285 del Código Penal, que impone la pena de^reis á ' 
ocho años de penitenciaría y multa de quinientos á cinco mil 
pesos m/n; 6^ Que dado los antecedentes del caso, el castigo 
á imponerse i^unca podrá ser más que el mínimum señalado en 
los artículos citados. 

9° Que abierta la causa á prueba^ no se produjo ninguna según 
lo demuestra la nota del secretario de foja 50. 

10^ Que traída al despacho la causa para dictar sentencia se- 
dictó^ con calidad de para mejor proveer, el auto de foja 52 en* 
que se ordenó pasasen los billetes referidos en las constancias 
de foja 18, fojas 36 y 37 vuelta á la Caja de Conversión á fin de 
que informase sobre su legalidad, cnya diligencia devuelta corre 
á foja 54. 

Considerando: 1^ Que las constancias delasumaria, comprue- 
ban clara y precisamente: l**la existencia del cuerpo del delito 
( véase fojas 18, 36, 37, 52 y 54 ); 2^ la identificación de la per- 
sona de los delincuentes ( véase fojas 4, 10, H, 11 vuelta, 12 
vuelta, 20, 24, 39 y 39 vuelta). 

2** Que la indagación prestada por los procesados ( véase fo- 
ja 39 y foja39 vuelta ) con culpabilidad, dejando constancia 
cierta del hecho de la circulación de los billetes falsos preconce- 
bida y premeditadamente. 
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3*^ Que el caso sub-judice define la posición respectiva de los 
encausados y su delincuencia, sin que sea atendible el argu- 
mento de inculpabilidad que se invoca en la defensa de foja 48, 
por no haber sido acompañados en la sumaria como piezas 'de 
convicción los billetes falsos: esos billetes meramente se encon- 
traban reservados en secretaría mientras tanto hubiesen sido 
inutilizados, como ha sucedido ( véase foja 53); luego, no es de 
darse importancia decisiva al hecho, hasta el punto de afirmar 
que no existe el cuerpo del delito^ sin el cual no hay basé de 
juicio en materia criminal y sobre todo, cuando su existencia 
estaba acreditada por las constancias ( véase fojas 18, 36 y 37 
vuelta de autos). 

4"" Que los procesados han pretendido sincerar su conducta y 
explicar los cargos que resultan de los hechos: afirmando Var- 
gas ignoraba fuesen falsos los billetes que cambió, así como Fe- 
rrer, que los ganó al juego, y ambosfueron agentes de un indir- 
viduo que le nombran Bamon el Chino; declarando después que 
fueron los autores dt' la circulación fraudulenta. 

5"" Quedados los hechos apuntados, ni siquiera cabe el pen- 
sar, pueda decirse en favor de los encausados, recibieran en 
cambio en la circulación diaria esos billetes, y sólo con el pro- 
pósito de desprenderse de ellos ásu vez les lanzaran á la circu- 
lación; ni sus propias declaraciones, ni la forma de producirse 
en los medios empleados, en el hecho de circularlos, ni menos 
la manera como aseguran Herraron á sus manos, ni el número 
de billetes, autorizan siquiera á presumir su inocencia. 

6^ Que el caso que se j nzga cae precisamente bajo el imperio del 
artículo 285 del Código Penal en su primera parte, puesto que, 
como se demuestra en el anterior considerando, no se trata de una 
casuaípo^mon dealgun ó algunos billetes recibidos enla corriente 
circulatoria, sino de AecAo, preparado consciente y deliberada- 
mente: actos puestos en práctica con las precauciones necesarias 
á la empresa de un^lucro calculado y de cuantiosos resultados. 
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7° Que el cuerpo del delito, dado el supuesto no se hubiese 
comprobado en autos, puede enoontrarse representado asi, de 
una manera física y material, como resultar también de la con- 
vicción del hecho, por testimonio uniforme de las personas que 
han actuado en él, de los mismos procesados y de las autorida- 
des cuya intervención consta de una manera auténtica, todo lo 
que acredita la existencia del cuerpo deltlelüo. 

S^'Que es criminosa la circulación de billetes de banco, cuan- 
do resulta del conocímienta que se tiene de la calidad de los 
valores que se ponen en la corriente circulatoria, aprovechando 
las utilidades que se obtienen dolosamente; como en el pre- 
sente caso, en que los autores del hecho se han valido del arbi- 
trio de comprar cosas de poco valor para asegurar el producto de 
su especulación criminal. 

9° Que tanto el encargado de suministrar los billetes para ti 
cambio y el expendedor de ellos, sabían y les constaba indivi- 
dualmente que ejercitaban un acto de responsabilidad dolosa, 
punido por la ley penal, porque no ignoraban que sólo el Estado, 
tiene la prerrogativa y facultad de emitir billetes de banco, á 
la circulación, así como hacer batir moaeda metálica, como acto 
de soberanía que no puede ejercitar por sí solo el individuo. 

10^ Que acreditado el cuerpo del delito por los medios em- 
pleados en el presente juicio, así como identificada la persona 
de sus autores, cumple aplicar la pena que corresponde á cada 
uno en el grado respectivo de su culpabilidad, resultando ser el 
autor principal Félix Ferrer y Encarnación Vargas^ auxiliar y 
cómplice en primer grado. 

11° Que la pena cuya aplicación solicita la acusación no es la 
que corresponde, por cuanto siendo posterior sobre la materia 
la que legisla el artículo 285 del Código penal vigente; es la 
que debe aplicarse al sub-judicCy más cuando estando á lo favo- 
rable al reo, ésta es menor que la preceptuada por la ley de 14 
de Setiembre de 1863. 
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Por estos fundamentos, fallo: condenando áFelii Ferrar á la 
pena de tres años de penitenciaria y multa de quinientos pesos 
m/a ( véase artículo 285, Códígii citado ); atendieudo á que el 
daño causado ha sido menor y puede hasta considerarse ello 
comooansal de atenuación de las conferidas en el artículo 82, 
inciso 1, Código citado; y á Enearnacion Vargas á la pena de 
dos años de prisión, según lo preceptuado por el artículo 34, in- 
ciso 4®y Código citado, las que se deberán computac con arreglo 
al artículo 49 y sin olvidar la causal anterior que le alcanza en 
su disposición, y todo con costas y demás circupstancías que 
traen consigo las penas impuestas. En oportunidad y ejecuto- 
riada que sea la presente sentencia, líbrese las notas del caso al 
Poder Ejecutivo Nacional , poniendo los presos á su disposición 
al efecto del cumplimiento de las penas. 

Notifíquese con el original, regístrese en el libro de senten* 
cias y repónganse las fojas. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 



VISTA DEL SEfiOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Octubre 4 de 1891. 
Suprema Corle : 

Está probadala existencia del delito y la criminalidad res- 
pectiva de los procesados Félix Ferrer y Encaraacion Vargas. 

Los considerandos de la sentencia, corriente á foja ñ4, así lo 
demuestran. 

Adhiero á ellos en cuanto á los hechos de que se deriva la res- 
ponsabilidad dé los encausados, por delito de circulación de 
billetes de banco falsos. 
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La pena impuesta me parece inferior según la ley . 

£1 Juzgado ha creido que siendo posterior en fecha, y más 
benigno en penas el código penal, debía aplicarse de preferencia 
al caso sub'judice, 

Pero uno son los delitos del Código Penal, otros los críme- 
nes contra la Nación, que expresamente designa laley de 14 de 
Setiembre de 1863. 

El Código Penal en su capítulo 4"* legisla sobre falsificación 
de billetes de banco, que pueden ser de todos los Bancos emiso- 
res, de carácter meramente privado. 

La falsificación de billetes es un hecho que sólo afecta los in- 
tereses particulares de esos Bancos, si hiere el interés público 
es de una manera directa y limitada. 

Pero la falsificación y circulación á que expresamente se re- 
fiere el artículo 62 de la ley nacional de 1863, es la de títulos 
de deuda pública, billetes ó libranzas del Tesoro, de documentos 
ó valores nacionales ó de un banco, erigido con autorización del 
Gobierno Nacional. 

Esta ley es aplicable entonces, no sólo el Banco de la Nación 
sino á los bancos cuya emisión ha sido autorizada y garautida 
por ella, entre los que se encuentra el de la provincia de Santa- 
Fé, á cuyo tipo de emisión corresponden los billetes falsos cir- 
culados. 

Estos billetes están equiparados por la ley de Bancos garan- 
tidos á los de la misma Nación, tienen el mismo curso, la mis- 
ma fuerza cancelatoria en todas las oficinas y para todos los 
impuestos nacionales ( artículo 31 de la ley de 3 de Noviembre 
de 1887). 

Este carácter general del billete garantido, lo coloca lógica- 
mente bajo el régimen penal de la ley de la nación y para ale- 
jar toda duda, elartículo 30 de la ley de 1887, posterior al Có- 
digo Penal, prescribió textualmente: c Los que falsifiquen ó 
adulteren billetes deles autjrizados por esta ley, y los que 
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circulen billetes falsos ó adulterados, quedarán sujetos á las pe- 
nas establecidas en el título 10 de la ley de ii de Setiembre 
de 1863». 

Ante esta declaración especial que ha sido ya declarada por 
V, E., en diversos fallos, de preferente aplicación cuando se 
trata délos delitos contra la nación que ella rige, la pena de la 
sentencia debe ser aumentada. 

Por todo ello, pero teniendo en consideración el poco daño 
causado, pidoáV. £. se sirva aplicará los procesados el térmi- 
no medio de lo establecido en el articulo 62 de la ley citada, 
esto es, cinco años de trabajos forzados y mil pesos de multa 
al reo Félix Ferrar, y cuatro años de trabajos forzados y qui- 
nientos pesos de multa á Encarnación Vargas, revocando en es- 
ta parte la sentencia apelada por el Procurador Fiscal. 

Sabintano Kier. 



Fnllo ile In Siipremn Corte 



Buenos Aires, Febrero 13 de 1894. 

T vistos: Considerando que el delito de circulación de billetes 
de banco falsos, que se imputa á los procesados, está compro- 
bado por las constancias de autos. 

Que ese delito se halla prescrito y penado por los artículos 
treinta de la ley número dos mil doscientos diez y seis y sesenta 
y dos de la ley penal de catorce de Setiembre de mil ochocientos 
sesenta y tres. 

Por esto y de conformidad con lo expuesto y pedido por el se- 
ñor Procurador General y fundamentos concordantes de la sen- 
tencia apelada, corriente á foja sesenta y cuatro: se reforma 
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ésta^ condenándose á Feliz {"errer á la pena de cinco años de 
presidio y mil pesos de multa, j á Encarnación Yargis á la de 
cuatro años de presidio 7 quinientos pesos de multa, confir- 
mandóse dicha sentencia en lo demás que contiene, y devuél- 
vanse. 

benjamín paz. — LUIS V. VÁRELA. 
—ABEL BAZAN.— OCTAVIO BüNGE. 
— JUAN E. TORRENT. 



CAUSA YIII 



Uon Gervacio J. Paez, contra el Banco Hipotecario de la pro- 
vincia de Buenos A ires, por compensación de créditos ; sobre 
recusación. 



Sumario. — 1^ Después de dictada sentencia y hallándose 
ésta en estado de ejecución, no puede interponerse recusación 
contra el Juez. 

2^ No es admisible la excusación fundada únicamente en ra- 
zones de delicadeza. 



Ca.so.— Estando en estado de ejecución la sentencia dictada 
en los autos seguidos por el señor Paez, contra el Banco Hipo* 



X 
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tecario de la provincia de Buenos Aires, el representante de éste 
recusó al Juez, alegando que era deudor del Banco. 



Fnllodel Juea redernl 



La Plata, Junio 22 de 1893. 

En virtud del certificado de foja... téngase por parte á Don 
Julián Vargas, y por constituido el domicilio; j 

Considerando, respecto de la recusación deducida: 

I"" Que la venta ó transferencia de que se hace mención no se 
realizó, pues quedó pendiente del cumplimiento del decreto del 
Directorio del Banco Hipotecario, de fecha lOde Enero de 1891, 
cuyo tenor es así: 

cEnero 10 de 1891.Acuérdaseá Don JuanE. Gibelli la venia 
que solicita para transferir al Doctor M. S. de Aurrecoechea los 
préstamos hipotecarios números 5525, S. G. y 11.368 S. N. 
siempre que el número 11.368 lo red uzea á 120U0 pesos y ponga 
previamente los servicios al día debiendo reponerse una estam- 
pilla. José Toso.* 

2° Que mientras no se hayan cumplido las condiciones esta- 
blecidas por ese decreto, la transferencia de la deuda no se ha 
efectuado, y para el Banco no hay otro deudor que e! que tenía, 
ó sea Don Juan E. Gibelli. 

3® Que por los informes que elinfranscrito ha tomado perso- 
nalmente del Banco, resulta, que el estado del negocio mencio- 
nado es el mismo en que se encontraba al dictarse el decreto 
referido, y que por lo tanto el infranscritoes para el Banco un 
tercero que no es acreedor ni deudor. 

4° Que no existe á su respecto la causa de recusación alega- 
da, dadas las premisas establecidas en los precedentes conside- 
derandos. Por ello no ha lugar á la recusación deducida. 
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Y notando el Juzgado que en el escrito últimamente presen- 
tado en el juicio de Don Murtin Jacobé, y otros contra el mismo 
Banco, se sospecha de sn imparcialidad, suponiéndole mó- 
Tiles indignos, á pesar de haber confirmado sus resoluciones la 
Suprema Corte en todas las causas que el Banco ha seguido 
ante este Juzgado, y teniendo en cuenta que esa exposición 
gratuita consignada en términos poco decorosos por el abogado 
y procurador del Banco, cuyos procederes no le es permitido 
apreciar al infranscrito, puede dar lugar áque se le crea anima- 
do contra sus personas en los juicios pendientes con perjuicio 
de los intereses del establemiento que representan y en nombre 
de quien hablan, creencia que su delicadeza le obliga á desva* 
necer: escúsase de seguir conociendo en ellos, y pásese. sin más 
trámite esta causa al suplente en turno Doctor Don Julio Fon- 
rouge. Repóngase la foja. 

Manuel S. de Aurrecoechea. 



El representante del Banco apeló por no haberse admitido 
la recusación. 



Ful lo de In üiiiireiiiii Corle 

Buenos Aires, Febrero 15 de 1894. 

Vistos y considerando: Que la cansa se halla definitivamen- 
ce concluida en mérito de la sentencia ejecutoriada que corre 
en autos. 

Que en consecuencia, y de conformidad á lo dispuesto por el 
artículo cuarenta y cuatro de la ley de procedimientos, la recu- 
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sacion interpuesta por la parte del Banco ha sido inoportuna- 
mente deducida. 

Por esto se confirma el auto apelado de foja ciento ocho vuel- 
ta, en cuanto no se hace lugar á la citada recusación; y no ba- 
sándose la excusación del inferior, sino en razones de delicadeza 
y no en motivos legales, según lo expresa el mismo, devuélvase 
para que lleve adelante la ejecución de la sentencia, previa re- 
posición de sellos. 

benjamín paz. — OCTAVIO BUNGE. 
—JUAN E. TOHBENT. 



<^AIJSA IX 



Don Gervasio J. Paez^ contra el Banco Hipotecario de la pro- 
vincia de Buenos Aires, por suspensión de un remate; sobre 
7'ecusacio7i. 



Sumario, — 1^ Después de dictada sentencia y hallándose ésta 
en estado de ejecución, no puede interponerse recusación contra 
el Juez. 

^'^ No es admisible la excusación fundada únicamente en ra- 
zones de delicadeza. 

T. V 4 



50 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

Ca^o.— Estando consentida la sentencia dictada en aquel 
juicio^ el apoderado del Banco se presentó recusando al jaez, 
fondado en que éste es dendor moroso de dicho establecimiento 
según los antecedentes que obran en el mismo, por los intere- 
ses de 8500 cédulas de la serie G y 1400 de la serie M, inte- 
reses punitorios, etc, en virtud déla compra hecha por el Juez, 
en Junio del 89, ante el escribano Quezales, de la propiedad cons- 
tituida por el lote número 11 de la manzana BBB Seecion 4% 
sóbrela cual estaban concedidos dichos préstamos, aceptados 
por él en ti acto de la escritura, quedando subrogado en las obli- 
gaciones del deudor . 

Agregó que esta circunstancia es causal legal de recusación, 
con arreglo al artículo 43, inciso 3", de la ley de procedimientos, 
y prestando juramento de no proceder con malicia, pide que 
el Juez sedé por recusado. 



Fallo del Juez Federal 



La Plata, Junio 22 de 1893. 

En vista del precedente certificado téngasele por parte á Don 
Julián de Vargas. 
Y considerando respecto de la recusación deducida: 
1® Que la venta ó transferencia deque se hace mención, no 
8fe realizó, pues quedó pendiente el cumplimiento -del decreto 
del directorio del Banco Hipotecario de fecha 10 de Enero de 
1891, cuyo tenor es así: «Enero 10 de 1891, Acuérdase á Don 
Juan E. Gibellí, la venia para transferir al Doctor M. S. de 
Aurrecoechea los préstamos hipotecarios número 5525 S. G. y 
11368 S. M., siempre que el número 11368 lo reduzca á 12000 
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pesos y ponga previamente los servicios al dia, debiendo repo- 
nerse una estampilla. José Toso.» 

2*^ Que mientras no se haya cumplido las condiciones esta- 
blecidas por ese decreto, la transferencia déla deuda no se ha 
efectuado y para el Banco no hay otro deudor que el que tenía' 
ó sea Don Juan E. Gibelli. 

3** Que por los informes que el infranscrito ha tomado perso- 
nalmente del Banco, resulta que el estado del negocio mencio- 
nado, es el mismo en que se encontraba al dictarse el decreto 
referido y que por lo tanto, el infranscrito es para el Banco un 
tercero que no es deudor ni acreedor. 

4® Que no existe á su respecto la causal de recusación alega- 
da, dadas las premisas establecidas en los precedentes conside- 
randos. Por ello no ha lugar á la recusación deducida. 

Y notando el Juzgado que en el escrito últimamente presen- 
tado en el juicio de Don Martin Jacobé y otros contra el mismo 
Banco, se sospecha de su imparcialidad, suponiéndole móviles 
indignos, á pesar de haber confirmado sos resoluciones la Su- 
prema Corte, en todas las causas que el Banco ha seguido ante 
este Juzgado^ y teniendo en cuenta que esa exposición gratui- 
ta, consignada en términos poco decorosos, por el abogado y 
prucurador del Banco, cuyos procederes no le es permitido 
apreciar al infranscrito, puede dar lugar á que se le crea anima- 
do contra sus personas en los juicios pendientes, con perjuicio 
de los intereses del establecimiento que representan y en nom- 
bre de quien hablan, creencia que su delicadeza le obliga á des- 
vanecer, escúsase de seguir conociendo en ellos, y pásese sin 
más trámite al suplente en turno, Doctor Don Emilio Carranza. 
Bepóngase el sello. 

Marianos, de Aurrecoechea. 
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Fnllo de In Supremn Corte 

Buenos Aires, Febrero 15 de 1894.' 

Yistos y considerando : Que la causa se halla definitivamente 
concluida, en mérito de la sentencia ejecutoriada que corre en 
autos. 

Que, en consecuencia y de conformidad á lo dispuesto por el 
artículo cuarenta y cuatro déla ley de Procedimientos, la recu- 
sación interpuesta por la parte del Banco, ha sido inoportnna- 
* mente deducida. 

Por esto, se confirma el auto apelado de foja cuarenta y ocho 
vuelta, en cuanto no hace lugar á la recusación; y no basándose 
la excusación del inferior, sino en razones de delicadeza y no en 
motivos legales, según lo expresa él mismo, devuélvase para que 
lleve adelante la ejecución de la sentencia, previa reposición de 
sellos. 

benjamín paz.— octavio bunge. 
— ^juan e. torrent. 



J 
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CAUSA X 



Sobre cumplimiento de un exhorto dirigido por el Juez Federal 
del Paraná, alJuezde /■ instancia de Gualeguaychú^ 



Sumario. — La Saprema Corte no tiene la ñxidioa de hacer 
camplir las resoluciones de los Jueces de Sección; son estos que 
deben hacerlas efectivas. 



Caso. — Por no haber cumplido el Juez de 1** Instanciade Gua- 
leguaychú un exhorto del Juez Federal del Paraná, éste se diri- 
gió á la Suprema Corte para que resolviese lo conducente. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENfcRAL 



Buenos Aires, Enero 9 de 1894. 

Suprema Corte: 

El hecho de no cumplimentarse el exhorto dirigido por el 
Juez Federal de Entre-Rios, al de 1° Instancia de Gualeguay- 
chú, de que instruye la nota precedente, constituye una falta 
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grave que podría alcanzar las proporciones de un desacato á la 
autoridad nacional. 

No es lícito creer que el Juez Provincial quiera producirlo 
negándose á cumplir los deberes que le impone el artículo 13 
de la ley sobre competencia de la justicia nacional. 

Por ello me limito á pedir á Y. £., por ahora, se sirva mandar 
librar oficio al Juez exhortado, previniéndole el cumplimiento 
de la prescripción de la ley citada dentro de un término peren- 
torio y bajo apercibimiento del procedimiento á que diere lugar, 
con arreglo á derecho. 

Sabiniano Kier . 



Fallo de In {lupremn Corte 



Buenos Aires, Febrero 15 de 1894. 



Vistos los precedentes oficios del Juez de Sección de Entre- 
RíoSy contéstese: que esta Suprema Corte no tiene la misión de 
hacer cumplir las resoluciones de los Jueces de Sección, siendo 
á estos á quienes las leyes han dado el imperio necesario al efec- 
to y los medios para procurar hacerlas efectivas. Archívese. 



benjamín paz. — LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE . —JUAN E . TORREN?. 
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CAUSA XI 



A. Chouette y C contra Don Antonio Souef, por falsificación de 
marca de fábrica; sobre reconocimiento de documentos 



Sumario. — El reconocimiento de documentos procedentes de 
terceros» importa prueba testimonial y está sujeto á las pres- 
cripciones que rigen dicha prueba. 



Caso. — En la causa de A, Chouette y C* contra Souef , por fal- 
sificación de marca do fábrica, éste, después del término relati- 
vo ala prueba de testigos, presentó algunos documentos proce- 
dentes de terceros, pidiendo citación de estos para que compa- 
recieran á reconocerlos . 



Fnllo del Juem Federal 



Buenos Aires, Noviembre 10 de 1893. 



Autos y vistos: Habiéndose negado por el auto de foja 61 
vuelta, la citación de los testigos Campos, Casenave y Toresa- 
no, por haber sido presentados fuera del término establecido 
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por ello para la ley, é importando el pedido hecho á foja 65 
respecto de las mismas personas, idéntica diligencia á la que 
ya se encontraba rechazada; déjase sin efecto el anto recurrido 
de foja 65 vuelta. 

J, V, Lalanne. 



Fallo de la Suprema Carie 

Buenos Aires, Febrero 17 de 1894. 

Vistos: Por sus fundamentos, se conñrma con costas el auto 
apelado de foja setenta vuelta. Repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

benjamín paz.— luis V. VARE- 
LA.— ABEL BAZAN.— OCTAVIO 
BUNGE. — JUAN E. TORRENT. 



CAUSA AII 



Don Víctor Kloiz, contra Don Antonio Souef, por falsificación 
de marca, de fábrica; sobre reconocimiento de documentos 

Sumario. — Rechazada la prueba de testigos, debe recha- 
zarse la presentación de los mismos á reconocer documentos 
procedentes de ellos . 
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Caso. — Souef presentó testigos después de la oportunidad 
legal, y fueron rechazados. 

Luego pidió se citara áesos mismos testigos á reconocer do- 
cumentos procedentes de ellos. 

El Juez ordenó la citación. 

Reclamado el auto por la parte deKlotz, se dictó el 



Fallo del Juex Federal 



Buenos Aires, Noviembre 10 de 1893. 



Autos y vistos: Importando el pedido de citación de Toresa- 
no, Campos^ Cayans, Grand y Laval una reproducción de lo so- 
licitado á foja 83 y denegado por auto de foja 84^ déjase sin 
efecto el auto recurrido de foja 89 vuelta. 



J. V, Lalanne. 



Fallo de la Suprema Corte (1) 

Buenos Aires, Febrero 17 de 1894. 

Vistos: Por sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
apelado de foja noventa y nueve. Kepuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 

benjamín PAZ. — LUIS V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAN.— OCTAVIO 
BÜNGE.— JUAN E. TORRENT. 

(1) Igual resolución recayó en la causa de P. Prot y C contra A*. Souef, 
por falsifícacion de marca de fábrica, sobre reconocimiento de documen- 
los, pedido en las mismas condiciones. 
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CAUfi^A XIII 



Contra Don Severo lUaresca; sobre comiso. 



Sumario. — Las aduanas no pueden imponer penas, cuando 
se trate de mercaderías salidas de su jurisdicción, j de infrac- 
ciones (4ue pasaron desapercibidas al tiempo del despacho. 



Caso, — Resulta de las siguientes piezas: 



RESOLUCIÓN DEL ADBflNISTRADORDE ADUANA 



Buenos Aires, Julio 19 de 1893. 

Visto lo actuado y considerando: 1^ Que no se ha dado cum- 
plimiento álodispuesto enel inciso l'^del artículo 801 de las orde- 
nanzas, que prescribe: aQueel capitán debuque, encaso deacon- 
tecimiento de mar lo declare al dar la entrada, 6 dentrode las cua- 
renta y ocho horas hábiles, para enmendar el manifiesto^ expre- 
sando los sucesos de mar que causaron la avería, los volúmenes 
que sufrieron, cual fué la averia y el nombre del respectivo 
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dueño ó consignatario:», por cuanto, según el informe de Con- 
taduría, no hay constancia de haberse presentado la solicitud 
de rebaja por avería; 

2^ Que entre lo expuesto por el señor Maresca, y el señor 
Bisso, agente del buque conductor del cargamento de sal de que 
se trata, hay una contradicción palpable, por cuanto el primero 
dice que se manifestaron 2400 hectolitros, por no conocer la 
equivalencia exacta de 485 lastres ^ y el segundo que la merma 
es debida á averías sufridas durante el viaje á causa de tem- 
porales que ocurrieron en la travesía; y 

3^ Que no habiéndose aducido razones legales que atenúen la 
falta en que se ha incurrido, desde que no se ha cumplido con 
la ley en ninguna de sus partes, faltando á las prescripciones 
del artículo 51 de las ordenanzas, y su correlativo, el 801 , en 
la parte pertinente. 

Resuelvo: de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 905 de 
las ordenanzas de aduana vigentes, declarar caldos en comiso 
los 1579 hectolitros de sal manifestados de menos, ó pagúese 
una multa igual al valor que representa el comiso adjudicable 
en la forma determinada por el artículo 905 citado. 

Hágase saber y fecho pase á Contaduría á sus efectos. 

S. Baibiene. 



Fallo del «luez Federal 

Buenos Aires, Diciembre 2 de 1893. 

Autos y vistos: Tratándose en el presente caso de mercade- 
rías salidas de la jurisdicción de las Aduanas y de infracciones 
que pasaron desapercibidas al tiempo del despacho; y disponien- 
do el artículo 1034 de las ordenanzas que en tales circunstan- 
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cías las aduanas no podrán imponer penas, debiendo recurrirá 
los tribunales nacionales á quienes corresponderá eí conocimien- 
to de la causa, déjase sin efecto la resolución administrativa 
de foja 5, y fórmese el sumario correspondiente para la averi- 
guación de la denuncia contenida en el parte de foja primera. 

J. V, Lalmme. 



VISTA DEL SEf^OR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Diciembre 27 de 1893. 
Suprema Corte : 

Es evidente, según las constancias del sumario iniciado á fo- 
ja 1% que el descubrimiento de las diferencias declaradas en co- 
miso por la resolución de foja 5, se encontraron diez y ocho 
meses después de despachadas y salidas de la jurisdicción de 
la aduana. 

En tal caso, no pudiendo las aduanas imponer penas, siempre 
que las mercaderías hayan salido de su jurisdicción, según lo 
prescribe el artículo 1034 de las ordenanzas; y pudiendo sólo 
ocurrir á los Tribunales nacionales á quienes corresponde en 
este caso el conocimiento de la causa; concept)ío legal el fallo de 
foja 28, y pido á V. E. su confirmación. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de Ir Suprema Corte 

Buenos Aires, Febrero 17 de 1894. 

Vistos: Por sus fundamentos y de conformidad con lo expues- 
to y pedido por el señor Procurador General, se confirma el 
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auto apelado de foja veinte y ocho, y devuélvanse, debiendo re- 
ponerse los sellos ante el Inferior. 

B£NUM1N PAZ.— LUIS V. VARGLA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE. — JÜANE. TOURENT. 



CAUSA XIT 



Don Viclorio Sarracariy contra el Banco Hipotecario de la pro- 
vincia de Buenos Aires, por cumplimiento de un contrato; so- 
bre recusación . 



Sumario.— El ser el Juez deudor de una de las partes es 
causa legal de recusación, y no reconociéndose exacta por el 
Juez recusado^ debe ser recibida á prueba. 



Caso. — Después de contestada la demanda, el representante 
del Banco Hipotecario recusó al Juez, alegando que era deudor 
del establecimiento. 
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Fallo del Juez Federal 



La Plata, Junio 22 de 1893. 

Considerando respecto de la recusación deducida: 

1^ Que la venta ó transferencia de que se hace mención, no 
se realizó, pues quedó pendiente del cumplimiento del decreto 
del Directorio del Banco Hipotecario de fecha 10 de Enero de 
1891, cuyo tenor es así: 

«Acuérdase á Don Juan E. Gibelli la venia para transferir al 
Doctor M. S. d:' Aurrec9echea los préstamos hipotecarios nú- 
meros 5525 S. G. y H368, S. N. siempre que el número 11368 
lo reduzca á 12000 pesos moneda nacional, y ponga previamente 
los servicios al día, debiendo reponerse una estampilla. José 
Toso > . 

2*^ Que mientras no se hayan cumplido las condiciones esta- 
blecidas por ese decreto, la transferencia de la deuda no se ha 
efectuado y para el Banco no hay otro deudor que el que tenía, ó 
bea Don Juan E. Gibelli. 

3** Que por los informes que el infranscripto ha tomado perso- 
nalmente del Banco, resulta que el estado del negocio mencio- 
nado es el mismo en que se encontraba al dictarse el decreto re- 
ferido, que por lo tanto el insfranscripto es para el Banco un 
tercero que no es deudor ni acreedor. 

4° Que no existe á su respecto la causal de recusación alega- 
da, dadas las premisas establecidas en los precedentes consi- 
derandos. 

Por ello, no ha lugar á la recusación deducida. 

Y notando el Juzgado que en el escrito últimamente presen- 
tado en el juicio de Don Martin Jacobéy otros contra el mismo 
Banco, se sospecha de su imparcialidad, suponiendo móviles 
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indignos, á pesar de haber confirmado sns resoluciones la Sa- 
prema Corte, en todas las causas que el Banco ha seguido ante 
este Juzgado y teniendo en cuenta que esa exposición gratuita, 
consignada en términos pocos decorosos por el abogado j pro- 
curador del Banco, cuyos procederes no le es permitido apreciar 
al insfrascripto, puede dar lugar áqüe se le crea animado con- 
tra sns personas en los juicios pendientes, con perjuicio de los 
intereses del establecimiento que representan y en nombre de 
quien hablan, creencia que su delicadeza le obliga á desvanecer, 
escúsase de seguir conociendo en ellos, y pásese sin más trámite 
esta causa al suplente en turno Doctor Don Rodolfo Bivarola. 
Repóngase el sello. Notifíquese con el original. 

Marianos, de.iurrecoechea. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Febrero 17 de 1894. 

Vistos: Resultando de los hechos y circunstancias alegadas 
por parte del Banco, que la causal de recusación se encuentra 
comprendida entre las establecidas por la ley, pudiendo resultar 
suficiente para la inhibición del Juez según sea el mérito de la 
prueba que se produzca. 

Por ésto, déjase sin efecto el auto apelado de foja cuarenta y 
tres y devuélvanse para que el Juez dé al incidente el trámite 
que corresponda á su estado, de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo treinta y tres de la ley de Procedimientos. Re- 
póngase el papel. 

benjamín paz. — LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BÜNGE.— JUAN E. TORRENT. 
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XT 



La compafíia ^ Abasto deCarne de Buenos Air es*, contra la socie- 
dad ^Frigorificay Pastoril Brasilera*, por cumplimiento 
de contrato y constitución de tribunal arbitral; sobre persone- 
ría. 



Sumario. — Los poderes para presentarse en juicio deben ser 
hechos por escritura pública. 



Caso. — £1 demandante pidió que se entendiera la demanda 
con Don Torcuato Mattaldiy que había quedado á cargo déla 
agencia de la compañía Frigoríñca y Pastoril Brasilera. 

Conferido traslado y notificado Mattaldi, se presentó expo- 
niendo: Que desde el día en que cesó la representación que la 
compañía había conferido anteriormente al señor de Britto, no 
ha tenido tiempo ú oportunidad de constituir en este país un 
nuevo apoderado general y para asuntos judiciales, limitándose 
á encargar al señor Martin, ya ausente, y después á él, por 
telegramas y cartas, la dirección del escritorioy asuntos comer- 
ciales; 

Que si el demandante quiere llevar adelante su gestión, ten- 
drá que pedirlo que corresponda para que la Frigorífica sea 
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emplazada en forma, haciéndosele saber por exhorto en Río, 
donde tiene su asiento y domicilio, para que constituya aquí el 
apoderado que haya de representarla. Pidió que se hiciera saber 
ésto al demandante. 

Corrido traslado, pidió Don Eduardo Casey, que se intimara 
á Mattaldi contestar la demanda, isi{)Otiiéndole las costas del 
incidente. 

Dijo: Que el mismo Mattaldi confiesa que la sociedad deman- 
dadale ha confiadola dirección del escritorio y asuntos comercia- 
les en esta; lo que quiere decir que es mandatario para la ad- 
ministración de los negocios y obligaciones en esta ciudad, y 
como tal mandatario está autorizado para todos los actos de 
administración; 

Que la intervención de Mattaldi en esta demanda, es un acto 
de administración que entra en los negocios ordinarios de su 
mandato; 

Que el hecho de que haya sido constituido por cartas ó tele- 
gramas no desvirtúa el mandato, pues éste puede ser dado por 
cartas, y aun verbalmente (artículo 1873, Código Civil). Pidió 
se resolviera que Mattaldi estaba obligado á concurrir al juicio 
promovido. 



rallo del Juez Federal 



Buenos Aires, Octubre 2 de 1893. 

Atento lo manifestado en el precedente escrito, intímese al 
señor Mattaldi conteste el traslado de la demanda en el término 
de ley. 

Lalanne. 



T. V 
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Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Febrero 17 de 1894. 

Vistos y considerando: Que según lo expresa Mattaldi en sa 
escrito de foja veinte y tres, la sociedad demandada no lo ha 
constituido su apoderado general nt para asuntos judiciales ^ li- 
mitándose á encargarlo, por telegramas y carta, de la direc- 
ción del escritorio y asuntos comerciales. 

Que esa exposición, base única del auto apelado, es insufi- 
ciente para fundar la representación que se atribuye á Mattal- 
di en este juicio, porque como lo dispone el inciso séptimo del 
articulo mil ochocientos ochenta y cnatro del Código Civil, de- 
ben ser hechos en escritura pública los poderes generales ó es- 
peciales que deban presentarse en juicio. 

Que esa disposición importa una limitación para el caso par- 
ticular sobre que estatuye, á la regla contenida en el mil ocho- 
cientos setenta y tres del mismo Código. 

Por esto, se revoca el auto apelado de foja veinte y cinco 
vuelta, declarándose que Don TorcuatoMataldi no tiene la re- 
presentación en esta causa de la sociedad demandada. Repues- 
tos los sellos^ devuélvanse. 

benjamín PAZ.— LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE. — JUAN E. TORRENT. 
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CAIJ»A XYI 



El Doctor don A dol/o Moutier en recurso de queja , contra un auto 
del Juez Federal de La Plata; sobre suspensión de remate. 



Sumario, — Ordenada por un Jaez Federal la suspensión del 
remate mandado por otro Jaez en jaicio ejecutivo, el auto de 
aquel rechazando el reclamo del ejecutante^ por no ser parte en 
el jaicio donde fué ordenada la suspensión, es apelable por traer 
gravamen irreparable. 



Ca^o.— Lo indican las siguientes piezas: 



RECURSO 



Buenos Aires, Diciembre 14 de 1894. 

Suprema Corte de Justicia: 

* 

Adolfo Moutier con domicilio legal 966 Alsina, comparezco 
y digo: 

Que por orden del doctor Aurrecoechea, en cuyas manos está 
el Juzgado Federal en la provincia de Buenos Aires, suspendió- 
se el remate que debían haber realizado los martilieros Bull- 
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richy C'^de un campo afectado en garantía de unos pagarés que 
me adeudan los señores Pavaro y Arquinbaut. Su suspensión 
fué pedida por Don B. Giménez Paz en los autos que por ante 
aquel Juez sigue contra el Banco Hipotecario de la provincia. 
Su Tenta faé ordenada por el Juez Doctor Cigorrraga. 

Acudí ante aquel Juez Federal recurriendo de sus providen- 
cias é interponiendo el recurso de apelación subsidiaria para 
ante Y. E. Los ejecutados se presentaron conmigo haciendo va- 
ler las razones que evidenciaban la irregularidad de los proce- 
dimientos del Inferior^ pero éste ni ha revocado ese auto, ni ha 
concedido la apelación, socolor de que no soy parte, olvidando 
que si no soy parte en el asunto principal, lo soy evidente- 
mente en el incidente sobre suspensión del remate de un cam- 
po que garanta mi crédito hipotecario. Yeóme, por lo tanto, 
forzado de ocurrir de hecho áV. E. y á pedirle con arreglo á 
lo prevenido por el artículo 229, se sirva Y. E. haber por inter- 
puesto el recurso de ley, ordenando en consecuencia la remisión 
de los autos, otorgarla apelación denegada, revocando en de- 
finitiva el auto de mi referencia y disponer á la vez la suspen- 
sión de todo procedimiento. 

Adolfo Moutier. 



INFORME DEL JUEZ FEDERAL 



Buenos Aires, Noviembre 14 de 1893. 
Exmo Señor: 

En virtud délo ordenado por Y. E. en el recurso de hecho 
deducido por el Doctor Adolfo Moutier, paso á informar lo si- 
guiente. El señor Benjamín Giménez Paz demandó al Banco 
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Hipotecario de la provincia sobre escrituración de un campo 
comprado en remate público á dicho Banco. £1 representante 
de éste, contestando la demanda, dijo: que su mandante había 
aprobado el remate 7 estaba dispuesto á escriturar la propie- 
dad á favor del demandante. En consecuencia el Juzgado con 
fecha 5 de Julio de 1892 dictó la siguiente resolución: 

La Plata, Julio 5 de 1893. 

« 

Autos y vistos; Que en virtud de la conformidad manifesta- 
da por el representante del Banco Hipotecario en la contesta- 
ción á la demanda á foja 17, de proceder ala escrituración de- 
mandada, corresponde al Juzgado (artículos 625, 751 y 618 
del Código Civil) fijar un término al efecto; y en consecuencia 
resuelve acordar á dicho Banco el término de diez dias para 
que proceda á otorgar á favor de Don Benjamín Giménez Faz, 
la escritura de propiedad á que se refiere la demanda de foja 5. 
Bepónganse los sellos. 

Aurrecoechea, 



Con fecha 14 de Noviembre de 1893, el demandante ocurrió 
al Juzgado haciendo presente que por orden dHl señor Juez de 
Comercio de la Capital Federal Doctor Manuel Cigorraga, se 
había ordenado la venta on público remate del mismo campo 
comprado por él al Banco Hipotecario y que se le había man- 
dado escriturar, acompañando el diario en que aparecía el 
aviso respectivo y pidiendo b^jo su responsabilidad se ordenara 
la suspensión del remate y el embargo del campo; á cuyo pedido 
se proveyó de conformidad, dirigiéndose al señor Juez de Co- 
mercio Doctor Cigorraga el correspondiente exhorto. 

En este estado se presentó al Juzgado el doctor Adolfo 
Montier pidiendo se dejara sin efecto esa providencia y que en 



1 
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caso denegado se le concediera apelación para ante Y. E., invo- 
cando para hacer este pedido, haberse ordenado el remate cuya 
suspensión decretó este Juzgado en una ejecución que ante el 
citado Juez Doctor Cigorraga sigue contra los señores Arquin- 
baut y Pavaro. A este escrito se proveyó : 

Le Plata, Diciembre 5 de 1893. 
No siendo parte en el juicio, devuélvase. 

Aurrecoechea . 



Estos son los antecedentes que han originado el reclamo de 
hecho del Doctor Adolfo Moutier. Dios guarde á V. E. 

Mariano S, de Aurrecoechea. 



Fallo de Ir Suprema Certe 



Buenos Aires, Febrero 20 de 1894. 

Vistos en el acuerdo: Trayendo gravamen, irreparable^ por 
su naturaleza, el auto recurrido, se declara mal denegado el re- 
curso interpuesto, y concediéndose en relación, líbrese oficio al 

• 

Juez de la causa para que remita los autos con noticia de los in- 
teresados. Repóngase el papel. 

benjamín paz.— luis V. VÁRELA. 
— ABEL BABAN. — OCTAVIO BÜN- 
GE.— JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA .^VII 



Don Miguel Ángel Ángulo y García contra el Ferrocarril Cen- 
tral Córdoba, por daños y perjuicios ; sobre falta de persone'- 
ría y defecto legal en la demanda. 



Sumario, — i^ No puede oponerse falta de personería á 
quien se presentaren juicio haciendo valer derechos propios. 

2^ Siendo cumplidos los requisitos del artículo 57 de la 
ley de Procedimientos, la omisión de ciertas circunstancias 
útiles no importa defecto legal en la demanda. 



Caso. — En 23 de Agosto de 1892, se presentó al Juzgado el 
señor Ángulo y Qarcía exponiendo: Qae la Empresa del Ferro- 
carril mantuTo desde Agosto de 1890 (cree que ese sea el mes) 
varios trabajadores y ejecutó varias obras en el río General 
Belgrano, antes Carnero, para construir el puente, trabajos 
que demoraron más de seis meses, habiendo sido las cuadri- 
llas colocadas, sin su permiso, dentro de sus chacras, y 
para ejecutar los terraplenes eabaron el terreno hasta el alam- 
brado, imposibilitando la entrada á una chacra, tanto por la 
excavación como por la elevación que se ha dado al terraplén; 

Que los trabajadores rompieron el alambrado y le han oca- 
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sionado ottos perjuicios, sin que la Empresa haya repuesto las 
cosas á su estado primitivo, lo que debe efectuar, lo mismo 
que darle paso-para sus chacras, haciéndolas obras necesarias, 
7 de que le indemnice la privación del pasto de las mismas cha- 
cras, con arreglo á los artículos 1063, 1076, 1078 y 1109, Códi- 
go Civil; 

Que además, el 12 de Julia del año 92, un tren de carga que 
pasó al Norte incendió un pedazo de campo y alambrado del po- 
trero de la «Guardia» que está al poniente de los rieles, que ha 
quedado abierto porque entra y sale hacienda; 

Que los perjuicios sufridos por los hechos determinados los 
estima en 1600 pesos moneda nacional, 1400 los producidos 
por las obras y 200 por el incendio; cuya cantidad no demanda 
sino consigna para un arreglo que evite el pleito. 

Fundado en lo expuesto, deduce demanda contra el Ferroca- 
rril Central Norte y pide que se le condene á pagar los perjui- 
cios que reclama, que deberán ser determinados por peritos, á 
reponer el terreno á su estado primitivo y á darle el paso' que 
necesite para la chacra, construyendo las obras del caso, con 
las costas del juicio. 

El Juzgado dio por acreditada la competencia en mérito de lo 
dispuesto por el artículo 3^, inciso 3^, de la ley de ferrocarriles 
del año 91, y mandó correr traslado de la demanda. 

Sin evacuarlo, el representante de la Empresa opuso las ex- 
cepciones de falta de personalidad en el actor y defecto legal 
en el modo de proponer la demanda. 

Fundando la primera dijo : que ella procede porque no se ha 
demostrado ó justificado el carácter de propietario que el actor 
se atribuye en el campo en cuestión, y no es posible que se le 
obligue á sostener un pleito con una persona que no sea la dam- 
nificada, pues con arreglo á las leyes 1**, título 3°, libro 11, 
Novísima Recopilación, y !■, título 3**, partida 3', ha debido 
presentar los documentos que acrediten el carácter atribuido; 
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requisito necesario para garantía de! cuasi -contrato de la litis 
contestatio. 

Respecto de la segunda, dijo : Que la demanda se limita á 
numerar los párrafos, sin establecer claramente los hechos de 
la miismay los que no podrían ser contestados si no se aclaran; 

Que desde luego, el actor no expresa la fecha cierta de las 
obras á qué se refiere, dato que es esencial para establecer á qué 
Empresa corresponde la responsabilidad, desde que el Ferro- 
carril ha estado en manos de varios; 

Que por otra parte no se establece la cuantía de la demand:;., 
pues aún Cuando se fija el valor de los perjuicios, no se leclama 
él, sino que se pide se condene apagar los perjuicios determi- 
nados; 

Que con arreglo á las leyes 40, título 2°, partida 3% y 4*, tí- 
tulo S'', libro 4'', Bocopilacion Castellana, ha debido fijársela 
cuantía ó hecho que se demanda; 

Que tampoco se estudia el derecho ni se fundan las cuestio- 
nes que se plantean; 

Que en cuanto al incendio se observan los mismos defectos 
apuntados, es decir, que no se expresa el día, hora en que tu- 
vo lugar y el tren que lo produjo^ hechos indispensables para 
poder responder ala demanda. 

Pidióque se declare que no está obligado á contestar la de- 
manda, con costas. 

Con fecha 14 de Setiembre del mismo año 92, el señor Aa- 
gulo y García, se presentó al Juzgado deduciendo nueva 
demanda, y expuso : Que el día tres de dicho mes una máquina 
del Ferrocarril que conducía el tren de pasajeros, incendió el 
campo de la Guardia, de su propiedad, que está al naciente de 
los rieles, máquina que llevaba incendiándose el wagón con 
leña desde la estación General Paz y se tiraban tizones encen- 
didos al campo y llegó incendiándose á la estación Jesús Ma- 
ría; 
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Qae el incendio se produjo casi en frente donde vive Cirilo 
Peralta y otros, sin recordar el número del kilómetro, habién- 
dose quemado el campo, sus cercos y montes y dos carros nue- 
vos de bueyes; 

Que el día siete del mismo mes, otra máquina que conducía 
un tren de carga incendia el mismo campo de la Guardia y de- 
más establecimientos que tiene al Poniente de los rieles; 

Que los perjuicios de una y otra quemazón los estima en 
25000 pesos, pero esto no importa demandar esa cantidad por 
indemnización, sino manifestar su apreciación; 

Que fundado en estos hechos y usando del derecho que le 
acuerda el artículo 11 13 del Código Civil deduce demanda con- 
tra el Ferrocarril Central Norte por indemnización de perjui- 
cios, y pide que en oportunidad se le condene á pagarlos con 
las costas del juicio. 

El Juzgado dio por acreditada la competencia en mérito del 
artículo 3^, inciso 3'', de la ley de ferrocarriles de 1891 y mandó 
correr traslado de la demanda. 

El representante de la Empresa, sin evacuarlo, opuso las 
mismos excepciones que en la anterior, fundado en idénticas 
consideraciones, agregando respecto de la de defecto legal en 
el modo de proponer la demanda que hay falta de precisión en 
los hechos y en la petición, pues no se explica ni el punto don- 
de partió el fuego, ni la hora exacta, ni la cantidad deman- 
dada. 

El actor evacuando el traslado conferido de las excepciones 
opuestas, pidió su rechazo con costas. 

Dijo : Que las razones aducidas por la Empresa demandada 
no se refieren á su personalidad para comparecer en juicio, la 
que no le puede ser negada desde que es mayor de edad, tiene 
la libre administración de sus bienes y está en el pleno goce de 
sus derechos civiles; 

Que el hecho de no justificar la propiedad del campo, no au- 
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torizala excepción de falta de personería, pues él no constituye 
una negación de la capacidad legal para estar en juicio ; porque 
son cosas muy diversas el derecho que tiene una persona para 
reclamar una cosa, de la capacidad legal para estar enjuicio: 
lo priinero es el objeto del litigio ; lo segundo, la formalidad 
previa que debe llenarse por el litigante: á aquel pueden oponer- 
se todas las excepciones que concluyan con él ; y á éste sólo 
aquellas que exijan el cumplimiento de los requisitos estable- 
cidos por las leyes de forma; 

Que la excepción deducida, no es, por tanto, de las dilatorias 
autorizadas por la ley, sino que hace al fondo del asunto y que 
debe considerarse como perentoria, según lo tiene resuelto la 
Suprema Corte uniformemente y lo enseñan los tratadistas; 

Que, por otra parte, nada tiene que hacer la razón ó sinra- 
zón de un derecho reclamado, con la facultad que se tenga para 
ello, quien lo reclame, mucho más cuando si no le asiste fun- 
damento alguno, tendrá su castigo en la condenación que le 
imponga el Juez; 

Que las leyes antiguas con que la Empresa pretende fundar 
la excepción, no se referen al caso presente sino á otro muy 
distinto, y que ellas no pueden tener aplicación hoy ante la le- 
gislación propia del país, y qae teniéndola confirma la doctri- 
na que él sostiene de que la articulación promovida no pro- 
cede; 

Que la excepción de defecto legal en el modo de proponer la 
demanda, es también improcedente, porque se han llenado todos 
los requisitos establecidos por la ley, y los hechos y la petición 
se han fundado con toda claridad y precisión, sin que pueda 
haber duda al respecto; 

Que la Suprema Corte, en numerosos casos, ha resuelto que 
para que la demanda sea reputada en buena forma basta que se 
exprese en ella quién pide, contra quién, en qué derecho ó títu- 
lo se funda, qué cosa pide y ante quién, requisitos todos que se 
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encaéntran en sus demandas, como se vé á la simple lectura; 
Que aún cuando ha demostrado que no. tiene obligación de 
acompañar los títulos de propiedad, mucho más cuando ellos co- 
rren en otro juicio seguido con la misma Empresa sobre el 
mismo objeto, para mayor abundamiento los presenta. 



Fallo del Jíuex Federal 



Córdoba, Abril 28 de 1893. 

Y vistos: Las excepciones dilatorias opuestas por el apoderado 
de la Empresa del Ferrocarril Central Norte en la demanda por 
daños y perjuicios que le tiene iniciada el doctor Miguel Ángel 
Ángulo y García, siendo una de ellas la falta de personería en el 
actor, por no haber presentado títulos ó documentos que com- 
prueben la propiedad del campo porque pide los perjuicios; y la 
otra de (falta legal) defecto legal en la demanda, causada por 
oscuridad de sus términos; y 

Considerando:!^ Que aunque el demandante sostiene con 
fundamentos jurídicos que no está obligado á acompañar con la 
demanda los títulos de propiedad de) campo, presenta sin em- 
bargo espontáneamente dichos títulos en... fojas útiles. 

Esta circunstancia viene á hacer inútil la resolución de este 
punto ; que carecería de todo fin práctico, de todo interés y los 
jueces no deben hacer en sus fallos declaraciones inútiles (Fa- 
llos de la Suprema Corte, serie !■, tomo 5*», página 316). 

Esta resolución ni aun para atribuir las costas de la excepción 
será útil, pues que al presentar esos documentos el demandante 
no sólo no reconoce la razón á la Empresa, sino al contrario sos- 
tiene su falta de derecho para deducir la excepción con razona- 
mientos que, al menos, demuestran que su omisión al no pre- 
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sentarlos con la demand.i, no ha procedido con temeridad ni 
contra la ley. 

Teniéndose, pues, por descartada esta excepción debe pasarse 
al estudio de la otra. 

2^ Es verdad que la demanda entablada por el doctor Ángulo 
no expresa ciertas circunstancias, como el nombre del conduc- 
tor ó maquinista, el de laniáquina, el sitio preciso donde se pro- 
dujo el incendio, el no precisar acertivamente el mes del año 
noventa en que la Empresa empezó las obras en el río General 
Belgrano, etc.; pero estas circunstancias no siendo esenciales, 
sino simplemente útiles, no constituyen el defecto legal en la 
demanda (CaruTantes, tomo 2°, número 196). 

£n ella se comprenden todos los requisitos que expresa el ar- 
tículo 57 de la ley de Procedimientos nacionales. 

En cuanto á fijarse una suma determinada como monto de 
losdstños é intereses que se cobren, ella ha sido fijada en la su- 
ma de veinte y cinco mil pesos. En esa suma aprecia el deman- 
dante sus daños y perjuicios, sin que ello obste á que, lo que 
debe pagarse en su caso, sea lo que resulte de la prueba y del 
juicio de peritos. 

Y omitiendo otras consideraciones se resuelve : no hacer lu- 
gar ala excepción de defecto legal, en la demanda, aducido por 
la Empresa € Córdoba central raylway company, limited» contra 
el doctor Miguel Ángel Ángulo y García, y teniendo por pre- 
sentados los documentos á que se refiere la otra excepción; sin 
especial condenación en costas. Hágase saber con el original, 
repónganselos sellos; dejando copia legalizada en el libro de 
actuaciones del Juzgado. 

C. Hoy ano Gacitua. 
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Fallo de la Siapreiüa Carte 

Buenos Aires, Febrero 20 de 1894. 

Vistos 7 considerando : Qae el actor ha, promovido el jnicio 
haciendo valer derechos propios, lo que pone fuera de cuestión 
la personería legal que inviste. 

Por esto 7 sus fundamentos relativos á la excepción sobre 
defecto en el modo de proponer la demanda, se confirma con 
costas el auto apelado de foja] veipte 7 nueve vuelta, no ha- 
ciéndose lugar al recurso de nulidad, por no haber mérito para 
ello. Bepuestoslos sellos devuélvanse. 

benjamín paz.— luis V. VÁRELA. 
—ABEL BAZAN,— OCTAVIO BUN- 
GE. — JUAN E. TORRENT. 



XVIII 



l)o:i Antofíio Mompó, contra la Compañía de vapores 
(íChargeurs Reunís^; sobre cobro de averías 

Sumario, — Las averías oportunamente constatadas, proce- 
dentes de espiches, presionde estiva, fondomovido, etc., son im- 
putables al capitán, máxime si el conocimiento expresa que 
los efectos estaban bien acondicionados, no obstante las cláu- 
sulas en contrario de no responder por dichos daños. 
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Caso.— Lo indica el 



Fallo del Jíuez Federal 



' Buenos Aires, Octubre 3 de 1891. 

Vistos loá presentes autos promovidos por Don Antonio F. 
Mompó, contra la compañía de nayegacion[[denominada ^Ghar- 
geurs Réanis:^ representada por su agente en este pnerto Don 
Pedro Christophersen, por cobro de 2910 pesos moneda nacional 
legal, con 56 centavos^- procedentes de faltas y averías resol- 
tantes en nn cargamento de vino llegado á la consignación del 
actor en los vapores cParaná» y cEntreBios», pertenecientes á 
dicha ctmpañía. 

Y considerando: 1^ Que dentro de los plazos señalados por el 
artículo 1246 del antiguo Código de Comercio ( 1070 del vigen- 
te ), según resulta de los expedientes agregados sobre pericia, 
pidió Mompó el reconocimiento judicial de la carga, venida á su 
consignación en los dos vapores nombrados y la estimación de 
los daños sufridos, dando el resultado qne expresan los infor- 
mes á foja 10 de los respectivos expedientes, expedidos de co- 
mún acuerdo por los peritos nombrados por ambas partes. 

2° Que el representante de la Compañía sólo reconocerla obli- 
gación de pagar la cantidad de 179 pesos con52 centavos, im- 
porte de la avería sufrida en una pipa del cargamento del va- 
por «Entre-Rioá» por tapa movida y dos en el del «Paraná» por 
tapa movida en una y dos espiches en la otra, alegando que la 
mayor parte de los cascos, cuyas fallas se reclaman, tenían en el 
momento de embarcarse espiches viejos, por lo qu« se agregó 
en los conocimientos la cláusula de no responder de derrames 
aunque provengan de espiches, y que las demás causas de avería 
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no le son tampoco imputables, paes provienen de gran presión 
de estiva, derrame por el fondo sin causa aparente, lo que 
constituye caso de fuerza mayor, de que no responde el Capitán. 

3^ Que en el cargamento del vapor «Paraná^ aparece una fa- 
lla de 1634 galones en 18 pipas y una media pipa, de los cuales, 
239 galones corresponden á derrames por los fondos sin causa 
aparente y los 1365 restantes á tapas movidas, espiches y gran 
presión de estiva con derrame por los fondos. 

4"" Que en el del vapor c Entre Bios» la falla es de 85i galo- 
nes, correspondiendo 252 galones á derrame por fermentación 
del líquido y lo«632 restantes á espiches y derrames por los 
fondos, tapas movidas, fondos corridos, duelas y peines rotos 
por golpe. 

S'^ Que la pérdida de los 239 galones que resultan derrama- 
dos sin causa aparente como la de los 252 procedentes de fer- 
mentación, debe atribuirse á vicio propio de la cosa, la cual com- 
prende el contenido y el envase, no pudiendo hacerse responsa- 
ble al capitán de uno y otro buque, en virtud de lo dispuesto 
en el artículo 909 del Código de Comercio. 

6^ Que el derrame proveniente de espiches, presión de estiva, 
fondo movido, duela ó peihe roto, fondo corrido, etc., segunla cla- 
sificación hecha en los informes periciales de foja 10 de los ex- 
pedientes agregados, acusan actos culpables de la gente de 
á bordo calificados por la ley de baratería y negligencia grave 
por parte del capitán en el arrumage, guarda y conservación de 
los efectos confiados á su custodia, de los cuales aquel es respon- 
sable según el artículo 909 antes citado, no pudiendo eximirse 
de dicha responsabilidad ni aun por convención expresa, según el 
principio consignado en el artículo 304 del Código de Comercio 
y la jurisprudencia establecida por la Corte Suprema. 

7^ Que habiéndose consignado en los conocimientos que los 
efectos fueron recibidos á bordo bien acondicionados, sin hacer 
constar que los cascos tuvieran espiches viejos, la cláusula 
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agregada al final, de no responder por espiches, debe entender* 
se que se refiere á toda clase de espiches, y en tal concepto cae 
bajo la misma nulidad qoe afecta todas las estipulaciones ten- 
dentes á disculpar al conductor, de las obligaciones estableci- 
das por la ley en un interés de orden público. 

8^ Que además, déla pericia no resulta que los espiches encon- 
trados en los cascos con fallas sean viejos ó anterioresal embar- 
que de la mercadería; pero suponiendo que lo fueran, la circuns- 
tancia de haberse recibido los bultos á bordo como en buena 
condición, hace presumir que esos espiches se encontraban bien 
tapados y en condiciones de no afectar la seguridad de la mer- 
cadería, porque de lo contrario se habría cuidado de indivi- 
dualizar con exactitud los bultos afectados con tales espiches. 

Por estos fundamentos y cobrándose de la demanda, monor 
cantidad de la que correspondería según los datos precedentes, 
fallo condenando á Don Pedro Cristophersen al pago de la su- 
ma reclamada, en el término de diez dias, con los intereses des- 
de la interpelación judicial. 

Virgilio M, Tedin. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Febrero 22 de 1894. 

Vistos: Por sus fundamentos y de conformidad con lo dis- 
puesto por el artículo mil treinta y tres del Código de Comercio, 
se confirma la sentencia apelada de foja treinta y dos; y atento 
el mérito de autos, se declaran ácargo del demandado las costas 
de ambas instancias. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ.— LUIS V. VÁ- 
RELA.— ABELBAZAN. — OC- 
TAVIO BUNGE. 

T. V 6 
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CAUSA XIX 



Criminal contra el administrador del ingenio azucarero 
€La Providencian; sobre de fraudacion de impuestos internos 

Sumario. — l^Los alcoholes fabricados antes de Abril de 
1891, DO se hallan comprendidos en la ley de impuestos inter- 
BOsdel891, número 2774. 

2° Las personas que desempeñan el Ministerio fiscal no son 
pasibles de condenación en costas, sino en caso de notorio des- 
conocimiento de las leyes. 



Caso, — Lo indica el 



Fallo del Jíueae Federal 



Tucuman, Noviembre 16 de 1892. 

Vistos : estos aatos criminales, seguidos contra don Javier 
de la Torre, en su calidad de administrador del ingenio azu- 
carero denominado cLaFrovideucia», sobre defraudación de la 
ley nacional de impuestos internos, de los que resulta : 

A foja 15 el Procurador Fiscal, se presenta y expone en 
resumen : Que, según la exhibición y compulsa de los libros 
particulares del ingenio cLa FroTidencia», corriente á foja 3 
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Tuelta, resulta ana expedición de 116.270 litros de alcohol, y 
de los libros de fabricación r expendio, rubricados por el Ins- 
pector, ntia tan sólo de 97374 litros del mismo producto; Que 
debiendo anotarse en los libros de la Inspección el alcohol qne 
se fabrica como el que se expende, se ha omitido consignar en 
ellos, 18,896 litros, que según los libros particulares de la casa, 
fueron fabricados y expendidos; 

Que tanto de los libros rubricados por el Inspector, como del 
de declaraciones juradas, llevado por éste, resulta que en el 
mes de Abril del año próximo pasado, la producción de la ex- 
presada fábrica fué ninguna, que nada se entregó al consumo 
y que nada tenía en depósito, siendo así que los libros particu- 
lares de la casa, prueban que en el citado mes, hubo una fabri- 
cación y expendio de 18.897 litros de alcohol y que según esto, 
los dueños del ingenio cLa Providencia» han defraudado al 
Fisco Nacional el impuesto correspondiente á la cantidad de 
litros antes expresados y deben ser multados de acuerdo con lo 
establecido en los artículos ^^^ de la ley de 30 de Enero de 
1891, número 2774, y 5^ de la ley de impuestos internos para 
el corriente año, número 2856, multa que consiste en el 20 tan- 
tos de la suma que se debió abonar y no se abonó, á razón de sie- 
te centavos el litro. 

Contestando los acosados declinan toda responsabilidad, ne- 
gando que en el citado mes de Abril se hubiera fabricado al- 
cohol en el ingenio de referencia, como lo afirma el Procurador 
Fiscal, y que aunque se expendió alcohol en dicho mes, ellos 
no estaban obligados á denunciarlo, por cnanto no fué fabrica- 
do entonces, sino en meses anteriores, cuando por tales alcoho- 
les no existía ninguna obligación de pagar el impuesto. 

Recibida la causa á prueba, se ha producido por los acusados, 
la que acredita el certificado del Secretario, corriente á foja... 

Y considerando: 1° Que la acusación fiscal, como se ha visto, 
se basa en el hecho de haberse fabricado y expendido en el 
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mes de Abril de 1891, 18.896 litros de alcohol que no fueron 
denunciados al Inspector por el administrador del ingenio. 

2^ Que negado por los acusados el hecho déla fabricación de 
alcohol en el mes de Abril citado, á la acusación correspondía 
establecerlo cumplidamente en autos, de acnerdo con lo pres- 
crito en el artículo 468 del Código de Procedimientos en lo 
Criminal. 

3<* Que lo único que consta de la compulsa practicada por el 
Inspector, y en que se básala acusación es que se expendieron 
en Abril de 1891 los 18.896 litros de alcohol que se suponen 
ocultados, no que se fabricaron en dicho mes, como lo asevera 
la acusación (acta de foja 4). ' 

4** Que, por otra parte, consta de las declaraciones corrien- 
tes de fojas 39 á 42, que durante todo el mes de Abril del año an- 
terior, 1891^ la destilería de los acusados, ha estado parada y 
sin movimiento, y sin que, por lo tanto, se haya elaborado can- 
tidad alguna de alcohol en dicho mes, diciendo los testigos que 
lo saben porque viven muy inmediatos á la fábrica y han visto 
que estuvo parada, sin funcionar en el citado mes. 

5^ Que esta prueba no es negativa, como lo insinúa el Ins- 
pector en su alegato, pues viviendo los testigos contra del In- 
genio mismo, puede decirse han podido sentir sus movimientos 
y declarar en conciencia, sobre lo que han visto. 

%"" Que además, según la compulsa verificada nuevamente, 
de los libros del Ingenio de los acusados durante el término de 
prueba, resulta evidenciado que dicho Ingenio, sólo expendió 
alcohol en el mes de Abril, y que no fabricó un solo litro (dili- 
gencia de foja 45). 

7° Que viniendo ahora al derecho que debe ahora considerar- 
se en presencia del hecho establecido, tenemos que la ley nú- 
mero 2774 de impuestos internos, que rige el caso, dice textual- 
mente en su artículo I"": Créase impuesto interno sobre la 
fabricación de alcoholes, cervezas, fósforos en la República, etc., 
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j en el artículo i2 de la misma ley, dice también textualmen- 
te : «Esta ley regirá durante el año 1891, pero el impaesto so- 
bre los alcoboles entrará en vigencia el I"* de Abril ». 

8° Que en presencia de las disposiciones citadas, es fuera de 
dada que el impuesto doqoesfB trata, grava la fabricación de al- 
cohol, no sn circulación y expedición; y que ese gravamen, sólo 
rige para el alcohol fabricado desde et I'' de Abril y no para el 
fabricado con anterioridad á esta fecha. 

Si bien es cierto que el decreto reglamentario de la ley, di- 
ce en el artículo 9^, después de establecer que el gravamen so- 
bre los alcoholes rige desde el 1^ de Abril, que el importe del 
impuesto se cobrará sobre las cantidades libradas al consumo 
desde las respectivas fechas, lo que repite más adelante en el 
artículo 12, ello no debe entenderse sino con referencia á los 
alcoholes librados al consumo, que se hayan fabricado durante 
la vigencia de la ley, puesto que, como se ha visto, el impues-* 
to es á la fabricación y á menos de dar á la ley efecto retroac- 
tivo, ella no puede aplicarse sino á las] fabricaciones realizadas 
desde el día de su vigencia adelante. 

9^ Que en consecuencia y dado que la ley número 2774, sólo 
debe aplicarse á los alcoholes fabricados desde el l^'de Abril de 
1891 adelante, es fuera de toda duda que los 18.896 litros á 
qu9 se refiere este juicio, no se encuentran en el caso del im- 
puesto creado por dicha ley, pues fueron fabricados antes de esa 
fecha; y los acusados, al no denunciarlos al Inspector, han pro- 
Cedido dentro de sn derecho, con arreglo á la disposición cons- 
titucional, que establece que nadie está obligado á hacer lo 
que la ley no manda* 

Por estos fundamentos, fallo, no haciendo lugar á la acusa- 
ción, y absolviendo á los acusados de toda culpa y cargo. 

Hágase saber con el original. 

Del fin Oliva. 



86 FALLOS DE LA SUPREMA €ORTE 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Marzo 2 de 1893. 
Suprema Corte: 

La acusación del Inspector Nacional y Procurador Fiscal de 
fojas 1 y 15, se funda en el bocho de una fabricación ó elabora- 
ción de alooLoles, en cantidad superior á la declarada para el pa- 
go deímpuestos internos. Negado el hecho de fabricación en 
el mes de Abril, por el encargado del establecimiento social 
cCórdoba del Tacuman», ninguna prueba se ha establecido so- 
bre ese hecho fundamental de la demanda, mientras que, las 
declaraciones de fojas 39 á 41 y las constancias de los libros so- 
ciales^ € Depósito de productos», de cExpedicion» y «Diario», 
aunque no rubricados, según diligencia de foja 45, muestran 
que en el mes de Abril de 1891 en el ingenio «La Providencia» 
no se ha fabricado alcoholes en cantidad alguna. 

Si no hubo fabricación alguna no existía el fundamento del 
impuesto. La ley de impuestos internos de 1891, número 2774, 
crea por su artículo 1® el impuesto sobre la fabricación de al- 
coholes; por el artículo 2°, agrega que ese impuesto será pagado 
por los fabricantes, que la base para el cobro será la de- 
claración jurada del fabricante y los asientos de sus libros re- 
lativos á la fabricación. Ese impuesto, según prescripción ex- 
presa de su artículo i% sólo entrará en vigencia el 1° de Abril. 
Esto importa reconocer que sólo serían gravados con el im- 
puesto creado por la ley del 91, los alcoholes fabricados desde 
ell^de Abril. El decreto reglamentario de 30 de Marzo del 
91, no pudo variar las disposiciones de la ley; así, cuando en 
sus artículos 9 y 12, expresa que el impuesto se cobrará sobre 
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las cantidades libradas al consamo, desde las respectivas fe- 
chas, debe referirse á las cantidades de la materia imponible, 
esto es, de la fabricada desde el !<> de Abril. 

Si resulta en el caso qae en el mes de Abril no hubo fabrica- 
ción y que los alcoholes expendidos f nerón fabricados con ante- 
rioridad al régimen del impuesto, encuentro justa la sentencia 
del Juez Federal de foja 60 y no me creo autorizado á sostener 
los recursos instaurados. 

Es laudable el celo mostrado en favor de los intereses fiscales 
por los señores Inspector y Procurador Fiscal, cuya buena fé 
no puede ponerse en tela de juicio, mucho menos tratándose de 
una cuestión jurídica, no resuelta todavía. 

Por ello, opino que la condenación con costas solicitada por 
el demandado, al adherir al recurso, es improcedente y pido á 
y. E. se sirva así declararlo en caso de confirmación. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Carte 

Buenos Aires, Febrero 32 de 1894. 

Vistos : de conformidad con lo expuesto y pedido por el se- 
ñor Procurador General y por sus fundamentos, se confirma la 
sentecia apelada de foja sesenta, no haciéndose lugar á la con- 
denación en costas solicitada por el demandado^ por no ser el ca- 
so del artículo ciento cuarenta y cinco del Código de Procedi- 
mientos en lo criminal. Bepuestos los sellos devuélvanse. 

LUIS V. VÁRELA.— ABEL BAUN. 
— OCTAVIO BüNGE.— JUAN E: 
TORRENT. 



I 



vi-. 
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CJAIIÜA XX 



Querella criminal de Don Francisco Francioni^ contra Don 

Carlos Bossio; sobre defraudación. 



Sumario. — El hecho de pretender cobrar ante la administra- 
ción nacional unas cuentas de pertenencia ajena, el que las 
tramitó en su propio nombre con asentimiento del propietario, 
no importa un delito penado por la ley . 



Caso. — Lo indica la siguiente 



VISTA FISCAL 



Buenos Aires, Setiembre I** de 1893. 
Señor Juez: 

El señor Francioni Francisco, promovió querella contra su 
cañado Don Garlos Bossio, por^ haber pretendido cobrar de te- 
sorería dos cuentas por valor de cinco mil y pico de pesos, que 
perteneciendo á Francioni habían sido presentadas, por motí- 
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VOS especíales^ á nombre de Carlos Bossío, hecho que seguu 
Erancioni importa una tentativa de estafa prescrita y castiga- 
da por los artículos 2027203. Código Penal. 

Habiéndose dado principio á la formación .del sumario, el 
señor Bossio, declara que las cuentas en cuastion, se las entregó 
Francíoni en pago ó en garantía de nnos documentos de favor 
que le había firmado, cuyos pagarés se descontaron en el Ban- 
co de la Provincia. 

Que 8u objeto, al cobrar esas cuentas, era únicamente reti- 
rar los pagarés ya que habían -sido protestados, y devolver á 
Francioni la diferencia ó saldo que resultase. 

Tantoelquerellantecomo el querellado, han solicitado la decla- 
ración de un gran número de testigos, que en su mayor parte fueron 
interrogados sobre hechos que no eran pertinentes ala cuestión. 

De todas maneras, de las pruebas producidas por una y otra 
parte no resulta comprobada la existencia de ningún delito. 

Que Bossio pretendiera cobrar de Tesorería una ó varias cuen- 
tas que estaban á su nombre, aunque pertenecieran á Francio- 
ni, no importa el hecho en sí, un delito penado por la ley. El 
fraude hubiera nacido con la apropiación de los dineros, que no 
eran de Bossio. 

Este, á su vez, tampoco ha justificado los hechos con que ha 
pretendido enervar la querella de defraudación; pero de todas 
maneras en esta causa no^existen hechos calificados de delito, y 
á mi juicio, todo lo que podrá haber, será acción de mejor de- 
recho á cobrar ó percibir el importe de esas cuentas. 
. Soy de opinión que y. S. debe sobreseer definitivamente en 
este asunto y archivar este expediente. 

J. M. Bxistillo, 
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Fallo del jruem Federal 



Buenos Aires, Noviembre 15 de 1893. 

Autos 7 vistos: Atento el tiempo transcurrido desde la inicia- 
ción de este sumario y no resultando en él probado hecho algu- 
no que constituya delito, de conformidad con las conclusiones 
de la precedente vista fiscal y con lo que dispone el artículo 
434, inciso 2^, del Código de Procedimientos en materia penal: 
sobreséase definitivamente en esta causa, declarándose que 
su formación no perjudica el honor ni la buena fama del proce- 
sado Carlos Bossio. En oportunidad, archívese el expediente. 

/. r. Lalanne. 



VISTA DEL SEfiOR PROCLRADOR GENERAL 



Buenos Aires, Diciembre 36 de 1893. 

Suprema Corle: 

Esta causa, iniciada ante el Juez de Instrucción déla Capital, 
fué traida á la Justicia nacional, por declaración del auto de fo- 
ja 222, confirmado por la Cámara á foja 235, y aceptado por el 
Juez de Sección á foja 248 vuelta. 

No encuentro motivo bastante fundado para desconocer la 
jurisdicción que todos, interesados y Jueces, han reconocido y 
aceptado. 

Refiriéndome al auto de sobreseimiento de foja 267, lo en- 
cuentro arreglado alas constancias de autos. 



DE JCSTIGIA NACIONAL 91 

El señor Francioni se querelló á foja 1", por tentativa de de- 
fraudación atribuida al señor Bossio, por haber pretendido co- 
brar al Gobierno nacional, unas cuentas que pertenecían al 
querellante, pero que reconoce habían sido puestas por el mis* 

mo, á nombre del querellado. 

» 

Este^ á su vez, declara que esas cuentas fueron puestas á su 
nombre, para garantir unas firmas de favor, puestas en docu- 
mentos descontados por Francioni y protestados por el Banco de 
la provincia de Buenos Aires ( fojas 30 y 34). 

Toda la prueba producida, aunque extensa, no ha bastado á 
establecer la demostración del fraude acusado; y éste, no puedo 
derivarse de la tentativa de cobro de documentos á nombre 
propio, y cuando mediaban cuentas, entre personas ligadas por 
vínculos de parentesco y relaciones comerciales. 

Podrán resultar de esos hechos acciones sobre rendición de 
cuentas; pero ellos en sí mismos no constituyen un delito, de los 
clasificados y penados por el Código Penal. 

Por ello pienso, que sin hacer lugar á la nulidad invocada á 
foja 290^ que ni resulta de autos, ni puede comprenderse de 
qué depende, puesto que ninguna causal ha sido expresada, 
Y. E. debería confirmar e) auto de sobreseimiento de foja 267 
y declaración consignada en el de foja 268 vuelta. 

Pido áV. E. se sirva así declararlo. 

Sabiniano Kier, 



Fallo de la Suprema Carte 



Buenos Aires, Febrero 32 de 1894. 



Vistos: De conformidad con lo expuesto y pedido por el se- 
ñor Procurador General y por sus fundamentos, se confirman 



92 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

ios autos apelados de foja doscientos sesenta y siete y doscien- 
tos sesenta y ocho vuelta, no haciéndose lugar al recurso de 
nulidad, por no invocarse causal que lo motive, debiendo las 
costas de esta instancia satisfacerse en el orden causado. Be* 
puestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín paz. — LUIS V. VARE- 
LA.— ABEL razan.— octavio 
BUNGE. — JUAN E. TORRENT. 



CAUSA XXI 



Don Pedro C, Dtaz^ contra Don Luis Castells; sobre cobro de 

pesos. 

Sumario. — Las deudas justificadas por cuentas de venta li- 
quidadas, se prescriben por el término de cuatro anos desde la 
fecha de la cuenta respectiva. 



Caso. — Loindica el 



Fallo del JTueis Pederal 

Buenos Aires, Julio 31 de 1891. 

Vistos: estos autos promovidos por Don Pedro C. Díaz, argen- 
tino, contra Don Luis Castells, extranjero, por cobro de la suma 
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de 13,857 pesos moneda nacional con catorce centavos por saldo 
de operaciones de bolsa, realizadas en los meses de Abril y Ma- 
yo de 1885. 

Y considerando: l^Qne el demandado sin disentir la exactitud 
de la suma reclamada, ni su procedencia en los términos en que 
presenta el actor la cuestión, sostiene que las operaciones de 
bolsa á que éste se refiere, entran en la categoría de las pro* 
bibidas por la ley, porque implican contratos aleatorios, ó sean 
especulaciones de venta y compra de moneda metálica, que se 
resuelven en el pago de diferencias y que por consiguiente no 
producen acción en juicio, bastando á demostrarlo el carácter de 
corredores de bolsa que ambos investían, y que la deuda resul- 
tante de la liquidación practicada por la bolsa de comercio^ 
admitiendo que ese acto ^tuviera importancia en juicio, estaría 
prescrito con arreglo á los artículos 847 y 849 del Código de 
Comercio. 

2^ Que el actor en su escrito de demanda, ha guardado com- 
pleto silencio acerca de la naturaleza de las operaciones que 
dieron por resultado el saldo reclamado, no habiendo tampoco 
demostrado por la prueba producida, por medio de sus libros, ó 
por la cuenta detallada de las operaciones realizadas, en qué 
han consistido éstas, para que el Juzgado pudiera apreciar su 
verdadera índole, no teniendo otros antecedentes que las afir- 
maciones del demandado, y las confesiones del actor absolvien- 
do posiciones. 

3^ Que está probado, por confesión de ambas partes, que tanto 
Diaz como Castells esan corredores de bolsa, circunstancia 
que unida á las de que las operaciones de compra-venta de mo- 
neda metálica fueron recíprocas, á plazo y por cuenta propia, 
constituyen una vehemente presunción de que se trataba de 
operaciones que no obligaban ala entrega de los efectos com- 
prados, sino que debían resolverse en el pago de diferencias, lo 
que se halla plenamente confirmado por el informe de la Cá- 
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mará sindical de la bolsa de comercio, corriente á foja 35 vuelta, 
del cual resulta que el crédito de Díaz provenía de diferencias de 
moneda metálica. Por juego de bolsa se entiende según los au- 
tores (V. Janoly, Dujeu et du pari, página 77) las operaciones 
á plazo hechas con intención de no liquidarlas sino por dife- 
rencias, independientemente de la imposibilidad de arreglarlas 
de otra manera, bastando la intención para hacer de una espe- 
culación á plazo un negocio de juego. 

4® Que si bienes dificil por regla general determinarlos ca- 
racteres propios para reconocer una operación de juego entre 
las infinitas que pueden realizarse bajo el nombre de operacio- 
nes de intención y de voluntad, resultantes de los hechos y cir- 
cunstancias de la causa, ella no existe en el presente caso, pues 
el carácter de las operaciones realizadas por Díaz está perfec- 
tamente definido por su propia confesión, en la que reconoce 
que tuvieron por objeto la moneda metálica á plazo, que á la 
fecha en que se realizaron especulaba sobre diferencias en oro y 
títulos y, finalmente, que no podía saber si su objeto era ganar 
diferencias al alza y á la baja del oro, porque en las operacio- 
nes á plazo el oro se retira ó no, según el caso; lo que no pudo 
ni debió ser materia de duda si las operaciones hubieran sido 
serias, á lo que se agrega que ninguna prueba ha producido pa- 
ra demostrar que no eran desproporcionadas á sus medios de 
fortuna, ni presentado ningún otro elemento de juicio, para es- 
tablecer su intención en otro sentido. 

5"^ Queaunque la jurisprudencia moderna reconoce la legitimi- 
dad de las operaciones á plazos sobre los efectos públicos ó va- 
lores suceptibles de cotización en la bolsa, de acuerdo cenias 
disposiciones más liberales de la legislación comercial, sin ex- 
cluir moneda metálica, es partiendo naturalmente de la base 
esencial deque no oculten operaciones ficticias de juego debol- 
sa, que se resuelven por el pago de diferencias; porque las así lla- 
madas, consistentes en compras y ventas que no obligan á nin- 
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gana de las partes á la entrega, y se resuelven del modo indi- 
cado, han sido en todo tiempo y lo son actualmente por precep- 
to expreso del Código de Comercio ( artículo 80 ) contratos ilí- 
citos que no producen efecto alguno legal. 

6^ Que el carácter de la nulidad que afecta 6. las convencio- 
nes de esta clase de operaciones, es radical, y de orden público 
no siendo suceptible de convalecer por ratificación, de suerte que 
en toda circunstancia puede alegarse la inexistencia de la obli- 
gación, de conformidad á lo establecido en los artículos 78 del 
Código de Comercio, y 2055. 2057 y 2058 del Código Civil (Ja- 
noly, Uiijeu et du pari^ página 130). 

7® Que admitiendo por vía de hipótesis la licitud de las ope- 
clones realizadas entre Qastells y Diaz, y por consiguiente la 
existencia de las obligaciones resultantes, es evidente que la ac- 
ción para exigir el pago de la liquidación definitiva estaría 
proscripta; si se la^ considera como compra y venta de efectos 
al fiado y á plazos, por no haber presentado documento escrito, 
por el lapso de dos años, en conformidad al artículo 817 del 
Código dé Comercio, y aun por el de cuatro años, suponiendo 
que Castells haya admitido la liquidación con arreglo al artí- 
culo 849, pues ambos términos han transcurrido hasta la^fecha 
de la interposición de la demanda, desde que se realizaron las 
operaciones ó desde que se practicó la liquidación. 

Por estos fundamentos y concordantes del escrito de foja 60, 
fallo: absolviendo á Don Luis Castells de la demanda de fojas 1 
á 3, imponiendo á su respecto silencio al actor. Notifíquese con 
el original. 

Virgilio M. Tcdin. 
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Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Febrero 34 dé 1894. 

4 

Vistos y considerando: Qne la cuenta liquidada de foja vein- 
te 7 ocho, que el actor acompañó para fundar su demanda, es el 
único comprobante, presentado en autos, de la deuda que se co- 
bra. 

Que conforme al artículo mil tres, inciso tercero, del Código 
de Comercio vigente enla época de la negociación, y al inciso 
primero del artículo ochocientos cuarenta y siete del Código ac- 
tual, las deudas justificadas por cuentas de ventas liquidadas se 
prescriben <por el término de cuatro años contados desdóla fecha 
de la cuenta respectiva. 

Que llevando la citada cuenta de foja veinte y ocho, la fe- 
cha de Mayo veinte de mil ochocientos noventa, el expresado 
plazo de cuatro años estaba vencido con exceso. 

Por ésto y fundamentos concordantes, se confirma con costas 
la sentencia apelada de foja ochenta y cuatro. Repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS VÁRELA. — 
ABEL BAZAN.— OCTAVIO BUNGE. 
— JUAN E. TORRENT. 
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CJACSA XXII 



El Ferrocarril Central Argentino, contra Doña Cristina S. 

deLeiva; sobre expropiación. 



Sumario. — Eq las expropiaciones, el precio del terreno ex- 
propiado 7 la indemnización debe fijarse según el mérito de los 
autos. 



Caso. — Lo indica el 



Fallo del JTuez Federal 



Buenos Aires, Agosto 22 de 1893. 

Y yistos nueyamente esta demanda seguida por el Ferroca- 
rril Central Argentino, contra Doña Cristinas, de Lciva, sobre 
expropiación , resultando: 

l'^Qaela empresa demanda la expropiación de veinte mil 
cuatrocientos metros cuadrados de terreno, más ó menos, ofre- 
ciendo 180 pesos moneda nacional por todo precio é indemniza- 
ción; y citadas las partes al juicio que determina el artículo B"" 

T. V 7 
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de lalej nacional de expropiación, se realizó como consta á fo- 
ja 9, en el que no habiendo sido aceptado el precio ofrecido, se 
nombró peritos de conformidad al referido artículo. 

2^ Que los peritos nombrados se expidieron como consta á 
foja 13 ycertifícados de foja 31 vuelta; y en vista de la discon- 
formidad de sus apreciaciones, y de razones alegadas por las 
partes^ se practicó por el Juzgado la vista ocular de que instru- 
ye el acta de foja 38 vuelta, con lo que este expediente quedó 
listo para sentencia, 

Y considerando: {""Que el perito de la empresa expropiante, 
ha estimado el valor del terreno á expropiar é indemnización de 
perjuicios en la suma de 500 pesos moneda nacional y el de la 
parte expropiada en dos mil pesos de igual moneda, sirviendo 
tan sólo de base para la apreciación deeh;te último, el hecho de 
que la línea férrea atraviesa ó divide el terreno en una forma 
irregular, dejándose á un lado una área como de treinta cuadras 
en lo que concuerdan los dos peritos. 

2^ Que de la inspección ocular resulta como único perjuicio vi- 
sible, el hecho de haber un terraplén de cincuenta centímetros 
de altura, que sirve de base á la línea férrea del expropiante 
en el terreno de la señora de Leiva. 

3^ Que respecto del área separada del establecimiento prin- 
cipal, está constatado en autos y reconocido por los peritos 
que es de treinta cuadras, y no puede decirse que esa extensión 
no sea apta para el pastoreo, que es el destino de ese campo: 
otro perjuicio no se alega y por consiguiente debe limitarse el 
Juzgado á ello. 

4^ Que en cuanto al valor venal del terreno, en secretaría 
existen datos oficiales de las evaluaciones para el pago de con- 
tribución directa en la época en que se decretó la expropiación 
de terrenos contiguos al de la señora de Leiva, como ser el de 
Doña Justina Roldan de Flores, en que se ha estimado el valor 
de la tierra en cuarenta pesos moneda nacional la cuadra cna- 
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drada, 7 este Juzgado, teniendo en cuenta la naturaleza de la 
Taluacion, ha fijado en definitiva entre otros casos, el de la 
referida señora de Koldan de Flores, en ochenta pesos la hectá- 
rea por la razón apuntada y por la de tratarse de la venta for- 
zosa de una fracción sola y porque la valuación para el pago de 
la contribución directa siempre es reducida. 

4^ Que á falta de medios para fijar el precio, tiene que estar- 
se al que se determina por la demanda ó al que se haya fijado 
por personas buenas ó impuestos directos (véase Fallos de la 
Suprema Corte, serie 2^", tomol^ página 421 ). 

Por todo ello, teniendo en cuenta el valor del perjuicio causa- 
do y la jurisprudencia establecida por este Juzgado, considera 
éste equitativa con relación á la expropiada, por tratarse de un 
terreno de pastoreo, y confirma el precio de 500 pesos moneda 
nacional por valor del terreno que se demanda, incluyendo 
en ese precio toda indemnización fijada por el perito del expro- 
piante, quien deberá pagar esa suma dentro de diez días de eje- 
cutoriada esta sentencia con sus intereses á estilo de Banco so- 
bre la diferencia entre la suma depositada y la que se manda 
pagar, y el honorario de los peritos y gastos de actuación. 
Notifíquese con el original, regístrese y repónganse las fojas. 

Marianos, de Aurrecoec/iea. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Febrero 24 de 1894. 

Vistos: Atento el mérito de autos se reforma la sentencia 
apelada de foja cuarenta y tres, fijándose la candidad de sete- 
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cientos pesos por el precio del terreno y demás perjaicios« y se 
confirma en lo demás que dicha sentencia contiene. Bepues- 
tos los sellos, deyuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ.— LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE. — JUAN E. TORRENT, 



CAUSA JkXIII 



El Ferrocarril Central Argentino, contra Doña Eulalia Díaz 

de Miguens; sobre expropiación 

Sumario. — En las expropiaciones debe resolverse sobre el 
precio de la cosa á expropiarse y sobre la indemnización en un 
solo juicio, y no en dos juicios separados. 



Caso. — Lo indica el 



FrIIo del SueWé Federal 

La Piala, Junio 17 de 1893. 

Y vistos: Estos autos seguidos por el Ferrocarril Central Ar- 
gentino, contra la sucesión de Doña Eulalia Díaz de Miguens, 
sobre expropiación; resulta: 
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1** Que á foja 6 se presenta Don Marcelo T. Bosch, en repre- 
sentación de la Empresa Ferrocarril Central Argentino, deman- 
dando á la sucesión de Doña Eulalia Díaz de Miguens por ex- 
propiación de una superficie de veinte y dos mil ciento quince 
metros cuadrados^ más ó menos; y reconocida por el actor la 
representación de Don Pedro Patino Espin por la parte deman- 
dada en el acta de foja 8, en cuyo comparendo no pudiendo 
avenirse las partes, procedieron al nombramiento de peritos, los 
que aceptando el cargo^ como se vé á foja 9, procedieron á lle- 
nar su cometido como resultad fojas 10 y 13. 

2"^ Que el de la parte del Ferrocarril, áfoja 10, estima en cua- 
trocientos pesos la hectárea de terreno, incluyendo en esta su- 
ma toda indemnización, haciendo un total de ochocientos ochen* 
ta y cuatro pesos sesenta centavos moneda nacional . 

El perito de la parte demandada ásu vez aprecia el valor del 
terreno á razón de mil quinientos pesos la hectárea, y en seis 
mil pesos la indemnización que debe abonarse por la expropia- 
ción. 

3° Que reclamado este último informe por la parte expropiante 
á foja 17 se mandó tener presente, y llamado autos, el Juzgado 
para mejor proveer mandó practicar una inspección ocular por 
el Secretario de la causa, por no serle posible al inf ranscripto ha- 
cerlo personalmente por las preferentes atenciones del despacho 
general. Esa vista ocular se verificó y de su resultado da cuen- 
ta la diligencia de foja 19. 

Y considerando: 1° Que en cuanto al valor venal del terreno, 
estudiados los dictámenes periciales, no dan punto de apoyo al 
Juzgado para poder fijar equitativamente el precio del terreno, 
pues lejos esos dictámenes de ilustrar al Juez lo alejan del co- 
nocimiento exacto del valor real. 

2^ Que dada la enorme diferencia de apreciaciones con que se 
han producido los peritos, sería del caso nombrar otros que pro- 
cedieran á nuevo justiprecio; pero la poca importancia de la 
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expropiada, y la jurisprudencia qne ya existe sobre el ra- 
e terrenos contiguos y expropiados por la misma Empresa, 
n innecesario tal nombramiento, y entonces se impone la 
pación de adoptar los elementos qne ofrecen esos juicios 6n 
Idad de circanstancias. 

Que etiautosexisten reconocidas las buenas condiciones del 
moqnesele expropia á Doña Eulalia Díaz de Migucns, 
instancia qne debe tenerse en cuenta para establecerse su 
r venal; y teniéndole presente qne los precios que lia detei - 
luo óconfirmado laSuprema Corte, hanvariadoentre ochó- 
los pesos ( la misma Empresa contraredro Parra )y cuatro- 
tos cincuenta y quinientos pesoú hectárea (la -misma, con- 
jlatidio Bourdet y Andrés Devaud), y por otra parte, que el 
jnodeque se trataen este juicio se halla en ¡a misma calidad 
ndiciones qne el de Parra, este Juzgado equiparándolo, es- 
i justo y equitativo el precio de ochocientos pesos moneda 
onalla hectárea. 

' Que encuanto á los perjuicios que se niegan por el perito 
L demanda y sostenidos por el de la demandada, resulta déla 
de inspección ocular, qun estfin muy lejos detener la im- 
ancia que el último le atribuye. Empero teniéndose en 
ideracion que se pretende por la paite demandada, que 
te una fracción menor, que tiene mayor extensión que la 
aparece de autos y que queda inservible é inutilizada, de- 
do procedeise por lo tanto á una medición exacta en pre- 
ia délos títulos de propiedad, lo qne es materia de un jui- 
psrte, el Juzgado estima que esos perjuicios deben acre- 
rse y apreciarse en juicio por separado, 
ir todo ello, fallo en definitiva fijando en ochocientos pesos 
eda nacional la hectárea de terreno á expropiar en U pre- 
s causa, que deberá pagar el Ferrocarril Central Argentino, 
ro de diez días de ejecutoriada la sentencia presente, con 
intereses á estilo de Banco sobre la diferencia entre la sa- 
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ma que resalto por liquidación y la que se consignó, y las costas 
establecidas en causas análogas. 

En cuanto á los perjuicios que se alegan dedúzcase la acción 
correspondiente por separado. Notifíquese con el original, re- 
gístrese en el libro de sentencias y repónganse los sellos. 

Mariano 5. de Aurrecoechea, 



Fallo de la Siiprenm Corte 

Buenos Aires, Febrero 24 de 1894. 

Vistos 7 considerando: Que según -la ley de la materia el pro- 
cedimiento verbal y sumario que debe observarse en los casos 
de expropiación, comprende lo relativo al precio de la cosa á 
expropiarse como lo conperniente á las demás indemnizaciones 
á que hubiere lugar. 

Que en consecuencia el Juez de la causa no ha podido dejar 
de pronunciarse sobre el capitulo «perjuicios» sometido á su 
decisión, haciendo materia dedos juicios délo que debe resol- 
verse en uno. 

Por esto, devuélvanse los autos al inferior para que se pro- 
nuncie sobre el capítulo omitido, con arreglo á derecho. Repón- 
gase el papel . 

benjamín PAZ. — LUIS V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAN.— OCTAVIO 
BÜNGE.— JUAN E. TORREN!. 
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CAUSA XXIV 



arrit Central Argentino contra don Pablo Vellera; 
sobre expropiación 



io. — En las expropiaciones, el precio é indemnización 
% expropiada debe fijarse segan el mérito de los au- 



Falls del Juez Vederal 

La Plata, Judío 6 de 1893. 

s : Estos autos segaidos por el Ferrocarril Central 

I contra don Pablo Vellera, sobre expropiación, de lo 

:a; 

& foja 3 se presenta don Marcelo T, Bosch por el 

ti Central Argentino, demandando á don Pedro Yelie- 

anos, por expropiación de treinta y dos mil setecientoi 
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metros cuadrados de terreno que debía ocupar con la vía férrea 
del expresado en el ramal del Pergamino á San Fernando, y de 
acuerdo con el plano parcial^corriente á foja primera, ofrecien- 
do por todo precio é indemnización la suma de setecientos cua- 
renta y seis pesos moneda nacional. 

2^ (^ue modificada la demanda de común acuerdo, como se vé 
á foja 33, cambiándose la acción, se dedujo ésta contra don Pa- 
blo Vellera, quedando reducido el precio ofrecido á la suma de 
doscientos cincuenta y cuatro pesos moneda nacional, y el área 
á expropiarse á ocho mil quinientos setenta y cinco metros 
cuadrados^ según el plano de foja 32, ratificándose en ese mis- 
mo acto el nombramiento de peritos que las partes habían he- 
cho á foja 16. 

3"^ Que el perito del expropiante se expidió, como consta á 
foja 22, apreciando en trescientos pesos moneda nacional la hec- 
tárea de terreno y en un cincuenta por ciento por toda indem- 
nización. £1 de la parte expropiada, á su vez, estima el valor 
del terreno en ochocientos pesos moneda nacional la hectárea y 
en quinientos pesos de la misma moneda por cada hectárea del 
resto de terreno que compone una de las dos fracciones sobran- 
tes de la expropiación, y en trescientos pesos por la misma me- 
dida en la fracción mayor. 

4" Que el Juzgado, por no serle posible hacerlo personalmen- 
te,mandó practicar una inspección ocular por el Secretario, coya 
diligencia éste cumplió como consta del acta de foja 46. 

T considerando : 1° Que respecto del valor del terreno, ya 
se ha determinado en varios juicios análogos seguidos por la 
misma Empresa contra varias personas y con el mismo objeto 
de t*errenos inmediatos, tanto por éste Juzgado, como por la 
Suprema Corte; precios que varían entre cuatrocientos cin- 
cuenta hasta ochocientos pesos la hectárea. 

2^ Que en vista de la diferencia con que se han producido los 
peritos, no es posible establecer una reglado proporción entre 
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los dos precios fijados por ellos. Esa regla de proporción debe 
entonces buscarla el Juzgado, para hacer su estimación definiti- 
va, en los diversos asuntos á queja se se ha hecho referencia 
en el considerando anterior, y que pueden justamente servir de 
base, por tratarse de'cosa juzgada, y por lo tanto el Juzgado es- 
tima equitativo el precio de seiscientos pesos por hectárea de 
terreno. 

3*^ Que en cuanto á los perjuicios, si bien resultado la ins- 
pección ocular que no tienen la importancia que les atribuye 
el perito de la parte demandada, los reconoce en parte el de la 
demanda y por lo tanto son susceptibles de una apreciación, y 
en este caso el Juzgado los estima en la suma de doscientos pe- 
sos. 

Por todo ello, fallo: fijando en definitiva la suma de seiscien- 
tos pesos moneda nacional por hectárea de terreno á expropiar 
en este juicio, y doscientos pesos de igual moneda por toda clase 
de indemnización por tal causa ; todo lo que deberá pagar el 
expropiante dentro de diez días de ejecutoriada esta sentencia, 
con sus intereses sobre la diferencia entre el precio que se man- 
da pagar y la suma consignada, y las costas del juicio, en la 
forma establecida por la ley. Notifíquese con el original, re- 
gístrese en el libro de sentencias, y repónganse los sellos. 

Marianos, de Aurrecoechea. 



Fallo Ú9¡ \m Supremn Corte 



Buenos Aires, Febrero 24 de 1894. 

Vistos : Atento el mérito de autos y considerando equitativo 
el precio fijado al terreno y las sumas en que se aprecian las 
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d€;más indemnizacioDea, se confirma la sentencia apelada de 
foja cuarenta y ocho. Bepaestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín paz. — LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE.— JUAN E.TORRENT. 



CAUSA XX\ 



Contra Cárcano y Compañía por infracción de las Ordenanzas 

de Aduana; sobre comiso 



Sumario. — 1° Cae en comiso el exceso en cantidad sobre la 
mercancía manifestada. 

2^ La intervención del guarda en la verificación, no excusa la 
responsabilidad del interesado. 



Caso.— Besulta de las siguientes piezas : 



RESOLUCIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN DE ADUANA 

Buenos Aires, Mayo 3 de 1893. 

Visto lo actuado y atento lo expuesto en el informe que ante- 
cede, que comprueba el exceso denunciado en el parte de foja 
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primera; con arreglo á lo dispuesto ea los artícalos 930y 1054 
de las Ordeuttnzas de Aduana, declaro caldo en comiso el men- 
cionado eioeso de (99 kilos) noventa y noeve kilos bombasí de 
qne se trata, debiendo manifestar el interesado en el acto de la 
notifi«acian, si está conforme en abonar el importe del comiso 
ó hacer abandono del exceso. Hágasesaber, á sua efectos pasea 
la ContadDría y repónganse los sellos. 

.*>. Baibiene. 



VISTA FISCAL 

Buenos Aires, Julio 15 da 1893. 
Sefior Juez: 

El error que sirve de causa á los recurrentes para solicitar 
la exoneración de la pena de comiso por el exceso 99 kilos bom- 
basí, no es bastante para qae no se aplique en este caso la pe- 
na establecida por los artfcnlos 930 y 1054 de las Ordenanzas 
de Aduanas. 

Soy de opinión y pido que V. S. se sirva conñrmar la senten- 
cia administratÍTa de foja 6. 

J. jH. BustiUo. 



Fulla del Juez Federal 

Buenos Aires, Julio 35 de 1893. 

T vistos: Considerando: Que el exceso á que se re0ere el 
parte de foja primera está debidamente comprobado, estando 
además reconocido por el apelante; 

Que la intervención del Guarda en el acto del examen y ve- 
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riñcacion de mercaderías por el interesado, en los casos de los 
artículos 108 y 109 de las Ordenanzas si bien entraña la vigilan- 
cia de ese acto, no importa por parte del empleado garantir la 
verdad de las enunciaciones que el interesado haga en el mani- 
fiesto como resultado de esa operación; pues aparte de que esas 
son manifestaciones esencialmente personales, el artículo 109 
citado dispone expresamente que el examen y clasificación en 
tales casos se hará bajo la responsabilidad de los interesa- 
dos. 

Por estos fundamentos se confirma la resolución adminis- 
trativa de foja 6. Bepóngase el papel y en oportunidad de- 
vuélvanse estos autos á la aduana para su cumplimiento. 

J. V, Lalanne. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Diciembre 12 de 1893. 

Suprema Corte : 

Es innegable lo que los mismos apelantes reconocen : Que la 
mercadería cbombasí de algodón» cuyo despacho se solicitó de 
la aduana, con peso de 261 kilos ha resultado con peso de 360 
kilos. 

Se objeta por el interesado, que el peso de 261 kilos fué toma- 
do en la aduana, por un dependiente joven, poco experto y en 
presencia del Guarda que lo autorizó, según la diligencia de 
foja 4. 

Todo eso puede ser cierto, pudo haber error ó malicia en la 
conducta del Guarda, que debe tenerse en cuenta por la admi- 
nistración, al adjudicar el valor del comiso. Pero ello no obsta 
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ala declaración legal de ese comiso por exceso de peso, cuando el 
Guarda se limita á expresar á foja 4 que presenció la operación, 
cuando el artículo 109 de las Ordenanzas de Aduanas, defiere la 
práctica de esa operación, no á los empleados, sino al interesa- 
do mismo, bajo su responsabiIidad,y cuando, finalmente^ el artí- 
culo 930 del mismo código impone Ja pena de comiso á los exce- 
sos encontrados en cantidad superior á la tolerancia de 6 Vo 
a<;ordadaen el artículo 128. Por ello, pido áY. E. la confir- 
mación de la sentencia recurrida de foja 16. 

Sabiniano Kier, 



Wmíío de la Suprema Corte , 

Buenos Aires, Marzo 1* de 1894. 

Vistos: De conformidad con lo expuesto y pedido por el se- 
ñor Procurador General y por sus fundamentos, se confirma, con 
costas, !a sentencia apelada de foja diez y seis. Repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VARE- 
LA.— ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BÜNGE. — JUAN E. TORRENT. 
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CALMA XXVI 



Clark y compañía contra el doctor don Juan R. Vidal; sobre 
expropiación 

Suman'o.— Para fijar el valor del precio é indemnización de 
Ib cosa expropiada, debe tenerse en cuenta el precio pagado poi 
ella por el eipropiiido, si no es de mucho tiempo anterior á la 
demanda de espropiacíoo. 



Caso. — Lo indica e 



Fallo del Jucs FederNl 



Corrientes, Febrero 22 de 1890. 

Y vistos : estos antos iniciados por el representante de la ra- 
zón comercial Juan E. Clark j compañía contra el doctor Joan 
R.Vidal, por expropiación de 12508 metros 30 centímetros cua- 
drados de un terreno de su propiedad sobre la calle Avenida 3 
de Abril, en virtud de la ley de 4 de Noviembre de 1886, que 
autoriza esta expropiación. Qne admitida la demanda y oídas 
las partes en juicio verbal (foja 1 1 vuelta á foja 21 vuelta) en el 
cual nombran perito poc no haber podido arribar & un arreglo, 
en cuanto á la indemnización, de conformidad al artículo 6° de la 
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ley de 13 de Setiembre de 1866. Que los peritos produjeron 
en dibidencia sus informes de foja 36 y foja 42 determinando el 
nombrado por Clark y compañía, don Eduardo Iglesias, el precio 
de 1500 pesos moneda nacional, y don Francisco Fuillans^ nom- 
brado por la parte del doctor J. E. Vidal, el de un peso cincuenta 
centavos moneda nacional el metro cuadrado, lo que importa 
para la superficie á expropiarse la cantidad de 18762 pesos 
moneda nacional. 

Que por loscertificados'otcrgados por los Escribanos á soli- 
citud de las partes con el objeto de probar el valor que la pro- 
piedad raíz tenia antes y después de instaurada la demanda en 
la misma zona que el cuestionado, se vé que ese valor variaba 
de 10 centavos á 1,50 el metro cuadrado; y 

Considerando : Que en caso de expropiación por causa de uti- 
lidad pública la indemnización al propietario debe ser fijada 
ampliamente de tal manera que no sólo responda al valor estric- 
to de la propiedad, sino que también sirva de compensación equi- 
tativa al sacrificio que se le impone en favor del público, que 
no debe olvidarse que toda expropiación á la vez que necesaria 
para el bien público, es odiosa, y que tanto en materia de ava- 
lúos como de perjuicios de las cosas expropiadas en caso de duda, 
debe estarse siempre en favor del expropiado. 

Por estas consideraciones, fíjase como precio de las indemni- 
zaciones á que se refiere el artículo 16 de la citada ley de 1866, 
la cantidad de 12000 pesos moneda nacional que deberá ser 
previamente entregada al expropiado doctor J. E. Vidal, ó en 
su caso debidamente consignada para que la Empresa Clark y 
compañía pueda tomar posesión definitiva de dicho terreno, 
siendo además á cargo de dicha Empresa, las costas que este jui- 
cio haya originado, de acuerdo al artículo 18 de la citada ley 
de 1866. Hágase saber en el original y repónganse las fojas. 

E, A, Lujambio. 
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Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Marzo 1* de 1894. 

Victos : Atento el mérito que arrojan los autos y teniendo 
«n consideración el argumento que surge de la propia manifesta- 
ción de la parte del expropiado, de haber pagado sólo tres mil 
pesos por el terreno á expropiar algún tiempo antes de la de- 
manda, precio que no guarda relación con el fijado en la senten- 
cia apelada. 

Por esto se reforma dicha sentencia corriente á foja setenta 
y tres, fijándose en la cantidad de cuatro mil pesos moneda na- 
cional por el ralor del terreno é indemnizaciones legales que 
deberá pagar la Empresa con los intereses, desde la posesión 
provisoria, correspondientes á la diferencia entre la suma con- 
signada por el expropiante y la que se manda abonar por esta 
resolución, y se confirma en lo demás que contiene. Repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS Y. VÁ- 
RELA. — OCTAVIO BUNGE. 



T. T 8 
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CAUSA XXVII 



tltenda de competencia entre elJuez Federal de la Capüaly 
'.I de Comercio de Salta, en la causa seguida por don Pedro 
fagés contra don Manuel Duran; sobre daños y perjuicios 
nandados pagar en un juicio sobre falsificación de marca de 
'ábrica. 

iumario. — Deducida ante un Juez local demanda por falsi- 
icio» de marca de fábrica ; contiademanda por daños y per- 
cios, y dictada sentencia firme rechazando la demanda y ad- 
liendolacontrademanda. la acción por daños y perjuicios 
: en virtud de dicha sentencia ejerciera el contrademandante, 
puede decirse regida por la ley nacional demarcas de fábri- 
para atribuir su conocimiento ala justicia federal racione 
leriw, annque invocada dicha ley como defensa por el coutra- 
landado pueda dar lugar en opoTtauidad, al recurso del artf- 
14 de la ley sobre jurisdicción de los Tribunales Kacionates. 



'aso. — Lo indica el fallo de la Suprema Corte y la 

VISTA DEL SENOR PROCIinADOR GENERAL 

Buenos Aires, Diciembre 33 de 18! 



la demanda interpuesta ante el Juzgado de Comercio de 
ta,de foja primera, fué coatestada á foja 12; entablando & 
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sn vez, mutua petición por costas é índemnizacioaes civiles del 
crédito herido, etc. 

De la contrademanda se corrió traslado al demandante á 
foja 15 vuelta, quedando trabada y substanciada la litis pen- 
dentia no sólo sobre imitación de marca de fábrica que motivó 
la demanda, sino también sobre los perjuicios emergentes de tal 
imputación, que fueron invocados como fundamentos de la con- 
trademanda. 

La sentencia de foja 133, refirió estas circunstancias á foja 
134; 7 tomándolas en consideración, hizo la declaración espe- 
cial de costasly de los daños y perjuicios, que la demanda hu- 
biere causado. Es f aera de duda, ante estos hechos, que no se 
deduce en la petición de foja 231 una acción ajena al mérito 
de estos autos. Al contrario, se pide la ejecución de sentencias 
ejecutoriadas en lo relativo á los perjuicios, cuyo abono ha sido 
declarado. £1 conocimiento corresponde, entonces, ala jurisdic- 
ción en que por asentimiento de ambas partes, fué seguido y 
resuelto el litigio que motivó la demanda y la mutua petición, 
según expresamente lo resuelve el inciso 4° del artículo 12 de 
la ley de competencia de 1863. 

Pido á y. E. se sirva declarar en consecuencia, la competen- 
cia del Juez de la provincia de Salta, para seguir conociendo en 
el incidente sobre ejecución de sus sentencias. 

Sabiniano Kier, 



FaIIo de la Suprenm Corte 



Buenos Aires, Marzo 3 de 1894. 

Vistos : Los autos remitidos á esta Suprema Corte por el 
Juez de Comercio de la provincia de Salta y los que á su vez ha 
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isioa, e! Juez de Sección de esta capital, en la 
ompeteacia por inbibitoria promovida ante este 
I Manuel Duran, de los cuales resulta: 
iDuel Duran deniaadó ante el Juzgado de Comci- 
nciade Salta á don Pedro Bagéü. por falsificación 
de fábrica denominad», <La FroTcedora>, pidiea- 
se el mdzimua de la pena establecida por la le; 

se le condenase á la indemnización de los daños 
16 le había ocasionado con él. Por otrosí pidió 
iracticó bajo su responsabilidad, un inventario de 
que tuviese Bagéscon el nombre de «La ProTee- 
cantidad de marquilias con el mismo nombre, 
ando 6 ages el traslado de esta demanda pidió el 
L en todas sus partes y entabló, á su vez, mutua 
)stas y la indemnización civil de crédito herido, 
I la imputación injusta de falsificación de marca 
das judiciales vejatorias que el demandante habla 
ir bajo su responsabilidad, 
iciada con un traslado la mutua petición deducida 
bas demandas fueron falladas en definitiva por 
lercio de Salta, declarando absnelto á Bagés de la 
turan y condenando & éste en las costas y daños y 

su demanda hubiese cansado. 
. esta sentencia por la parte de Duran, fué confir- 
is por la Cámara de Justicia de Salta, salvo en la 
enaba á Duran en las costas de primera Instancia, 
lé exonerado por lasentencia dedicha Cámara. 
as & primera Instancia los autos, Bagés pidió el 
de lasentencia en lo referente á la condenación 
juicios, presentando, con sujeción á lo establecido 
rocedimientos de Salta, una relación do los da- 
i que decía haber sufrido, para qne ae fijase el 

indemnización. 
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' Qae con este motivo^ la parte de Duran dedujo ante el Juez 
de Sección de esta Capital cuestión de competencia por inhibi- 
toria, pidiendo declare que á él, y no al Juez de Comercio de 
Salta, correspondía el conocimiento déla causa: primero, por 
la diferente vecindad de las partes; segundo, porque el pleito 
que se promovía tenía su origen en una ley del Congreso, como 
es la de marcas de fábricas y de comercio; y tercero, por estar 
41 (Duran) domiciliado en esta Capital, y por el principio de 
que el actor debe seguir el fuero del demandado. 

Que habiéndose declarado competente el Juez de Sección para 
entender en el litigio sólo por razón de la materia, lo hizo así 
saber al Juez de Salta por'el correspondiente exhorto, pidiéndo- 
le se inhibiese en la causa y le remitiese los autos. 

Que ásu vez el Juez requerido se ha negado á reconocer la 
competencia del Juez exhortante, declarando*que el conocimien- 
to de aquella le corresponde, por tratarse de la ejecución de 
una sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada, que fué 
dictada por su Juzgado y confirmada por la Camarade Justicia 
de Salta. 

Que trabada así la cuestión de competencia las respectivas 
actuaciones han sido i:emitidas á esta Suprema Corte para sa 
resolución; y 

Considerando: Primero: Que para que una causa se diga 
especialmente regida por la Constitución Nacional, las leyes 
sancionadas y que sancionase el Congreso y los tratados públi- 
cos con naciones extranjeras, conforme á lo dispuesto en el ar- 
tículo segundo, inciso primero, de la ley de jurisdicción y com- 
petencia de los Tribunales Nacionales, de suerte que su 
conocimiento correspjnda por razón de la materia á la juris- 
dicción privativa de la Justicia Federal , es necesario que el dere- 
cho que se pretende hacer valer, por una demanda en juicio, 
esté directa é inmediatamente fundado en un artículo de la 
Constitución, de la ley, ó del tratado antes mencionado. 



^ 
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Segundo : Que aun cuando la demanda primitiva de don Ma- 
nuel Duran contra don Pedro Bagés, se funda en la ley de mar- 
cas de fábrica y de comercio, que por razón de la materia, co- 
rresponde á la jurisdicción federal, la acción que hoy persigue 
don Pedro Bagés no se funda inmediatamente en esa ley, sino 
en la sentencia que en aquellos autos dictó el Juez de Comercio 
de Salta. 

Tercero : Que dados estos antecedentes mal podría decirse 
que la acción actualmente en ejercicio, ante el Juzgado de Co- 
mercio de Salta, tenga por fundamento una ley del Congreso 
Nacional, 6 sea, la de marcas de fábrica, aunque invocada esta 
ley como defensa por Duran, en su oportunidad pudiera dar lu- 
gar al recurso del artículo catorce de la ley de jurisdicción y 
competencia délos Tribunales Federales. 

Por estos fundamentos : Se declara que la acción ejercida por 
don Pedro Bagés contra don Manuel Duran, ante el Juez de 
Comercio de Salta, no corresponde \ la Justicia Federal. 

Kemítanse en consecuencia los autos ar Juez de Comercio de 
la provincia de Salta y avísese por oücio al Juez de Sección. 
Notifíquese con el original y repónganse los sellos. 

BENJAMÍN PAZ.— LUIS V. VARE- 
LA . —ABEL BAZAM . — OCTAVIO 
BUNGE. — JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA XXYIII 



ElJuez Letrado del fíio Negro en queja contra el Gobernador 
y Jefe político del territorio^ por desobediencia á sus órdenes 
en un recurso de habeas-corpus . 



Sumario. — La Suprema Corte no tiene la misión dti hacer 
camplir los mandatos de los jueces inferiores: son ellos que de- 
ben hacerlas efectiyas; y tratándose de desobediencia de las au- 
toridades en recursos de habeas-corpus, el Código de Procedi- 
mientos en lo criminal, que indica cómo el Juez debe proceder, 
no autoriza su ocurso á la Suprema Corte. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Marzo 3 de 1894. 

Visto en el acuerdo el precedente oficio telegráfico del Juez 
Letrado del Bío Negro, oido el señor Procurador General y de 
acuerdo con lo resuelto por esta Suprema Corte en casos aná- 
logos, especialmente en el promo?ido por este mismo Juez, y 
que sé registra en la página doscientos treinta y dos, tomo on- 
ce, serie tercera de los Fallos^ contéstese por la misma TÍa te- 
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legráfíca: que es del resorte de los Jaeces, hacer cumplir sus 
mandatos, habiéndoles dado la ley el imperio necesario al efecto 
y los medios para procurar hacerlos efectivos ; que tiene las 
facultades bastantes para castigar la desobediencia á sus re- 
soluciones y el desacato á su autoridad, debiendo^ en su caso, 
proceder con arreglo á lo prescrito por el artículo seiscientos 
treinta y uno del Código de Procedimientos en lo criminal, 
según el cual, el ocurso del Juez, no ha debido ser traido ante 
esta Suprema Corte. 

benjamín paz.— luis V. VARE- 
LA.— 'ABEL BAZAN.— OCTAVIO 
BUNGE. — JUAN E. TORRE^T. 



CAUSA XXIX 



La Empresa del Ferrocarril de Buenos Aires y Rosario, contra 
Don Bernardino Claverie, por demanda de jactancia; sobre 
propiedad. 



Sumario. — En la demanda de jactancia en que el demanda- 
do no ha hecho todavía manifestación concreta sobre el objeto 
de ella, el Juez no puede proceder á resolver la cuestión dé pro- 
piedad. 
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Cíwo.— Dictado el fallo de 27 de Noviet 
caso de la serie 3', tomo 11, página S43, sí 



Aut« del Juez Fedlcí 



Rosario, D 

Autos y vistos: Las peticiones conteaid 
fojas 54 y 25. 

T considerando: i' Que según resulta d( 
ttficacion corriente á foja 21, procedente 
eertíGciido de foja 50, procedente de la ja 
la aotiGcaciou hecha al demandado Claveri 
de este juicio, ha sido efectuada con anter 
la Orden de suspensión de los trabajos del 
dante, espedida por la justicia pioTtncial i 

2° Que siendo así, dicha orden de suspi 
tnarse incoiiecta, por cuanto iba dirigida 
dato do este Juzgado comprendido en el di 
el exhorto de foja SO le había sido ys n 
imponiéndole la obligación de abstenerse 
cedimiento tendente á suspender ódiñcnlt 
irocarril bajo conminación de daños y per^ 

3° Que una vez notificado ya Claveriede 
su contra ante este Jusgado sobre el bien 
gio, erasn deber concurrir á tomar la par 
recho le correspondía, reclamando ante ec 
en caso de que no hubiera considerado pe 
da orden de suspensión de loa trabajos del 

4° Que habiendo así, el mandato de esto 
al contrario pronunciado por la Justicia di 
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la demanda en el caso sub-judice, intereses públicos como son 
i que se relacionan con la construcción de ferrocarriles, los 
e al propio tiempo reclaman ana steucion eficaz y urgente, 
penade lo^; graves perjuicios que de otro modo sufíirínn, es 
ber del Juzgado mantener la resolución espedida á foja 19 j 
municada á Claverie; la misma que pasó ala autoridad de 
sa juzgada, por cuanto el interesado no dedujo contra ella re- 
Tso alguno y fué además espedida por este Tribunal, te- 
indo en cuenta el principio que manda no innovar la cosa M- 
;iosa, como importa la enspension de los trabajos en el caso 
esente. 

5" Que respecto á la competencia que deduce el Ferrocarril 
liendo que este Juzgado atraiga i su jurisdicción los autos so- 
e interdicto que dice se siguen ante la Justicia provincial de 
nta-F6 sobre el mismo bien materia de este litigio, no corres- 
nde: 1° en razón de tratarse dedos juicios esencialmente diü- 
tos, como son el presente ordinario, sobre jactancia, y el 
;nido ante el señor Juez de Provincia sumario, sobre interdic- 
posesorio ( caso de este mismo tribunal entre Casado y la 
¡ora Ruiz de Paz); y 2° porque no existiendo, por consiguiente, 
ispendeucia, sólo pudo proceder siendo el Ferrocarril eitran- 
7 el demandante argentino, porque en tal concepto, el 
mero podía exigirse demandado ante el Juez Nacional; pero 
siendo asf, sino lo contrario, desde que el demandado es el 
granjero, segnn es'notorio, ba podido éste, como loba hecho, 
irrogar la jurisdicción proTÍDCial para someter & su cunooi- 
ento el juicio sobre interdicto posesorio reconociendo á ésta 
isdiccion. 

?or tanto, so resuelve: respecto al escrito de foja 54. se libre 
ieñor Juez de 1* Instancia de Santa-Fé el exhorto solicita- 

en despacho telegráfico á costa del Ferrocarril de Buenoa 
es y Rosario, para continuar sus trabajos de puente en el 

Salado, no haciéndose lugar á la contienda de competencia 
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deducida por la misma parte en el escrito de foja 54. Notifí- 
quese j repóngase. 

G. Escalera y Zuviria. 



La parte de la Empresa, pidió reyocatoria de esta resolución 
en cnanto no hace Ingar á la inhibitoria deducida por la misma 
parte. Dijo: Que la acción deducida por la empresa ( foja 16 ), 
más que la ordinaria de jactancia, ha sido la sumaria de ampa- 
ro, autorizada por el artículo 21 de la ley de expropiación y por 
las leyes generales: la jactancia de Claverie se invocó para jus- 
tificar los temores que obligaban á la Empresa á solicitar el 
amparo de su posesión actual sobre los terrenos pretendidos y 
para ftindar su derecho de ser protegida en la ejecución de las 
obras; 

Que por tanto, no se opone á la inhibitoria el que la acción 
deducida por Claverie, sea sumaria de posesión, porque también 
es posesoria y sumaria la deducida por la Empresa; 

Que es necesario establecer cuál es el Juez competente en el 
caso« si ol de provincia ó el federal, pues de otra manera, ambos 
procederán simultáneamente^ adoptando resoluciones contradic- 
torias; 

Que es inaceptable el fundamento del auto recurrido, de que 
Claverie ha podido elegir la jurisdicción de provincia para ins- 
taurar su acción posesoria, porque aún no estaba trabado el 
litis en estos autos, pues como consta á fojas 19 y 21, el Juez 
federal ya le había ordenado á Claverie comparecer ante él, á 
deducir las acciones que creyese tener, intimándole que se abs- 
tuviera de todo acto ó procedimiento tendente á la suspensión 
de las obras; y además, en los casos de jurisdicción privativa 
en que el fuero se determina por razón de la materija, no está 
á la voluntad de las partes la renuncia del fuero federal. 
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Corrido traslado, la parte de Claverie, después de referirse á 
los antecedentes del asunto, dijo: Que no podía revocarse lo re- 
suelto por el Juzgado con relación á la competencia ( foja 85 ), 
porque se trata de dos cuestiones distintas: Claverie pide ante 
el Juez de Santa-Fé, se le reintegre en el despojo de su terreno, 
cometido por la Empresa, mientras que ésta pide ante el 
Juez federal, se le ampare en la posesión de un terreno que 
compró á Claverie y en cuya posesión no se le ha turbado; de 
suerte, que son dos juicios que no pueden estorbarse; 

Que si la Empresa pretendiese ser amparada en la posesión 
de lo que no le pertenece por no haberlo adquirido, su demanda 
sería rechazada, pues no puede pretender el amparo de una po- 
sesión que nunca ha tenido; y en tal caso, no puede gozar del 
fuero federal; 

Que respecto de la demanda de jactancia, si llegara él caso 
de contestarla, Claverie diría que él no se ha jactado ni se ha- 
llaba obligado á demandar, estando, como está, en posesión déla 
cosa; y en cuanto al amparo en la posesión, contestaría que res- 
peta la que tenía la Empresa en el terreno comprado, y el Juz- 
gado tendrá que declarar improcedentes ambas acciones, sin 
que ello obstare en nada la prosecución del juicio promovido 
ante el Juez local de Santa-Fé. Por esto es que el auto recu- 
rrido dice con razón, que no estando trabada la litis-contesta- 
cion, Claverie ha podido renunciar el fuero federal y ocurrir 
ante la justicia local; 

Que el juicio promovido por Claverie en Santa-Fé, tiene por 
objeto obtener las reparaciones procedentes de la turbación 6 
despojo sufrido en su propiedad^ sin que se toque para nada la 
cuestión de dominio, y aun cuando la Empresa iniciase ante el 
Juez federal el juicio de expropiación, que es el que correspon- 
de, aquel subsistiría, pues las reparaciones que mediante él se 
persiguen, subsisten por el hecho del despojo, desde que, aun 
cuando la Empresa podía expropiar, no podría despojar, lo que 
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es diferente. Pidió: 1** que el Juez mantuviera su auto en la 
parte recurrida por la empresa; y 2^ qne se declarara que la 
prosecución de las obras ordenada por el Juzgado sólo importa 
autorizar á la empresa para la ocupación del terreno qne ha 
de expropiarse, y en manera alguna exonerarla de la obliga^ 
cion que tiene dé proceder á la expropiación; para cuyo efecto 
debe fijársele un término para que inicie el juicio correspon- 
diente, bajo apercibimiento de quedar sin efecto la mencionada 
autorización; todo con costas. 

£n esto estado, la parte de la Empresa, presentó en testimo- 
nio, la siguiente sentencia pronunciada por la Cámara de Ape- 
laciones de Santa-Fé, en los autos seguidos porClaverie contra 
el Ferrocarril de Buenos Aires y Rosario sobre interdicto de re- 
tener y obra nueva: 

Santa Fé, Mayo 18 de 1891. 

Vistos y considerando: Qne en el orden regular de los proce- 
dimientos judiciales, las providencias de los jueces sólo pueden 
ser modificadas ó revocadas por medio de los recursos que para 
sus respectivos casos las leyes tienen establecidos. 

Que en este concepto al manifestarse la parte de Claverie 
sabedora de la providencia de fecha 12 de Diciembre próximo 
pasado, corriente á foja 66 vuelta; por la presentación de su 
escrito de foja 45, no sólo no ha entendido deducir por él una 
revocatoria de esa providencia, como pudo hacerlo legalmente, 
limitándose sólo á pedir nueva orden de suspensión de los tra- 
bajos del Ferrocarril Buenos Aires y Rosario, sino que por ese 
conocimiento subsanó la falta de notificación que aparece, ha- 
ciendo así desaparecer la nulidad que podía existir (artículos 
63 y 64 del Código de Procedimientos ). 

Que por otra parte, aún en el supuesto de que el expresado 
escrito de foja 45 se considerase como una revocatoria, tam- 
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poco procedería la apelación, toda vez que ésta no ha sido subsi- 
diariamente deducida, como está resuelto repetidas Teces por el 
tribunal en casos análogos. 

Que, finalmente, por lo que resulta del informe del Juez de 
Sección de esta provincia, corriente á foja..., la parte de Clave- 
rie antes de iniciar los interdictos de retener j obra nueva con- 
tra la Empresa del Ferrocarril citado, también era sabedora de 
la resolución dictada. por dicho Juez de Sección, imponiéndole 
la obligación de no obstaculizar de modo alguno los trabajos 
que la Empresa ejecuta parala colocación del puente en el río 
Salado, razón de más para que no pudiese solicitar ante los tri- 
bunales de esta provincia la suspensión de esos trabajos, pues 
ésto importaría violentar loque se hallaba juzgado. 

Por estas consideraciones, se confirma el auto de foja 50 vuel- 
ta, fecha 17 de Diciembre próximo pasado. Hágase saber^ j 
devuélvanse. 

Retamar,^ Puj ato. — Funes. 

Ante mí: 

Roque J. Niklison. 
Secretario. 



Fallo del Juez Federal 



Rosario, Febrero 15 de 1892. 

Y vistos los llamamientos de fojas 73 y 88. 

Y considerando: 1° Que, como se comprueba perlas diligen- 
cias corrientes á fojas 19, 21 y 89, don Bernardino Claverie 
se encontraba ya notificado de la obligación que tenía de com- 
parecer ante este tribunal, y de abstenerse de todo acto 6 pro- 
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cedimiento tendentes á la suspensión de las obrtas del ferroca- 
rril en construcción, cua?jdo dedujo el nuevo juicio instaurado 
ante la justicia de provincia. 

2^ Que este segundo juicio está subordinado al mismo resul- 
tado que se persigue en el actual, siendo este último privativo 
de la Justicia federal. 

3^ Que en consecuencia procede entonces el que este Juzgado 
se declare incompetente para entender en los diversos detalles 
que involucra el juicio principal, »o pena de traer paralelismos 
contrarios entre si é inexplicables, que vendrían á contrariar ei 
espíritu y fin de justicia, que deben guiar á los actos judiciales 
en la contienda entre partes. 

4^ Que manifestándose por el piano corriente á foja 14, pre- 
sentado por la misma empresa actora, que la área vendida por 
el demandado á aquella Empresa es de 21. OOOmetros cuadrados, 
no llega sin embargo esta área á la lengua del agua del río Sa- 
lado, alcance que tampoco tiene la escritura de foja?, la que no 
obstante decir linda el terreno comprado á Claverie con dicho 
río, resulta empero no ser el agua misma el límite arciGnio del 
mencionado terreno materia de la venta, desprendiéndose, por 
el contrario, quedar entre el límite del área vendida y la co- 
rriente del agua del río Salado, un espacio de tierra que no se 
ha tenido en consideración al efectuar el contrato de compra- 
venta, y sobre cuyo exceso, sin duda es que versa la nueva cues- 
tión suscitada entre las pa. tes. 

&" Que siendo esto así, !a resolución dictada por esto tribu- 
nal respecto á la prosecución de las obras, debe entenderse im- 
porta sólo una autorización á la empresa para la ocupación de 
ese terreno, previa la adquisición legal del mismo. 

6° Que de esta misma manera la parte de la empresa del 
Ferrocarril, parece comprender esta cuestión, cuando á foja 28 
vuelta ofreció consignar y consignó en efecto la suma de 3000 
pesos, que constan en el boleto corriente á foja 30. 
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Por tanto, declárase: primero, debe oficiarse y se oficie al señor 
Juez de 1** Instancia de la ciudad de Santa-Fé para que se sirva 
inhibirse del conocimiento de la causa instaurada ante él con 
posterioridad á la presente, remitiendo los antecedentes de 
aquella; segundo, debe la Empresa del Ferrocarril proceder á la 
adquisición del área del terreno no comprendida en sus títulos; 
y tercero, debe llevarse esa gestión por cuerda separada desglo- 
sándose de estos autos los documentos y demás actuaciones que 
corresponden á esta última materia. 

Kotifíquese con el original y repónganselos sellos. 

G. Escalera y Xuviria. 

La Empresa apeló en lo referente al segundo de los puntos 
resueltos. 



Fallo de la Suprema Corie 

Buenos Aires, Marzo 6 de 1894. 

Yistos y considerando: Que está ya resuelto por la sentencia 
ejecutoriada de foja cincuenta y ocho, que el presente no es un 
juicio de expropiación. 

Que de conformidad con las constancias de autos, el Ferro- 
carril de Buenos Aires y Rosario ha deducido la acción que ha 
motivado el proceso, á objeto de que Claverie haga valer los de- 
rechos que crea tener sobre la cosa, materia de la cuestión, 
entablando así demanda de jactancia. 

Que decretada á foja diez y nueve la intimación pedida por 
el actor, el demandado aún no ha hecho manifestación concre- 
ta sobre el objeto de la demanda. 

Que hallándose la tramitación del asunto en tal estado, el 
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Jaez no ha podido pronunciar sentencia resolviendo la caestion 
de propiedad que aún no está substanciada. 

Que habiéndose deducido apelación tan sólo respecto del pun* 
to precedentemente mencionado, resulta de autos que ella ha 
bido interpuesta dentro del término legal. 

Por estos fundamentos, se deja sin efecto la sentencia de fo- 
ja ciento cinco, en la parte apelada, y devuélvanse, para que el 
inferior dé á la causa el trámite que corresponda, con arreglo á 
derecho. Repóngase el papel. 

benjamín paz. — LUIS V. VÁRELA. 
—ABELBAZAN.— OCTAVIO BUNGE. 
—JUAN E. TORRENT. 



CAUSA XXX 



El Doctor Don José J. Hall, contra la compañía <iNueva Zelan- 
dia y Rio de la Platay>, por cobro ejecutivo de pesos; en re* 
curso de sentencia de los Tribunales de la CapiíaL 

Sumario. — No procede el recurso que autoriza el artículo 14 
de la ley sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales 
Nacionales, cuando ante la justicia local no se ha discutido nin- 
guno de los puntos contenidos en dicho artículo, ni se ha dedu- 
cido en el juicio la excepción de incompetencia que se menciona 
en el recurso. 

T. V 9 
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Caso. — Lo indica el siguiente 



RECURSO 



Suprema Corte : 

Alberto C. Kivarola, por el doctor Hall, ante V. E. en lanie- 
jor forma en que por derecho haya lugar, parezco y digo : 

Que de acuerdo con lo establecido en el artículo 229 de la ley 
sobre procedimientos de los Tribunales Nacionales, vengo á re- 
currir directamente en queja ante Y. E. por apelación denega- 
da, á fin de que se sirva ordenar la remisión de los autos que 
más adelante expresaré, debiendo en estricta justicia otorgár- 
seme la apelación denegada. 

Los antecedentes del presente recurso son los siguientes : 

Por ante el Juzgado á cargo del doctor Garay y Secretaría á 
cargo del señor Alberto Eodriguez, se le seguía un juicio á mí 
representado sobre cobro de pesos. En ese juicio se opuso la 
excepción de incompetencia de jurisdicción, alegando que su 
conocimiento corresponde á la Justicia Federal. El señor Juez 
de 1'* Instancia subtanció la causa ordenando se llevara adelan- 
te la ejecución, rechazando las excepciones^ y la Excelentísima 
Cámara ha confirmado la sentencia. He deducido ante ese Tribu- 
nal el recurso de apelación para ante Y. E., recurso que me ha 
sido denegado^ fundándose aquel Tribunal en que: cNo siendo 
procedente el recurso interpuesto, por no estar comprendido en 
la disposición del artículo 90 de la ley orgánica de los Tribu- 
nales ». 

Para demostrar la injusticia de esta resolución basta decir 
que este artículo se expresa textualmente así : cGontra las 
sentencias dictadas por las Cámaras, no habrá recurso alguno^ 
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con excepción de los casos previstos por el artícalo 14 de la ley 
de Setiembre de 1863, sobre jarisdiccion y competencia délos 
Tribunales Nacionales». 

Ahora bien, el articulo citado por esta ley y exceptuado de 
esa disposición general dice así: cTJnavez radicado un juicio 
ante la jurisdicción provincial, será substanciado y fenecido por 
esa jurisdicción; y sólo podrá apelarse á la Corte Suprema de 
las sentencias deñnitivas en leseases siguientes: «1^...2^... 
3^" cuando la inteligencia de alguna cláusula de la Constitución 
haya sido cuestionada y la decisión sea contra el derecho, pri- 
vilegio ó exención que se funda en dicha causa y sea materia 
de litigio >. 

El caso que nos ocupa es apelable para ante Y. E., porque 
se trata de aplicar una cláusula de la Constitución y porque se 
trata de interpretar una ley del Congreso. Con efecto se ha di- 
cho de incompetencia de jurisdicción fundado en el artículo 100 
de la Constitución Nacional que dice: cCorresponde á la Corte 
Suprema el conocimiento y decisión de todas las causas que 
versen sobre puntos regidos por la Constitución y por las leyes 
de la Nación... de las causas de los vecinos de diferentes pro- 
vincias». En la excepción de incompetencia sedéela que los tri- 
bunales provinciales no eran competentes, porque se trataba de 
un juicio que caía expresamente bajo el imperio de este artículo 
de la Constitución por razón de las personas que intervenían en él. 

Es también apelable para ante Y. E. porque se trata de una 
obligación contraída áoro con anterioridad á la ley dictada por 
el Congreso respecto á la clase de moneda en que deben solven- 
tarse esta clase de obligaciones. 

Es decir, se trata de la interpretación de una ley del Congre- 
so, razón por la cual el caso cae dentro del precepto del artículo 
100 citado. 

Por tanto: de Y. E. solicito se sirva proveer de conformidad 
á los siguientes puntos: 
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i^ Tener por interpuesto en tiempo y forma el recurso de 
queja que deduzco ; 

2*^ Ordenar se remitan los autos por el inferior y concederme 
el recurso ; 

3*^ Declarar nulo el procedimiento observado por la Excelen- 
tísima Cámara, y en oportunidad resolver la revocación de la 
sentencia contra mi parte. 

Será justicia etc. 

A. C. Riravola. 



VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Marzo 2 de 18d4. 

Suprema Corte: 

En el juicio ejecutivo seguido por la «Nueva Zelandia y Bio 
de la Plata», por cobro de un crédito hipotecario ante los Tribu- 
nales de la Capital se dictó sentencia de trance y remate á foja 
89^ que quedó ejecutoriada á foja 100. 

Contra esa sentencia se interpuso recurso de nulidad y ape- 
lación, fundado en la falta de jurisdicción de los Jueces a quo^ 
recursos que fueron denegados á foja 115 vuelta. 

El recurso traído ante Y. E. contra esa denegación, no pro- 
cede; se refiere á un juicio ejecutivo que no es definitivo, puesto 
que su resultado se subordina á las declaraciones del juicio or- 
dinario, y de un juicio que ha sido seguido y fallado sin oposi- 
ción de las partes, ante los tribunales de la Capital. 

El artículo 14 de la ley de 14 de Setiembre de 1863, lo ex- 
cluye de la jurisdicción de y. E. sin que pueda ampararse el 
recurso en las excepciones contenidas en el inciso 3^, por no ha- 
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beise alegado siqoiera Tiolacion algana de las garantías consti- 
tucionales . 

Pido á V. K. se sirva asi declararlo, mandando devolreí los 
autos á la jarisdiccion de qae proceden. 

Sabiniano Kier. 



VtM» de In SupreHi» Corte 



Buenos Aires, Marzo 6 de 1894. 

Yistos en el acaerdo y resnltando: qne en el juicio ejecutiTO 
á qne se refiere el recurso directo traído por la parte de Hall, 
no se ha disentido punto alguno de los qae coa arreglo al artí- 
culo catorce de la ley sobre jurisdicción y competencia, dan lu< 
gar al recurso qne dicho artíuulo autoriza para ante esta Supre- 
ma Corte. 

Que tampoco se ha deducido en el juicio, la excepción de in- 
competencia, mencionada por el recnrrente. 

Por ello, y oído el señor Prucurador General, se declara 
improcedente el reccrao interpuesto y archívese, préria reposi- 
ción de sellos y devolución del expediente remitido como iu- 
forme. 

BENJAHin PAZ. — LUIS V. VÁRELA. 
—ABEL SAZAN. — OCTAVIO SUN- 
GE.— JUAN E. TORREHT. 
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CAUSA XXXI 



El Dr, D. Mariano Candioti; sobre recurso de habeos corpus 



Sumario. — La Suprema Corte no puede resolver puntos so- 
metidos á su fallo, sin un caso existente que decidir. 



Caso.— Apelada una resolución del Juez Federal del Rosario 
sobre recurso de habeas corpus deducido por el doctor don Ma* 
liano Candioti, se dictó el siguiente 



Fallo de I» Suprema Corte 

Buenos Aires, Marzo 8 de 1894. 

Vistos : Resultando de las publicaciones oficiales de esta fe- 
cha, que el recurrente doctor Mariano Candioti se halla excarce- 
lado desde el día de ayer, y que ha desaparecido, por consi? 
guíente, la causa que motivó estas actuaciones y no pudiendo 
esta Corte resolver puntos sometidos á su fallo sin un caso 
existente que decidir, se resuelven que se devuelvan estos autos 
al Juzgado de su procedencia . 

benjamín paz. —luis y. várela. 

— ABEL BAZAN.— OCTAVIO BüN- 
GE.— JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA xx:cii 



I)on Hertnann Seelsirom contra Don Pedro Á. Costa, por dt 
¡ojo; sobre competencia y recurso directo 



Sumario. — El argeotiao demandado por el exCranjeto a 
los Jaeces locales de su reoindad, no paede iarocar el fuero 
deral por razón de la distinta nacionalidad de las partes. 

Caso. — Lo indica el siguiente 



Buenos Aires, Febrero 23 de 1894. 
Suprema Corte : 

Lorenio Bergara, por don Pedro A. Costa, anteV. E, en 
mejoi forma en que por derecho baya lagar, parezco j digo: 

Qae rengo á recurrir directamente en queja por apelacio 
nalidad denegadas á 5.a de que se sirva eracaar, de acuerdo 
lo preceptuado en el artículo doscientos veinte y nueve del 
digo de Procedimientos, la remisión de losantes, yseme otor; 
la apelación denegada. 

Los antecedentes de estos recursos son los siguientes: 
ante el Jnez de primera Instancia doctor García, secretar: 
cargo del doctor Cartillo, ocurrí en apelación de una leac 
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)D de un Juez de Paz de la Sección terceía, en virtud de ha- 
r mi parte opneato la excepción de incompetencia en un jní- 
I que le promorió don Hermana Seelstrom, sobre desalojo. Kl 
ez de primera Instancia ha desechado la excepción de incom- 
teocia opuesta por mi parte, fundada en el carácter de eitran- 
:ode uno de los litigantes 7 en el de argentino de otro ; eu 
yo caso, decía mi parte, el conocimiento de la cansa compete 
a Justicia Federal, y en manera alguna á la jnsticía otdi- 
ria. 

Fundado en los artícntos cuarenta jr siete 7 veinte 7 tres de 
ley de diez 7 seis de Octubre de mil ochocientos sesenta 7 tres 
brejusticia federal, corresponde en última instancia á Y. E. el 
aocimieuto de esta causa, oomo punto regido por los artículos 
íQ 7 ciento uno de la Constitución Nacional. 
Que los recursos de apelación 7 nulidad proceden, es fuera de 
da, pues la resolución del Juez de primera Instancia no se 
lia consentida, 7 como Y. E. lo ha dicho ma7 acertadamente 

un caso resuelto, únicamente que mi paite hubiese dejado 
asentir el auto de los Tribunales provinciales podría sostener 
competencia la da estos, sólo así puede quedar privado del 
Burso de apelación. 

Y. E. ha dicho: «Propuesta la excepción dilatoria ante los 
bnnales provinciales, 7 consentido su fallo declarándose com- 
tentes, queda consentida la personería de estos* (tomo diez 7 
¡8, página ochenta 7 nueve, serie segunda). 
No habiendo dejado consentir el auto en que me resuelve la 
Bepcion dilatoria opuesta, corresponde que Y. E. la resuelva 

última instancia. 

Por todo lo expuesto de Y. E. solicito se sirva proveer de 
nformidud con lo qu6,dejo solicitado. 
Será justicia eto, 

JoséJ. Hall. — Lorenzo Bergara. 



OE JUSTICU NACIONAL 



VISTA DEL SEfíOB PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Marzo 3 de 1894. 

Suprema Corte : 

Soy bermano político del señor Gusta, que lesnUa part 
este juicio; 7 creféodome por ello inhibido de entender, r 
á Y. E. se sirva aceptar mi escnsacion. 

Sa&iniano Kie¡ 



Fiill* da l« Supreiun Corte 



Buenos Aires, Marzo 8 de 1894 

Vistos en el acuerdo: Admítese la precedente excusacio 
señor Procurador General, 7 considerando en cnanto á lo 
cursos traídos. 

Que segnn la exposición de la parte, la competencia delí 
ticia local se funda únicamente en la distinta nacíonalida 
los litigantes. 

Que conforme al inciso cuarto del artículo doce de la I 
jurisdicción 7 competencia de los J'ribnnales Federales, 7 
jurisprudencia invariable establecida en sn mérito, cuan 
extranjero demanda á un ciudadano en pleito civil anl 
Juez 6 Tribunal de Provincia, la jurisdicción se prorroga 
cansa debe substanciarse 7 decidirse por los mismos, de m 
que el argentino demandado, no puede declinar sn jnrisdií 

Que conforme á la ¡07 de diez 7 ocho de Setiembre d 
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ochocientos ochenta y caatro, los precedentes citados son 
igualmente aplicables á los cdsos análogos, producidos anta la 
justicia de la Capital. 

Por esto, y no siendo indispensable proyeer el nombramiento 
de un reemplazante del señor Procurador General, no se hace 
lugar á los recursos interpuestos, y archívese, previa reposición 
de sellos. 

BEMAMIN PAZ. — ABEL RAZAN. 
— OCTAVIO RÜNGE.— JUAN E. 
TORRENT. 



CAIJfSA XXXIII 



Criminal contra el Doctor Don Ángel Madariaga, por infrac- 
ción del reglamento de policía del territorio del Chaco; re- 
curso por apelación denegada; sobre competencia. 



Sumario. — ^La Suprema Corte no tiene la jurisdicción de ape- 
lación en las causas criminales de los territorios nacionales, 
que no sean el fuero federal . 



DE JUSTICU NACIONAL 
Caso. — Lo indica el siguiente 



Supretna Carie: 



Santiago Savio, por Don Rodolfo Rolls, segan el podei qc 
debidamente aoompaño, conatituyendo domicilio legal en la ce 
Ue RtvadaTia 563, á V. E. lespetnosamentedigo: 

El jefe político de Foimosa, en aplicación del reglament 
de policía det territorio del Chaco, de cnyo reglamento dejoe 
Secretaría nn ejemplar, aplicó al doctor don Ángel Madariag 
nnamnlta de 50 pesos moneda nacional, la qoe, por negativa ij 
pagar se transformó en quince dias de arresto. El doctor Aag( 
Madariaga apeló para ante el Joez nacional del territorio, qnie 
dejó sin efecto la pena aplicada, obrando como Jnze corree 
cional. 

Mi mandante pidió recurso ante V . E. y éste le fué negada 
á mérito de lo dispuesto eu el artículo 30 del Código de Pro 
cedimíentos en materia criminal. 

Confieso que, á primera vista, parees qae el señor Jae2 di 
territorio tuviera razón. Pero si comparamos ese artículo 3 
con el artículo 587 y siguiente, se vé que sólo se ha teñid > e 
vista el recurso de apelación, en el conjunto délas disposición^ 
del Código, que se refieren á esta materia. 

Voy á demostrar que V. E. tiene jurisdicción no simplemei 
te para revocar sentencias de esta clase, pero sí puando se tn 
ta de una nulidad patente. 

Nada más conocido que la regla, segnnla que aólopuede p( 
dirse la nulidad cuando se trata de una sola resolución apelad 
Pues bien; el articulo 4° de la ley sobre jurisdicción y compt 
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tencia dispone que la Saprema Corte conocerá por apelación en 
las causas civiles, siempre que el valoi; disputado exceda de 200 
pesos moneda nacional, y sin embargo V. £ . siempre ha admi- 
tido el recurso de nulidad contra sentencias en asuntos inferio- 
res á dicha suma, y eso á pesar de dicha regla y de la disposi- 
ción según la que la nulidad no puede interponerse sino con la 
apelación, lo que supone que la resolución sea apelable; excuso 
citar los fallos. 

Un jefe de policía no es Juez^ no pertenece al Poder judi- 
cial, y la aplicación de penas que se le dejaos un asunto admi- 
nistrativo. Cuando el Juez correccional ( ó en su caso el de 
territorio ) entiende en una cuestión de esa clase, lo hace en 
primera instancia judicial. Sé que los términos del Código de 
Procedimientos, calcado sobre modelos de naciones que tienen 
instituciones diferentes de las nuestras, no emplea esa termi- 
nología y parece que se tratara de dos instancias judiciales. 
PeroV. E. no puede, á pesar de los términos, creer por un 
momento |queun jefe político sea miembro del Poder Judicial. 

Siendo así, estamos constitucionalmente en el caso del artí- 
culo 4^ transcripto y sostengo que es remediable la nulidad en 
que incurra un Juez correccional á quien se cometa el conoci- 
miento de una multa, ó arresto aplicado por un funcionario 
administrativo^ por ejemplo, si hubiese entendido después de 
tiempo ó fallado fuera de lo pedido^ ó fuera del límite de la 
materia. 

Ahora bien: la resolución del señor Juez del territorio del Cha- 
co, no importa una aplicación del artículo 83 del Reglamento de 
policía, sino un desconocimiento de dicho artículo. 

La resolución importa declarar que la policía no puede apli- 
car dicho artículo. Si esto no es recurrible, tendremos que un 
Juez Correccional, puede en primera y única instancia, decla- 
rar que no rigen los reglamentos de Policía. £s indispensable que 
y. E. vea, con los autos, el informe del señor Juez de Chaco. 
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Por tanto áY. E. pido se sirva tener por interpuesto estere- 
curso de hecho^ y ordenar al señor Juez nacional de Formosa 
informe con remisión de autos. 

Es justicia. 

Santiago Savio. 



Fallo de I» Suprema €?orte 

BueDOs Aires, Marzo 8 de 1894. 

Vistos en el acuerdo: Con arreglo á lo dispuesto en el artí- 
culo veinte y dos, inciso primero del Código de Procedimientos 
en lo criminal, se declara que esta Suprema Corte no tiene ju- 
risdicción para entender en el presente caso, que no versa según 
la propia exposición del recurrente, sobre causa de fuero federal. 

benjamín paz. — LUIS y. várela. 

— ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE. — JUAN E. TORRENT. 
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XXXIV 



Don Benjamín A. üdvalos, contra Don Juan Alcántara, por 

reivindicación; sobre nulidad. 



Sumario. — La intervención directa del interesado en el 
juicio, sin salvar la personería del apoderado, importa la cesa- 
ción del mandato de éste, y son nulas las actuaciones ulteriores 
hechas con el mandatario, sin haber sido notificadas M man- 
dante las providencias correspondientes. 



Caso. — Lo indica el 



Fallo del Jíu«k Federal 



Buenos Aires, Octubre 20 de 1893. 



Y vistos: Estos autos promovidos por el Procurador Don Lo- 
renzo J. Doyhenard en .representación de Don Benjamín A. 
Dávalos, Cónsul de Bolivia en la ciudad de Salta, contra Don 
Juan Alcántara, vecino de esta capital, sobre reivindicación de 
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una propiedad ubicada en la calle de Comercio, bajo los nú- 
meros seiscientos treinta y cinco j seiscientos treinta y nueve de 
la nueya nameracion. 

Besulta de autos: 1° Que Don Cecilio Mallo, invocando pode- 
res otorgados por el demandante Dáyalos^ y por su esposa Do- 
ña Asunción Leguizamon de Davales, de fecha 27 de Enero de 
1887 y 16 de Abril de 1887 y cartas autorizaciones que dice le 
fueron dirigidas por los esposos Davales, extendió con fecha 
1"" de Abril de 1888, boleto de venta á favor del demandado Don 
Juan Alcántara de la casa calle de Comercio antes indicada, 
edificada en terreno de 23 varas de frente por 70 de fondo, por 
el precio de 35.900 pesos moneda nacional de curso legal, esti- 
pulando además entre otras cláusulas, que el comprador ten- 
dría desde la fecha del boleto el plazo hasta de 24 meses para 
escriturar; debiendo pagar independientemente del precio fi- 
jado, como intereses de su posesión, la cantidad de 200 pesas 
nacionales mensuales, hasta tanto se otorgue la respectiva es- 
critura; que el comprador se recibiría de la finca y podría dis- 
poner de ella en la forma que le convenga, siendo de su cuenta 
los impuestos municipales, adoquinado, cloacas^ etc., entrando 
aquel inmediatamente en virtud de ese título, en posesión de 
la finca. 

2^ Que al tener conocimiento el propietario Davales de ese 
acto, lo desaprobó terminantemente por telegrama dirigido á 
Mallo desde Salta, con fecha 13 de Mayo del mismo año, por 
no estar conforme con sus instrucciones y por -carta de fecha 
17 ( véase copia de foja 53 ) en la que, después de hacer las ob- 
jeciones que creyó pertinentes^ al convenio estipulado en el bole- 
to firmado por Mallo, le pide manifieste por segunda veza Alcán- 
tara que no puede ni debe aceptar modificación alguna al primer 
convenio, y este mismo, no puedo ya aceptarlo por las frecuen- 
tes alteraciones que exige, á cuya carta contestó Mallo con fe- 
cha 28 del mismo mes ( véase foja 9 ) dando algunas explica- 
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dones y expresando que si el negocio no le convenía á Davales 
podía anular todo lo hecho por no tener poder bastante para 
ello. 

3^ Qae requerido Alcántara para que devuelva la posesión 
que Mallo le dio de la ñnca, objeto del convenio desaprobado, 
y demandado con el mismo objeto en vista de su resistencia á 
efectuarla, contestó á foja 36 alegando: que la relación de he- 
chos consignados en el escrito de demanda era un tejido de fal- 
sedades, y que lo único que había de cierto es que Don Ceci- 
lio Mallo, plenamente autorizado al respecto por Davales y su 
esposa, le vendió la finca en litigio, con término de dos años pa- 
ra escriturar, debiendo entre tanto abonarle la cantidad de 200 
pesos mensuales, á manera de intereses; que si en concepto del 
actor, aquel había extralimitado sus facultades como mandata- 
rio, podía ocurrir á los Tribunales, ó reclamarle las indemniza- 
ciones, no quedándole en cuanto al contrato celebrado, más re- 
medio que cumplirlo reconociendo esplícitamente al final de su 
escrito que la posesión le fué entregada por Mallo, ampliamen- 
te autorizado en cumplimiento del contrato celebrado. 

4^ Que recibida la causa á prueba, el actor ha producido la 
queexpresa el certificado de foja 37, y ninguna el demandado, 
habiendo sólo el primero alegado sobre el mérito de ella en el 
escrito de foja 76. 

Y considerando: 1^ Que la acción reivindicatoria, deducida 
por el demandante, es una acción que nace del dominio que ca- 
da uno tiene de las cosas particulares por la cual el propieta- 
rio que ha perdido la posesión, la reclama y la reivindica con- 
tra aquel quese encuentra en posesión de ella ( artículo 2758 
del Código Civil), siendo igualmente aplicable la acción al que 
posee como dueño déla cosa, como al que es simple tenedor de 
ella, aunque sea ánombre del propietario, con tal que la posesión 
le sea disputada á éste, según la doctrina aceptada por el codi- 
ficador en la nota al artículo citado. 
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2<^ Qae en el presente caso, concnrren todas las circunstan- 
cias enunciadas en la mencionada disposición para la proceden- 
cia de la acción deducida, pues de las escrituras públicas que 
en testimonio obran de fojas 2 ¿ 6, resulta que el demandante 
era legítimo propietario y poseedor de la finca que es objeto déla 
acción, cuando tomó posesión de ella el demandado, no ha- 
biendo presentado éste, titulo alguno que acredite su mejor de- 
recho al dominio ni á la posesión, ó por el cual pueda juzgarse 
que la posesión ha salido legalmente del actor. 

3"* Que seguu manifestación del mi^mo demandado, la pose- 
sión que hoy disputa áDávalos le fué entregada por Don Ce- 
cilio Mallo, en cumplimiento del convenio de compra-venta á que, 
se refiere el boleto de foja 49, ampliamente facultado al efecto 
por el demandante; pero no solamente no ha probado que el 
expresado Mallo tuviera poder ó facultades para contraer las 
obligaciones que expresa este boleto á nombre de Uávalos, sino 
que de la prueba producida por éste entre la que está la pro- 
pia confesión del mismo, resulta que no tenía tal poder ni fa- 
cultades y que ha procedido en abierta oposición á las precisas 
instrucciones de aquel. Consta, en efecto, que por telegrama de 
fecha 14 de Octubre de 1887, cuya copiareconocida como exacta . 
por Mallo obra á foja 68, que Davales le ordenó en esa fecha 
agregase al boleto de una proyectada venta, la estipulación de 
que el pago del precio se haría al tipo que el oro tenía en esa 
fecha, y dos días después ( telegrama de foja 67 ), le ordenó 
suspender toda negociación de venta, limitándose solamente á 
tratar de alquileres, lo que fué confirmado por carta de la mis- 
ma fecha, que en copia también reconocida por Mallo corre ¿ 
foja 51, siendo de seis meses después el boleto firmado con Al- 
cántara. 

4^ Que admitiendo por vía de hipótesis que Mallo hubiese es- 
tado autorizado para tratar la venta del inmueble que se rei- 
vindica y otorgar boleto, no ha podido transmitir legalmente la 

T. T 10 
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posesión, como derecho real por simple instrumento privado^ 
atentólo que dispone el artículo 1184 del Código CítíI, ni ese 
instrumento puede conferir al presunto comprador otro derecho 
que la acción puramente personal á que se refieren los artículos 
1185 7 1187 del mismo Código, la cual no implica empero un 
derecho de retención. 

5° Que en consecuencia de lo expuesto, la posesión dada á Al- 
cántara no puede considerarse sino como la simple tenencia 
({ue corresponde al locatario, con tanta mayor razón cuanto que 
él se obligaba á pagar una suma mensual, en concepto de inte- 
rés por el capital ajeno que aprovechaba; y que por consiguien- 
te, ha debido cesar desde el momento que el propietario desa- 
probó lo hecho en contravención ásus órdenes é instrucciones, 
como consecuencia de la invalidez del acto, que establece el ar- 
tículo 1931 del Código Civil (artículo 2778, Código citado). 

Por estos fundamentos y los concordantes de los escritos de 
fojas 16 y 76, fallo: condenando á Don Juan Alcántara á resti- 
tuir á Don Benjamín A. Davales la posesión déla finca calle 
Comercio, número 639, en el término de 5 días, ala indemniza- 
ción de los daños y perjuicios causados por la detención indebi- 
da y al de las costas del presente juicio. Notifíquese con el 
original y repónganse las fojas. 

Virgilio M. Tedin. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Marzo 13 de 1894. 

Vistos y considerando: en cuanto al recurso de nulidad que 
según se vé á foja ochenta y siete, Don Juan Alcántara ha in- 
tervenido directamente, haciendo valer los derechos que cree 
tener. 
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Qae, conforme al artículo mil naevecientos setenta y dos del 
Código CiviU tal hecho importa la revocación del mandato, si 
no hubiere una manifestación expresa de voluntad en contra- 
rio. 

Que en consecuencia, y habiéndose puesto Alcántara en re- 
lación con su contraparte, sin salvar el mandato conferido por 
él á Yillanueva, la representación de éste debe reputarse ce- 
sante. 

Que por consiguiente, son nulas todas las actuaciones segui- 
das desde la intervención personal de Alcántara, por no haber- 
le sido notificadas las providencias, como lo dispone el artículo 
sesenta y uno de la ley de procedimientos. 

Por esto y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo setenta 
y uno de la citada ley^ se declara sin efecto todo lo obrado des- 
de foja noventa y cuatro adelante, y devuélvanse los autos al 
Juez de la causa, para que proceda con arreglo á derecho. 

Repónganse los sellos. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VARE- 
LA.— ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE.— JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA XXX ¥ 



Pon Reinaldo Pastor contra Minvielle hermanos y Compañía; 

sobre cumplimiento de contrato 



Sumario. — Convenida la venta de 64 hectáreas de campo 
dentro de nna superficie mayor, acordando al comprador la fa- 
cultad de ubicarlas sobre la línea indicada en €una forma re- 
gular como, por ejemplo, ocho hectáreas de frente al norte por 
ocho de frente al sud »^ debe considerarse comprendida en la 
facultad acordada, la forma de 2 hectáreas de frente por 32 de 
fondo propuesta por el comprador, y aceptada en ocasión ante- 
rior por el vendedor. 



Caso. — Lo indica el 



Ffilltt del Juez Federal 



San Luis, Febrero 6 de 1893. 

Y vistos : Lo solicitado por don Reinaldo Pastor en el escrito 
de foja 78 sobre escrituración de un terreno en villa Mercedes; j 
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Considerando : 1^ Qae por la cláasala tercera del convenio 
defoja65, aprobado judicialmente el 17 de Octubre de 1891 
(foja 67), los señores Minvielle hermanos y compañía, se obli- 
garon á transferir en propiedad al señor Pastor una superficie de 
64 hectáreas, que ubicaría el segando sobre la línea del Ferro- 
carril del Pacífico, en su parte Sud, libre de hipotecas, tratan- 
do de que su forma fuera regular, como por ejemplo, 8 hectáreas J^^ 
de frente al Norte por otro tanto de frente al Sud, debiendo 
otorgársele la correspondiente escritura á la brevedad posible. 

2"" Que con fecha 31 de Agosto de 1892 (foja 72), el apodera- 
do de los señores Minvielle hermanos y compañía se presentó al 
Juzgado manifestando que á fin de cumplir instrucciones de sus 
comitentes, de escriturar inmediatamente el terreno indicado, 
pide se haga saber esta declaración al señor Pastor para que en 
el día se apersone á aceptar ó recibir los títulos qne otorgará 
ante el Escribano Público don Desiderio Quiroga, y el señor 
Pastor, usando de la facultad que se le confiere en el precitado 
convenio, designó la ubicación que consta á foja 73 vuelta, á sa- 
ber, 2 hectáreas de frente al Norte por 32 de fondo al Sud. 

3^ Que aun aceptada esta indicación por el enajenante, no 
pudo llevarse á cabo la escrituración inmediata, por las razones 
que expone fel señor Pastor en su escrito de foja 78, en el que 
formúlalas peticiones allí consignadas y sustituyéndola ubica " 
cion anterior de foja 73 vuelta por otra de igual forma, á partir 
del kilómetro 12 del ferrocarril de villa Mercedes al Pacífico, 
según el plano que acompaña. 

4^ Que por convenio de parte, constante en la acta de foja 81 
vuelta, con fecha 3 de Noviembre de 1892 se notificó personal-» 
mente á don Pablo Minvielle, en su carácter de representante 
de la razón social cMinvielle hermanos y Compañía» la nueva 
ubicación y los demás pedimentos del señor Pastor, que contiene 
la notado foja 82, habiéndose negado á firmar, después de de- 
cir que tenía alguna observación que hacer. 



r 
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5"" Qae esta restricción opuesta por el señor Minvielle al de- 
recho perfecto é indiscutible que tiene el señor Pastor para fi- 
jar la ubicación en las condiciones estipuladas es inadmisible, 
lo mismo que la pretensión de su mandatario (escrito de foja 87) 
:', de entregar ocho hectáreas de frente por ocho de fondo, refi- 

V riéndose á la base tercera; pues ésta sólo exige que el terreno 
^^ tenga una forma regular, que tal es la designada por el inte- 

V resado/ la misma exactamente mencionada en la diligencia de 

foja 73 vuelta, que aceptó y ofreció escriturar. 

6^ Que los señores Minvielle hermanos y compañía á pesar 
de haberse obligado á otorgar las escrituras de propiedad á fa- 
vor del señor Pastor, á la brevedad posible según el [compro- 
miso contraído y judicialmente aprobado, no lo han hecho aún 
sin haber aducido causa alguna atendible que se lo haya impe- 
dido y por el contrario reconociendo implícitamente la verdad 
de las observaciones establecidas por el señor Pastor en el es- 
crito de foja 78, con cuya demora han privado á este último de 
la posesión y goce de los terrenos de que se trata. 

Por estas consideraciones y las concordantes aducidas por el 
demandante, atenta asimismo la conformidad manifestada por 
el apoderado de los señores Minvielle hermanos y compañía en 
el escrito de foja 87, el Juzgado resuelve y manda que estos en 
el término de 10 días desde la notificación, extiendan á favor 
del señor Reinaldo Pastor la escritura de propiedad de las se- 
senta y cuatro hectáreas ({ne ^reñ]^ la, cláusula tercera de la 
transacción de foja 65, bajo la ubicación designada por el inte- 
resado á foja 80 y plano que acompaña, siendo las costas de 
este incidente á cargo de los demandados. Hágase saber y re- 
pónganse los sellos que faltaren. 

P, E. Miguez. 
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Fallo d« In SupreniM Corte 



BucDOS Aires. Uarzo 13 de 1894. 

ViEtos y oonsiderando : Que conforme el artículo mil ciento 
noventa ; siete del Código Ciríl, las convenciones hechas en los 
contratos forman para las paites nna regla á la cnal debem so- 
meterse como á la ley misma. 

Que los hechos sabsiguíentes de los contratantes demuestran 
que la ubicación indicada por Pastor está dentro de las facul- 
tades qae le acuerda la cláusula tercera de U transacción de fo- 
ja sesenta y cinco. 

Por estos fundamentos y concordantes del auto apelado de 
foja noventa vuelta, se cun&rma éste con costas. Repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

UENJAUIN PAZ.— LUIS V. VARE[,A. 

— ABELBAZAN. — OCTAVIO BUH- 
CE. — JUAN E. TORREWT. 
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\ 1LXX\1 



Don Carlos J. Cassaffousth contra Don Pablo CoUenot, por res- 
cisión de un contrato; sobre admisión de documentos 



Sumario, — Estando la causa en estado de sentencia, no pue- 
den admitirse en 1^ Instancia, documentos recien encontrados. 



Caso. — El señor Cassaffousth entabló demanda contra el 
señor Cottenot por rescisión de un contrato de compra-venta 
celebrado en 4 de Abril de 1889, fundado en la falta de más de 
un vigésimo de la superñcie vendida. 

Acreditado el fuero por la diversa nacionalidad de las partes, 
se corrió traslado de la demanda j evacuado éste se recibió la 
causa á prueba, siguiéndose el juicio por todos sus trámites has- 
ta que se llamó autos para definitiva en 31 de Mayo de 1893. 

En este estado, y con fecha 13 de Setiembre del mismo año, 
se presentó el señor Cassaffousth al Juzgado manifestando : Que 
con arreglo al artículo 10 de la ley sobre procedimientos, jura 
en forma no haber tenido noticia ni conocimiento de varios do- 
cumentos que obran en el archivo general de la provincia, y 
que figuran en el expediente caratulado «Bartolomé Carranza 
conYicente Salas, sobre deslinde de un terreno», archivado el 
año 1868. 
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Qae acompaña bajo la misma fé del jaramento la mensnia 
jadicial^mencionada, sin la relación de títalos ni la aprobación 
judicial. 

Que dicha mensura le fué entregada por el doctor Cottenot 
7 habiéndosele extriiTtado recien la ha encontrado. 

Qae acompaña asimismo copia da otra mensura hecha en el 
terreno de don Bernardo Perejra y que jura también no haber 
podido obtenerla antes. 

Qae dichos documentos son decisivos para la cuestión pen- 
diente y pide que se notifique al ArcbtTero General de la Pro- 
vincia para que con citación contraria expida testimonio de la 
escritura qoe corre áfoja 1 de los citados autos, del estracto de 
los títulos que corre á foja Ti' y del auto de aprobación que 
corre á foja 87 vuelta, á fie de qne sean agregados juntos con 
los que acompaña. 



r»IÍo del Juez Federnl 



Córdoba, Setiembre 11 de 1893. 

Por recibido con los documentos de su referencia y en mérito 
dehabersejyadictado sentencia definitiva con esta misma fecha 
y deque, aun prescindiendo de esta consideración decisiva, la 
presentación de estos documentos, el día que las partes espera- 
ban la sentencia sería improcedente desde que importaría un 
cambio de acción ó una modificación substancial ala demanda 
qnenopodría hacerse en este estado del jnicio sin reabrir los 
debates y la prueba, no ha lugar y devuélvanse. 



C. Moyana Gaeitúa. 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



FbII« de In Suprenm Corte 

BuDDos Aires, Marzo 13 de 1894. 

: Atento el estado de la causa j tenieado además en 
cion que la admisión de los documentos presentados 
,ite de Cassaffousth importaría la reapertura de los 

o, se confirma con costas el auto apelado corriente á 
enta y nueve vuelta, sin perjuicio del derecho de la 
isar de dichos documentos dónde y cuándo correspon- 

éstoslos sollos, devuélvanse. 

BENJAU[N PAZ. — LUISV. VÁRELA. 
— ABEL BAIAB. — OCTAVIO 
BUNGB, — JUAN E. TORRENT. 



CAVSA JKXaLVII 



DeU'Acqua y C, por falsa declaración; sobre comiso. 

o. — 1° Es considerado como fraude j materia de 
) hecho que si pasara desapercibido, produjera menos 
la que se adeuda. 
i de los errores imposibles de pasar desapercibidos, el 
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de manifestar el tercio de las mercaderías contenidas en los 
bultos presentados á despacho. 



Caso.— Resulta de las siguientes piezas: 



DECLARACIÓN 

Buenos Aires, Abril LO de 1893. 

En la fecha compareció el señor Santiago Grippa, apoderado 
general de la casa E. DeU'Acqua y C", domiciliado en la calle 
Victoria número 1147, é interrogado acerca del parte de foja 1, 
expuso: 

Que es cierto que existe un exceso de 2600 carreteles en ca- 
da cajón, ó sean, en los 7 cajones 25200 carreteles con 366 me- 
tros cada uno hilo de algodón, que forman un total de 9223200 
metros. Pero también es cierto que este exceso es debido á un 
error de confusión de su empleado, quetomóel contenido de di- 
chos cajones, pues en el manifiesto de despacho declararon igno- 
rarlo por carecer de factura . 

Este error proviene^ según su empleado, de lo siguiente: en 
cada cajón hay 150 paquetes de tres paquetitos de una docena 
de carreteles cada uno, y al hacer la declaración confundió in 
mente los paquetitos de una docena por los grandes de tres y de- 
claró en cada cajón 150 paquetes de una docena, ó sean, 1800 
carreteles en vez de 150 de tres docenas que son 5400 carrete- 
les. 

Como Té por lo expuesto el señor administrador, era imposi- 
ble que pasase desapercibido un error tan evidente, pues sólo 
se había declarado una tercera parte del contenido de los cajo- 
nes y no necesita afirmar que queda lejana toda sospecha de 
intención dolosa, pues la magnitud del mismo hecho lo rechaza . 
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1 á lo expresaiío y teniendo en cuenta sa buen crite- 
ribacionea que le otorga el artículo 1057 de lasOr- 
i Aduana, no vacila en^pedir al seüoi adminiütiadoi 
elva de todo pena. No teniendo más que agregar se 
3u declaración j firma. 

Santiago lin'ppa. — A . Cambad. 

RESOLUCIÓN DE LA ADUANA 

Buenos Aires, Abril 15 de 1893. 

conformidad manifestada por el interesado en la de- 
ne antecede que comprueba lo espuesto en el parte 
con arreglo á lo dispuesto por los articnlus 930 ; 
ordenanzas de aduana, declaro caldo en comiso el 
9.208.080 ) nueve millones doscientos ocho mil 
tros, de qne se trata, debiendo manifestar el intere- 
acto de la Dotificacion si está conforme en abonar el 
comiso óbace abandono deel esceso. Hágasesa- 
s efectos pase á contaduría y repónganse los sellos. 

S. Baibiene. 

VISTA FISCAL 

Buenos Aires, Junio 14 d« 1893. 



'. S. confirmar la sentencia administrativa de foja 
debidamente fnndada en las disposiciones de lasor- 
I Aduana. 

J. M. Buslillo. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Marzo 3 de 1894. 

Suprema Corte: 

Se ha reconocido á foja 2 vaelta, el error ea lo manifesta- 
do, 7 ese error según la misma administración de Aduana ha 
podido pasar desapercibido. 



,:^ 






Ffillo del JFiiez Federal 

Buenos Aires, Dicierabre 2 de 1893. 

Vistos 7 considerando: Que está reconocido poi el apelante el 
exceso denunciado en el parte de foja 1". 

Que el error invocado en su descargo por el interesado, no 
está comprendido en los términos del artículo 1057 de las orde- 
nanzas de Aduana, pues para que un error se considere eviden- 
te, no hasta la posibilidad deque él sea descubierto en la veri- ?i 
fícacionde las mercaderías que se hace en el acto del despacho. 

Que aun esta verificación puede no tenor lugar 7 sí el artí- 
culo 1025 de las ordenanzas considera materia de pena toda 
falsa manifestación, toda falta de requisito que por pasar desa- 
percibido ó por hacerse el despacho en confianza ocasionase una 
disminución de la renta que legítimamente debiera percibir el 
Fisco. 

Por esto, de conformidad con lo pedido por el señor Procura- 
dor Fiscal, se confirma la resolución administrativa de foja 2 
vuelta. En oportunidad, devuélvase á la Aduana para su cum- 
plimiento 7 repóngase el papel. 

J. r. Lalanne, 



A 
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a decisión del Juzgado, coniente d foja 24, se impone en- 
:;es, con sujeción á la disposición del artícalo 1025 de las 
enanzas, y por sus fundamentos, pido áV. E. se sirva 
armarla. 

Sabiniano Kier. 



FmIIo de la Suiírcnm Cor*« 



Buenos Aires, Mano 15 de 1894. 

'istos: For sus fundamentos y de acuerdo con lo expuesto y 
ido por el señor FrocuradoT General, se confirma con costas 
entencia apelada de foja Teinte y cuatro. Repuestos los se- 
.deTuélrause. 

benjamín PAZ. ~ LUIS V. VARE- 
LA.— ABEL BAZAN.— OCTAVIO 
BUNGE. — JL'AN E. TOBBENT. 
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CAL'SA XXXYIII 



El Banco Nacional, contra Don Felipe A., Don Martin y Dona 
Gertrudis Llavallol, por cobro ejecutivo de pesos; sobre apli- 
cación de la ley de i 6 de Octubre de 4894, y costas. 



Sumario, '—i'' Laley de 16 de Octubre de 1891 afecta las 
ejecuciones pendientes del Banco Nacional, y autoriza á perse- 
guirlas solamente en cuanto se ajusten ásus términos. 

2^ En ese cuso, son de cargo del ejecutado las costas causa- 
das con anterioridad á ella, y las posteriores deben pagarse en 
el orden causado. 



Caso. — Lo indica el 



Falltt del Jueae Federal 



Buenos Aires, Mayo 18 de 1892. 

Y vistos: para resolver sobre la excepción opuesta en el es- 
crito de foja 45. 

Y considerando: 1^ Que el presente juicio fué iniciado en el 
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mes de Agosto de 1890, es decir, mucho antes de sancionada la 
ley de i6 de Octubre de 1891 que paso al Banco Nacional en li- 
quidación. 

2° Que según el artículo 42 de esta ley, el Banco Nacional 
puede exigir de sus deudores actuales el afianzamiento de sus 
créditos, pero noel pago de ellos con amortizaciones mayores 
que las que en el mismo artículo se determinan^ á saber: el pri- 
mer año solamente los intereses, el segundo año los intereses 
y una amortización de diez por ciento, y asi sucesivamente, 
bástala extinción del crédito en el término de seis años. 

3"^ Que estas disposiciones adoptadas en circunstancias extra- 
ordinarias por razones de conveniencia pública, constituyen efec- 
tivamente una verdadera novación en las condiciones de los 
préstamos efectuados por el Banco^ creando á favor de sus deu- 
dores una excepción, que cualquiera que sea su denominación, 
les autoriza para resistir la ejecución en cuanto no se ajuste á 
los términos de la ley de liquidación que dicho establecimien- 
to ha aceptado sin objeción. 

4^ Que además de que el Banco no ha gestionado previa- 
mente el afianzamiento de sus créditos, en este caso, consta de 
autos que en el curso de la ejecución ¡se han embargado bienes 
de importancia para garantirlos. 

Por estos fundamentos, fallo: admitiendo la excepción opuesta 
y en su virtud no se hace lugar á la sentenciado trance y rema- 
te por el capital, debiendo llevarse adelante la ejecución sólo 
por los intereses que se adeudan. 

Notifíquese con el original, y repónganse los sellos. 

Virgilio M. Tedin. 



DE JUSTICIA NACIONAL 161 



Auto del Juez Federal 



Buenos Aires, Mayo 31 de 1892. 

Se declara qae hasta la foja 29 las costas son á cargo del 
ejecutado y de allí en adelante deben pagarse en el orden cau- 
sado, en atención al resultado de la excepción. 

Tedin. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Marzo 17 de 1894. 

Vistos: Por sus fundamentos^ se confirman los autos apelados 
de fojas cincuenta j nueve y sesenta y cinco vuelta. Repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

benjamín paz. — luis V. VARE- 
LA. —ABEL BAZAN.— OCTAVIO 
BUNGE. — JUAN E. TORRENT. 



T. V 11 
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CAUSA XXXIX 



Capitán Olsen, de la barca Noruega tBela^, contra fortalis 
Fréres Carbonier y compañía; sobre estadios 



Sumario. — j° Lademoraen la salida sufrida por el bnqne, 
razón de no haberse llevado á los depósitos fiscales parte de 
carga conducida, es impotable á los representantes de los fle- 
iores. 

2° A falta de base especial alegada por las partes, puede ser- 
r para la apreciación de los peijnicios lo coBvenido para las 
.adias^ con más los intereses legales del importe. 



Caso. — Lo indica e 



Fitllo del <ln«s Feden»! 



RosarJO, Oclubre 3-2 de 1890. 

&.nto3 y vistos : Loa iniciados por el procurador don Eduardo 
ynes, en representscionde don David Oisen, sobrepago de 
.adías qae dice haberle sido originadas al buque de su mando 
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«Beta», por culpa de sus consignatarios señores Portalis Fréres 
y Carbonier y compañía. 

Resulta : 1^ Que corrido traslado de la demanda, los deman- 
dados se excepcionaron por el escrito de foja 53, alegando ha- 
ber ellos cumplido oportunamente con sus obligaciones de con- 
signatarios, recibiendo la carga que les correspondía y pagando 
el flete respectivo, y que la razón del retardo en la salida del 
baque fué causada por los señores Amelory y compañía, consig- 
natarios de la parte de la carga cuya entrada á la aduana fué 
morosa, y que por consiguiente el capitán sólo tenía acción 
contra estos últimos para resarcirse de los perjuicios reclama- 
dos á ellos ilegítimamente. Que abierta la causará prueba por 
el auto de foja 64 se produce la documental corriente á fojas 
80, 83 y 89 y la de posiciones de fojas 26 y 123. 

2^ Que presentados los alegatos por ambas partes, se produ- 
ce el incidentejya resucite á que se refieren las piezas corrientes 
de foja 124 adelante. 

Y considerando : 1° Que según se comprueba en autos por 
el contrato de netamente, corriente original á foja 4 y traduci- 
do á foja 14, del informe de Aduana corriente á foja 83 y de 
la carta de foja 5 reconocida á foja 96 vuelta, el buque «Beta» se 
encontraba listo para comenzar su descarga el día 26 de Octubre. 

2*" Que siendo así, y consistiendo la carga porteada en la 
cantidad de 350 toneladas, ella debió ser descargada y recibida 
en el plazo de 11 días, á razón de 30 toneladas por día, según 
costumbre en este puerto. 

3^ Que no obstante ello, y de los informes de fojas 88 vuelta 
y 89, expedidos por la administración de Aduana, resulta que 
esa descarga comenzó recien á verificarse el 2 de Noviembre si- 
guiente, para terminar el 12 del mismo, no pudiendo tampoco, á 
pesar de esa descarga, ser despachado el buque « Beta » hasta 
el 1° de Diciembre, produciéndose así una demora para el mis- 
mo de 18 días. 
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A"* Que en cuanto á esa demora, sufrida desde el 26 de Octu- 
bre en que quedó el buque apto para la descarga, basta el 2 de 
Noviembre en que recien comenzó á efectuarla, la parta del ca- 
pitán no ha comprobado que ella fuera causada por negativa ó 
negligencia de parte de los consignatarios, como debió hacerlo, 
pues á él incumbía esa prueba. 

5^ Que aun en el caso de negativa ó negligencia supuesta en 
el anterior considerando, el capitán debía, para eximirse de las 
consecuencias surgidas de la demora, poner en práctica el proce- 
dimiento marcado por los artículos H 17 y 1144, concordantes 
con los 260 y 280 del Código de Comercio antiguo ó vigente 
respectivamente, consignándola carga negada á recibir á dispo- 
sición del Juzgado, loque no resulta tampoco haberse efec- 
tuado. 

6° Que por consiguiente, no pueden ser legalmente aceptadas 
las estadías que se dicen producidas en el transcurso del tiem- 
po limitado entre el 26 de Octubre y el 2 de Noviembre. 

7"^ Que habiéndose practicado la descarga entre las fechas 
del 2 y 12 de Noviembre, según se desprende de los documen- 
tos mencionados, resulta haber sido aquella verificada en un 
plazo regular, de acuerdo con la costumbre que rige la práctica 
de esa operación y queda expresada en el segundo considerando, 
tomando el tiempo necesario y legal para su verificación. 

8** Que de la declaración del demandante inserta en la terce- 
ra pregunta del interrogatorio de foja 95, concordante con el 
documento de foja 122, resulta que el capitán recibió el saldo 
del flete correspondiente al buque cBeta» de la cuestión, el día 
18 de Diciembre, es decir 6 días posteriores á la fecha en que 
la descarga fué concluida. 

9° Que la Suprema Corte tiene resuelto en la causa que se 
registra en la serie 2% tomo 21 , página 321 , que el recibo de 
todo el flete otorgado por el capitán sin reserva, respecto de las 
estadías, prueba que estas no se han causado, ó que fueron in- 
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cluidas en aquel pago, inrisprudencia que aplicada al presente, 
desautoriza la demanda por estadías que hace el capitán, dtisde 
el 12<1e Diciembre basta el 18 del mismo, en que el citado do- 
cumento de recibo aparece h^ber sido extendido. 

10" Que no puede decirse lo mismo respecto A ¡os d (as si' 
guientes á la fecha de aquel recibo, hasta el 1° de Diciembre, 
en que se ha probado que estuvo deteni<ia en este puerto la bar- 
ca « Beta > j pudo recien despacharse con el correspondiente 
permiso de aduana, pues no puede suponerse á aquel recibo con 
vigor para destruir un crédito posterior, como era el que resul- 
taba de las estadías producidas deüpues de la fecha del mismo. 

H" Que las estadías causadas durante el intervalode tiempo 
mencioniido en el anterior considerando, deben ser á cargo de 
los fletadores directos, señores Portalis Fréres, Carbonier y C», 
quienes al absolver las posiciones de foja 95 confiesan haber 
sido los consignatarios de la barca t Beta >, haber pagado co- 
mo tales la totalidad del ñete ; haberlo á su vez recibidode los 
demñs dueños de la carga, de lo que resulta quit los vínculos de 
derecho existen solamente entre el capitán y li>s demandados, 
siendo para el primero los contritos que \^b últimos pudieron 
verificar con terceros, res inler alios acia. 

12o Qug ^,] ggt.g último caso no rige la prescripción de dere- 
cho al capitán por los artículos 260 y 980 del Código do Co- 
mercio ya invocado, por cuanto la carga porteada había sido ya 
entregada por el capitán á sus consignatarios, como que estos 
habían recibido una parte, encontrándose toda descargada, j 
faltar por consiguiente la condición que en el concepto de aque- 
llaadisposiclones hace viable el procedimiento impnesto por 
las mismas, siendo, por otra parte, deber de estos consignatarios 
llenar lasdiligeociüi exigidas por la aduana y de sa resorte ex- 
clusivo, para de esa manera poner el buque porteador de la car- 
ga en actitud de dar por concluido su contrato de fietamento y 
poder en su virtud regresar á su destino. 
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13"* Que esto sentado, los consigaatarios demandados son res- 
ponsables háoia el capitán demandante de las estadías produci- 
das en el ¡apüio de este tiempo corriente desde el 19 de Noviem- 
bre hasta el 1^ de Diciembre siguiente, en que recien quedó 
aquel en actitud de seguir viaje de retorno, y cuyo valor está 
estipulado en el respectivo contrato de fletamento. 

Por tanto, definitivamente juzgando, fallo : Que los consig- 
natarios del buque c Beta » señores Portalis Fréresi Carbonier 
y compañía deben abonar al capitán don David Olsen y abonen 
en el término de 10 días posteriores al de la ejecutoria de esta 
sentencia, el valor de las estadías producidas desde el día 19 
hasta el 1° de Diciembre del año de 1887, á razón de 4 peniques 
por cada tonelada de registro perdía^ en conformidad á la póli- 
za de fletamento corriente á foja l^, á estilo del Banco Nacio- 
nal en sus descuentos, sin especial condenación en costas por 
haber habido exceso en la demanda. Hágase saber con el origi- 
nal, repónganse los sellos. 

tí. Escalera y Zuviria. 



Fallo de In Suprema € orte 



Buenos Aires, Marzo 17 de 1894. 

Vistos: Considerando: Primero: Que según la constancia de 
autos resulta probado que la barca c Beta » fué demorada, des- 
pués de su descarga total, porque la aduana no pudo ponerla en 
franquía á causa de que una parte de la carga que condujo no 
había entrado á los depósitos fiscales. 

Segundo: Que los perjuicios ocasionados por esa detención 
deben imputarse á Portalis Fréres, Carbonier y compañía, por 
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qae son ellos quienes representan á los fletadores del buque, y 
por tanto los únicos representantes de toda la carga. 

Tercero: Que no habiendo en los autos base especial alegada 
perlas partes, para la apreciación délos perjuicios, puede to- 
marse como tal la que se expresa en el conocimiento de foja 
cuatro, traducido á foja catorce. 

Por esto, se confirma la sentencia corriente á foja ciento 
setenta y seis en la parte apelada, declarándose que el término 
para el pago del perjuicio debe computarse desde el diez y nue- 
ve de Noviembre, j que la suma que se manda pagar, lo ba de 
ser con interés á estilo del Banco de la Nación en sus descuen- 
tos, desde la fecha de la demanda. Y repuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 

benjamín paz.— LUIS V. várela. 

— ABEL BAZAN. — OCTAVIO BÜN- 
GE.— JUAN E. TORRENT. 



XI. 



Don León Sola en recurso contra una resolución del Tribunal 
de Entre RioSy en la testamentaría Mazzocchi 



Sumario. — De procedimientos que no versen sobre principios 
constitucionales ó leyes nacionales, no cabe recurso ante la Su- 
prema Corte. 
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Caso. — Lo indica el siguiente 



RECURSO 



Paraná. Diciembre 19 de 1893. 

V 

Suprema Corte: 

León Sola, sin revocar el mandato que tengo dado al Procu- 
rador don Nicanor Calderón, ante Y . E., con el debido respeto 
y como más haya lugar en derecho, me presento y digo : 

1^ En los autos testamentarios de mi finada esposa doña Ca- 
talina Mazzochi, radicados en el Juzgado de 1** Instancia de 
esta ciudad á cargo del doctor don Estovan M. Comalcra, se 
dictó sentencia aprobando la cuenta de honorarios presentada 
por el doctor don Evaristo Carriego á mérito de la conformidad 
manifestada por mi Procurador don Gregorio Alonso. 

2"" Apelada personalmente por mi esa sentencia, me fué 
concedido el recurso para ante el Superior Tribunal, ante el 
cual ejercité cumplidamente mi defensa oponiendo numerosas 
cuestiones de hecho y de derecho que demostraran por una par- 
te el derecho perfecto é inalienable que tenía para defenderme 
en la forma que lo hacía, y por otra, que se me condenaba 
sin ser oído, pues el Procurador había procedido sin mi noticia 
6 consentimiento, fuera de los límites de su mandato, etc. 

3^ El Superior Tribunal dicta una sentencia que es una ma- 
nifiesta violación de las formas y solemnidades que debe reves- 
tir é igualmente del derecho personal de defensa en los juicios, 
pues no ha considerado, ni discutido, ni decidido sobre una sola 
siquiera de mis numerosas defensas. 

4® De esa sentencia reclamé ante el mismo Superior Tribunal 
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para que no se perjudicara mi acción, á demandar 9ii aulida 
conforme al artículo 352ilel Ci^digo de Procedimientos de es 
Fiovincid y deduje, para el caso en que uo se declarara esa n 
lidad, el recurso de apelación para ante V. £. autorizado por 
articulo U de la lej de 1863 . 

5° El Superior Tribunal no hizo lugar al redan» de nulidí 
y al recurso de apelación para ante V. E . 

6° El articulo 18 de la Constitución Nacional declara in?i 
lable el derecho de defensa en los juicios, tanto sobre las pers 
ñas como sobre sus derechos. 

7° Ha sido ese derecho el que ha constituido la base de i 
defensa en la decisión ante el Superior Tribunal j es la senté 
cía de éste el que más lo ha agraviado, pues como decía al fu 
darlo ante aquel Tribunal, el derecho de defensa no sufre tan 
cuando se condena sin oír, ó negándose su ejercicio, como cua 
do la defensa se ha hecho cumplida y satisfactoriamente, y e 
defensa no es tomada en consideración y se le niega estudio 
decisión. 

8° Estimando que estos antecedentes autorizan el recurso 
apelación para ante V. E. por estar en los casos de los incisi 
S^y 3" del artículo 14 de la ley de 1863, ocurro en queja ac 
V. E, pidiendo que, previo informe del Superior Tribunal 
esta Provincia, se sirva acordarme dicho recurso en relación 
en ambos efectos, ordenandoen oportunidad la suspensión de 
ejecución de aquella sentencia, y declararla nula, por el méi 
to que encontrará V. E. en autos. 

Es justicia, etc. 

León Sola. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Marzo 15 de 1894. 
Suprema Corte : 

Según la misma exposición del recurrente, se trata de autos 
testamentarios radicados ante el Juzgado Civil del Paraná y 
de una resolución dictada en ellos, aprobando la cuenta parti- 
cíonaria. La defensa se ha hecho cumplida j satisfactoriamen- 
te en ellos, según manifestación del párrafo 7^. 

De tales procedimientos, que no versan sobre principios cons- 
titucionales ó leyes del congreso, no cabe recurso ante Y. £. 
según terminante prescripción de los artículos 14 y i5 de la 
ley de Justicia Nacional de 1863. Pido á Y. £. se sirva así 
declararlo. 

Sabiniano Kier, 



FaIIo de la Auprema Corte 

Buenos Aires, Marzo 17 de 1894. 

Yistos en el acuerdo: de conformidad con lo expuesto y pedi- 
do por el señor Procurador General : se declara improcedente el 
recurso deducido^ y archívese previa reposición de sellos. 

benjamín paz.— luis v. várela, 
—abel b azan . — octavio büx- 
ge. —juan e. torrent. 
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CAUSA XI.I 



Don Walter M. Furst, contra Don Tomas B. Pita, por rescisión 
de un cont rato de arrendamiento; sobre competencia 



Sumario.— La vecindad en una provincia, declarada por tes- 
tigos y manifestada en escritura pública por el propio intere- 
sado, quien ademases diputado á su legislatura, debe darse por 
demostrada. 



Caío.— Don Pedro Boffi, por Don Walter M. Furst, pro- 
movió demanda contra Don Tomás B. Pita, por rescisión de un 
contrato de arrendamiento de un terreno situado en el partido 
de Florencio Várela, provincia de Buenos Aires, y por desalojo 
del mismo, fundado en la faltado pago de tres mensualidades. 

Acreditado el fuero por ser el actor vecino de la [^capítal de 
la República y el demandado de la provincia de Buenos Aires, 
el Juez convocó alas partes á juicio verbal. 

Antes de realizarse éste, donGabino F. Risso, por el señor Pita, 
se presentó al Juzgado pidiendo que se declare incompetente, 
oponiendo al efecto la excepción de declinatoria. 

Dijo: Que el señor Pita no está sometido á la jurisdicción 
del Juzgado, por no tener su domicilio en la provincia de Bue- 
nos Aires, en la acepción legal de la palabra; 
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ro de la Legislatura de U provincia y on 
a disposición constitucional, tiene su resí~ 
a proYineia, pero sn familia vive en la Ca- 
tiene su domicílíi^ real, 
puesto y en los artículos 93 ; 94 dei Gódi- 
nencionada excepción, form¡indo artículo 
pronunciamiento. 

a verbal, el representante del demandado 
on opuesta, y el del actor, contestándola, 
I se atiene á la confesión de la parte, y que 
^mandado es Diputado provincial, también 
ciou, haciendo una excepción i las reglas 
dena que sus empleados tengan su domici- 
cíh, por lo cual la presunción jurís et de 
e en ella, á lo que debe agregar el hecho 
!iido en el pueblo de Florencio Várela; que 
ivirtuar los efectos del juicio, ha creído con- 
3 á esta Capital, cito no altera la jnrisdic- 
iies para causar domicilio se requiere una 



La Plata, Octubre 17 de 1893. 

Bidente sobre incompetencia, promovido por 
en estos autos, y resultando: 
a se funda en que el seiíor Pita no tiene 
incia de Buenos Aires en la acepción legal 

o de la Legislatura de la provincia y en 
a prescripción constitucional, tiene su resi- 
sta provincia, pero que su familia vive en 
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la capital Federal, y la residencia establecida por ese artículo 
constitucional, constituye domicilio político y no legal. 

Y considerando: 1° Que la razón que invoca el demandado, 
en manera alguna puede aceptarse como tal, desde que, como 
miembro de la Legislatura, debe forzosamente, por imperio de 
la Constitución provincial, tener su domicilio en el territorio 
de la provincia, sin que le sea dado tener otro á los efectos del 
desempeño de su mandato; y por consiguiente, la violación de 
tal obligación no puede crearle derechos en manera alguna, ni 
otra cosa que no sean responsabilidades por la violación de tal 
prescripción, y no puede por lo tanto alegarlo como razón de de- 
recho para justificar un domicilio que ha debido tener y que no 
tiene contra todo derecho, pues su domicilio accidental es todo 
aquel que no sea el territorio de- la provincia durante el período 
de su mandato. 

2° Que aparte de ello, en el poder de foja 4, perfectamente 
legalizado, y con todos los requisitos necesarios para reconocerle 
como documento público adornado de plena fé y firmado como 
de él consta, por el demandado, el escribano que lo autorizó 
atesta haber sido otorgado « en Florencio Várela, provincia de 
Buenos Airas» por Don Tomás B.Pita, t^eczno de la Plata j acci- 
dentalmente allí; ésto robustecido por la notificación de foja 9 
vuelta, practicada por el Juez de Paz de esa localidad, por me- 
dio de su oficial de Justicia y sin protesta alguna, no puede, pues, 
sin temeraria malicia, sostenerse como lo sostiene Pita, que su 
domicilio real es en la Capital federal, porque la confesión he- 
cha en ese poder y en tales términos y solemnidades, no puede 
argüirse en contrario á sus efectos. 

Por todo ello, fallo no haciendo lugar, con costas, á la incom- 
petencia deducida y corran los autos según su estado. Notifi- 
quese con el original, regístrese y repónganse los sellos. 

Manuel S. de Aurrecoechea. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENbRAL 



Buenos Aires, Diciembre 27 de 1893. 
S uprema Corte : 

El demandado señor Pita^ siendo Diputado á la Legislatura 
de laproTincia de Buenos Aires, tiene un domicilio legal incon- 
testable en la provincia, según prescripción expresa de su Cons- 
titución. 

Asilo ha reconocido á foja 6 vuelta; sin que la circunstancia 
de residir su familia en la Capital federal^ desvirtúe los efectos 
de aquel domicilio personal, confesado. 

Además, en el instrumento público corriente á foja 4, el 
mismo interesado se reconoce y declara vecino de La Plata; y 
en fallos de V. E. se ha declarado ésta, prueba fehaciente. 

Pienso por ello, que la competencia del Juez de la Sección 
Federal de Buenos Aires, ha sido legalmente declarada; y pido 
á Y. E. la confirmación del auto respectivo, corriente á foja 15. 

Sabiniano Kier. 



FaIIo de Ia Suprema Corte 



Buenos Aires, Marzo 17 de 1894. 

Vistos y considerando: Que la información producida á los 
efectos del artículo segundo de la ley de Procedimientos, la ma- 
nifestación del mismo demandado, contenida en el testimonio 
de la escritura de foja cuatro, y aún la prescripción del artí- 
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culo ochenta de la Constitución de la provincia, concurren á de- 
mostrar que en el presente juicioso trata de personas de distin- 
ta vecindad. 

Por esto, y de conformidad con lo pedido por el señor Procu- 
rador General : se confirma con costas* el auto apelado de foja 
quince. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín paz. — luis V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAN.— OCTAVIO 
BUNGE. -JUAN E. TORRENT. 



€>AIJSA XI.II 



Don Walter Fursty contra Don Tomás B. Pita, por cobro de pe- 
sos; sobre competencia. 



Sumario. — La vecindad en una provincia declarada por tes- 
tigoSy 7 manifestada en escritura pública por el propio intere- 
resado, quien ademas es diputado á su Legislatura, debe darse 
por demostrada. 



Caso. — Don Pedro Boffi, con poder del señor Furst, promo- 
vió juicio ejecutivo contra el señor Pita, por cobro de pesos pro- 
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lientos de un terreno sitnado en el partido 
roTincia de Buenos Aires. 
mediante informacioa sumaria de testi- 
eciao de la Capital de la república y el 
n<;ÍH de Buenos Aires, el Juzgado dictó 

¡ñor Gabíno Rísso, por el demandado Pi- 
ado pidiendo que éste se declare inoom- 

en el juicio, por cuanto el señor Pita 
1 en la Capital federal, 
dio traslado de esta petición, pidió su re- 
I que tratándose de un juicio ejeontiro, 

oponerse en la estación oportuna. 



la del Ju«m federal 



La Piala, (tctubre 17 de 1&93. 

midad á lo resuelto en esta misma feofaa 
lo por las mismas partes sobre rescisión 
o, que tramita por la misma Secretaría: 
s, á la incompetencia deducida por t-l de- 
autos según su estado. Kepóiigase hi foja. 

HarianoS. de Aurrecoechea. 
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VISTA DEL SEfiOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Diciembre 27 de 1893. 
Suprema Corte: 

Reproduzco lo expuesto enasta misma fecha, en la causa 
acompañada; que siendo idéntica por razón de las personas, del 
incidente promovido y de la decisión judicial, requiere análoga 
solución. 

Sabmiano Kier, 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Marzo 17 de 1894. 

Vistos: Por los fundamentos de la resolución de esta misma 
fecha, recaída en el juicio seguido entre las mismas partes, so- 
bre resoicion de contrato y desalojo, de la que se agregará testi- 
monio : se confirma con costas, el auto apelado de foja veinte y 
cinco vuelta. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín paz.— luis V. VÁRELA. 
—ABEL BAZAN.— OCTAVIO BUN- 
GE. — JUAN E. TORRENT. 



T. V 12 
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/=•• 



.^1.111 



üon Santiago Rxghetli contra don Crisólogo Rodríguez, por 
cumplimiento de /contrato; sobre obligación alternativa y 
costas. 



Sumario. — 1*» Convenido el precio de obras, y su pago en 
terrenos por un valor fijado, ó en dinero á elección del acreedor, 
y ejecutadas aquellas sin mora, ni falta apreciable, el deudor no 
puede resistir el pago en terrenos elegido por el acreedor, ni 
aún bajopretesto de haberlos enajenado, y serle imposible ese 
pago. 

2® El demandado que no ha tenido fundamento bastante para 
litigar, debe cargar con las costas del juicio. 



Caso, —Lo indica el 



rallo del Jueas Federal 



Rosario, Noviembre 20 de 1890. 

Y vistos estos autos seguidos por don Santiago Righetti con- 
tra don Crisólogo Rodríguez, reclamando de este último el pago 
en terrenos^ del importe de los trabajos efectuados por el pri- 
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mero, de conformidad á lo que resalta de los dociunentos de pre- 
supuesto, plano, convenio y cuenta, corrientes á foja 1, 2« 3, A, 
5 y 6, con más los intereses correspondientesá la suma adeudada, 
costas, costos, daños y perjuicios originados por la falta de cum* 
plimiento en que la demanda dice haber incurrido el señor Ro- 
dríguez. 

Evacuando ésta al demandado, manifiesta no haber el cintra- 
rlo cumplido con sus obligaciones impuestas por el contrato 
celebrado, y recházala acción intentada, deduciendo á su vez 
reconvención por los daños y perjuicios que dice haber sufrido, 
y la misma que es contestada por el escrito de foja 29, pidién- 
dose su rechazo. 

Abierta la cansa á prueba, se produce la que acusan las ac- 
tuaciones corrientes á fojas 54 á 95. 

Y considerando: 1° Que el contrato de que trae origen este 
litigio en el carácter que el acreedor quiere hacerlo efectivo, 
haciendo uso del derecho alternativo que el mismo le confiere, lo 
define el artículo 1325 del título De la compra-venta, Código 
Civil, al decir éste que cuando las cosas se entregasen en pago 
de lo que se deba, como en este caso ha sucedido con respecto á 
los terrenos ofrecidos por Rodríguez, en calidad de pago, el acto 
tendrá los mismos efectos que la compra-venta y lo corrobora 
asimismo el artículo 781 de igual Código cuando dice que, si 
se determina el precio por el cual el acreedor recibe la cosa en 
pago, como también en este caso ha sucedido, sus relaciones 
con el deudor serán juzgadas por las reglas del contrato de 
compra-venta. 

2° Que haciéndose, pues, aplicación al caso sub-judice de 
las reglas que rigen el contrato mencionado, tenemos que el ar- 
tículo i412 preceptúa que si el vendedor no entrega la cosa en 
el tiempo fijado en el contrato, el comprador puede pedir la 
resolución déla venta, ó entrega de la cosa. 

3® Que hasta el momento de formular Rodriguez su reconven- 
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cioQ de foja23^ lo que verificó en fecha 4 de Junio de 1889, no 
sólo no pidió, como debió hacerlo, la resolución de su contrato 
con Righetti, sino que, por el contrario, optó por el último tér- 
mino de la disyuntiva del artículo mencionado, solicitando la 
entrega de la cosa, ó al menos aceptando todas las entregas que 
le hiciera Righetti de las cosas vendidas, pues, según lo dispone 
el artículo 1904, si no hubiese pacto expreso, como en este caso 
sucede, que autorice á una de las partes á disolver el contrato, 
si la otra no lo cumpliese, el contrato no podrá disolverse y 
sólo podrá pedirse su cumplimiento. 

4^ Que dada la prescripción última que se deja consignada, 
las cartas de fojas 55 y 56 en que anuncia la resolución del 
contrato por la sola iniciativa y voluntad de Rodríguez no 
puede constituir el acto legal de esa rescisión, siendo, como re- 
sulta del principio invocado, obligatorio á la parte de Rodrí- 
guez, haberla solicitado en debida forma, para que ella pudiera 
recien así ser válida y efectiva. 

5^ Que procediendo de tal manera Rodríguez, respecto de su 
contratante, demostraba mediante la aceptación constante que 
hacía de los efectos entregados por aquel y su omisión en pedir 
la rescicion del convenio, su consentimiento tácito con la con- 
tinuación del referido contrato en el mismo carácter y bajo 
idénticas condiciones que las establecidas en el documento de 
obligación corriente áfoja 4, pues como lo dice el artículo 1)45 
del Código Civil, el consentimiento tácito resulta de hechos ó 
actos que lo presupongan ó que autoricen á presumirlo, como 
en el caso actual ha sucedido; agregando el artículo 1146, que 
el consentimiento tácito se presume si una de las partes entre- 
gase y la otra recibiese la cosa ofrecida, tal como en el caso 
sub'judicehdL tenido lugar. 

6^ Que en corroboración de todo lo establecido, se agrega que 
de las constancias resultantes de autos, se viene en conocimien- 
to que Righetti cumplió totalmente sus obligaciones impuestas 
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por el coDtrato de foja 4, haciendo entrega de todos los artículos 
en él especificados, con excepción de las siete llaves á que se re- 
fiere el docamento de foja 70 y las que aparecen haber sido 
compradas á otras personas, detalle éste, sin embargo, de muy 
escasa importancia para que su falta pudiera dar margen á la 
rescisión general del contrato que en su parte principal resulta 
cumplido á satisfacción de ambos contratantes, pues es del caso 
tener presente que todas las cuentas presentadas por la parte 
de Rodriguez de artículos comprados por éste á otras personas 
que Righetti, no son de aquellos sobre los cuales versa el con- 
trato de foja 4 y por consiguiente no pertinentes á la cuestión. 
Por tanto, se resuelve : Que el demandado don Crisólogo Ro- 
driguez está obligado á pagar en las tierras áque se refiere el 
contrato de foja 4 y su plano correlativo de foja 5, á razón del 
precio estipulado en el primero^ las obras ejecutadas por Ri- 
ghetti y que Rodriguez tiene aceptadas y empleadas en el edi- 
ficio para que fueron destinadas y que no pueden detallarse en 
esta sentencia por no haberlo sido en los autos; sin especial 
condenación, por cuanto la parte deRighetti dejó de entregar el 
artículo que se designa en el considerando último y resulta de 
confesión propia del mismo haber existido morosidad, aunque 
tolerada por Rodriguez, en el cumplimieneo de su obligación, y, 
finalmente de acuerdo con los principios de equidad que el Juz- 
gado considera de estricta aplicación al caso sub-judice. Hága- 
se saber con el original y repónganse los sellos. 

G, Escalera y Zuviria. 

Fallo de Im Supremn Corte 

Buenos Aires. Marzo 27 de 1894. 

Vistos y Considerando: Primero: Que según el contrato de 
foja cuatro, reconocido por ambas partes, Rodriguez se obligó 
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á pagar á Righetti en dinero efectivo 6 en los terrenos especi- 
ficados en el mismo contrato, el importe de las obras que el de- 
mandante se comprometió á hacer. 

Segundo: Que el actor demanda el pago de obras ejecutadas, 
y que aceptadas por el demandado, se hallan incoporadas á la 
casa á que eran destinadas, con arreglo á la expresada conven- 
ción que les sirve de antecedente. 

Tercero : Que conforme álos términos esplícitos de esa con* 
vención^ corresponde al acreedor la elección entre las diversas 
prestaciones á cargo de Rodríguez, comprendidas en el título. 

Cuarto: Que contraída bajo tal cláusula la obligación alter- 
nativa de Rodríguez, no puede contestarse el derecho Je Righe- 
tti para exigir que el valor de sus obras le sea pagado en los 
terrenos y al precio estipulado, porque los contratos tienen 
para las partes la fuerza de ley (artículo mil ciento noventa y 
siete. Código Civil), regla aplicable tanto á los contratos nomi- 
nados, como á los innominados. 

Quinto: Que la circunstancia alegada por el demandado de 
hallarse en la imposibilidad de hacer entrega de los terrenos, 
por haberlos enajenado, aun siendo cierta, no modifica el de- 
recho de opción del demandante, porque esa imposibilidad sería 
el resultado de un hecho propio, y porque aun en el caso de pér- 
dida de unade las cosas comprendidas en la alternativa, sucedida 
por culpa del deudor, el acreedor con facultad de elegir puede 
reclamar, ó la cosa que ha quedado, ó el valor de la que se ha 
perdido (artículo seiscientos cuarenta y uno, Código Civil). 

Sexto: Que hecha la opción y determinado en su mérito el 
carácter de la obligación por razón de la prestación con que se 
ha de cumplir y su objeto, exigiendo Righetti el pago en terre- 
nos, exige simplemente que Rodríguez entregue la cosa misma 
á cuya entrega se obligó (artículo setecientos cuarenta y nueve, 
Código Civil). 

Séptimo: Que el demandado no ha probado que por conven* 



DE JUSTICIA NACIONAL 

cion nlterior.se hubiera convertido en simple la obligación 
teraatira primitivamente contraida, siendode observar que e 
las cartas de fojas cincuenta 7 cinco ; cincuenta y seis que pud 
ran arrojar alguna presunción al respecto, son posteriores i 
fecha con que uparecen en la cuenta de foja ocbo las diver; 
partidas relativas & hs obras de ferretería, únicas á que ali 
en concreto la paite dcRodrignez, al nfirmar que Righetti 
dio entei:o cumplimiento á sus deberes. 

Octavo: Qne tampoco ba comprobado Rodríguez queRigl 
tti haya incurrido en mora apreciable en la ejecución de 
obras contratadas, ni que haya dejado de realizar las convenli 
en el contrato de foja cuatro, también en proporciones digí 
de tenerse en cuenta, salvo cuando la inejecución ha sido ci 
sada por bocho del demandado, resultando así sin fúndame! 
bástantela reconvención que éste ha deducido. 

Por estos fandamentus y sus concordantes : se confirma lasi 
tenoía apelada de foja ciento veinte y cinco, en cnanto decli 
qae el pago de las obras ejecntiidas por Righetti debe bacei 
en los terrenos y al precio estipulado en el contrato de foja ci 
tro. 

T considerando en cnanto á las costas : Que Rodrigues no 
tenido fundamento bastante para litigar, se declara que las ci 
sadas en primera Instancia son á cargo del mismo, revocándi 
en esta parte la citada sentencia. Notiffquese original y ' 
puestos los sellos, devnélvanse. 

benjamín paz.— luis V. VAREl 
ABEL BAUN.— OCTAVIO BUN< 
JUAN B. TOBREXT. 
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rAVSA XI.1V 



Contra Don Luin Jacobseii; sobre derechos de aduana 



Sumano. — i" Salidos los articnlos de la Aduana, ésta no 
puede cobrar al comerciaote !o8 deiechos que haja pagado de 
menos, debido á error de clasificación. 

2° Hay error de clasiGcacion j no de cálculo, en el aforo 
bocho para maderas en chapas, en lugar de maderas en tablo- 



Caso,— Lo explica la siguiente 



Buenos Aires, Agosio 36 de 1890. 

Luis Jacobsen, comerciante do esta plaza, ante el señor Ad- 
ministrador, como mejor corresponda comparezco y digo: Qne 
en mérito de este escrito y de los principios de justicia y equi- 
dad que me asisten, se ha de servir usted dejar sin efecto la re- 
solución qne me obliga á satisfacer el importe de derechos que 
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la Aduana ha dejado de cobrar en el despacho de ana partida 
de madera llegada, consignada á la orden por el vapor < Amé- 
rica >. 

Ko es del caso entrar á mencioDur los antecedentes relacio- 
nados en el parte en qne se ha instroido el sumario correspon- 
dieute á este asunto. El señor Administrador los conoce de una 
manera exactftiima y ha tenido ocasión de convencerse de la 
falta absoluta de culpabilidad que tiene mi casa en un despacho 
llevado á cabo con un error de clasificación por !os empleados 
de Aduana que en él han intervenido ó debían haber interveni- 
do. La persona que se ha valido de mi nombre para despachar 
dicha mercadería, por lo demás, parece haber procedido sin 
fraude alguno ní tentativa de fraude ni de contravención, puesto 
que se limitó á satisfacer la suma esacta liquidada para el pago 
de los derecbos. 

Los dependientes no tienen obligación de conocer las tari- 
fas y las avaluaciones que corresponden á las diversas merca- 
derías, sólo tienen que cumplir con el pago de la suma liquida- 
da para en seguida proceder á sacar los artículos despachados, 
dedepjsito. A eso se hareducido simplemente el rol de Ceba- 
llos, de modo que el artículo 1028 de las Ordenanzas de Aduana 
no puede tener aplicación á este caso, porque él establece cla- 
ramente que sólo existiendo fraude ó contravención por parte de 
los dependientes, tendrán obligación los comerciantes de res- 
ponsabilizarse por los actos que aquellos cometieren. Si la adou- 
na ha dejado de cobrar la totalidad de los derechos que corres- 
pondían ala partida de maderas de que se trata, no ha sido 
pues, por actos imputables á la persona que intervino en el 
despacho de las mercaderías, slnó única y eiclusívamente por 
actos imputables á los empleados que han aforado la madera 
dándole la clasificación de madera en chapas y á los empleados 
que liquidaron los derechos á pagarse sin tener presente lo ma- 
nifestado. 
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Lüs artículos 151 y 434 de las Ordenanzas son terminantes 
al respecto.' 

No puede sostenerse eu manera alguna, que el error que ha 
privado al Fisco de los derechos correspondientes consista en 
un error de cálculo, y no en un error de clasiñcacion. Basta de- 
cir que para aforar es necesario clasificar, porque no es posible 
valorar un artículo sin que antes se precise la clase á que per- 
tenece, y el respectivo lugar que tiene en la tarifa de avalúos. 
£1 error de cálculo existiría en el caso que hubiera equivocación 
aritmética en el procedimiento seguido para determinar la suma 
á pagarse. Como tal cosa no existe en el caso que motiva este 
escrito, mal puede decirse que se trata de un error de cálculo, 
y que en consecuencia, sea el artículo 430 que debe regir. El 
cálculo efectuado corresponde, e¿ cierto, al aforo que tiene la 
madera en chapas, pero de aquí no se desprende que él esté 
errado . 

Ese cálculo ha sido hecho sobre la base de un aforo equivo- 
cado, es decir, descansa sobre un error de clasificación, porque 
para que el aforo sea errado, es indispensable que la clasifica- 
ción también lo sea. Se trata pues, de un asunto perfectamen- 
te claro que está regido por el artículo 434; pero hay más« señor 
Administrador, el artículo 151 de esas Ordenanzas impone á 
los liquidadores la obligación de examinar, al hacer la liquida- 
ción de los derechos, si el aforo y derecho fijado por el vista es- 
tá hecho de conformidad con la tarifa de avalúos y la ley de. 
aduana. En el presente caso, esa oficina ha tenido los medios 
de cumplir con las obligaciones que le impone la ley, y si ese 
cumplimiento no se ha llevado á cabo, seguramente no es por 
culpa mía, sino de los empleados respectivos. A ellos, pues, las 
consecuencias. 

Fuera de todas estas consideraciones, cuyos fundamentos no 
pueden desconocerse, hay que tener presente que en las resolu- 
ciones de asuntos relacionados con el público y especialmente 
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ooD el comercio, que es el factor que forma las rentas de un país, 
deben aplicarse más que en ningunas otras los principios de 
equidad, mucho más cuando se trata de personas de anteceden- 
tes honorables en sus largos años de relaciones diarias con la 
aduana. Tengo la seguridad de que el señor Administrador, en 
Tista de los fundamentos expresados, y en atención á los princi- 
pios de equidad para con el comercio, se servirá en oportunidad 
exonerarme del pago de derechos suplementarios correspondien- 
tes á este despacho de maderas por el vapor cAmérica». 

Otrosí digo : Que á fin de poner el nombre de mi casa á cu- 
bierto de todo nuevo hecho que pueda perjudicar mis intereses, 
he resuelto revocar el poder que tengo dado al señor Hermene- 
gildo Ceballos, y áeste fin solicito de usted se sirva dictar las 
órdenes del caso para que en adelante no pueda hacer ningún 
despacho usando mi nombre. 

Será justicia, etc. 

Luis Jacobsen. 



RESOLUCIÓN DE LA ADUANA 



Buenos Aires, Setiembre 13 de 1890. 

Atento á que si bien el hecho á qde se refiere la presente 
solicitud no está comprendido en los casos de fraude 6 contra- 
vención de que trata el artículo 1028 de las Ordenanzas de 
Aduana, le es aplicable lo dispuesto por los artículos 430 y 431, 
para los errores de cálculo; y aun en el supuesto de que no exis- 
tiera una disposición expresa para el caso, como lo cree el re- 
currente, es un principio de derecho universalmente reconoci- 
do, que no es lícito aprovecharse, en perjuicio de otro, de lo 
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que á éste legítimamente le corresponda. Los artículos 151 y 
434 que cita el solicitante en su apoyo^ no son pertinentes. 

El primero establece el procedimiento que deben observar 
los empleados en la liquidación de los documentos, sin que su 
omisión ó negligencia en el cumplimiento de sus deberes, pueda 
aprovechar á terceros para dejar de abonar á la aduana lo que 
le corresponda; y el segundo, por cuanto no ha habido error en 
la clasificación de la mercadería, sino un error material en la 
designación déla partida de la tarifa. Alega también el recu- 
rrente que no habiéndose tratado de cometer una defraudación 
á la renta, no cree aplicable el artículo 10^^ para responsabi- 
lizarse por los hechos de su dependiente; y considerando res- 
pecto de éste, que no se trata de aplicar penas por actos de na* 
die^ sino simplemente la tarifa á lo manifestado, resuelvo : no 
hacer lugar á la exoneración del pago de derechos que se solici- 
ta; y en cuanto al otrosí, como se pide, hágase saber á la Conta- 
duría que el señor Jacobsen revoca el poder que tiene otorgado 
á favor de don Hermenegildo Cebailos. 

S. fiaibiene. 



VISTA FISCAL 



Buenos Aires. Octubre 13 de 1890. 
Señor Juez: 

Este expediente ha sido iniciado con motivo de un error co- 
metido por la aluana al practicar la liquidación de los derechos 
de unas maderas, cuyo despacho se solicitó por Cebailos como 
apoderado de los señores Jacobsen y compañía, haciéndose un 
' aforo indebido. 
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A mi juicio, señor Jaez, no ha habido equivocación al hacer 
la clasificación oomo lo pretende el recurreote, sino un error al 
hacer el cálcalo, error qae hapiocedido de aplicar una parti- 
da de la tarifa qae no era la que correspondía. En cuanto á 
qoe los responsables son los señores Jacobsen y compañía, es 
fuera de toda duda, desde qae estos habían autorizado á Ceba- 
llos para despachar & su nombre. Si acaso el mandatario abusó 
de las facultades que le habían sido conferidas, como lo aseve- 
ra el mandante, podrá ejercitar la acción qae crea teaer. 

Soy, pues, de dictamen qne Y. S. no debe hacer Ingar á lo 
que se solicitn, devolvitiado los autos á la Aduana. 

J. A. Víale. 



fNlls del Jues Federal 

Buenos Aires, Diciembre 15 de 1893. 

Y vistos ; Considerando qoe es de estricta aplicación al pre- 
sente caso lo que dispone el artícTiIo 434 de las Ordenanzas de 
Aduana : déjase sin efecto la resolución administrativa de fo- 
ja 3. Repónganse el papel y devuélvase ala Aduana para su 
campümienti). 

J. y. Lalanne. 



VISTA DEL SElíOn PROCURADOR GENERAL 

Bueooa Aires, Marzo f) de 1894. 
Suprema Corle: 

El parte de foja 100 reconoce qne la diferencia entre lo de- 
bido y lo cobrado por derechos de Aduana, procede de que el 
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Vista señor Temperley ha abrazado en una llave las tres pri- 
meras {partidas del detalle de foja H, estableciendo el aforo de 
13Ü milésimos por metro cuadrado, que corresponde á la ma- 
dera en chapas para ensamblar, con cualquier espesor que trai- 
ga; y no á la madera entablas 7 tablones etc., etc. A foja 20 
el mismo Vista despachante reconoce que al hacer el aforo de 
130 metros en lugar de 1 pie tomó á la chapa en lugar 
de tablones. Me parece que no hay error de cálculo, sino un 
error de clasificación. Si han tomado tablones y tablas de ma- 
yor espesor por chapas, el error es de calidad, y la aplicación de 
la tarifa y la liquidación, bolo una consecuencia de aquel error. 

No puede aplicarse, entonces, el artículo 430 de las ordenan- 
zas, que únicamente se refiere á errores de cálculo, y pienso 
que es el 434 que prescribe < no podrán, ni la aduana ni el co- 
merciante, reclamar contraía clasificación délos artículos, des- 
pués de salir estos de la aduana », que rige directamente el ca- 
so sub^judice. 

Por ello pido á V. S. la confirmación de la sentencia recurri- 
da, corriente á foja 50 vuelta. 

Sabiniano Kter. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Mnrzo 27 de 1894. 

Vistos : Por sus fundamentos y de conformidad con lo ex- 
puesto y pedido por el señor Procurador General : se confirma 
el auto apelado de foja cincuenta ruelta. Repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

benjamín PAZ. —LUIS Y. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE.—JUAN E.TORRENT. 
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CHAUNA AI.T 



Don Daniel Serpa contra don José Veloz Rúa ^ por rescisión de 

contrato ; sobre embargo preventivo. 



Sumario. — La sentencia apelada en juicio ordinario sobre 
rescisión de contrato, no autoriza el embargo preyentivo del 
artículo 55, inciso 3^ de la ley de Procedimientos. 



Fallo de I» Suprema Corte 

Buenos Aires, Marzo 29 de 1894. 

No procediendo el embargo preventivo según el artículo cin- 
cuenta y cinco, inciso tercero, de la ley de Procedimientos, sino 
cuando se acompaña escritura pública ú otra prueba fehacien- 
to que apoye la acción que se deduce; y no pudíendo considerar- 
se ta), una sentencia apelada en juicio ordinario sobre rescisión 
de un contrato, como lo tiene declarado en varios casos esta 
Suprema Corte: no ha lugar al embargo solicitado y corran los 
autos según su estado. 

BENJAMÍN PAZ.— LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. 
—JUAN E. TORRENT. 
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XJLVI 



Don Rodolfo Moreno, contra el Inlerventor Nacional de la prO' 
viñeta de Buenos Aires ^ por jactancia; sobre competencia. 



Sumario. — El interventor nacional en una provincia, no re- 
presenta á ésta^ y la controversia que se suscite con motivo de 
sns actos, no corresponde á la jurisdicción originaria de la Su- 
prema Corte, aunque pueda versar en ella el interés de la pro- 
vincia. 



Caso. — La demanda del señor Moreno es análoga á la del Co- 
ronel Carlos Sarmiento, que se registra en la serie 4'^, tomo 4"^, 
página 550, y se fundaba en que el Interventor nacional había 
dictado una resolución declarando nulo y sin valor, un contrato 
que aquel tenía celebrado con la provincia, para la construcción 
de las obras de defensa del río Lujan. 

La resolución á que se reñere el Fallo de la Suprema Corte, 
es la recaída en la demanda del Coronel Sarmiento, la que pue- 
de verse en el tomo y páginas citadas. 
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VISTA DEL SEÑOR PaOCURADOK GENERAL 



BueDOs Aires, Enero 26 de 1894. 

Suprema Corte: , 

En la causa iniciada por el Coronel Don Carlos Sarmiento, 
contra los actos de la Intervención de la provincia de Buenos 
Aires, expuse á Y. E.: c La Constitución nacional que en su ar- 
tículo 6 atribuye al gobierno federal la facultad de intervenir 
en el territorio délas provincias, refiere esa intervención á pro- 
pósitos esencialmente políticos : garantir la forma de Gobierno 
Eepublicano,6 repeler invasiones exteriores, y sostener 6 resta- 
blecer sus autoridades constituidas, si hubiesen sido depuestas 
por la sedición, ó por invasión de otra provincia. 

<La intervención corresponde en la división délos poderes al 
Gobierno Federal, y á objetos de carácter político, cual es el 
establecimiento ó restablecimiento de sus poderes constitucio- 
nales. No parece por ello, que los interventores nacionales, 
puedan ser demandados ante la jurisdicción originaria de V. E. 
Para que el ejercicio de esta jurisdicción proceda constitucio- 
nalmente se requiere, según los artículos 100 y 101 de la Cons- 
titución, que la provincia misma sea parte demandante ó de- 
mandada. Pero en la demanda deducida no se trata de actos 
de las autoridades constituidas de la provincia de Buenos Aires, 
sino de una demanda por jactancia contra el Interventor na- 
cional que no ejerce jurisdicción autorizada por la provincia, 
sinóla nacional, á nombre y por autorización del Gobierno Na- 
cional, limitada á los objetos de la intervención autorizada por 
la Constitución y la ley del Congreso. Si una provincia puede 
ser demandada y traida al tribunal de Y. E. por razón de ac- 

T. V 13 
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05 emanados de SU -personería jarfdica, no puede seilo el go- 
tierno general, según el texto constitucional, y la jurisprn- 
encia que ha fijado BU alcance. T como el Interventoi nacio- 
al, piocede como autoridad nacional, en virtud de nna dele- 
aoion de facultades limitada en la Constitución y ley especial 
el Congreso, no estácomprendido en ninguno de loa incisos del 
rticnlo constitucional citado ni de la ley de 14 de Setiembre 
e i863, que por su artículo 1' rige la jurisdicción originaria.» 

Y. K. se sirvió resolver de conformidad con aquel pedido. 

Mediando con relación áesta demanda, las mismas cirouns- 
mcias que determinaron la declaración de incompetencia de 
irisdiccion en aquella, pido á T. E., se sirva dictar á su 
ispecto la misma decisión . 

Sabiniano Kier. 



Fiíll* de In Suprem» Cerle 

Buenos Aires, Marzo 31 de 1894. 

Yistos en el acnerdo: Por los fandamentoe de la reaoluoionde 
cha veinte y tres de Diciembre del año próximo pasado, recai- 
t en jaioÍD análogo, deducido por Don Carlos Sarmiento con- 
a la provincia de Baenos Aires, y de acnerdo con lo expuesto 
pedido por el señor Procurador General: se declara qne esta 
ipremaCorte no tieue jarisdiocion para entender en la ao- 
m entablada, y repuestos lossellos, archívese. 

BEnlAHINPAZ. — LUIS V. TÁRELA. 

— ABEL BAZAN ( en disiden- 
cia). — OCTAVIO BURGE. — 
JOAN E. TORREin-. 
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DISIDENCIA 



En disidencia por los fandaméntos aducidos en el juicio pi 
movido por Don Carlos Sarmiento, contra la provincia de Bo 
nos Aires, en virtnd de los cuales se declara: que esta Supreí 
Corte es competente para conocer en la* presente demanda, 
que en consecuencia, debe correrse traslado de ella, librando 
los oficios correspondientes. Repóngase el papel. 

ABEL BAZAN. 



CAUSA .\I.VII 



Don Alberto Hompsy C, contra Don Eugenio Hirey y C', p 
cobro de sobre-estadios; sobre posiciones. 

Sumario. — Nopnede ser llamado á absolver posiciones, el q 
no es parte litigante en el juicio. 

Fikllo de la Suprenuk Carte 

Buenos Aires. Mareo 31 de 1894. 

EesQltando de las constancias de autos que el capitán Mar 
no ea parte litigante en el juicio, j por consiguiente, no pn< 
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llamado á absolver posiciones, de conformidad con lo dis- 
ito poT el artículo ciento ocho de la ley de Procedimientos 
resuelto por esta Saprema Corte en varios casos, entre 
s en el qne se registra en el tomo trece, serie segunda, pá- 
. ciento treinta y tres de sus Fallos: no ba lugar á lo soli- 
loy corran los autos seguosu estado. 
• 

benjamín paz.— luis V. VÁRELA. 
— ABEL&AZAN. — OCTAVIO BUN- 
GE.— JUAN B. TORRENT. 



CACSA LXVITl 



Doroteo Larrauri, contra el Ductor Don Anastasio Cardassy, 
por cobro de pesos; sot>re competencia. 



umario. — La demanda por acción personal contra el Juez 
'ado de un territorio nacional, corresponde al Juez de sección 
próximo. 



aso. — El señor Larrauri, con una sentencia de los tribuna- 
le la República Oriental, condenando al Doctor Cardassj, 
i^o de 700 pesos y su» intereses, entabló demanda contra 
, ante el Juez de sección de La Plata. 
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VISTA FISCAL 



Buenos Aires, Febrero 6 de 1889. 
Señor Juez: 

No constando en la ley de creación de los Juzgados letrados, en 
territorios nacionales, que tengan estos suplentes, páralos casos 
de impedimento deejercer las funciones judiciales por insuficien- 
cia de atribuciones para conocer en causa propia (véase artículo 
75, Código de Procedimientos), debe en alguna manera suplirse 
esta deficiencia y entonces es el caso de aplicar la doctrina sosteni- 
da por el escrito de foja 29, declarándose en consecuencia Y. S. 
competente para conocer jurisdíccionalmente del punto sub^ 
judice, y tanto más si tenemos en cuenta que de la recusación 
de los jueces en los territorios nacionales , conocerá el juzgado 
de sección ó del íerritorio^ nacional más próximo al asiento del 
Juzgado; luego, encontrándose impedido de conocer en causa 
propia un Magistrado, corresponde el conocimiento déla causa, 
al Magistrado más próximo; y como de los territorios limítro- 
fes que son de Pampa Central, provincia de Buenos Aires, pro- 
vincia de Córdoba, provincia de Mendoza, Rio Negro y Neu- 
quen, el más próximo por razón de facilidades para el juicio y 
centro activo de viabilidad, es el Federal de esta provincia: soy 
de opinión que Y. S. debe declarar radicado el juicio en esta 
jurisdicción, librándose los oficios del caso; y al demandado ha- 
ciéndole saber que esté á derecho en un plazo proporcional. 

Marianos, de Aurrecoechea . 
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El Juez de sección se declaró competente y mandó correr tras- 
lado de la demanda . 

El Doctor Don Pedro F. Agote, por el señor Cardassy, sin 
contestar el traslado de la demanda, opuso la excepción de in- 
competencia de jurisdicción, exponiendo : que es indudable que 
lademanda debe deducirse ante el Juez del domicilio del deman- 
dado 7 que producida la recusación ó excusación de aquel, co- 
rresponde el conocimiento de la causa al Juez más próximo, y 
que el de la sección de Buenos Aires, no se encuentra en esa 
condición, por lo que la excepción procede y pide se admita. 

El Doctor Constan, contestando el traslado conferido, pidió 
el rechazo, con costas, de la excepción opuesta. 

Dijo: Que la competencia del Juzgado está consentida por 
la parte de Cardassy; 

Que además, éste es argentino, como se justifica por el cargo 
de Juez letrado qae desempeña, y el señor Larrauri es extran- 
jero, como lo tiene acreditado; en cuyo caso el conocimiento 
de la causa compete á la justicia federal, con arreglo al artículo 
2^, inciso 2°, de la ley sobre jurisdicción. 

Para mejor proveer, se pidió informe al Departamento de 
Ingenieros de la nación, sobre la distancia que existe entre Ge- 
neral Acha y la Capital Federal y la ciudad de La Plata. 

El Departamento informó que la distancia entre la Capital 
Federal y General Acha, es de 996 kilómetros y de este últi- 
mo punto á La Plata, es de 977 kilómetros. 



fallo del fluez Federal (Suplente) 



Le Plata, Marzo 24 de 1893. 

Y vistos: Resultando: 1^ Que la excepción de competencia 
deducida por el Doctor Pedro F. Agote, en representación del 
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demandado Don Anastasio Cardassy ( escrito de foja 54 ), ha 
sido materia de la articulación de foja 36 resuelta á foja 40. 

2^ Que la incompetencia del Juez se funda únicamente en no 
ser éste el más próximo á la gobernación de la Pampa central, 
residencia del Juez demandado. 

Y considerando: 1^ Que en la ley de creación de los Juzgados 
federales de los territorios nacionales, no se establece que aque- 
llos tengan suplentes^ para los casos de impedimento, recusa- 
ción, etc., por lo cual es aplicable la disposición del artículo 36 
de la ley de 14 de Setiembre de 1863. 

2^<Que habiendo solicitado el Juzgado, para mejor proveer, el 
informe de foja 99^ del cual resulta que esta ciudad está más 
próxima á tGeneral Acha», residencia de la capital del territo- 
rio nacional tPampa Central»^ que la Capital Federal, únicas 
entre las cuales podrían existir dudas sobre el punto, ha que- 
dado comprobada la competencia de este Juzgado. 

Por estas consideraciones, fallo: rechazando la excepción de 
incompetencia deducida y mandando que el señor Cardassy con- 
teste derechamente el traslado conferido á foja 32 vuelta, con 
costas. 

R. Marcó del Pont. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires. Octubre 30 de 1893. 

Suprema Corle: 

Demandado el Juez del territorio nacional cPampa Central» 
por acciones personales, el conocimiento corresponde al Juez 
del domicilio del demandado. 
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Este domicilio, es la capital del departamento donde ejerce 
jurisdicción el Juez demandado, y donde no existe funcionario 
que lo sustituya. 

En el caso de recusación, la ley de la creación de los territo- 
rios nacionales, ha establecido por su artículo 38: «que corres- 
ponderá el conocimiento de la causa, al Juez de sección más pró- 
ximo». En el de impedimento, que es el sub-judice, es apli- 
cable el mismo principio, con sujeción á las leyes de procedi- 
mientos. Determinado por el informe autorizado del depar- 
tamento de ingenieros de la nación, á foja 99 vuelta, que el Juz- 
gado de sección de La Plata^ es el más próximo á General Acha, 
que el de la Capital federal, pienso que el auto de foja 100, es 
arreglado áderecbo y pidoá Y. E. su confirmación. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Marzo 31 de 1894. 

Vistos: Atento el mérito del informe de foja noventa y nue- 
ve vuelta, de acuerdo con lo dispuesto por la ley número dos 
mil seiscientos sesenta y dos, incorporada á la de organización, 
de los territorios nacionales, y de conformidad con lo expuesto 
7 pedido por el señor Procurador Oeneral : se confirma con cos- 
tas el auto apelado de foja cien. Repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

benjamín paz.— Luis v. vare- 
la . — ABEL B AZAN . — OCTAVIO 
BUNGE. — JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA XI^IX 



Naveira y Carro, contra Don Jesús Carrascal, por cobro 
pesos y entrega de un piano depmílado en poder DonEsteb 
Amoretti; sobre personería. 



Sumario.— "E] poder conferido para lo priooipat, faculta 
ra interveniíen los ÍDCidentes del juicio. * 



Caso. — El señor Don Mateo Barone, con poder de los se: 
res Naveira 7 Carro, cooferido para demandar á Don Je 
Carrascal, por cobrode pesos, promovió diligencias para oí] 
ner de don Esteban Amoretti la entrega de nn piano que lo 
tenía como depositario nombrado, al serle embargado al se 
Carrascal. 

Conferido traslado al señor Amoretti, éste opnso la exc 
cion de faltado personería de Barono para demandar la 
trega del piano. 

FmIIo del Juez Federal 

Víedma, Agoslo 10 de 1393. 

Y vistos: Siendo el presente juicio an incidente emanado 
principal para el que tiene poder suficiente el Procurador : 



V 
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roñe, por caanto se trata del reclamo de un piano embargado y 
depositado en poder del demandado señor Amoretti . 

Por ello^ y lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo i 7 
del Código de Procedimientos, declaro improcedente la excep- 
ción dilatoria de falta de personería alegada por el demandado 
contra el Procurador Barone, con costas; á cuyo efecto regulo 
en 35 pesos nacionales el honorario del apoderado Mateo Baro- 
ne. En su mérito contéstese derechamente la demanda dentro 
del término legal. 

Abraham Arce. 

Ante mí: 

Silvano Olárola. 



Fallo de I» Suprema Corte 

Buenos Aires, Marzo 31 de 1894. 

Vistos: Por sus fundamentos, se confirma c jn costas el auto 
apelado de foja cuarenta y tres. Devuélvanse, debiendo reponer- 
se los sellos ante el inferior. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS Y. VÁRE- 
LA.— ABEL BAZAN.— OCTAVIO 
BUNGE.— JUAN E. TORRENT. 
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Contra el escribano de marina^ Don Pedro Q, Larrosa; sobre 
infracción del artículo é9i de la ley número 4893. 



Sumario, — Los escríbanos de marina no pueden usar los cua- 
dernos para sus registros, sin estar previamente sellados por 
la secretaría déla Suprema Corte. La infracción de esta dis- 
posición, les hace pasibles de una multa de 300 á 1000 pesos. 



Fallo de I» Suprema Corte 

BaeDOs Aires, Marzo 31 de 1894. 

Vistos en el acuerdo: Resultando que el recurrente ha infrin- 
gido la disposición del artículo ciento noventa y uno de la ley 
número mil ochocientos noventa y tres, usando de los cuader- 
nos sin estar previamente sellados por la secretaría de esta Su- 
prema Corte, lo que constituye una falta grave ; y de acuerdo 
con lo prescrito en el artículo doscientos trece de la misma ley, 
se resuelve: primero ^ imponer al escribano de marina Don Pedro 
Q. Larrosa una multa de quinientos pesos moneda nacional, 
con destino á la educación común, laque deberá depositar den- 
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ero dfa en el Banco de la Nación Argentina, á la 6r- 
nsejo Nacional de Edncacion; segundo, que se se- 
cretaria los cuademoa & que se reñere el solicitante, 
leráqnienes corresponday aichívese, 

BENJAHIN PAZ. — LUIS V. VÁRE- 
LA.— ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUHGE. — JUAN E. TORRENT. 



CAUSA Ll 



Delfino, contra Pon Luis J. Palma, por cobro de 
lesalpailebot <Nueva Lola*; sobre procedencia de 
'ecutiva. 



,— No es snficiente para basar el procedimiento eje- 
ÍDstrnmcnto privado, cuyo firmante do ha sidocíta- 
na, sino por edictos, j no ha comparecido á reeo- 



)on Domingo Canter, por Delfino, entabló demanda 
Tomás Radie, capitán del (Nueva Lola>, por la 
354 pesos 30 centavos, 7 acompañó nna cuenta, 
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con el detalle de las provisiones suministradas y con un conforme 
firmado Tomás Radie. 

Pidió el reconocimiento de esta firma, y el Juez ordenó que 
se citase al capitán para que lo practicara. 

Pidió después el actor que la citación se hiciera por edictos, 
por ser desconocido el domicilio del capitán, y así se ordenó. 

Publicados los edictos, y no habiéndose presentado persona al- 
guna, á petición del actor, el Juez dio por reconocida la firma 
del capitán Badic y le nombró defensor al Doctor Don Alfredo 
M. Gándara. 

En este estado, la parte deDelfino se presentó exponiendo: 
que siendo privilegiado el crédito, y por consecuencia, de los que 
gravan el bien que lo ocasionó, y habiendo sabido que el due- 
ño del «Nueva Lola» es Don Luis J. Palma, pedía que se li- 
brara mandamiento de embargo contra el buque, haciéndose la 
intimación previa á Palma. El Juez mandó hacer la intimación 
solicitada. 

Notificado Palma, presentó escrito exponiendo: Que él no ha 
reconocido cuenta alguna, ni autorizado á Radie para que con- 
traiga obligaciones ni haga compras de ningún género; ni se 
halla en el caso de que el capitán haya hecho deudas necesarias 
en ausencia del propietario del buque, pues él ha estado en 
Buenos Aires y tiene casa de comercio, que atiende todos sus 
negocios; 

Que no está, así, obligado á pagar las deudas que hubiese 
contraído sin autorización suya, el ex-capitan del buque, é 
invoca el artículo 893, Código de Comercio; no siendo tampoco 
procedente el juicio ejecutivo; 

Que además. Radie dejó de ser capitán del «Nueva Lola» y ha 
chancelado con él, todas las cuentas; 

Que sin perjuicio de ampliar y alegar otras razones al con- 
testar la demanda, pedía se declarase que no procede la vía 
ejecutiva contra él y se le corriera traslado de la demanda. 
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Conferido traslado al demandante, expuso: Que debía decla- 
rarse procedente la vía de apremio y proveerse como ya lo había 
pedido; 

Qae por ahora, sólo se trata de saber si la vía de apremio es 
procedente ó no; 

Qae la base del apremio es el conforme del capitán y procede 
con arreglo á los artículos 308, inciso2*, y 310 de la ley de Pro- 
cedimientos; 

Que con arreglo al artículo 878, Código de Comercio, el dueño 
del buque responde de las deudas que contrae el capitán para 
aprovisionarlo; 

Que las razones que et ejecutado tenga, puede hacerlas valer 
en la debida oportunidad del juicio. 



Fallo del Jíues Frderal 



Buenus Aires, Agosto 16 de 1892. 

Vistos: Por los fundamentos aducidos en el escrito de foja 18, 
y teniendo además en consideración: que la firma que suscribe 
la cuenta de foja tres, no ha sido reconocida personalmente por 
el capitán Radie; que tampoco se ha hecho personalmente la 
citación para el reconocimiento de dicha firma; que el armador 
tiene derecho á oponer las defensas que resultan del artículo 
893 del Código de Comercio, las cuales sin embargo no podría 
hacer valer en el procedimiento ejecutivo. 

Por esto, declárase que no procede la vía ejecutiva contra 
Don Luis J. Palma, para el cobro de la cuenta de foja 2 ; déjase 
sin efecto la providencia de foja 16 vuelta y córrasele traslado 
de la demanda. Repóngase la foja. 

Virgilio M, Tedin. 
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Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Abril 3 de 1894. 

Vistos y considerando: Primero : Que la cuenta con confor- 
me, de fojas dos y tres, es un documento privado. 

Segundo: Que solicitado su reconocimiento para preparar la 
vía ejecutiva, no se ha citado en persona al firmante del citado 
conforme. 

Tercero: Que la citación por edictos en los casos y para los 
fines que ella procede, sólo autoriza, sucediendo la incompa- 
recencia, para el nombramiento de defensor y no para la de- 
claración de rebeldía deleitado, como en el juicio ejecutivo lo 
prescribe el artículo doscientos cincuenta y tres de la ley de 
Procedimientos. 

Cuarto: Que la confesión tácita resultante del silencio opues- 
to á un acto ó interrogación, supone que quien está en el deber 
de contestar, tiene conocimiento del acto ó interrogación ( ar- 
tículo nuevecientos diez y nueve, Código Civil ), lo que no pue- 
de darse por averiguado cuando no ha mediado sino la citación 
por edictos. 

Quinto: Que en mérito de las precedentes consideraciones, es 
de conclnir que el instrumento con que se ha deducido la ac* 
cion,e8 insuficiente para basar en él un procedimiento ejecutivo 
( artículos doscientos cuarenta y ocho, doscientos cincuenta y 
uno y trescientos doce de la ley de procedimientos). 

Por ésto y sus fundamentos concordantes : se confirma con 
costas el auto apelado de foja veinte y cinco. Repuestos los se- 
llos, devuélvanse. 

benjamín paz.— luis V. VARE- 
LA.— ABEL BAZAN.— OCTAVIO 
BUN6E. — JUAN B. TORRENT. 
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1.II 



Don Antonio Peluffo, contra Don Tomás M. Caballero, por co- 
bro ejecutivo de alquileres; sobre inhabilidad de titulo, com- 
pensación y nulidad de la sentencia de remate. 



Sumario.— i"" Entablado juicio ordinario por rescisión de lo- 
cación, y ejecutivo por cobro de alquileres, el haberse dictado 
en aquel, sentencia, no pasada todavía en cosa juzgada^ decla- 
rando de legítimo abono los alquileres, no produce nulidad en 
la sentencia de remate que manda pagar solamente una parte 
de estos. 

2*" Fundándose el juicio ejecutivo en un contrato público por 
el cual el locador entregó al locatario campo y haciendas, la 
circunstancia de haber sido éste desposeído por un tiempo del 
campo y de lashaciendas, pereque permanecieron en el mismo 
campo, y le fueron restituidas con sus aumentos^ no le exime 
del pago de los alquileres durante el tiempo de la desposesion. 

3^ Los perjuicios que pueda haber sufrido por la desposesion, 
no pueden fundar la excepción de compensación. 



Caso. — En 4 de Diciembre de 1891 se presentó al Juz- 
gado Don Antonio Feluffo^ exponiendo: Que en 21 de Abril de 
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1888 celebró con Don Tomás M. Caballero, un contrato de 
arrendamiento deun campo de una legua de extensión, con todo 
lo edificado y plantado, por el término de cinco años, debiéndo- 
le abonar 500 pesos al fin de cada año; 

Que le prestó además mil cabezas de ganado vacuno de cría, 
para que pudiese disponer de ellas como mejor le conviniese, 
con cargo de devolverle al fin de los cinco años, otras tantas de 
la misma especie y en las mismas condicioncb con 10 % de to- 
ros, abonándole de interés 0.50 centavos por cabeza; 

Que no habiendo Caballero abonado ni los arrendamientos é 
intereses vencidos, á pesar de los requerimientos que le ha he- 
cho, se ve obligado á deducir demanda ejecutiva contra él, por 
cobro de la cantidad de tres mil pesos moneda nacional, á que 
ascienden aquellos, entablando por cuerda separada juicio ordi- 
nario sobre rescisión del contrato de arrendamiento y pago de 
daños y perjuicios. 

Terminó pidiendo que en vista de la fuerza ejecutiva del do- 
cumento acompañado, se dictara auto de sol vendo. 

Dicho documento es del tenor siguiente: 

«El día 2i de Abril de 1888 comparecieron ante mi, escribano 
Público con registro establecido en este pueblo de Monte Ca- 
seros, provincia de Corrientes, República Argentina, por una 
parte, Don Antonio Peluffo, y por otra Don Tomás M. Caba- 
llero, ambos mayores de edad, casados, de este vecindario, á 
quienes conozco, doy fé, y dijeron: 

«Que de común acuerdo habían convenido celebrar el presente 
contrato de locación, en la forma y condiciones que se expresa 
á continuación. 

«1° Don Antonio Peluffo da en arrendamiento á Don Tomás 
M. Caballero, una legua de terreno campo de pastoreo, la mi- 
tad de ésta, de su propiedad y la otra mitad la tiene arrenda- 
da de Don Manuel I. Ortiz, ubicada en la costa del arroyo Tim- 
boy, cercado con postes de ñandubay y alambre y dividido en 

T. V 14 
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dos fracciones con nna línea de cerco de 20 cordeladas de palo 
á piqne, con corral, trascorraly chiquero do ovejas de palo á pi- 
que, un corral grande alambrado, una casa de dos piezas de 
material, techo pajizo, un galpón y cocina, todo lo que secom* 
prende también en el referido arriendo, debiendo abonar por 
éste la suma de 500 pesos nacionales cada año y ásu fin. 

c ^ El mismo señor Peluffo le entrega á Don Tomás M. Ca- 
ballero, mil cabezas de ganado vacuno de cría con un diez por 
ciento de toros, como es práctica, cuya haciéndale hace entrega 
pndiendo disponer de ella como mejor le pareciera, con la mar- 
ca que constituye la propiedad y cuyo diseño es éste : F. 

« Esta hacienda ú otra de la misma especie^ será devuelta al 
señor Peluffo á la terminación de este contrato en las mismas 
condiciones que la recibía el señor Caballero, salvo nuevo con- 
venio que particularmente hagan entre ambos comparecientes, 
aloque se obligaren recíprocamente y durante no haya un 
nuevo contrato, sea público ó privado le abonará el señor Caba- 
llero un alquiler por el dicho ganado de cincuenta centavos por 
cabeza, formando un total de 500 pesos nacionales cada año y á 
su fin. 

c3° De la leña y demás maderas que hay en el campo arrenda- 
do, podrá hacer uso el señor Caballero para todo aquello que la 
necesitase en beneficio del establecimiento, quedándole prohibi- 
do la extracción de aquella leña y maderas. 

€A^ El presente contrato regirá por el término de cinco años, 
contados desde esta fecha y á su vencimiento podrá ser renova- 
do siempre que eso conviniere á ambos contratantes; y de no ser 
renovado, el señor Caballero entregará el alambrado en el mis- 
mo buen estado que lo recibe. 

€5^ Don Tomás M. Caballero toma en arrendamiento el cam- 
po y demás dependencias así como recibe en alquiler el núme- 
ro de ganado aquí estipulado, conformándose con el plazo fijado 
para la duración de este contrato y con abonar cada un año y á 
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sa fin los Tálores consignados por el campo y las haciendas. 

«6® El mismo señor Caballero, ofrece en garantía .para el exac- 
to cumplimiento de las obligaciones qae contrae, la de su señor 
padre Don Luis Miguel Caballero, que presente se halla á este 
acto, mayor de edad, casado, de este vecindario^ á quien tam- 
bién doy fé conozco, quien se constituyó como tal garante de 
su hijo para el fiel cumplimiento de la parte que á él le corres- 
ponde en el presente. 

«Que bajo las condiciones aquí concebidas dan por formali- 
zado este contrato, obligándose respectivamente en forma y 
conforme á derecho. Así lo dijeron previa lectura, en cuyo con- 
tenido se ratificaron y firmaron con los testigos Don Juan Valle 
y Don José Larrea, vecinos de este municipio y mayores de edad, 
doy fé. Sigue á la de poder especial de Doña Rosario B. de Ba- 
llestero á Don Augusto L. Alsina, ayer, y obra á foja ii2 vuel- 
ta y H3 vuelta de este registro á mi cargo. Antonio Peluffo. — 
Tomás M. Caballero, — Luis M, Caballero, — JoséLarrea, — Juan 
Valle. — Hay un signo. Ante mí: Benito Fueníes, escribano pú- 
blico». 

Acreditado el fuero federal por la distinta nacionalidad de 
las partes, el Juzgado dictó auto de solvendo. 

No habiéndose verificado el pago, se libró mandamiento de 
ejecución y embargo, y trabado éste se citó de remate al 
deudor. 

£8te, por intermedio de Don Martin Miranda, se presentó al 
Juzgado exponiendo: Que en Diciembre de 1888 fué privado Ca- 
ballero del uso y goce de la cosa, hasta fines del año 1890, en 
que se le restituyó parte de los bienes; 

Que ese hecho provino de un juicio instaurado contra Pelu- 
ffOy quien de acuerdo con el artículo 152^ Código Civil^ está 
obligado á indemnizarlos dañosy perjuicios, obligación recono- 
cida por aquel en varias cartas que acompaña; 

Que si el locatario, por caso fortuito ó fuerza mayor se vé pri- 
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S'. ; vado déla cosa, está autorizado para suspender el pago de los 

\- arrendamientos (artículo 1522, Código Civil), con mayor razón 

f ' debe estarlo cuando esa privación proviene por culpa del lo- 

cador; 
\- Que la fuerza ejecutiva que acuerdaá éste el artículo 1578, pa- 

; ra el cobro de arrendamientos, está limitada por el artículo 

1580 cuando el locador es deudor del locatario por gastos, etc., 
t aunque estos no se encuentren liquidados, en cuja disposición 

debe comprenderse lo adeudado por indemnizaciones; 

Que en consecuencia, el título de la ejecución es inhábil, pues 
tratándose de un contrato con obligaciones recíprocas no basta 
presentar escritura pública para condenar al pago de alquile- 
;, . res y darle fuerza ejecutiva; 

Que opone por tanto, la excepción de inhabilidad de título y 
fundado en el artículo 1580 del Código Civil, opone también la 
de compensación perlas indemnizaciones que se adeudan á Ca- 
ballero y por los animales que á éste le fueron embargados por 
Peluffo. 

Terminó pidiendo no se hiciera lugar, con costas, á la eje- 
cución. 

Acompañó varias cartas suscritas por el señor Peluffo. 
El ejecutante, evacuando el traslado conferido de las excep- 
ciones opuestas, solicitó el richazo de estas, con costas. 

Dijo: Que la parte contraria no se ha preocupado de estudiar 
la escritura del contrato celebrado con Caballero y discernir que 
en vez de un contrato celebraron dos: uno de arrendamiento 
del campo y otro de mutuo ó empréstito de las haciendas, aun« 
que á ambos los designaran con el nombre de arrendamiento; 

Que no teniendo excepción legítima que deducir, ha opuesto 
la de inhabilidad de título, fundándola en las mismas razones 
que ha hecho valer en el juicio ordinario, lo que no puede tener 
lugar, pues se desnaturalizaría el juicio ejecutivo, que es su« 
mario; 
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Que la ejecución promovida está fundada no sólo en el artí- 
culo 1578 del Código Civil, sino también en la escritura que 
acompañó, que por si sola trae aparejada ejecución y está reves- 
tida de todas las formalidades legales; 

Que la inhabilidad de título es una excepción, que como su 
nombre lo indica, se refiere aheches que afectan al título mis- 
mo y no aheches diferentes é independientes de aquel, pues 
ellos pueden constituir otra excepción admitida 6 no en el jui- 
cio ejecutivo; 

Que en consecuencia y con arreglo ala doctrina de los auto- 
res ( Caravantes, tomo 3, página 332, numero 1200 ) las de- 
fensas opuestas por el ejecutado están muy lejos de constituir 
la excepción de inhabilidad de título; 

Que si se pudiera discutir y resolver dicha excepción, ello se- 
ría adelantarse al juicio ordinario en el que deben tener solu- 
ción las cuestiones que se ventilan ahora con el notnbre de in- 
habilidad de título en el juicio ejecutivo. 

Que la excepción de compensación es también improcedente, 
porque cobra no solamente los alquileres sino también intereses 
dehaciendas prestadas, no teniendo el ejecutado mejoras ó gas- 
tos que compensar, que por otra no ha hecho; 

Que así, pues, no es aplicable el artículo 1580, Código Civil, 
en que se funda dicha excepción; 

Que por otra parte, los mismos gastos que pretende en el juicio 
ejecutivo, los ha reclamado también en el ordinario, no pu- 
diendo por consiguiente existir compensación entre un crédito 
cuestionado y otro líquido y exigible; 

Que, por fin, debe manifestar que no debe valor alguno acaba- 
llero por novillos, porque al ser embargados éstos, hizo un ser- 
vicio á aquel, y que por el contrario, podía tener algún derecho 
par esa causa. 
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fallo del Juez Federal 



Corrientes, Noviembre 17 de 1892. 

Vistos: Las excepciones de inhabilidad de titulo y compen- 
sación, opuestas por el ejecutado á la demanda por cobro de 
arrendamientos, deducida por Don Antonio Peluffo con el con- 
trato de locación de foja 10. 

T considerando: Que en el presente caso, el locador Anto- 
nio Peluffo ejecuta á su locatario Tomás M. Caballero, por el 
importe de los arrendamientos que le adeuda desde el 21 de 
Abril de 1888, con más la renta correspondiente á mil cabezas 
de ganado de cria, con arreglo á los precios establecidos en el 
contrato ó sea á razón de 500 pesos anuales por el campo y 500 
pesos también anuales por las haciendas, ascendiendo todo á 
3000 pesos nacionales. 

Y considerando en cnanto á la excepción de compensación : 
que si bien la ley nacional de Procedimientos de 14 de Setiem- 
bre de 1863, en su artículo 270, establece que la excepción de 
compensación debe fundarse en crédito líquido que resulte de 
documento que tenga fuerza ejecutiva, debe tenerse presente 
también que las excepcienes que dicha ley declara admisibles 
son las que pueden oponerse álos títulos que ella misma de- 
clara ejecutivos, y que en su consecuencia, si bien la ley indi- 
cada rige en todos los casos la forma del juicio ejecutivo, no 
puede tener aplicación al fondo del derecho en el caso actual de 
ejecución por alquileres, que ella no había establecido y que 
está especialmente legislado por las disposiciones de los artí- 
culos 1578^ 1580 y 1581 del Código Civil; que en esta virtud 
acordado al cobro de alquileres carácter ejecutivo por el artí- 
culo 1578 y establecido por el artículo 1580 que el locatario 
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no será obligado á pagarlos, si tuviera que compensar mejoras 
ó gastos, aun cuando su valor cierto dependa de la liquidación, 
es evidente que la excepción de compensación opuesta es per- 
fectamente legal 7 el Juzgado no puede dejar de considerarla; 
que las mejoras j gastos á que se refiere el artículo 1580 y que 
el locatario puede compensar hasta la concurente cantidad con 
los alquileres ó rentas ya vencidos, ó que el locatario debiese, 
son únicamente los enumerados en el artículo 1539 del mismo 
Código, ó aquellos gastos que fueren el resultado de reparacio- 
nes ó trabajos urgentes ejecutados por el locatario y que incum- 
bían hacer al locador, artículo 1518; que con arreglo á esto y 
}jo habiendo probado ni siquiera mencionado el ejecutado, nin- 
guna de las mejoras ó gastos enumerados por la ley que son á 
cargo del locador y que puedan compensarse con los alquileres 
ó rentas vencidas, pues que la indemnización de daños y per- 
juicios por falta db cumplimiento al contrato de locación, que 
alega el ejecutado para fundar la excepción de compensación, 
no están comprendidos en la ley y debe considerarse infundada 
esta excepción. 

Y considerando, en cuanto á la excepción de inhabilidad del 
título: que el demandado la opone fundándola en que no ha go- 
zado de la cosa arrendada durante el tiempo que se le cobra, 
pues que celebrado el contrato en Abril de 1888, fué privado 
del uso y goce de la cosa en Diciembre del mismo año hasta Oc- 
tubre de 1890, en que se le restituyó parte de los bienes arren- 
dados; que consta de las pruobas producidas en los autos segui- 
dos por el ejecutante y ejecutado sobre rescisión del mismo 
contrato de arrendamiento, los que deben tenerse en cuenta en 
el presente juicio en virtud de la petición de foja 50, que efec- 
tivamente el ejecutado estuvo privado del uso y goce de la cosa 
arrendada á consecuencia del interdicto promovido por la espo- 
sa del ejecutante; que siendo el contrato de locación, el título de 
donde deriva su derecho el ejecutante y no habiéndose cumpli- 
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do por éste la obligación de mantener al locatario en el uso j 
goce pacífico de la cosa, desde Diciembre de 1888 hasta Octu- 
bre de 1890, es evidente que el ejecutado no está obligado á pa- 
gar los alquileres vencidos durante la suspensión de la locación; 
los alquileres se deben por el uso ó goce de la cosa: si el loca- 
tario no gozó ni hizo uso de ella, los alquileres no tienen causa 
j por consiguiente el locador no tiene derecho para cobrarlos; 
que computado^ sin embargo, el tiempo que el demandado usó j 
gozó de la cosa arrendada, antes y desjuies de la suspensión 
del contrato hasta la fecha en que se dedujo este juicio ejecutivo, 
4 de Diciembre de 1891, resultan corridos 22 meses, ó sea un 
año y diez meses, y por consiguiente, el ejecutado no tiene dere- 
cho sino á una sola anualidad que es la vencida, con arreglo á 
lo estipulado en el contrato. 

Por estos fundamentos^ fallo: mandando se lleve adelante es- 
ta ejecución por sólo la anualidad vencida, sin especial conde- 
nación en costas al ejecutado. Hágase saber, y repónganse los 
sellos. 

E. A, Luj amblo. 



Fallo fie la Suprema Corte 

Buenos Aires, Abril 3 de 1894. 

Vistos: Los recursos de nulidad y apelación deducidos contra 
la sentencia de foja cincuenta y seis. 

Considerando en cuanto al primer recurso: 

Que la nulidad que se alega contra la sentencia de remate re- 
currida, consiste en que dicha sentencia es contradictoria con la 
definitiva pronunciada por el mismo Juez en el juicio ordinario 
promovido por el ejecutante contra el ejecutado, sobre rescisión 



DE JUSTICIA NACIONAL 2i7 

del contrato de arrendamiento de foja primera, fundándose en 
que por la primera se declara que no deben pagarse al actor los 
arrendamientos que cobra, por el tiempo que el arrendatario es- 
tuvo privado del campo y de las haciendas materia del contrato 
de foja primera; mientras que por la segunda se resuelve que 
esos arrendamientos son de legítimo abono ; deben satisfacer- 
se al locador, siendo por ello nula la sentencia de remate, con 
arreglo alo dispuesto en la ley trece, título veinte y dos, parti- 
da tercera. 

Que aun cuando existiese la contradicción que acaba de ex- 
presarse entre ambas sentencias, es evidente que ella no sería 
una causal de nulidad para la sentencia de remate, desde que la 
pronunciada en el juicio ordinario, no habiendo pasado en au- 
toridad de cosa juzgada, como sucede en el presente caso, en na- 
da puede afectar la validez de la de remate, la cual, por otra 
parte, nohace cosajuzgada para eljuicioordinario,siendoen con- 
secuencia del todo inaplicable al caso la ley de Partidas que ha 
invocado el recurrente, como lo convencen sus propios tér- 
minos. 

Por ello : se declara no haber lugar al recurso deducido. 

Y considerando respecto del recurso de apelación : 

Que el título en virtud del cual se ha entablado la demanda 
ejecutiva de foja tres, es el contrato en escritura pública de fo- 
ja primera, por el cual el actor ejecutante se ha comprometido 
á entregar y ha entregado al ejecutado^ en arrendamiento, una 
legua de campo, y se ha obligado á darle en mutuo unas mil 
cabezas de ganado vacuno, que también le ha entregado, por el 
término y por el precio pagadero anualmente, 'que en el mismo 
contrato se expresan. 

Que aunque Caballero ha comprobado en autos que fué des- 

' poseído del campo y de las haciendas materia del contrato, 

por orden judicial, en interdicto deducido contra Peluffo, por su 

esposa, y ha alegado que no debe por esta razón los arrenda- 



^ 
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mientes qne se le cobran. Es de observar, sin embargo, que tal 
circunstancia no desvirtúa el contrato celebrado, como título 
para demandar el pago del precio correspondiente al tiempo 
que ha durado la desposesion, por cuanto le han sido resti- 
tuidos el campo j las haciendas, habiéndose mantenido estas 
últimas en el mismo campo, hasta que se recibió de ellas con el 
aumento de que instruye el acta de foja treiuta y seis del ex- 
pediente de juicio ordinario seguido entre las mismas partes, y 
con la positiva ventaja para él, de no haber hecho desembolsos 
de ningún género para su cuidado, durante la desposesion. 

Que, si apesar de ésto, algunos perjuicios han podido irro- 
garse á Caballert por dicha desposesion, su derecho á reclamar- 
los no puede fundar una excepción que le sea permitido hacer 
valer en el presente juicio, no constituyendo tales perjuicios un 
crédito líquido, ni dando mérito, por lo mismo, á la compensa- 
ción que ha opuesto el ejecutante. 

Por estos fundamentos, y los concordantes de la sentencia 
apelada : se confirma ésta, en cuanto manda llevar adelante la 
ejecución, con declaración de que ésta se hará efectiva por la 
suma de tres mil pesos moneda nacional, con más sus intereses 
desdóla fecha déla demanda y las costas del juicio, que son á 
cargo del ejecutado, con arreglo al artículo doscientos setenta 
y siete de la ley de Procedimientos; quedando en estos términos 
modificada la citada sentencia. Repuestos los sellos, devuél- 
vanse, pudiendo notificarse con el original. 

BENJAMÍN PAZ.— LUIS V. VARE- 
LA . —ABEL BAZAN .— OCTAVIO 
BUNGE. —JUAN E. TORREN!. 
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1.1II 



Don Adolfo Maníels y Don Casimiro De fíruyny contra don 
Pedro S. César, por cobro ejecutivo de pesos ; sobre inhabi- 
lidad de titulo. 



Sumario. — 1° No es admisible la excepción dé inhabilidad de 
título contra pagarés de cantidad líquida, reconocidos en jui- 
cio. 

2° El juicio ordinario promovido sobre rescisión de contrato 
causa de los pagarés ejecutados, no puede enervar la acción eje- 
cutiva de estos. 



Caso, — Don Adolfo Mantels se presentó ante el Juzgado Fe- 
deral con dos pagarés de fecha 30 de Setiembre de 1889, por la 
cantidad de 104.152 pesos 66 centavos cada uno, firmados po'r 
don Pedro S. César á favor del mismo señor Mantels, y don Ca- 
simiro De Bruyn, como parte del precio de un terreno que les 
había comprado por escritura de dicha fecha pasada ante el 
Escribano don Ramón F. Lagos, quedando los pagarés garanti- 
dos con hipoteca del mismo terreno. El primer pagaré es á tres 
meses de su fecha y el segundo es á seis meses; pero por conve- 
nio posterior, vencían ambos el 30 de Julio de 1890. 

Con esos pagarés, Mantels y De Bruyn solicitaron diversas 
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diligencias precautorias; y con fecha 25 de Junio de 1892, Man- 
tels pidió que don Pedro S. Cesarlos reconociera. 

César los reconoció, 7 se libró después contra él, el auto de 
solvendo. 

£n el acto de diligenciarse el mandamiento de ejecución j 
embargo, César expuso: Que no abonaba la suma que se le re- 
clama, por carecer de ella en el momento, y no daba bienes á 
embargo, por no tener. 

Citado de remate, expuso el ejecutado: Que oponía la excep- 
ción de inhabilidad del título; 

Que los pagarés provienen de un contrato bilateral celebrado 
con el señor Mantels, por el cual éste se obligaba á venderle 
lotes de terreno que se hallaban gravados con una hipoteca al 
Banco Hipotecario Nacional por 300.000 cédulas, obligándose 
á transferirle esa hipoteca; 

Que después de hecha la escritura y de otorgados los paga- 
rés, se encontraron con que el contrato era imposible legalmen- 
te, por cuanto una disposición de la ley orgánica del Banco 
Hipotecario, hacía imposible la transferencia de la hipoteca, 
objeto primordial que se tuvo en vista al celebrar el con- 
trato; 

Que existiendo una imposibilidad legal para llevar acabo el 
contrato, la negociación quedó sin efecto, hecho aceptado y re- 
conocido por el mismo señor Mantels, aunque después haya 
pretendido lo contrario, promoviendo la ejecución; 

Que así, los pagarés no tienen valor alguno y son inhábiles 
para promover un juicio ejecutivo; 

Que hallándose pendiente ante el Juzgado de lo Civil y Co- 
mercial, la cuestión principal que envuelve estos incidentes, no 
puede proseguirse este juicio, mientras no se resuelva aquel. 

Pidió que no se hiciera lugar, con costas. 

Corrido traslado, don Adolfo Mantels pidió que se rechazara 
la excepción, con costas. 
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Dijo : Que loque César pretende, es desvirtuar la acción ej 
cntiva á mérito de una demanda ordinaria que ha promovit 
contra don Casimiro De Bruyn y contra él (Mantels) ante 
otro Juzgado Federal de laCapitul; 

Que si pudiera el ejecutado hacer esto, no habría ejecuci( 
que no estuviera en su mano paralizar; 

Que no es exacto que el contrato de que emanan los pagaré 
haya quedado sin efecto, de acuerdo de partea, y tan esfasf, qi 
la demanda de César en que tal pretendia, fué contestada opi 
niéndose á ello; 

Que la presente ejecución ha sido iniciada de conformidad 
lo dispuesto por los artículos 248, 249, inciso 5", y 251 de 
ley de Procedimientos, pues los pagarés reúnen todos his ri 
qtiisitos del titulo ejecutivo; 

Que la excepción opuesta es improcedente y as{ lo ha decL 
rado la Suprema Corte, en el caso que se registra en el too: 
XX, página 119 de los fallos. 



Falla del Jues Federal 



BueDOs Aires. Marzo 30 dt: 1693. 

T vistos: por los fundamentos legales del escrito de foja 99 
los concordantes del citado fdllode la Suprema Corte : resueh 
no hacer lugar á la excepción deducida y mando que se lie' 
adelante la ejecución hasta hacerse al acreedor pago del capí 
tal, intereses y costas, 

Bepóngase el papel. 

J. V. Lalanne. 
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Fallo de ím üiiprenia Corte 

Buenos Aires, Abril 3 de 1894. 

Vistos 7 considerando : Que los docamentos de fojas seis y 
siete, no han sido argüidos de falsos, ni se ha opaesto contra 
ellos ningún vicio de nulidad . 

Que la cantidad á que be refieren es una cantidad líquida, de 
plazo vencido j han sido reconocidos judicialmente á foja 
ochenta y dos. 

Que siendo esto así, la excepción de inhabilidad para ejecu- 
tar, opuesta contra ellos, es inadmisible. 

Que el juicio ordinario promovido sobre rescisión del contra- 
to cansa de esta obligación^ hallándose en tramitación, no pue- 
de enervar la acción ejecutiva, fundada en documentos que la 
traen aparejada y cuyo ejercicio está sometido á reglas pecu- 
liares de procedimiento. 

Que la sentencia en el juicio ejecutivo no produce el efecto 
de cosa juzgada para el juicio ordinario pendiente entre las 
mismas partes. 

Por estos fundamentos, se confirma con costas, el auto apelado 
de foja ciento veinte y cuatro. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín paz.— LUIS V. VÁRELA. 
—ABEL BAZAN.— OCTAVIO BDN- 
GE.— JÜAEN . TORRENT. 
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C4IJI§iA I.IV 



Juzgado Federal de Mendoza; sobre nombramiento 

de empleados 



Sumario, — No pueden aprobarse las medidas de los Jueces de 
Sección, sobre nombramiento de empleados no autorizados por 
la ley. 



Caso. — Lo indica el siguiente 



ACUERDO 



Mendoza, Octubre 2 de 1892. 

£n la ciudad de Mendoza, á 1° de Octubre del año 1892, reu- 
nidos en el salón del Juzgado Nacional el señor Juez Federal y 
el Procurador Fiscal por ante el infranscripto Secretario auto- 
rizante, á objeto de obviar las dificultades que entorpecen la 
marcha del Juzgado en la tramitación de las causas, por estar 
incompleto su personal y no haber hasta ahora el Superior Go- 
bierno ni el Soberano Congreso llenado las deficiencias notadas 
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eü los informes oficiales al Excelentísimo señor Ministro de 
Justicia, de fecha 28 de Febrero de 1891 y 21 de Febrero de 
1892, hicieron constar: 

Que dado el creciente aumento de causas y consiguiente mo- 
vimiento del despacho hace dos años, era llegado el caso ine- 
ludible de adscribir á la secretaría un empleado más que auxi- 
liara al actuario en su tarea fuera de oficina y de las horas ofi- 
ciales de despacho, sin lo cual el servicio público continuaría 
siendu deficiente y materialmente imposible dentro de los tér- 
minos de la ley de Procedimientos. 

Que no estando creado ese empleado ni fijada la asignación 
de su sueldo en el Presupuesto Nacional, el Juzgado estimaba 
que disposición alguna legal se oponía á su nombramiento, siem- 
pre que no se gravase el Erario nacional con nuevas erogacio- 
nes por ello. 

Que análogo precedente existía en Córdaba, donde el señor 
Juez de Sección había dotado á su oficina con un empleado fue- 
ra del Presupuesto, cuyos servicios eran remunerados exclusiva- 
mente por el Banco Nacional de aquella ciudad. 

Que el gerente de esta sucursal de dicho establecimiento, el 
Secretario titular y el Oficial de Justicia, habían ofrecido rei- 
teradamente contribuir á prorata al abono del sueldo de dicho 
empleado. 

Que esto facilita la marcha regular del Juzgado y la distri- 
bución equitativa del múltiple trabajo que pesa sobre el incom- 
pleto personal actual, á la vez que beneficia al público y salva 
el decoro mismo de esta repartición, afectado por las anóma- 
las condiciones de su funcionamiento, desde que el Congreso, por 
razones de economía, suprimió al escribiente. 

En mérito de estas consideraciones, el señor Juez con la con- 
formidad del Procurador Fiscal, resolvió lo siguiente: 

i" Habilitar á don Manuel Flores para practicar toda notifi- 
cación ó diligencia fuera de la oficina, con las obligaciones y res- 
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poDsabilidades que impone la ley orgánica á los Escribanos 
Beceptores de los Juzgados de esta Provincia, recibiendo como 
única remuneración las sumas expontáneamente ofrecidas. 

2° Que el nombrado desempeñe este cargo provisoriamente 
Ínter la Suprema Corte aprueba esta resolución y el Superior 
Gobierno ó el Soberano Congreso provean definitivamente á la 
creación de un empleado en propiedad. 

3^ Que para entrar á funcionar, preste el juramento de ley y 
ejercite el cargo sin perjuicio de sus deberes como ordenanza de 
este Juzgado, consagrando al efecto el tiempo necesario fuera 
del despacho oficial diario. 

4° Que esta resolución se comunique á la Suprema Corte y al 
Ministerio de Justicia, dejándose constancia en el libro de actas 
de este Jazgado. 

Con lo que terminó este acto que firmó el señor Jaez de Sec- 
ción y Procurador Fiscal por ante mide que doy fé. 

Juan N. Godoy. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Febrero 6 de 1893. 
Suprema Corte: 

En el acuerdo celebrado por el señor Juez Federal y Procura- 
dor Fiscal de la Sección nacional de Mendoza, de [que da cuenta 
el testimonio precedente, se autoriza al actual ordenanza de 
ese Juzgado: 

V Para ejercer oficio de escribano, practicando notificacio- 
nes y diligencias de actuación; 

T. V 15 
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2^ Para recibir donaciones voluntarias de las partes intere- 
sadas, compensatorias de aquello^ servicios públicos; 

3^ Para practicarlos fuera de las horas hábiles. 

Tales autorizaciones no emanan de atribución constitucional 
ó legal de aquellos funcionarios. 

Es atribución del Honorable Congreso, según el artículo 67 de 
la Constitución nacional, crear y suprimir cargos, fijar atribu- 
ciones, etc., etc. 

En ejercicio de esa atribución, la ley de26de Agosto de 1863, 
organizando el personal de los Juzgados nacionales de sección, 
les asigna en su artículo 1^ un escribano de actuación y diligen- 
cias, y por su artículo 14 prohibe á los escribanos de actuación 
recibir dádivas de las partes interesadas en diligencias judicia- 
les. 

Leyes posteriores de procedimientos, lo mismo en lo criminal 
que en [lo civil y comercial, contienen prescripciones análogas. 

El señor Juez de Sección y el señor Procurador de Mendoza, 
no han podido, por carecer de atribuciones, acordar al ordenan- 
za del Juzgado funciones de Escribano, invadiendo las peculia- 
res del Honorable Congreso y contrariando leyes prohibitivas 
expresas. 

Por ello, si V. E. pudiera conocer y pronunciarse sobre el 
mérito legal de tal acuerdo, jamás podría aprobar un procedi- 
miento conculcatorio de las leyes de jurisdicción y procedi- 
mientos. 

Sabiniano Kier, 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Marzo 20 de 1894. 
Suprema Corte: 

Con motivo de igual acuerdo de las mismas autoridades ju- 
diciales de Mendoza, elevado á la aprobación de y. £., expedí 
un dictamen denegatorio, en 6 de Febrero de 1893. 

Reproduzco aquel dictamen, rogando á y. E. quiera tenerlo 
á la vista al dictar resolución. 

En cuanto á los nuevos empleados requeridos para el mejor 
funcionamiento del Juzgado, el ilustrado criterio de y. E. po- 
drá apreciar con mayor aciértela necesidad 6 conveniencia de 
sn creación, y en caso afirmativo, apoyarla ante el P. £. ó el 
Honorable Congreso. 

Sabiniano Kier. 



ReMoluclon de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Abril 3 de 1894. 

yistos en el acuerdo: los oficios y actas del juzgado Federal 
de la sección de Mendoza, corrientes á foja cuatro y fojaocho, y 
de conformidad con lo expuesto por el señor Procurador Gene- 
ral en sus dictámenes de fojas seis y doce : no ha lugar á la 
aprobación de las medidas á que aquellas actas se refieren, de- 
biendo así avisarse en respuesta á dicho Juzgado, con trans- 
cripción de los mencionados dictámenes del señor Procurador 
General. 

BÍ^NJAMIN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. 
—ABEL BAZAN. — OCTAVIO BÜN- 
GE.— JUAN E. TORRENT. 
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I.V 



Don Juan O'Connor contra la sucesión Mabragaña, por cobro 
de pesos; en recurso de sentencia de los Tribunales de la 
Capital. 



Sumario, — 1"* No procede el recurso á la Suprema Corte de 
la sentencia de un Tribunal inferior de Provincia que ha que- 
dado firme por deserción de recurso, debido á omisión de la 
parte. 

2"" El fallo de la serie S", tomo 5°, página 302, motivado por 
las circunstancias especiales del caso, no aprecia si había tenido 
lugar la deserción del recurso. 



Caso. — Lo explica el siguiente 



RECURSO 



Suprema Corte : 

El doctor Hall con la representación de don Juan O'Connor, 
ante V. E., en la mejor forma en que por derecho haya Jugar, 
parezco y digo : 
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Que de acuerdo ootí lo preceptuado en el artículo 229 de la 
ley de Procedimientos nacionales, vengo á recurrir directa- 
mente en queja ante Y. E. por apelación denegada, á.fin de que 
se sirva ordenar la remisión de los autos que más adelante ex- 
presaré, debiendo en justicia otorgárseme la apelación dene* 
gada. 

Los antecedentes del presente recurso son los siguientes: 

Por ante el Juzgado del doctor Saavedra seguía un juicio con 
la sucesión de Mabragaña, en representación de don Juan 
O'Connor, sobre impugnación de un depósito hecho por éste. Di- 
cho depósito había sido hecho en pesos moneda nacional de curso 
legal, por su valor escrito, el que fué impugnado por la sucesión 
deMabragaña, alegando que el depósito debió hacerse en pesos 
oro sellado efectivo y sonante, ó en pesos moneda nacional de 
curso legal por su valor corriente en plaza . 

£1 señor Juez Saavedra declaró que el pago debía hacerse e)i 
pesos oro sellado ó en moneda nacional por su valor corriente 
en plaza el día del vencimiento de la obligacioi), invocando la 
ley del Congresa que declaró de curso legal los billetes de 
Banco. 

Mi parte sostiene que con arreglo á esa misma ley del Con- 
greso su obligación queda cumplida pagando con billetes de Ban- 
co por su valor escrito. 

De esa sentencia del señor Juez doctor Saavedra se imterpu- 
so apelación; elevados los autos á la Excelentísima Cámara, ese 
Tribunal, computando el término en una forma inusitada, decla- 
ró desierto el recurso. De esta sentencia pedí reposición é inter- 
puse el recurso de apelación; á ninguno de los dos recursos se me 
hizo lugar, como tampoco al de nulidad que interpuse. 

La Excelentísima Cámara, al no hacer lugar al recurso inter- 
puesto, decía lo siguiente : 

c Y considerando en cuanto al recurso de apelación subsidia- 
riamente interpuesto en el citado escrito de foja 205, que no es 
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el caso previsto por el artículo 14 de la ley de 14 de Setiembre 
de 1863, no ha lugar tampoco á dicho recurso. > 

' Yo pregunto, Excelentísimo señor, ¿por qué no es el caso del 
artículo 14 de la ley de 1863 ? La Cámara no se ha dignado de- 
cirlo. Ella lo sabe y eso basta. 

Lo que mi parte puede decir, es que se trata de un caso ape- 
lable ante Y. E. y esto viene ¿ salvar cuantiosos intereses com- 
prometidos ante un Tribunal como la Excelentísima Cámara, 
que no ha respetado ni la Constitución ni la ley nacional de 
1863 y los precedentes de V. E. establecidos en otros casos, 
cuando ha resuelto: caunque la sentencia final de los Tribuna- 
les de provincia no entre al fondo de la cuestión y solamente 
declare desierto el recurso de apelación interpuesto del de 1* 
Instancia, procede el recurso del artículo i 4 de la ley de Juris- 
dicción y competencia de los Tribunales nacionales si en el 
pleito se ha puesto en cuestión éste (tomo 5°, página 302, serie 3*). 

Y. E. se convencerá de la magnitud de los derechos lesio- 
nados violando las leyes terminantes que rigen el caso en cues- 
tion. 

Lo que esa Cámara ha hecho no es administrar, ha ido contra 
todo lo que hay de más digno de respeto en este país, ha ido 
contra la Constitución, ha ido contraía ley de procedimien- 
tos, ha ido contra la jurisprudencia sentada por Y. E. 

En aquel Tribunal se manda notificar las sentencias definiti- 
vas por nota. ¿Qué es esto, Excmo. señor? ¿Que los resortes 
de la Justicia no han podido resistir el empuje poderoso que to- 
do lo desquicia? Una sentencia definitiva, notificada por simple 
nota de no haber comparecido la' parte á notificarse, es algo que 
repugna á los dictados de la razón que es su base moral y el f ur- 
dameoto de toda sociabilidad. 

Hablo, Excelentísimo señor, con los respetos que merece 
aquel Tribunal, pero alguna vez es necesario decir la verdad pa- 
ra que se conozca, y alguien es necesario que la diga. Y. E. verá 
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si yo tengo razón al decir loque dejo expuesto, cuando venga 
el expediente á este augusto Tribunal. 

Paso á fundar el derecho que me asiste para que Y. E. se sir- 
va conocer en grado de apelación del litigio que motiva esta 
queja. 

La defensa de mi parte se ha fundado en la inteligencia que 
debe darse á diversas leyes especiales que han regido la moneda, 
á saber: 

i"" La ley de 29 de Setiembre de 1875^ que creó el peso fuerte* 

2"" La de 25 de Setiembre de 1876^ que creó billetes de pesos 
fuertes de curso legal; 

3^ La de 5 de Noviembre de 1881, que dispuso la renovación 
de todas las emisiones por emisiones á moneda nacional; 

^'^La ley de 19 de Octubre de 1883, que señaló término 
para el retiro de las emisiones; 

5® La ley de 15 de Octubre de 1885, que autorizó el curso le- 
gal de la moneda nacional. 

Fundado en la inteligencia que debe darse á estas leyes, he 
sostenido que mi parte estaba eximida de hacer un pago en oro, 
como se lo exige el acreedor. 

Con estos antecedentes, si la Excelentísima Cámara de Apela- 
ciones hubiera procedido con espíritu de rectitud y de justicia, 
no hubiera podido desconocer la procedencia del recurso que 
me ha negado, pues con tales circunstancias el caso se encuen- 
tra comprendido precisamente en los términos de la ley de 14 
de Setiembre de 1863, artículo 14, inciso 3°, no hubiera podido 
negar que se trataba de la inteligencia de leyes del Congreso, y 
que la ejecución había sido hecha contra una exención acordada 
por dichas leyes. 

Siendo así de toda evidencia comprendida dentro de los tér- 
minos de un texto expreso de la ley la apelación que interpuse 
ante la Excelentísima Cámara de la Capital, ese Tribunal ha di- 
cho que no era el caso de ocurrir ante Y. £. y ha denegado el 
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recurso á la violación de la ley de Procedimientos para la Capi- 
tal, fundándose en no estar comprendida dicha ley del Congre-' 
so en las excepciones comprendidas en el artículo 15 de la ci- 
tada ley de 14 de Setiembre de 1863. 

Por todo lo expuesto á V. E. solicito se sirva proveer de con- 
formidad álos siguientes puntos: 

1° Tener por interpuesto, en tiempo y forma el recurso de que- 
ja que deduzco; 

2** Ordenar se remitan les autos por informe y concedérseme 
el recurso; 

3"" Declarar nulo el procedimiento observado por la Excelen- 
tísima Cámara y en oportunidad resolver la revocación de la 
sentencia dada contra mi parte; 

4^ Parala substanciación del recurso, emplazar á las partes á 
fin de expresar agravios. 

Será justicia que pido. 

José J. HalL 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Julio 20 de 1893. 
Suprema Corle : 

La sentencia de 1** Instancia, corriente á foja 178 de estos au- 
tos, declaró que el pago demandado debía hacerse en oro sellado, 
con sujeción á las disposiciones de la ley del Congreso del 15 de 
Octubre de 1885 y artículo 61 9 del Código Civil. 

Esta sentencia fué apelada para ante la Excelentísima Cá- 
mara de la Capital y otorgado el recurso, y después de los trámi- 
tes y procedimientos corrientes á fojas 189, 192, 197 y 199, 
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aqael Tribunal declaró, por auto corriente áfoja 203 vuelta, la 
deserción del recurso. 

Es contra este auto de la Cámara de la Capital que se ha trai- 
do ante V. E. el recurso directo por denegación, de foja 215, 
fundado] en que no es el caso previsto por el artículo 14 de la 
ley de 14 de Setiembre de 1863. 

En efecto, ese artículo 14 de la ley sobre competencia de la 
Justicia Nacional es el que rige los únicos casos, en que por ex- 
cepción á las reglas generales del procedimiento, un juicio ra- 
dicado y fenecido en los Tribunales Provinciales 6 de la Capi- 
tal, puede subir en apelación á la Suprema Corte Nacional. 

Pero para que tal recurso proceda, el artículo citado requie- 
re que la sentencia definitiva sea dictada por los Tribunales 
Superiores de Provincia y que en el pleito se haya puesto en 
cuestión la validez ó el alcance de una ley del Congreso, y la 
resolución haya sido contraía validez ó privilegio que en ella 
se funda y sea materia ^e litigio. 

Son estas dos circunstancias reunidas, las que sustentan el 
derecho al recurso. De otro modo, una sentencia de 1** instan- 
cia, podría traerse al conocimiento de Y. E. sin haber obteni- 
do decisión ajguna de las Cámaras de apelación, ya porque no 
fuera apelada en tiempo, para ante esa Cámara, ya porque de 
serlo, se hubiese constituido el recurrente en rebeldía, y dado 
mérito ala declaración, sobre deserción del recurso. 

Pero una sentencia de 1° Instancia, no puede venir jamás de 
la jurisdicción provincial directamente á la decisión de Y. E. 

T es lo mismo al respecto, que ella se traiga sin haber de- 
ducido el recurso de apelación ante el Juez de 1" Instancia, ó 
habiéndolo deducido, pero desertado en la segunda y producido 
su deserción. La deserción, en tal caso, es exactamente igual en 
sus efectos á la falta de interposición. 

La sentencia de 1^ Instancia consentida y apelada, pero aban- 
donado el recurso, queda siempre una sentenciado l'^ Instancia, 
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mencionada en el caso, decretada al|día siguiente de su fecha, 
ni la de foja ciento noventa y cinco, al objeto de la absolución 
deposiciones que se mandaron reservar para su oportunidad^ da- 
dos su objeto y tramitación regular, llevaran consigo la sus- 
pensión de los plazos establecidos, cuya duración en caso inver- 
so^ quedaría á merced de los interesados, suspensión que en 
relación al escrito de posiciones fué especialmente negada por 
el auto de foja ciento noventa y siete vuelta. 

Quinto: Que declarada la deserción en mérito de los antece- 
dentes considerudos^y de lo dispuesto en el artículo doscientos 
cuarenta y dos del Código de Procedimientos para la Capital, 
que contiene las reglas á que deben someterse los Tribunales 
de la misma, la instancia quedó terminada, y como consecuen- 
cia, firme la sentencia de foja ciento setenta y ocho, tal como si 
no hubiese sido apelada. 

Sexto: Que puesta así la Cámara de Apelaciones en la impo- 
sibilidad legal de continuar adelante sus procedimientos, no ha 
podido pronunciarse sobre el fondo de la cuestión que hizo la 
materia del litigio, y esto por hecho imputable á la parte. 

Séptimo: Que esa situación jurídica trae como consecuencia 
forzosa la improcedencia del recurso interpuesto ante esta Su- 
prema Corte, que no puede conocer en última instancia de sen- 
tencia que no ha podido ser apreciada por el Tribunal que en su 
caso habría sido llamado ó pronunciarse en segunda, porque se- 
gún lo dispone el artículo catorce de la ley de jurisdicción y 
competencia de ios Tribunales Federales, los juicios radicados 
en los Tribunales de Provincia, á que se equiparan los de la Ca- 
pital (artículo noventa de la ley orgánica), deben fenecer en la 
jurisdicción provincial y sólo son apelables para ante la Su- 
prema Corte las sentencias definitivas pronunciadas por los 
Tribunales Superiores de Provincia; y porque lo contrario, co- 
mo acontecería en el caso sub-judicCy importaría autorizar la 
apelación de las sentencias de primera instancia en contra- 
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vención á la prescripción del citado artículo y á la jurispruden- 
cia establecida en conformidad con esa disposición legal (Fallos, 
serie segunda, tomo veinte, página trece^ y otros de que se 
desprende igual doctrina). 

Octavo: Que el fallo invocado por el apelante, recaído en la 
causa que se registra en el tomo quinto, serie tercera, página 
trescientas dos, motivado en las circunstancias peculiares del 
caso, y en el que no se aprecia si la deserción había en efecto 
tenido lugar, no puede hacerse valer con éxito en la presente, 
cuando está demostrado que por omisiones^impntables á la parte, 
el recurso quedó desierto, y por tanto^ la sentencia de primera 
instancia debe reputarse consentida y no apelada (artículos 
doscientos cuarenta y dos del Código de Procedimientos para la 
Capital, y doscientos diez y siete de la ley de Procedimientos 
Federales). 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo pedido por el se- 
ñor Procurador General : se declara no haber lugar al recurso 
interpuesto y devuélvanse los autos al Tribunal de su proce- 
dencia, previa reposición del papel. 

benjamín paz.— luis V. VÁRELA. 

— ABEL BAZAN ( Conforme 
desde el 5° considerando). 

— OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
E. TORRENT. 
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CAUSA I.¥I 



Don José V. Benitez contra el Ferrocarril del Sud, por indem- 
nización de daños y perjuicios ; sobre suspensión del término 
para laudar^ é intimación sobre manifestación de confor- 
midad en la prórroga del mismo. 



Sumario, — En un juicio arbitral en que los arbitros han 
pedido que las partes manifiesten si están conformes en prorro- 
gare! término para laudar, elJuez ordinario puede, á instancia 
de un arbitro 6 de la parte^ intimar se manifies¿e la conformi- 
dad 7 suspender el término corriente mientras se produzca la 
manifestación . 



Caso, — Las partes convinieron someter la resolución del liti- 
gio, para en todo tiempo, al fallo de arbitros, acordando á estos 
el término de quince días para laudar, á contar desde la última 
aceptación. 

El arbitro tercero señor Luís M. Dojhenard, aceptó el cargo 
en diez j nueve de Febrero ; y el veinte j siete del mismo mes 
los señores Gainza y Bodriguez, arbitros respectivamente del 
Ferrocarril del Sndy del señor Benitez, concurrieron ala Secreta- 
ría del Juzgado para constituir el Tribunal, y el señor Gainza 
manifestó : que siendo insuficiente el término para laudar, y 
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debiendo hacer un estudio del expediente y decretarse algunas 
diligencias que requieren mucho mayor tiempo que el acordado, 
lo hacía presente para que se solicite de los interesados una 
prórroga de dicho término, en la inteligencia de que si no se le 
concedía, se vería en la necesidad de renunciar el cargo. 

El arbitro señor Rodríguez dijo: que ante tal manifestación, 
no tenía incouTrniente en que se solicitara de las parles quince 
días más para laudar. 

En consecuencia, resolvieron que el Secretario requiera de 
los interesados si están conformes en acordar dicha prórroga, 
debiendo hacer la manifestación en el acto de la notificación. 

Notificado el representante del Ferrocarril en 1° de Marzo, 
dijo haría por escrito la manifestación. 

Benitez, en la misma fecha, manifestó que está conforme en 
acordar la prórroga pedida. 

En ese mismo día. I"" de Marzo, el arbitro Rodríguez ordenó 
se hiciera constar que había concurrido á la Secretaría á fin 
de fijar el día en que debía oirse á las partes en audiencia, con 
arreglo á la cláusula 5' del compromiso ; que antes de hacerlo 
había invitado para que concurriera á este mismo acto, al arbi- 
tro señor Gainza, que se había negado á hacerlo en una carta 
que con esta misma fecha eleva al Juzgado, pidiendo la suspen- 
sión del término y resuelva loque crea conveniente, en vista de 
la terminante negativa de dicho señor á concurrir y no estar en 
su mano el obligarlo á ello, mandando se haga saber á las partes 
á fin de salvar su responsabilidad. 

La carta aludida es del tenor siguiente: 

€ Señor Agustín I. Rodríguez: Muy señor mío : He recibido 
la carta de Vd, fechado hoy, en la que me invita á concurrir 
mañana á La Plata con el objeto de activar nuestro cometido 
en el juicio seguido por don José V. Benitez contra la Em- 
presa del Ferrocarril del Sud ; como ya he manifestado á Vd., no 
he podido ocuparme en tiempo de ese asunto, por haber estado 
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ausente por mis muchas ocupaciones y por desgracias de familia, 
razón por la cual he solicitado un plazo de quince días más ; 
mientras ese plazo no me sea acordado, no produciré diligencia 
alguna, pues en el tiempo que falta para el* vencimiento del prime- 
ro, no me es posible dar mi fallo con los fundamentos que debo 
presentar. Son esas las razones que me me inducen á no con- 
currir á la inTitacion de Vd. Saluda á Vd. S. S. S. — Alberto 
de Gainza. — Buenos Aires, Febrero de 1894.» 

El mismo día 1'' de Marzo, el señor Rodríguez presentó al 
Juzgado el escrito á que se refiere en la exposición anterior, 
en el cual hace presente las diversas ocasiones que ha visto al 
señor Gainza para que se reunieran^ y la negativa de éste á con- 
currir, como resulta de la carta que acompaña^ y termina pi- 
diendo que con suspensión del término, se ponga en conoci- 
miento de las partes lo ocurrido, á ñn de que resuelva lo que 
juzguen conveniente. 



Auto del «iuesE Federal 



La Plata, Marzo 1* de 1894. 

Hágase saber á las partes, declarándose suspendido el tér 
mino para laudar. 

Aurrecoechea. 



Con fecha 5 de Marzo, la/partedeBenitez ocurrió al Juzgado 
exponiendo: que no habiendo la parte del Ferrocarril manifestado 
su conformidad ó disconformidad con la prórroga pedida, y estan- 
do dispuesto á exigir el cumplimiento de lo pactado, solicita: 
I'' se intime al representante de la Empresa haga tal manifes- 
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tacioQ dentro de 24 horas, bajo apercibimiento que, de no asen- 
tir á la prórroga pedida por el señor Gainza, se tendrá á éste 
por renunciado del cargo, en vista de que éste manifestó no 
querer continuar en él, si aquella no le es acordada; 2** que en 
caso de no conceder la prórroga pedida, presente el arbitro reem- 
plazante del señor Gainza, dentro de un plazo que se le fijará al 
efecto, el que á su turno deberá fallar en el término pactado, 
bajo apercibimiento que si no lo hiciere, se le tendrá por lau- 
dado. 



Fullo del Juez Federal 



La Plata, Marzo 5 de 1894. 

Al primer puoto como se pide, bajo apercibimiento de lo que 
hubiere lugar. Al segando, téngase presente. 

Aurrecoechea. 






Fullo de ln Suprem» Corte 



Buenos Aires, Abril 7 de 1894. 

Vistos: Considerando que la suspensión del término para 
laudar, decretada por el Juez aquOj tiene por único objeto hacer 
que las partes manifiesten su conformidad ó disconformidad 
en prorrogar el término para laudar que les acuerda el compro- 
miso de foja ciento, sesenta y cinco, y que los arbitros pidieron 
por su auto de foja cuatrocientos setenta y ocho vuelta. 

Que habiendo la parte del Ferrocarril dicho, á foja cuatro- 

T. V 16 
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cientos setenta j nueve, que liaría por escrito su manifestación 
al respecto, en vez de hacerlo en el acto de la notificación, como 
los arbitros lo ordenaron, no ha cumplido esa promesa^ guar- 
dando silencio hasta el presente. 

Que el ocurso al Juez de Sección por parte del arbitro señor 
Rodríguez, se funda en el hecho constante en autos de que el 
arbitro del Ferrocarril, señor Gainza, se h^ negado á concurrir 
á formar Tribunal ni á producir acto alguno en el arbitraje, si 
no se le acuerda la prórroga del término para laudar, que tiene 
solicitada. 

Que la providencia del Juez a quo que ordena la suspensión 
mencionada, no perjudica ningún interés legítimo ni menos- 
caba tampoco derecho alguno de las partes, desde que tiene por 
objeto conservar en beneficio común el término aún no trans- 
currido del que ellos fijaron á los arbitros para laudar. 

Que los fallos de esta Suprema Corte invocados por la parte 
del Ferrocarril, no se oponen á la intervención que el Juez ha 
tomado en esta causa, pues que, al contrario, dichos fallos reco- 
nocen que el Juez ordinario está suficientemente facultado para 
adoptar las medidas conducentes á hacer que los arbitros cum- 
plan con su mandato. 

Por estos fundamentos, y no haciéndose lugar al recurso de 
nulidad, por no ser procedente, seconfirman con costas los autos 
apelados de fojas cuatrocientos ochenta y cinco y cuatrocientos 
ochenta y nueve. 

Repuestos los sellos devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. YARE- 
LA.— ABEL BAZAN. — OCTAVIO 

BUNGE (en disidencia). — 

JUAN E. TORRENT. 
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DISIDENCIA 



Vistos y considerando : Primero; Que el juicio arbitral so 
constituye por la voluntad de las partes y se prosigue con su- 
jeción á las bases que ellas estipulan en el compromiso. 

Segundo: Que tanto lo estipulado en el compromiso de foja 
ciento sesenta y cinco, cjmo lo dispuesto por la ley, no autoriza 
al Juez letrado para intervenir en ei juicio arbitral ó prorrogar 
el término fijado para el pronunciamiento del laudo, limitán- 
dose la facultad del Juez únicamente á compeler á los arbitros 
á fin de que dicten su fallo, dentro del plazo fijado por las 
partes. 

Tercero: Que ]a suspensión del término importa en el hecho 
una prórroga que sólo incumbe conceder á las partes que son las 
que han constituido la jurisdicción de los arbitros y fijado las 
bases del procedimiento. (Ley veintisiete, título cuarto, par- 
tida tercera). 

Por estoy con arreglo á la jurisprudencia de esta Suprema 
Corte ( serie primera, tomo tercero, página doscientos treinta y 
nueve), se revocan los autos apelados corrientes á fojas cuatro- 
cientos ochenta y cinco y cuatrocientos noventa, y devuélvan- 
se reponiéndose el pape). 

OCTAVIO BUNGE. 
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CAUSA I.VII 



Criminal^ contra Don Valentín Ortiz; sobre infracción de la 

ley nacional de elecciones . 



Sumario. — La citación y audiencia del acusado, son substan 
cíales en todo juicio, aunen los de procedimiento breve y suma 
rio, y su omisión anula todo lo obrado. 



Caso. — Lo indica el 



Fullo del «iuesB Fedeml 



Rioja, Febrero 14 de 1894. 

Autos y Tistes : Resultando : 1^ Que el ciudadano Don Do- 
mingo H. Luna, Don Juan Francisco Sánchez, Don Cruz Yera^ 
Don Jacinto 6. Eincon, y Doctor Pelagio 6. Luna, denuncian 
el hecho de que el ciudadano Don Valentín Ortiz, es portador 
de unas actas de elección nacional practicada el día 4 del co- 
rriente, en el departamento cSan Martin», para un Diputa- 
do al honorable Congreso, las mismas que habían venido abier- 
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tas, para ser entregadas en ese estado, al señor Arturo Cas- 
taño. 

S"" Que el señor Ortiz al venir á esta ciudad el día 10 del co- 
rriente, se había detenido antes de llegar, á algunas leguas, 
enviando dichas actas con un chasque, á su hijo Arturo Ortiz. 

3° Que los señores D. Abel Sotomayor Bazan y Don Abel D. 
Carrizo, han visto y examinado dichas actas, por habérselas 
mostrado el señor Ortiz (hijo). 

4° Que momentos después de haber tenido lugar los hechos 
expresados, circulaba profusamente un boletin de parte del 
círculo político que sostiene la candidatura de Don Arturo Cas- 
taño, en el que se afirmaba haber obtenido éste una mayoría 
de doscientos treinta votos, en la elección del departamento re- 
ferido. 

5^ Que esa cifra de sufragantes, no coincide con la que 
arrojan las actas de que tuvieran conocimiento horas antes las 
personas que fueran sabedoras del resultado, Don Abel Soto- 
mayor Bazan y Don Abel D. Carrizopor las actas examinadas 
que daban un total de doscientos cuarenta votos, siendo de 
éstos ciento treinta y seis por la candidatura^Castaño, y ciento 
cuatro por la del Doctor Adolfo E. Dávila. 

6^ Que instruida la correspondiente sumaria, sobre los hechos 
consignados anteriormente, los testigos Don Abel Sotomayor 
Bazan y Don Abel D. Carrizo, añrman que las actas de elec- 
ción de San Martin han sido conducidas por Don Yalentin Or- 
tiz á esta ciudad; quedándose éste como á diez ú once leguas, 
en el camino, y de allí remitidas por chasque á su hijo Artu- 
ro Ortiz, quien se las enseñó abiertas, por no haber visto los 
sobres ( declaraciones de fojas 6 vuelta á 12, contestando á la 
2* pregunta del interrogatorio). 

7*" Que las referidas actas, según manifestación hecha por el 
señor Arturo Ortiz, tenía orden de entregarlas al señor Ar- 
turo Castaño (declaración del testigo Don Abel D. Carrizo, 
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contestando ala 2*" pregunta del interrogatorio), agregando el 
testigo Sotomayor Bazan, en laouarta pregunta, que después 
el señor Ortiz le había dicho haberlas entregado al señor Cas- 
taño. 

8^ Que el día 10 del corriente, en la tarde, llegaron las actas 
á esta ciudad, celebrándose en ese mismo dia el triunfo de la 
candidatura Castaño, por medio de un boletín que circulaba al 
público, dándose una mayoría de doscientos treinta votos, en 
el departamento «San Martin»^ cuyo boletín figura á foja i. 

Y considerando: i^ Que el ciudadano Don Valentín Ortiz está 
constatado ser el portador de las actas de la elección practicada 
el día 4 del corriente en el departamento San Martín para un 
Diputado al honorable Congresode la Nación, y dirigidas á este 
Juzgado, habiendo llegado á esta ciudad el día iO del corrien- 
te, dichas actas. 

2° Que por notas de este Juzgado, corrientes á foja 2, el se- 
ñor Ortiz, ha sido requerido para hacer entrega de las referi- 
das actas, sin que baya dado cumplimiento, ni mucho menos haya 
comparecido á la citación que por dos veces se le ha hecho, pa- 
ra prestar su declaración indagatoria. 

3^ Que la obstinación premeditada y manifiesta, en negarse 
a hacer entrega de las actas dirigidas á este Juzgado, como la 
resistencia á comparecer ante el mismo, constituyen los delitos 
de ocultación fraudulenta, reagravado con el de desacato 
(artículos 261 y 236, inciso 5% Código Penal). 

4'' Quedada la naturaleza de este juicio, según lo define el 
artículo 71 déla ley de elecciones nacionales de 16 de Octu- 
bre de 1877, no está sujeto á los trámites lentos del juicio cri- 
minal ordinario, por lo mismo que se trata de actos que deben 
tener lugar dentro de los términos establecidos por la citada 
ley para la reparación oportuna, en el caso de infracciones á 
la misma. 

Por estas consideraciones, y las concordantes de la acusación 
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Eiscal, debo condenar 7 condeno al ciudadano Don Valentín 
Ortiz, á tres meses de arresto y multa de doscientos pesos mo- 
neda nacional, á favor del consejo de educación de la provincia; 
debiendo hacer entrega inmediata de las actas de la elección 
nacional practicada el día 4 del corriente mes en el departa- 
mento San Martin, de que ha sido conductor, cuyo arresto lo 
sufrirá en el Departamento General de Policía, á quien diríjase 
el oficio correspondiente, para su inmediato cumplimiento; y 
notifíquese esta resolución al Presidente del Consejo de Educa- 
ción. Hágase saber con el original, y archívese en oportuni- 
dad. 

Gaspar N. Gómez. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Marzo 28 de 1894. 
Suprema Corle : 

Contra la sentencia pronunciada á foja 15 por el Juez Fe- 
deral de la Rioja, se concedieron los recursos de nulidad y ape- 
lación interpuestos á foja 24. 

El de nulidad no procede. No sólo no se expresa causal al- 
guna para fundarlo^ sino que no resulta aparente en los proce- 
dimientos; mucho más cuando el procesado se ha constituido 
contumaz, y el artículo 71 de la ley de elecciones nacionales de 
i6de Octubre de 1877, prescribe para estos juicios el conoci- 
miento breve y sumario. 

£1 de apelación aparece justificado. 

Se trata de un delito consistente en la violación de los debe- 
res que impone la ley de elecciones y sujeto por ello, á su ré- 
gimen especial. 
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Está demostrado que el Doctor Ortiz retuvo indebidamente 
las actas de la elección de los departamentos de campaña en 
laEioja; que en vez de remitirlas directamente al Juez de Sec- 
ción, las envió á su hijo Arturo, quien anduvo mostrándolas 
abiertas á varias personas. 

Este hecho constituye una infracción manifiesta de los debe- 
res impuestos on el capítulo Y de la ley de elecciones naciona- 
les ; como esa infracción no tenga en la ley una pena determi- 
nada, cae bajo la prescripción del artículo 69, que impone la 
de veinte á quinientos pesos de multa, para las infraccines no 
previstas por ella, ni en las leyes generales. En nuestra ley 
electoral, la prisión es solamente subsidiaria, 6 disyuntiva, se- 
gún las prescripciones del capítulo XI. 

Por ello, pido á V. E. se sirva revocar la sentencia apelada, 
en cuanto impone al procesado las penas de prisión y multa 
conjuntamente, imponiéndole el mázimun de la multa estable- 
cida en el artículo 69 de la ley de elecciones, que procede en el 
caso, con relación á la gravedad del hecho comprobado. 

Sabiniano Kier. 



Ful lo de ln Supremfi Corte 



Buenos Aires, Abril 7 de 1894. 

Vistos : Considerando : Que la denuncia de foja primera for- 
mula una acusación criminal contra Don Valentín Ortiz, por 
infracciones á la ley de elecciones nacionales. 

Que por más que en esta ley se haya señalado el procedimien- 
to breve y sumario para esta clase de juicios, esto no puede 
importar en manera alguna, suprimir de ese juicio los procedi- 
mientos substanciales en toda causa criminal, tales como la 
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comparecencia del acusado, y audiencia antes de dictársela sen- 
tencia definitiva. 

Que en estos autos el denunciado Don Valentín Ortiz ni ha 
sido citado personalmente, ni oido en forma ni modo alguno 
durante el juicio, lo que importa condenar á Ortiz con flagrante 
violación de las*prescripciones de la Constitución Nacional (ar- 
tículo diez y ocho). 

Que no habiendo sido citado el mencionado Ortiz, mal podría 
ser declarado contumaz, cosa que, por otra parte, tampoco ha 
hecho el Juez aquo por auto alguno de los consignados en este 
expediente. 

Que siendo nulas todas las actuaciones seguidas en tales con- 
diciones, así debe declararse. 

Por estos fundamentos: se declara nulo todo lo obrado desde 
foja cuatro inclusive, y devuélvanse los autos al Juzgado de su 
origen para que proceda con arreglo á derecho. 

benjamín paz.— luis V. VARE- 
LA.— ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE. — JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA I.VIII 



El üoctor Don Silverio Domínguez, por honorarios, en la causa 
criminal contra Quintiliano Olivero; sobre regulación. 

Sumario. — La regulación que se estime equitativa^ debe 
confirmarse. 



Caso. — Eesulta de las siguientes piezas: 



INFORME DEL CONSEJO DE HIGIENE 

Buenos Aires, Noviembre 16 de 1893. 
Sefíor Juez : 

Este departamento ha tomado en consideración en su sesión 
de ayer, los autos remitidos por V. S. para que se regulen los 
honorarios del Doctor Silverio Domínguez, que cobra un mil 
pesos moneda nacional, por reconocimiento é informe médico- 
legal sobre el estado délas tacultadesde Quintiliano Oliver, y 
estima equitativa la suma que por su importante trabajo cobra 
el facultativo nombrado. 

Dios guarde á V. S. 

J. M. Hamos Mejia. 
Nicolás Lozano. 
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Fullo del Jíuex Federiil 



La Plato, Diciembre 12 de 1893. 

Teniendo en cuenta la importancia del informe de fojas 27 á 
40 y el tiempo empleado por el Doctor Silverio Domínguez, en 
el examen del procesado y en vista del precedente dictamen del 
Departamento Nacional de Higiene, el Juzgado resuelve regu- 
lar el honorario de dicho facultativo en esta causa, en la suma 
de un mil pesos nacionales. Hágase saber, y repóngase el 
sello. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Marzo 21 de 1894. 
Suprema Corte : 

El desempeño de una comisión por nombramiento oficial, mu- 
cho más en causas criminales que afectan la vindicta pública, 
debe considerarse como una carga^ No ha de estimarse, enton- 
ces, como una función especulativa ó un motivo de lucro; sino 
como un deber público, que afecta á los que pueden desempe- 
ñarlo en favor de la comunidad social. En su consecuencia, de- 
be ser estrictamente remunerado. 

Estas ideas han sido expresadas ya, en otras ocasiones, ante 
el monto crecido de regulaciones que han llamado la atención 
del Poder Ejecutivo, por absorber en pocos meses, las partidas 
respectivas del presupuesto anual. 
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Reconociendo el mérito científico del informe del señor Doc- 
tor Domínguez, creo, subordinando la regulación recurrida por 
el Procurador Fiscal al concepto expresado, que V. E. podría re- 
ducirla con sujeción á un criterio más equitativo. 

Sabiniano Kier. 



Fullo de ln Suprema Corte 



Buenos Aires, Abril 7 de 1894. 

Vistos : Oido el señor Procurador General, y considerando 
equitativa la regulación que se bace en el auto apelado de foja 
cuarenta y ocbo vuelta : se confirma éste. Devuélvase. 

benjamín paz. — LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE . —JUAN E . TORREN!. 
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CAUSA lilX 



Don Lino de la Torre contra Don Ensebio Villar, por tercería 
de dominio; en recurso de sentencia de los Tribunales de la 
Capital. 

Sumario.— ^0 procede el recurso acordado por el artículo 14 
de la ley sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales 
Nacionales, cuando los tribunales locales interpretan 6 aplican 
los códigos civil, penal, comercial 6 de minería. 



Caso. — Lo indica el siguiente 



RECURSO 

Excelentísima Corte Suprema: 

Lino de la Torre á Y. E., con todo respeto, digo : Que en un 
juicio que sobre tercería de dominio sigo con don Eusebio Villar, 
presenté á la Excma. Cámara en lo Comercial de esta Capital, 
el siguiente escrito : 

€ Excelentísima Cámara de Comercio: 

< Lino de la Torre en autos con don Eusebio Villar sobre ter- 
cería de dominio, tramitados en 1' Instancia por la Secretaría 
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del señor Araojo, á V. E. digo : Que me he impuesto de la 
sentencia que ha recaído en este proceso, y como encuentro que 
ella es motivada á una apelación ante la Excma. Corte Suprema, 
en uso del derecho que me acuerda la ley de 14 de Setiembre 
de 1863, en sus artículos 14; 15, deduzco el expresado recurso 
de apelación. 

«Durante el juicio sostuve que el código rural déla Provincia 
de Buenos Aires, no podía invocarse para justificar ó probar la 
propiedad á los bienes embargados, porque el código civil legis- 
laba sobre la materia, y, por lo tanto, era la única ley aplica- 
ble al caso debatido. 

c No obstante, Y. E. ha considerado que el código rural tenía 
valor sobre el código civil, ó sea, ha estado en favor de la va- 
lidez de una ley provincial sobre una ley nacional, dejando, 
en consecuencia, sin interpretación ni aplicación el Código 

Civil. 

< Siempre respetuoso á las opiniones ajenas, mucho más cuan- 
do ellas se producen por tribunales de la altura de esta Exma. 
Cámara, juzgo, sin embargo, que en el presente caso la ley y la 
equidad me favorecen ; pues V.E. sabe que repetidas veces hice 
Valeria repugnancia que había entre el Código Rural y el Có- 
digo Civil, para que pudiera estarse por la validez de aquel 
sobre éste^ en orden á probar lapropiedad de bienes que mani- 
fiestamente se habían sustraído de la comunidad existente por 
fallecimiento do don Juan Domingo Villar, sin otro propósito 
q je dejar insolutos diferentes créditos constituidos á mi favor 
por la madre y un hermano de los terceristas. 

«No siendo yo deudor, V. E. ha de estar persuadido que al 
hacer uso de la apelación que en tercera instancia me otorga la 
ley, sólo persigo el sano propósito de buscar la justicia que creo 
tener para no verme defraudado por los terceristas que apare- 
cen coludidos con los deudores doiía Antonia Burgos y don 
Pedro Pablo Villar. 
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cEii esta virtud, á Y. £. suplico que se sirva otorgarme el re- 
curso . 

< Es justicia. » 

A esta solicitud la Exma. Cámara proveyó : 

« Buenos Aires, Noviembre 35 de 1893. 

< Autos y vistos : Disponiendo el artículo 15 de la ley de 14 
de Setiembre de 1863 que la interpretación ó aplicación que los 
tribunales de la Provincia (á los cuales están equiparados los 
ordinarios de esta Capital) hicieren de los Códigos civil, penal, 
comercial y de minería no dará ocasión al recurso que autoriza 
el artículo 44 por el hecho de ser leyes del Congreso, en virtud 
de lo dispuesto en el inciso 11^ artículo 67 de la Constitución ; y 
hallándose comprendido el recurso deducido por el peticionante 
en el caso de improcedencia consignado en el artículo 15; por 
ello, y con arreglo á lo resuelto por la Suprema Corte de Justi- 
cia Nacional en la causa CXIII, página 140, tomo 17, segunda 
serie de sus fallos, no ha lugar á dicho recurso. — García^ 
Pérez, López Cabanülas, Esleves.» 

Aunque en mi escrito dije con toda claridad que deducía el 
recurso porque la Excma. Cámara había aplicado al resolver la 
causa, una ley provincial repugnante al Código Civil, que es ley 
nacional, en esta providencia se desentiende por completo de 
mi argumentación^ para negárseme el recurso. 

Vuelvo á repetirlo: la Eicma. Cámara no aplicó ni interpretó 
el Código Civil al resolver mi pleito con Villar. Por el contra- 
rio, se desentendió de sus prescripciones, hizo caso omiso de 
ellas para preferir el código rural, repugnante á aquel. 

No se trata, pues, de una buena ó mala aplicación, ni de una 
correcta ó errada interpretación, que es á lo que se refiere el 
artículo 15 de la ley de 14 de Setiembre de 1863, citada tam- 
bién en mi escrito de apelación; se trata de la preferente apli- 
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cacica de ana ley provincial en oposición á ana ley nacional. 

La sentencia CXIII de Y. E. qae se cita en la providencia de 
la £xcma. Cámara, como la Excma. Corte paede constatarlo sin 
más que hacer traer á la vista el tomo 17, segunda serie desús 
fallos, no tiene ninguna relación con el punto que se somete á 
vuestra resolución. 

Es cierto que allí se habla de la aplicación ó interpretación 
que un tribunal hizo del Código Civil : pero nada se dice de que 
este Código se hubiere dejado sin aplicación para resolver el 
asunto debatido por la prescripción contenida en una ley pro- 
vincial, é 

Mi recurso es por demás arreglado á derecho. 

Si no lo fuera en sentir del más alto tribunal de la Repú- 
blica, supremo regulador de los abusos inconstitucionales, 
llegaría el momento que cada provincia se diera su legislación 
civil, penal, comercial y de minería propia, aunque fuera dero- 
gatoriade los códigos nacionales. 

Ya que la aplicación ó interpretación de esos códigos eran 
confiados á todos los tribunales, no era posible ni razonable que 
cualquier error que á juicio de los litigantes se cometiera^ hu- 
biese de someterse al conocimiento de la Exma. Corte Suprema 
Nacional. 

Pero tampoco era posible dejar al arbitrio de los tribunales 
la resolución de los negocios contenciosos que debieran fallarse 
por leyes nacionales, fundándolos en leyes provinciales. 

Todavía, Excmo. Señor, no parece justo, á lo menos no es con- 
forme ala sana crítica, que no deba concederse un recurso que 
autoriza la ley y cuyas prescripciones, á lo menos, ni en apa- 
riencia podría decirse que aparecen violentadas. 

En esta virtud, ocurriendo de hecho en grado de apelación, 
á y. E. suplico que se sirva admitirme el recurso y ordenar que 
la Excma. Cámara en lo Comercial remita los autos referidos. 

Otrosí: constituyendo domicilio legal en el estudio de mi 
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letrado, calle de San Martín, número 142, altos 25, sírvase 
Y. E. ordenar que allí se me hagan las notificaciones. 

Ismael Pérez Monit. — Lino de la Torre. 



VISTA DEL SEfiOR PdOCURADOR GENERAL 



Bueeos Aires, Marzo 29 de 1894. 
Suprema Corte: 

El recurso de hecho traído ante Y. E. es improcedente. 

La sentencia recurrida, pronunciada por la Cámara de la Capi- 
tal Fedérala foja 191 vuelta, confirma la de 1^ Instancia corrien- 
te á foja 133. 

Esas sentencias declaran un derecho invocado por el terceris- 
ta á los bienes semovientes embargados; fundándose, no sólo en 
los principios generales que atribuyen á la posesión el carácter 
de presunción de dominio ; no sólo en la disposición del artí- 
culo 463 del Códigj de Comercio, que reconoce en la marca un 
caso de tradición simbólica, sino también en la prueba testifi- 
cal y de documentos auténticos y en la doctrina derivada de la 
prescripción de los artículos 2377 y 2385 del Código Civil. 

No se trata entonces, como lo pretende el recurso, de la íinte- 
posicion de una ley provincial, á las del Honorable Congreso; y 
bajo ninguna faz, las sentencias pronunciadas pueden motivar 
el recurso de apelación, que autoriza el artículo 14 de la ley de 
Justicia Nacional de 14 de Setiembre de 1863. Por ello pido á. 
Y. E. se sirva desechar el recurso traído, mandandodevolver los 
autos originales. 

Sabiniano Kier, 

T. V 17 
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Fallo de la Suprema Corte (1) 

Buenos Aires, Xhr\\ 7 de 1894. 

Vistos en el acuerdo: Por los fundamentos del auto corriente 
á foja ciento noventa y cuatro del expediente traido,y de acuer- 
do con lo expuesto y pedido por el señor Procurador general: 
se declara improcedente el recurso * deducido ante esta Suprema 
Corte. Devuélvase el expediente remitido como informe y, re- 
puestos los sellos, archívese. 

BENJAMÍN PAZ.— LUIS V. VARE- 
LA.— ABEL BAZAN,— OCTAVIO 
BCNGE.— JUAN E. TORRENT. 



(1) En la misma fecha fueron resueltas por igual resolución otros dos 
recursos interpuestos por Don Lino de la Torre en los autos con Don Eu- 
sebio y Don Germán Villar, fundados en idénticos motivos que el presente. 
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I.X 



Cnminalj contra María S, de A Ibis, por defraudación; sobre 

excarcelación 



Su7nario,—^o procede la excarcelación, cuando el delito acu- 
sado tiene pena mayor de dos años de prisión. 



Caso. — Resulta déla 



VISTA FISCAL 

Señor Juez: 

Se trata de una estafa, y dada la importancia de la suma, 
no procede la excarcelación bajo fianza. 

J. M. Bus ti I lo. 

f 

Fallo del Jíues Federal 

Buenos Aires, Diciembre 6 de 1893. 

Autos y vistos : De conformidad con lo aconsejado por el 
Procurador Fiscal en su precedente vista, no ha lugar á la ex- 
carcelación que se solicita. 

J. V. Lalanne. 
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Auto del Jue& Vederal 

Buenos Aires, Diciembre 27 de 1893. 

Autos y vistos : De conformidad con lo dictaminado por el 
Procurador Fiscal, y no estando el presente caso comprendido 
en las disposiciones del artículo 376 del Código de Procedi- 
mientos en materia penal, no ha lugar ala revocatoria pedida, 
y concédese en relación el recurso de apelación subsidiariamente 
interpuesto. 

J. F. Lalanne, 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENLRAL 

Buenos Aires, Marzo 20 de 1894. 
Suprema Corle: 

Según las constancias del sumario, se trata de una estafa 
llevada á ejecución contra el Tesoro Fiscal, con título y nombre 
falso. Si la recurrente llegase á justificar las excepciones ex- 
puestas á fojas 12 y 13, disminuiría so responsabilidad, pero la 
apreciación de esas excepciones no corresponde al estado actual 
del juicio. 

Entretanto^ el hecho que m')tiva la prisión, tiene asignada 
una pena mayor de dos años de prisión según el artículo 202 del 
Código Penal. 

No pudiendo invocarse* entonces, el beneficio del artículo 376 
del Código de Procedimientos en lo Criminal, considero justi- 
ficado el auto de foja 14 y pido á V. E. su confirmación. 

Sabiniano Kier. 
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Fallo de ln Suprema Corte 

Buenos Aires, Abril 7 de 1894. 

Vistos y considerando : Que ya sea que haya de juzgarse el 
caso por las disposiciones del Código Penal ó ya por las de la 
ley de catorce de Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres, 
que designa los crímenes contra la Nación, /tanto en relaciona 
la calificación del delito que motiva este proceso, como á su pe- 
nalidad, lá excarcelación bajo fianza que se solicita está de- 
sautorizada por el artículo trescientos setenta y seis del Código 
de Procedimientos en lo criminal, desde que á ser cierta la 
existencia del delito y su imputabílidad al procesado, la pena á 
imponerse podría superar á la de dos años de prisión. 

Por estos fundamentos, y de acuerdo con lo pedido por el 
señor Procurador General : se confirma, con costas, el auto ape- 
lado de foja dos. 

benjamín paz. — LUIS V. V ARE- 
LA.— ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE. — JUAN E. TORRLNT. 
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CAVi^A L.XI 



Do7i Pedro t\ Cánepa en los autos de don Bernardo Canta, alba- 
cea de la testamentarla Uguerroaga, con don J. Benjamín 
Dávalos, por nulidad de fianza ; sobre recusación^ 



Sumario. — La parte que pide se declare nulo lo actuado, no 
puede recusar al Juez, so pretesto de que tiene interés en no 
hacer lugar á la nulidad. 



Caso. — Lo indica el 



Ful lo del Juez Federal 



Salta, Mayo 37 de 1893. 

La causa de recusación invocada por don Pedro G. Cánepa 
consiste en el interés directo que dice tiene la persona del 
Juez en la resolución de la nulidad que ha opuesto de todo lo 
obrado y en consecuencia de la fianza, por la cual el recusante 
se obligó solidariamente á restituir la suma de pesos pertene- 
ciente á los menores Uguerroaga, entregada a don Bernardo 
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Canta por el Banco Nacional en virtad de orden de este Juz- 
gado; alegando que en el caso fundado de ser declarada, el Juez 
incurriría en las costas causadas y sería personalmente res- 
ponsable de la mencionada suma, por haber mandado extraerla 
del Banco sin llenar debidamente las formalidades legales^ se- 
gún lo expune al deducir la nulidad y haberse declarado la 
quiebra del señor Canta. 

Considerando : Que en el supuesto de ser verdaderos los mo- 
tivos alegados para deducir el interés del suscrito, ellos consti- 
tuirían, como lo expresa el recusante mismo, omisiones ó ilega- 
lidad en el procedimiento, mas nunca una causa legal de 
recusación, porque la ley desigoa en tales casos recursos de un 
orden diferente como el intentado por la parte: el de apela- 
ción y otros para obtener la reparación de los errores del Juez. 

Que, además, la causa invocada no está comprendida en el nú- 
mero 8® del artículo 43 de la lev nacional de Procedimientos, 
porque no es el interés que el Juez tenga en mantener y hacer 
cumplir sus resoluciones legales ó ilegales al cual se refiere esta 
disposición^ sino al interés que tuviese en el objeto del pleito ya 
directamente 6 por cualquier circunstancia, con alguna de las 
personas que litiguen; admitir lo contrario, sería dejar al arbi- 
trio de los litigantes crear una nueva causa de recusación sin más 
requisito que el de oponer la nulidad de lo actuado en un juicio, 
alegando, verdadera ó inexactamente, defectos 6 ilegalidad en el 
procedimiento para deducir el interés del Juez, por razón de 
las costas ó perjuicios de que debe responder, si se declara la 
nulidad en oposición á la ley que, restringiendo los motivos de 
recusación á los enumerados por la misma, prohibe admitir otro 
por inducciones ó analogías con el propósito evidente de impe- 
dir á los litigantes que entorpezcan el procedimiento regular 
ó dilaten la resolución de los juicios (artículo 31 de la ley citada 
y fallos.de la Suprema Corte, serie 1% tomo 5^, página 193). 

Por estas y otras razones que omito, se declara que la causa 
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alegada no es délas especificadas en dicha ley y de conformi- 
dad al artículo 32 de la misma, no se hace lugar á la recusa- 
ción. En consecuencia, cúmf^lase lo mandado en decreto del 17 
del corriente. 
Repónganse y hágase saber con el original. 

David Xambrafio. 



FaIIo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Abril 10 de 1894. 

Vistos: Por sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
apelado de foja cuarenta y cuatro. Repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

benjamín paz. — LUIS V. VÁRELA. 
—ABELBAZAN.— OCTAVIO BUNGE. 
— JUAN E. TORRENT. 
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liXIl 



El Fisco Nacional contra Jaime Cibils é hijos, por cobro 
ejecutivo de pesos ; sobre liquidación de intereses 

Sumario. — El haber consignado á embargo el dinero del ca 
pita] ejecntado, no exonera al deador del pagó de los intereses. 



Caso. — Ejecutoriada la sentencia de remate mandando lle?ar 
adelante la ejecución contra los señores Cibils por el capital, 
intereses y costas, el Secretario hizo la siguiente 



LIQUIDACIÓN 

Capital depositado en el Banco Nacional S 13.474.72 

Intereses desde el 5 de Marzo de 1888 hasta el 5 

de Diciembre de 1893 al 7 Vo anual. Son 5 

años y 9 meses » 5.423.56 

Por cincuenta sellos de 0,50 centavos » 25.00 

Por nueve sellos de 1 peso > 9.00 

Total.... S 18.932.28 

Importa la presente liquidación la suma de diez y ocho mil 
nuevecientos treinta y dos pesos con veinte y ocho centavos 
moneda nacional. 

S. E. ú 0. 

E, Amaya. 
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Los señores Cibils é hijos observaron esta liquidación, pi- 
diendo que ella fuera reformada. 

Dijeron : Que en 5 de Marzo de 1888 depositaron la cantidad 
reclamada, siendo notificado el Fiscal, de la consignación, el 7 
del mismo, — hasta cuya fecha sólo podría cobrárseles intereses, 
si existiese disposición alguna al respecto, — no habiendo ha- 
bido mala fé de su parte, desde que una sentencia de 1^ instan- 
cia les fuá favorable; 

Que la consignación, aun cuando no se considere como pago, 
sino como embargo, constituye un secuestro que el Juez debe 
adjudicar cnn sus accesorios á la parte vencedora; 

Que aquella se hizo en el establecimiento nacional designado 
por la ley, y si ésta establece que el depósito no reditúe intere- 
ses, no es admisible que el depositante tenga que pagarlos al 
mismo Gobierno, en cuyo beneficio la ley manda que aquellos 
no corran; 

Que los intereses cargados en la liquidación, no se encuen- 
tran en ningún artículo de la ley, pues sería un absurdo que, en 
juicios como el presente, en que se hace consignación en un 
Establecimiento con fines de un precepto constitucional, se 
imponga á la parte vencida la improductividad de su capital 
consignado y el pago de interés sobre ese mismo capital hecho 
improductivo en beneficio de fines de Gobierno. 

El Procurador Fiscal á quien se dio vista, expidió el siguiente 
dictamen: 



Sefior Juez: 

El señor Cibils creyó ó fingió creer qu6 no había derecho para 
seguir contra él esta gestión, y por eso depositó el importe del 
capital ejecutado no á título de pago sino, simplemente como 
embargo. El resultado final del asunto probóque el señor Cibils 
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no tenía razón, y sin embargo el fisco ha estado en todo este 
tiompo imposibilitado de disponer de su dinero. 

¿Cómo pretender entonces que el señor Cibils no safra las 
consecuencias de su error 6 de su malicia, pagando lo que habría 
producido un capital que por su culpaba estado indebidamente 
paralizado? 

La liquidación de foja. . . está pues bien hecha y V. S. debe 
mantenerla. 

Dígnese, etc. 

./. M. Bustülo. 



Fallo del Swtem Federal 

Buenos Aires, Febrero 15 de 1894. 

Autos y vistos: Por los fundamentos aducidos por el Procu- 
rador Fiscal, se mantiene la liquidación practicada á foja 163 
por el actuario, y so declara obligados á los señores Cibils é hijos 
á abonar los intereses que ella arroja. Repónganse las fojas. 

Juan del Campillo, 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Marzo 14 de 1894. 

Suprema Corte: 

Se trataba de un juicio ejecutivo por cobro de dineros fis- 
cales y el auto del solvendo, no sólo intimaba el pago del capi< 
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tal, sino también el de los intereses reclamados á foja 1\ El 
ejecutado pudo pagar, sin perjuicio de suá derechos. Prefirió, 
como habría podido dar bienes á embargo, dar dinero que depo- 
sitó á foja 50 á la orden judicial. 

Ese depósito no privaba al ejecutante de los intereses recla- 
mados, y la sentencia de remate de foja 1S9, que quedó ejecu- 
toriada por la de V. E. de foja 152, así lo reconoció al mandar 
llevar adelante la ejecución hasta ser pago al Fisco del capital, 
intereses y costas. 

Los intereses, pues, no sólo son consecuencia de la mora, sino 
que estando expresamente establecidos en la sentencia ejecuto- 
riada son indiscutibles. 

Sírvase Y. E. confirmar por ello con arreglo á derecho, el 
auto recurrido de foja 168 vuelta. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Abril 12 de 1894. 

Vistos: Considerando que conforme ala sentencia ejecuto- 
riada de foja ciento veinte y nueve, los ejecutados han sido 
condenados á pagar no sólo el capital adeudado, sino también 
los intereses. 

Que por otra parte, y con arreglo al artículo quinientos ocho 
del Código Civil, el deudor es responsable por los daños é inte- 
reses que causare al acreedor con su morosidad en el cumpli- 
miento de la obligación, los que, tratándose de obligaciones de 
dar sumas de dinero, se traducen en los intereses legales en de- 
fecto de convención especial, según lo dispone el artículo seis- 
cientos veinte y dos del citado Código. 
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Por esto, de acuerdo con • lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General y por los fundamentos concordantes del 
auto apelado de foja ciento sesenta y ocho vuelta, se confirma 
éste con costas. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín paz. — LUIS V. VÁRE- 
LA.— ABEL BAZAN.— OCTAVIO 
BUNGE. — JUAN E. TORRENT. 



C AL'SA I.:i'III 



El Banco Nacional, contra José Caltaneo y C*, por remisión de 
autos; sobre pago de multa, por infracción de la ley de sellos. 



Sumario. — La remisión del expediente que por muerte del 
demandado debe hacerse al Juez de la testamentaría, no puede 
cumplirse mientras no se abone la multa por infracción de la 
ley de sellos, mandada pagar por auto ejecutoriado. 



Caso, — El representante del Banco dedujo juicio ejecu- 
tivo contra los señores Cattaneo y C^, por cobro do la cantidad 
de 4151 pesos 50 centavos moneda nacional, procedentes de 
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amortización é intereses de una letra á cargo de dichos señores 
por valor de 69000 pesos, que acompañó ( foja i ). 

Estando dicha letra extendida en sello de la provincia de 
Buenos Aires, el Juez confirió vista al Procurador Fiscal, quien 
manifestó haberrse incurrido en las responsabilidades pres- 
critas por el artículo 48 de la ley de sellos y podía se ordenara su 
reposición y el pago de la multa correspondiente. 

El Juez dictó el siguiente auto: 



La Plata, Mayo 9 de 1893. 

Téngase por resolución la precedente vista fiscal y repónga- 
se la foja. 

Aurrecoechea . 



En este estado y con fecha 21 de Agosto del mismo año, el 
representante del Banco pidió se remitieran losantes al Juz- 
Juzgado de 1** Instancia del departamento del centro, donde 
tramitan los autos de la testamentaría de Cattaneo. 

El Juez proveyó como se pide. 

£1 actuario dio cuenta que antes de remitirse los autos, de- 
bía hacerse efectiva la multa por infracción á la ley de sellos. 

El Juez confirió vista al Procurador Fiscal, quien expidió el 
siguiente dictamen: 



Señor Juez: 

Sírvase V. S. impedir la remisión del expediente, mientras 
no sea abonada la multa. 

Q. García Vieyra. 
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Pallo del SueK Federal 



La Pata, Setiembre 30 de 1893. 

Téngase por resolución la precedente vista fiscal. 

Marianos. deAurrecoechea. 



VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Noviembre 29 de 1893. 

Suprema Corte : 

La resolución consentida j ejecutoriada de foja 12 ordena la 
reposición y multa por infracción á ley nacional de sellos. 

La remisión de los autos al Juez de la testamentaria iniciada 
por fallecimiento del demandado, solicitada á foja 15, no debe 
cumplirse antes de pagar la multa y reposición adeudada y es- 
to que ordena el auto de foja 16 siendo legal, y no pudiendo 
por ello agraviar derecho alguno del recurrente, reclámala con- 
firmación que solicito d6 V. £. 

Sabiniano Kier. 



Palla de la Suprema Carie 

Buenos Aires» Abril 12 de 1894. 

Vistos: Estando ejecutoriado el auto de foja doce, y de con- 
formidad con lo expuesto y pedido por el señor Procurador Ge- 
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neral, se confirma el auto apelado de foja diez j seis, y devuél- 
vanse. 

BENJAMÍN ^AZ. — LUIS V. VÁRELA. 
— 4BEL BAZAN.— OCTAVIO BüN- 
GE.— JUAN E. TORRENT. 



1.XIV 



Doria Florinda P. de Villanueva contra el doctor don Oseas 
Guiñazú; sobre reivindicación y costas. 



Sumario. — i"* La compra en remate público constituye un 
contrato perfecto, y siendo seguida de posesión, transfiere el do- 
minio al comprador. 

2"^ La venta que posteriormente haga á un tercero el anti- 
guo propietario del inmueble, dándose por desposeido de él, no 
puede conferir á éste ningún derecho de dominio. 

3^ La reivindicación del inmueble que, en tales condiciones, 
entabla este tercero contra el primer comprador, carece de ra- 
zón probable para litigar. 
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Caso. — Lo explica el 



Pallo del Juex Federal 

Mendoza, Agosto 31 de 1891. 

Vistos estos autos de los que resulta: Que en fecha 19 de No- 
viembre de 1888, don Pedro M. Figueroa, en representación de 
doña Florinda P. de Yillanueva, se presentó al Juzgado expo- 
niendo : Que su representada había comprado en 26 de Octubre 
de 1887 á don Pedro Dudley, según la escritura que acompaña 
un fundo en el departamento de Maipú, de esta Provincia, cons- 
tante de 50 cuadras, más ó menos, por cuyo documento se le 
transfieren todos los derechos y acciones que correspondían al 
vendedor, entregándosele á la vez la posesión, mediante notifi- 
cación hecha personalmente al arrendatario dpu Luis González^ 
que lo tenía arrendado á Dudley por cuatro anos, desde el 12 de 
Enero de 1885; 

Que estando el fundo expresado en poder de don Oseas Guiña- 
zú, quien se había apoderado de él antes de terminar el arrien- 
do, sin título alguno para poseerlo, deduce la presente deman- 
da de reivindicación en uso del derecho que le acuerdan los 
artículos 2758, 2772, 2434 á 2439 del Código Civil. Agrega 
que la finca se hallaba registrada en el padrón de propiedades á 
nombre de su representada, siendo de observarse que por las 
leyes de la provincia ningún Escribano puede extender escritu- 
ra de transferencia de un bien raíz, sin que previamente se le 
presente el certificado de la Oficina de Catastro, en que conste 
haberse hecho al adquirente. Pide, en conclusión, se condene al 
demandado á la entrega del fundo, pago de los frutos percibi- 
dos y de los que por negligencia hubiese dejado de percibir, da« 
ños y perjuicios causados y costas del juicio. 

T. V 18 
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El doctor Oseas Gaiñazú, contestando á la demanda por in- 
termedio de sn apoderado don Ciríaco Bravo, opone á ella las 
siguientes excepciones : 

Falsedad del título invocado por la demandante^ que fanda 
en el hecho de haberse extendido la escritura de venta sin la 
concarrencia de dos testigos, al acto de sa otorgamiento^ como 
lo prescriben bajo pena de nulidad, los artículos 973, 1038 y 
1047 del Código citado, ofreciendo probarlo con el testimonio 
de los testigos instrumentales y del esciibano autorizante. 

Improcedencia de la acción reivindicatoría deducida. Expone 
al respecto : que la demandante no había tenido la posesión 
del inmueble, por no haberlo recibido con sujeción á las formas 
establecidas por la ley, no siendo bastante para acreditarla la 
manifestación hecha sobre el particular en la escritura presen- 
tada, pues la ley no acepta esa forma de tradición, para la cual, 
según el artículo 2373, se requiere la aprehensión de la cosa 
con ánimo de apropiársela; agrega, que aún en el supuesto de que 
la tradición se verificara en forma legal, ella sería ineficaz para 
trasmitir el dominio del inmueble, por cuanto el título era nulo 
en su forma, según lo expresado anteriormente, y nulo también 
en el fondo, porque el vendedor no era ya dueño de él, y porque 
esa venta era además fraudulenta^ aduciendo diversas conside- 
raciones para fundar la indicada excepción. 

Falta de d&i^echo en el vendedor para efectuar la venía. Que 
el fundo en cuestión fué hipotecado por su antiguo dueño el 
señor Dudley, á favor del doctor Guiñazú, quien, ejecutando la 
hipoteca y notificado personalmente á aetuel el auto de solvendo, 
presentó de acuerdo con él, al Juzgado, una solicitud en que reco- 
nocía la deuda, pidiendo la venta del inmueble para satifacerla 
y designando la persona que haría su tasación ; que aprobado 
judicialmente este convenio, se siguieron los trámites legales, 
con intervención del ejecutado y conocimiento también de la 
demandante, hasta efectuarse su venta en remate á su favor, de 
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cuyo valor fué descontado el importe de la hipoteca, pagándose 
é la vez, con el sobrante, tres acreedores más del ejecutado. 

Simulación. Que el contrato de compra-venta celebrado centre 
la demandante y Dudley era simulado, por cuanto el verdadero 
comprador era el abogado de aquella en este juicio doctor Isaac 
Godoy; repitiendo que éste tenía conocimiento de la ejecución 
seguida por la hipoteca contra Dudley, en cuyo juicio le fué 
adjudicada la propiedad, en público remate, previa publica- 
ción de avisos durante 30 días, y que practicada la subasta pu- 
blicáronse pocos días después otros edictos, por igual término, 
haciendo saber á otros acreedores hipotecarios de la misma fin- 
ca, todos ausentes, que ésta había sido rematada y que debían 
concurrir á distribuirse del precio, según la prioridad de sus hi- 
potecas, llenándose así las formalidades eligidas por la ley, en 
una venta judicial. 

Oíros fundamentos de la demanda. Que en cuanto al hecho 
alegado en la demanda, dehaber el doctor Guiñazú, enseñoreá- 
dose de la finca antes de expirar el término del arrendamiento, 
bajo cuyo título la tenía González, observa que tomó su pose- 
sien en virtud de orden judicial y respetando los derechos del 
locatario; que la ley al autorizar la enajenación de bienes en 
tales condiciones, tiene forzosamente que permitir que su ad- 
qoirente los reciba en posesión verdadera, respetando la te- 
nencia en quelos conserva el locatario; que en cuanto á la ar- 
gumentación fundada en las disposiciones del artículo 2272, 
ella es impertinente, por cuanto la demandante no había adqui- 
rido nmgun derecho real perfecto ni imperfecto; y, por último, 
que el hecho de encontrarse anotada la transferencia, que le hi- 
ciera Dudley, en la oficina de Catastro, no constituye derecho 
alguno de propiedad, desde que las leyes provinciales que se in- 
vocan sólo tienen por objeto evitar la defraudación de los dere- 
chos fiscales con las prescripciones que establecen. 

Títulos del doctor Guiñazü. Que según lo manifestado ante- 
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riormente, el fando en cuestión fué adquirido en remate pú- 
blico con motivo de la ejecución ya expresada, el cual tuvo lugar 
en el mes de Octubre de 1886; que el Juez de la causa ordenó 
mucho después dar la posesión del mismo, dirigiendo oficio al 
efecto al Juzgado de Paz del departamento Maipú; que cuando 
el doctor Guiñazú fué en Marzo del año siguiente á recibir esta 
posesión judicial, llevando personalmente el citado oficio, no 
pudo tomarla por no haber encontrado al Juez comisionado, si- 
no privadamente, manifestándolo así al locatario señor Luis 
González, á quien enseñó el mencionado oficio, reconociéndole 
éste como dueño y pagándole los arrendamientos desde esa fecha 
hasta expirar el contrato; y^ finalmente, que algunos días des- 
pués de aquel acto, el Juez de Paz hizo la tradición judicial de 
la finca á don Joaquín de Rosas, como apoderado especial para 
recibirla, por haberse ausentado el doctor Guiñazú á Córdoba 
definitivamente. 

En mérito de lo relacionado : 

Y considerando : 1° Que la cuestión á resolver en el presente 
caso, dados los fundamentos de la demanda y contestación, 
puede reducirse simplemente al punto fijado en el auto de prue- 
ba, ó sea, el mejor derecho al fundo materia del litigio; esti- 
mando al efecto el valor legal de los títulos en que se funda el 
dominio alegado por una y otra parte, y la prueba rendida al 
respecto. 

S"" Que la parte actora funda su derecho de propiedad en el 
contrato de compra-venta celebrado con Don Pedro Dudley, 
en fecha 26 de Octubre de 1887, por el cual éste le hace cesión 
de todos los derechos y acciones que le corresponde como pro- 
pietario del enunciado fundo, cuya escritura se acompaña áfoja 
3 de estos autos. 

3"^ Que el demandado, á su vez, invoca como título de su do- 
minio la compra del mismo inmueble, hecha enrómate público 
en fecha 30 de Octubre de 1886. 
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¥ Qne de los documentos presentados en copia por el deman- 
dado, foja 105 á 111, como del expediente traído ad-efectum m- 
dendi, resulta constatado el crédito hipotecario otorgado por 
Dudley al doctor Guiñazú en fecha 27 de Febrero de 1883, por 
la suma de 800 pesos fuertes, procedente de honorarios de de- 
fensa en los juicios que en la misma escritura se expresan. 

5^ Qne en 29 de Enero de 1884 se decretó por el Juzgado de 
Letras en lo Civil de la Provincia, auto de solvendo contra Dud- 
ley, á petición del doctor Guiñazú, por la suma antes expresada 
é intereses devengados, cuyo acto fué notificado al deudor en 30 
del mismo mes y año, fijando éste domicilio legal, á los efectos 
del juicio ejecutivo iniciado en su contra, en casa de don Joa- 
quinGordonis, sita en la calle Union de esta ciudad. 

6® Que en 1® de Febrero siguiente el ejecutante y ejecutado 
acordaron proceder á la venta del fundo hipotecado, renuncian- 
do las formalidades ó trámites del juicio, hasta llegar la causa 
á este estado: manifestando Dudley que tal convenio se hacía 
por no tener dinero para abonar la deuda, y para evitarse tam- 
bién un recargo en gastos judiciales, á cuyo efecto se nombró 
de común acuerdo en calidad de perito avaluador á don Victori- 
no Banesa, y, posteriormente, en rebeldía de Dudley, á don An- 
tonio Gigli, aprobándose en todas sus partes este convenio por 
auto de fecha 6 y notificándose á aquel en 8 del mismo mes. 

7^ Que en fecha 30 de Octubre del mismo año, y después de 
practicada y aprobada la tasación del inmueble por auto de 24 
de Setiembre, se procedió al remate del mismo en virtud de or- 
den del expresado Juez, adjudicándose aquel al doctor Guiñazú, 
como mejor postor, por la suma de 4250 pesos moneda nacio- 
nal, cuyo remate fué .aprobado por auto de fecha 10 de Noviem- 
bre siguiente y notificándose éste al siguiente día á Dudley por 
cédula dejada, en el domicilio fijado, á doña Elisa Anaya de 
Beltran. 

8^ Que á petición del mismo doctor Guiñazú se le mandó dar 
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la posesión del fundo rematado por decreto de fecha 17 delin- 
dicadomes, librándose al efecto, en22del mismo, la correspon- 
diente orden de comisión al Juez de Paz del departamento de 
Maipú, cuyo decreto fué notificado á Dudley en la misma forma 
antes expresada. 

9® Que, finalmente, y en cumplimiento de orden expedida por 
el mismo Juez y en fecha 2 de Noviembre de 1887 se dio la po- 
sesión del inmueble al doctor Gruifiazú, representado en ese ac- 
to por don Joaquín de Rosas, mediante comisión conferida al 
Juez de Faz, practicándose esta diligencia con conocimiento 
del arrendatario don Luis González (expediente citado, foja 82 
vuelta). 

10^ Qae según se ve^ los trámites del juicio ejecutivo seguido 
por el doctor Guiñazú contra Dndley,por el pago del crédito hi- 
potecario enunciado, se han llenado con perfecta observancia de 
la ley, y en tal caso la adjudicación hecha á aquel^ del inmueble 
hipotecado en la subasta pública antes expresada, es perfecta- 
mente legal y bastante en si misma para transferir su dominio 
al comprador^ máxime habiéndose verificado la tradición del 
inmueble por la posesión dada judicialmente á éste. 

Considerando, en cuanto ala nulidad, respectivamente alega- 
da por las partes de los títulos presentados: 

11<^ Que el acto de un remato constituye en si mismo un con- 
trato perfecto de compra- venta, que tratándose de bienes in- 
muebles no necesita para su legalidad y validez ser extendido 
en escritura pública; y ésta, en tal caso, sólo importa la auten- 
ticación ex post fado del acto del remate, y no un contrato 
artículo 1184 del Código Civil; Fallos de la Suprema Corte, 
tomo 8"^, página 325). 

12® Que en cuanto al contrato de compra-venta celebrado én- 
trela señora FlorindaF. de Villanueva y Dudley, de los dere- 
chos y acciones que correspondieran á éste en el fundo en cues- 
tión, él es de fecha posterior al acto del remate y aprobación 
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judicial del mismo, segon consta de las diligencias respectivas 
corrientes á fojas 31 y 34 vuelta de los autos traídos ad efectum 
videndi y escritura de foja 3 presentada por aquella. 

13^ Que en consecuencia y no estando el inmueble objeto de 
ese contrato bajo el dominio de Dudley á la fecha en que éste 
transmitiera ala señora FlorindaP. de Yillanueva los derechos 
y acciones que dice le correspondían en el mismo, tal contrato, 
como el título ó escritura extendida al respecto, eran desde lue- 
go de todo punto ineficaces para transmitir á la compradora de- 
recho alguno de propiedad ó dominio en él. 

14^ Que á este respecto es también de observarse que la de^ 
mandada no tomó jamás posesión del inmueble, según su propia 
confesión al absolver la 12^ pregunta de las posiciones de foja 63; 
y no habiendo entonces verificádose su tradición en forma algu- 
na^ menos puede considerarse que se efectuafa la traslación del 
dominio ó propiedad. 

ib"" Que por lo que hace alas nulidades objetadas por la par- 
te actora en su alegato de bien probado, al acto del remate 
del inmueble, y que funda en los vicios del procedimiento eje- 
cutivo seguido al efecto, el Juzgado carecería, en todo caso, de 
facultad de declararlos, pues ello importaría propiamente des- 
truir los efectos de una resolución dictada por un Juez de Pro- 
vincia, con perfecta competencia. 

i6^ Que á existir las nulidades que se invocan, ellas sólo ha- 
brían podido declararse por el mismo Juez ó Tribunal Superior 
jerárquico, mediante los recursos que las respectivas leyes esta- 
blecen, deducidos por quien y en la forma que correspondiera. 

17® Que una declaración del Juzgado, en el sentido que se 
pretende, importaría propiamente juzgar de la validez ó nuli- 
dad de esos procedimientos, seguidos en un juicio ajeno de su 
jurisdicción y terminado por resolución definitiva de un Juez 
competente, como loes el de Letras de la Provincia, en el eje- 
cutivo deque se trata. 
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IS^Qoe en caanto al hecho de haber estado la finca en caes- 
tioQ registrada en el padrón de propiedades á nombre de Dud- 
ley cnando éste la vendió á la señora Florinda P. de Yillanueva 
7 de permanecer así á nombre de ésta actualmente en el regis- 
tro, como de que por las leyes de la Provincia ningún Escribano 
puede extender escritura alguna que importe cambio de domi- 
nio de un bien raiz sin que conste haberse hecho la transferen- 
cia de él al adquirente, ello no bastaría á constituir ni á com- 
probar siquiera los derechos de propiedad que se alegan, pues 
que, como lo observa el demandado, tales disposiciones sólo 
tienen por objeto evitar la defraudación de los derechos fisca- 
les, pero jamás modificar en sus efectos las leyes que rigen los 
contratos de esta naturaleza. 

19^ Que respecto á la argumentación fundada en la prohi- 
bición que establece el artículo 1361, inciso 6^,á los jueces, 
abogados y otros funcionarios, para comprar por si ó por inter- 
puesta persona, aunque sea en remate público,! los bienes que 
estuvieren en litigio ante el Juzgado ó Tribunal ante el cual 
ejercieren ó hubiesen ejercido su respectivo ministerio, para 
deducir de ella la nulidad de la compra hecha por el doctor Gni- 
ñazú, por el hecho de haber ejercido su profesión de abogado y 
aun de procurador ante el Juzgado que ordenó la venta del in- 
mueble en cuestión^ es de observarse que tal prohibición se re- 
fiere, por lo que respecta á los abogados, á los bienes que se 
hallan en litigio y en que ellos intervienen como tales, patroci- 
nando á algunas de las partes litigantes, pero de ningún modo 
á los que no tienen intervención alguna en el juicio como tales 
abogados. 

20^ Que esta interpretación á la disposición invocada se halla 
conforme á la opinión del doctor Segovia, quien en su nota al ci- 
tado inciso critica de impropia su redacción, sosteniendo y de- 
mostrando con la disposición del artículo 711 del Código de 
Procedimientos Francés y de Freitas, 1983, número 6^, que un 
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empleado judicial podría adquirir lícitamente un bien cuestio- 
nado en asunto en que nunca hubiera intervenido, especialmen- 
te un abogado, procurador ó tasador. 

21^ Que en el caso es de observarse, además^ que el doctor 
Guiñazú no intervenía en el juicio contra Dudley en su carácter 
de abogado patrocinando derechos extraños, sino como interesa- 
do personalmente en él, gestionando derechos propios, como era 
la ejecución de un crédito constituido á su favor por un contrato 
perfectamente lícito cual era la hipoteca otorgada por Dudley. 

22^ Que el admitir una interpretación diversa ala disposición 
legal citada nos llevaría al extremo de establecer que un aboga- 
do por el solo hecho de serlo y de ejercer su profesión ante un 
Juzgado ó Tribunal dado, jamás podría gestionar ante él el 
cumplimiento de obligaciones contraidas ásu favor, con la am- 
plitud de derechos que la ley acuerda á todo individuo que goza 
de sus derechos civiles; que sin un motivo racional se hallaría en 
todo caso inhabilitado de concurrir, como cualquiera otro acree- 
dor, á licitar un bien ú objeto que se saca á remate, precisa- 
mente en la ejeeucion que personalmente sigue contra un deu- 
dor que rehusa ó no puede cumplir las obligaciones contraidas 
con él por un contrato perfecto. 

Considerando, en lo que respecta á las acciones deducidas en 
la demanda: 

23® Que las disposiciones contenidas en los artículos 2758 y 
2772, invocadas en la demanda como fundamento de la acción 
reivindicatoría interpuesta, no son de aplicación al caso pre- 
sente, desde que, dicha acción náceselo del dominio que se tiene 
en una cosa; y éste no ha sido transmitido á la demandante por 
la citada escritura y desde que también, por tal causa, no se ha 
adquirido tampoco sobre el inmueble derecho alguno real per 
fecto ni imperfecto. 

24"* Que por consecuencia menos proceden las condenaciones 
solicitadas en la demanda, como consecuencia de la misma ac- 
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cioD, respecto á los frutos percibidos por el demandado y que 
se fundan en las disposiciones de los artículos 2434 y siguien- 
tes, porque lejos de existir la mala fé que se le atribuye en la 
posesión del fundo, ella es, por el contrario, legítima y fundada 
en un título perfecto traslativo de dominio, como lo es el acto 
del remate judicial que lo constituye. 

25"^ Que establecido como queda en los considerandos prece- 
dentes que los títulos invocados por el demandado doctor Gui- 
ñazú, son eficaces para acreditar su derecho de propiedad en el 
inmueble materia del presente juicio, y habiéndose declarado 
igualmente insuficiente á tal objeto la escritura presentada por 
la parte actora, es de todo punto innecesario entrar á apreciar 
el mérito de la prueba rendida en autos respecto á las excepcio- 
nes de simulación del contrato de venta celebrado entre la se- 
ñora Florinda P. de Villanueva y Dudley y de nulidad de la es- 
critura otorgada por los mismos. 

Por los fundamentos expuestos y otros que se omiten, resul- 
tantes de autos: fallo definitivamente absolviendo al doctor don 
Oseas Guiñazú de la demanda interpuesta en su contra por la 
señora Florinda Puebla de Villanueva. 

Hágase saber original, repóngase el papel y en oportunidad 
devuélvase el expediente traido á la vista. 

Juan del Campillo. 



Fallo de la Suprema- Corte 



Buenos Aires, Abril 14 de 1894. 



Vistos y considerando : Primero: Que según consta á foja 
treinta y una del expediente agregado ad efectum vtdendú el 
doctor Guiñazú compró en remate público, aprobado á foja trein- 
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ta 7 dos vuelta del mismo, el inmueble materia de esta cuestión, 
lo que constituye un contrato válido y en condiciones de produ- 
cir sus efectos propios (articulo mil ciento ochenta y cuatro, Có- 
digo Civil). 

Segundo: Que habiendo el mismo G^niñazú tomado posesión 
de la cosa ya personalmente y en forma privada, ya jadicial- 
mente por medio de mandatario, se ha operado á su favor la 
traslación del dominio del bien comprado (artículos dos mil 
seiscientos uno y dos mil seiscientos dos del citado Código). 

Tercero: Que habiendo en su mérito y de acuerdo con lo dis- 
puesto en el artículo dos mil seiscientos diez del mismo Código, 
perdido Dudley el dominio que tenía sobre el inmueble, no ha 
podido éste transmitirlo á un tercero y mucho menos hallán- 
dose embargado y en perjuicio del acreedor. 

Cuarto: Que consta, por otra parte, aun por confesión de la 
actora, queá ella no se le ha hecho la tradición de la cosa, de lo 
que resulta que no ha podido adquirir derechos reales sobre la 
misma (artículo quinientos setenta y siete). 

(^utn^o; Que es evidente que la simple declaración del tra* 
dente de darse por desposeído ó de dar al adquirente la pose- 
sión de la cosa, no suple las formas legales (artículo dos mil 
trescientos setenta y ocho). 

Sexto: Y considerando en cuanto á las costas, que la parte 
actora no ha tenido razón probable para litigar. 

Por estos fundamentos y los concordantes de la sentencia 
apelada de foja ciento ochenta y ocho, se confirma ésta, decla- 
rándose á cargo de la actora las costas de ambas instancias. 
Bepuestos los sellos, devuélvanse, pudiendo notificarse con el 
original. 

benjamín paz. — luis V. VÁRE- 
LA.— ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE. — JÜANE. TORRENT. 
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€*AU8A li^V 



Crminal, por cobro fraudulento de una boleta de impuesto 
territorial de la Capital; sobre competencia . 



Sumario . —Corresponde al Juez del Crimen de la Capital, el 
conocimiento del delito cometido cobrando fraudulentamente 
una boleta de impuesto territorial de la Capital. 



Caso. —Lo indica el siguiente 



DECRETO 



Ministerio de Hacienda de la República Argentina. 

Buenos Aires, Octubre 17 de 1893. 

Vistos los antecedentes traídos al Ministerio por el jefe de la 
oficina de contribución territorial y patentes de la Nación, por 
los que consta que no ha ingresado á la tesorería de dicha ofici- 
na la cantidad de 3375 pesos moneda nacional, importe del im- 
puesto adeudado por el Nuevo Banco Italiano, á pesar de que 
aparece extendido el correspondiente recibo en un boleto de 
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los que emplea la oñcina, pero escrito con una letra que tiene 
parecido con la de los empleados de la misma. 

Y considerando: Que los hechos denunciados tienen las apa- 
riencias de una verdadera defraudación de rentas fiscales, cu- 
yo esclarecimiento 7 castigo compete á la justicia criminal de 
la Capital, en virtud del artículo 23, inciso 3"^, del Código de 
Procedimientos en lo criminal de la Capital, se resuelve: 

Pásense todos los antecedentes referentes á este asunto al 
señor Juez de Instrucción en turno de la Capital. 



Auto del «Vues Federal 



Buenos Aires, Octubre 25 de 1893. 

Autos y vistos: Considerando: \^ Que por el inciso 5® del ar- 
tículo 2 y el 3"" del artículo 3 de la ley nacional de i 4 de Se- 
tiembre de i 863, se establece que compete á los Jueces de Sec- 
ción el conocimiento de las causas que versen sobre defrauda- 
ción de rentas nacionales. 

2^^ Que igual prescripción se halla consignada en el inciso 3*^ 
del artículo 23 del Código de Procedimientos en lo Criminal. 

Por estos fundamentos^ este Juzgado se declara incompetente, 
y resuelve se pasen las precedentes actuaciones al señor Juez de 
Sección en lo criminal de la Capital, con el oficio correspon- 
diente y sin más trámite. 

íw¿5 f . Navarro, 
Ante mi: 

José Aspiazú. 
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Fallo del «Vuez Federal 



Buenos Aires, Noviembre 9 de 1893. 

Autos 7 vistos: Versando el presente sumario sobre una de- 
fraudación del impuesto territorial ó de contribución directa, 
que es un impuesto esencialmente local, de conformidad con lo 
que dispone el artículo 25, inciso 3°, del Código de Procedi- 
mientos en materia penal, se declara que el presente asunto no 
es de la competencia de la Justicia Federal. 

En consecuencia, dcTuélvase al señor Juez remitente con el 
oficio de estilo. 

J. V. Lalanne. 



Auto del «Vuez de la rapieai 

Buenos Aires, Diciembre 14 de 1893. 

Autos 7 vistos: Considerando: 1° Qne según se desprende de 
todas las actuaciones producidas en la administración general 
de contribución territorial y patentes de la nación, corrientes 
en el expediente administrativo agregado á estos autos, el delito 
de que se trata afecta á un establecimiento donde ejerce absoluta 
7 exclusiva jurisdicción el Excmo. Gobierno Nacional, caso pre- 
visto en el artículo 23, inciso S'', del Código de Procedimientos 
en lo Criminal, según el cual corresponde entender en tales asun- 
tos á los señores Jueces de Sección, 7 tan es así, que en la re- 
solución dictada por el Ministerio de Hacienda de la nación á 
foja 5y dice el señor Ministro: «Vistos los antecedentes traídos 
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al Ministerio por el jefe de la oficina de contribución territo- 
rial 7 patentes de la nación, por los qae consta que no ha ingre- 
sado & la tesorería de dicha oficina la cantidad de 3375 pesos 
moneda nacional^ importe del impneeto adeudado por el Nuevo 
Banco Italiano, á pesar de que aparece extendido el correspon- 
diente recibo en un boleto de los que emplea la oficina, pero es- 
crito con una letra que no tiene parecido con la de los emplea- 
dos de la misma». 

2** Que aún suponiendo que el caso sub-judice no estuviera 
comprendido entre los delitos cometidos en los establecimientos 
donde ejerce absoluta y exclusiva jurisdicción el Excmo. Gobier- 
no Nacional, es fuera de duda que el hecho en cuestión debe ser 
considerado también como falsificación de documentos naciona- 
les, de acuerdo con la misma resolución del señor Ministro trans- 
crita en el considerando precedente, caso á que se refiere el 
mismo inciso 3^ del Código de Procedimientos en lo Criminal. 

3^ Que desde luego el caso sub-judice no es de los com- 
prendidos en el inciso 3'' del artículo 25 del Código de Pro- 
cedimientos en lo criminal, que se refiere á la defraudación de 
rentas fiscales ó municipales qae provengan de impuestos esta- 
blecidos exclusivamente parala Capital ó territorios naciona- 
leSy por cuanto aun dando por exacto que así fuese, existe siem- 
pre la falsificación de un documento nacional y según lo dis- 
puesto en el inciso 10 del artículo 31 del citado Código^ los Jue- 
ces en lo criminal de la justicia ordinaria, conocerán de los de- 
litos cuya jurisdicción no se atribuya por este Código á otros 
jueces, lo que en este caso es evidente, porque los delitos de 
falsificación de documentos nacionales son de competencia ex- 
clusiva de los jueces de Sección. 

4® Que finalmente, la atribución conferida á los jueces en lo 
criminal de la justicia ordinaria para entender en los casos 
de defraudación de rentas fiscales provenientes de impuestos es- 
tablecidos exclusivamente para la Capital y territorios nació- 
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nales^ debe entenderse que se refiere directamente á los delitos 
de defraudación, como lo dice con perfecta claridad el mismo 
Código; pero no para los casos en que para efectuar esa defrau- 
dación se incurra en el delito de falsificación de documentos; 
en cuyo caso no importa nada que la falsificación tenga atin- 
gencia con una ú otra clase de impuestos, pues el carácter de 
documento nacional que tiene la boleta falsificada, emitida por 
una oficina esencialmente nacional en ningún momento puede 
desaparecer. 

Por estos fundamentos, el infrascripto resuelle insistir en su 
declaración de incqmpetencia de foja nueve, no obstante lo 
dictaminado por el señor Agente Fiscal; y á efecto de no entor- 
pecer la averiguación del delito denunciado por el señor Minis- 
tro de Hacienda de la nación, de acuerdo con lo dispuesto por 
los artículos 71 y 72 del Código de Procedimientos en lo Crimi- 
nal, saqúese testimonio de las precedentes actuaciones, el cual 
deberá remitirse con oficio álaExcma. Suprema Corte de Justi- 
cia de la Nación para la resolución de la contienda de compe- 
tencia. 

Luis F, Navarro. 
Ante mí: 

José Aspiazú. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Marzo 31 de 1894. 
Suprema Corte: 

El artículo 25 del Código de Procedimientos en lo Criminal, 
se refiere en su inciso 3°, á las causas criminales por defrau- 
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dación de rentas ñscales, ó municipales provenientes de impues- 
tos establecidos exclusiramente para la Capital federal. Esto 
parece referirse á defraudaciones que afectan una repartición 
local, una renta aplicable á sus servicios locales, y aun come- 
tida por simples particulares ó empleados dependientes de esa 
repartición local. Pero si esos delitos, como en el caso actual, 
se cometen por empleados nacionales, en una repartición na- 
cional 7 defraudando rentas de la nación y se consuman además 
por medio de falsificación de documentos nacionales, el caso es 
regido por los artículos 1°, inciso 5^, y S**, inciso 4°, de la ley 
sobre competencia de la Justicia Nacional, de 14 de Setiembre 
de 1863; y por el artículo 23, inciso S'^, del Código de Procedi- 
mientos en lo Criminal. 

Por ello, encontrando ajustada á derecho, la declaración de 
incompetencia del Juzgado de Instrucción de la Capital, pido á 
y. £. se sirva declarar el caso, como de .jurisdicción nacional. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Abril 14 do 1894. 

Vistos: Considerando: Primero: Que con arreglo al artículo 
veinte y cinco, inciso tercero, del Código de Procedimientos en 
lo criminal, corresponde ala Justicia local de la Capital, el co- 
nocimiento de las causas criminales por violaciones cometidas 
en su respectiva jurisdicción, ó por defraudación de las rentas 
fiscales ó municipales, cuando provengan de impuestos esta- 
blecidos exclusivamente para la Capital ó territorios nacio- 
nales. 

Segundo: Que aun cuando tanto la oficina donde se ba co- 

T. V 19 



290 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

metido el delito como la renta defraudada, son nacionales, por 
razón del gobierno local que ejerce sobre la Capital de la Repú- 
blica el Gobierno federal, los delitos cometidos en esas oficinas 
j sobre esos impuestos han sido expresamente excluidos del co- 
nocimiento de la Justicia Federal, por el inciso final del artí- 
culo veinte y tres del Código de Procedimientos referido. 

Por estos fundamentos y oido el señor Procurador Generait 
y los concordantes del auto que en testimonio corre á foja siete, 
se declara que el conocimiento de esta causa no corresponde á 
la Justicia Federal, sino ala local de la Capital. Avísese al 
Juez de Sección, y devuélvanse estas diligencias al Juzgado de 
Instrucción. 

benjamín PAZ. — LülSV. VARE- 
LA . —ABEL B AZAN . — OCTAVIO 
BUNGE.— JUAN E. TORRENT. 



€AU»A 1.x ^ I 



Criminal, contra Félix Famulari y Domingo Briático , 

por homicidio premeditado. 



Sumario. — Los autores de homicidio perpetrado á sabiendas, 
deben sufrir la pena de presidio por tiempo indeterminado, 
habiendo una circunstancia atenuante. 
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Caso. — Lo explica el 



Fallo del «Vueas Federal 



La Piala, Julio 4 de 1893. 

Y vistos: Los seguidos de oficio contra Félix Famulari, de na- 
cionalidad italiano, de estado casado, de edad 39 años, jornale- 
ro, domiciliado en Campana, jurisdicción de esta proTincia, y 
Domingo Briático, italiano, de 56 años de edad, casado, jorna- 
lero, domiciliado igualmente en Campana, por homicidio cuali- 
ficado, perpetrado en la persona de Nicolás Félix Salvia y hu 
esposa Josefa Fortunata de Salvia. 

T resultando: 1° Que en 9 de Diciembre de 1890, fué encon- 
trado el cadáver de Josefa Fortunata de Salvia bajo el muelle 
d6 Campana^ y el día 10 del mismo mes el de su esposo Nicolás 
Félix de Salvia, 

2^ Que practicado el reconocimiento médico-legal de los oxisos 
resultó que Josefa había muerto de asfixia por inmersión, no 
presentando sn cadáver signo alguno de violencia; y en cuan- 
to á Nicolás F. Salvia había sobrevenido la muerte á conse- 
'.uencia de dos heridas en la cabeza, por cuanto la naturaleza, 
sitio y dirección de ellas excluía la posibilidad en hecho re- 
gular . 

3^ Que del propio informe médico referido, se desprende fue- 
ron las heridas producidas por un mismo individuo y con el 
mismo instrumento, el que ha debido ser una hacha de manos 
ú otro análogo, pues esta arma reúne las condiciones á que las 
lesiones corresponden ( véase Informes del Doctor Rojo, foja 
14, y doctores Golfarini y Revilla, foja 92 á foja 105). 

4*^ Que las partidas de defunción expedidas en forma por el 
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Registro Civil, acreditan suficientemente la inhumación de los 
dichos cadáveres y su identificación, según el testimonio de los 
testigos que sirvieron al acto ( véase foja 35 y foja 36). 

5^ Que en la primera delaracion prestada en 10 de Diciem- 
bre por Famular i dice: a) que Nicolás Félix Salvia, era ita- 
liano, de 55 años de edad, masó menos, jornalero, y tio del ex- 
ponente; 6) que el 8 de Diciembre, como á las scts pasado meri- 
diano vio á los esposos Salvia en su cuarto de la casa en que 
vivían juntamente con él, no sabiendo que después hubieran 
salido á la calle; c ) que él permaneció todo el día en su pieza 
por haber sido feriado ( véase foja 1). 

6° Que observando la anterior deposición, se nota en la pres- 
tada siete días más tarde que dice: que ese día (el 8 de Diciembre) 
como á las ocho y media p. m., Briático lo convidó irá buscar 
unas naranjas al muelle y salieron con los esposos Salvia en esa 
dirección. 

7° Que una vez en el muelle, Briático dijo 4 Salvia que le 
acompañara abajo del muelle á traer una bolsa de naranjas, di- 
ciendo al declarante y á Josefa que los aguardasen, lo que hi- 
cieron. 

8° Que en vista de haber pasado como una media hora y de- 
moraran demasiado, Josefa subió al muelle y se encontró con 
Briático, quien la cargó en peso y la tiró al río ( véase foja 15 
vuelta ). 

9° Que más tarde, el 13 de Enero de 1891, declarando ante 
este Juzgado el dicho Famulari, dijo: que el día 8 de Diciembre 
de 1890 á las 8 pasado meridiano saltó de su casa en compañía 
de los esposos Salvia^ en dirección al muelle: a) que al llegar el 
exponente y Salvia bajaron á recoyer leña y después de un 
fuerte altercado pegó á éste dos golpeíi en la cabeza con una 
barra de /ierro, dejándolo sin sentido; b) que Josefa al aperci- 
birse de la lucha se resbaló del muelle, cayó al agua y se ahogó; 
c) que la pelea fué porque Salvia quería tomarle el trabajo de 
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albañi) que tenía en casa de Don Bautista, vecin 
d) que Briático no Itene parteen estos hechos, dt 
co responsable el declarante { v^aae foja 26 vi 
celebrado un oaréo en la misma fecha entre Briil 
ri, éste sostuvo la completa inocencia de Bn'átia 
él exclusivamente culpable { véase foja 29 vuelt 

10° Que á consecuencia de eatas manifestacio: 
fiscal, fué puesto en libertad el dicho Domingo I 
cha 15 de Enero de 1891 ( véasefoja 32 ). 

11° Que nombrados los doctores Eevilla j Gol 
formar, sobre las facultades mentales de Fsmu] 
ron con fecha 30 de Marzo de 1891 (véase foja 
ciendo: 1° que sd encuentra perfectamente equil 
facultades mentales ; psíquicas;; 2° que es consc 
sable de sus actos. Manifestaron al propio tie: 
divprsas conferencias que habfan celebrado con 
éste les dijo: que una fatal calamidad lo habi 
Briático y los Salvia debajo de los muelles do (' 
tarde ( ja entnida la noche ) del H de Diciembrp 
pandóse los Salvia de recoger pedazos y trozos i 
sobrenadaban en el rio; que sin causa que él po 
precisar, tuvo lugar un cambio de palabras ent 
Salvia, resultando que el primero, tomando una 
iro le diera tres tremendos golpes que dieron p< 
muerte instantánea de Salvia y que, queriendt 
anciana en defensa de su esposo, había sido arr 
tico al rio. 

12° Que continuando los doctores dichos en su 
riendo la exposición de Famulari, dicen: quee/(/ec 
zado de muerte por Briático había silenciado el 
hiendo decir cuándo convinocon Briático en decl 
Tesponsable del homicidio de los esposos Salvia ; 
ma de trescientos pesos oro, cuidándole su famil 
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un defensor; qiíe sabia que Briático estaba en libertad debido 
ú su declaración, dada en medio de su confusión y alhagado por 
la promesa del verdadero homicida; que como prueba de su 
aserto presenta un papel escrito con tinta rosada y que es el 
que figura en autos ( véase foja 75 ). 

13® Que con fecha 9 de Abril, (9l Juzgado decretó nuevamen- 
te la detención de Domingo Briático (véase foja 64 vuelta), 
teniendo en cuenta las nuevas constancias que se habían agre- 
gado 7 manifestaciones del propio Famulari. 

14° Que con fecha i 7 de Abril, de nuevo presta declaración 
Famulari (véase foja 68) y manifiesta que: al afirmar antes 
haber sido el autor de la muerte de los esposos Salvia, fué por 
haberle prometido Domingo Briático trescientos pesos oro y man- 
tener su familia y nombrarle un buen defensor^ diciéndole 
además que su detención no pasaría de tres años. 

ib"* Que dados los términos de la oferta la aceptó por haberlo 
intimidado Domingo Briático con amenazas de muerte si no 
se declaraba único autor del crimen. 

16® Que refiriendo la manera cómo se efectuó el hecho, dice: 
« como á las 8p, m. salieron del cuarto (Nicolás, Josefa, Do- 
mingo Briático y Famulari ) á invitación de Briático, con di- 
rección al muelle y que encontrándose á corta distancia de él, 
Briático intimó á Josefa y al declarante que permanecieran 
parados, mientras él y Salvia bajaban á recoger leña; que al 
cabo de dos ó tres minutos apareció Briático, haciendo á un la- 
do al declarante con un empujón y tirando con otro al rio á 
la vieja . 

17® Que entonces se cercioró de que Briático había muerto 
á Salvia, por haber encontrado su cuerpo inerte en el agua de- 
bajo del muelle. 

18® Que al volver á la casa, Domingo Briático le amenazó si 
lo descubría; agregando que según se lo refirió Briático, mató 
á Salvia con una hacha y que ignora si su mujer devolvió al 
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moreno Gregorio Olivera, una hacha nueva en reemplazo deuna 
vieja que ella había tomado. 

19" Que reconoce como suyas las cartas de fojas 71, 72 y 73 y 
que la libreta de que se habla en la segunda es una que debia 
tener en el baúl su lia Josefa. Exhibiendo ai mismo tiempo la 
carta de foja 75, firmada por Briático^ manifestando haberla 
recibido en la Policía. 

20** Que con fecha 22 del mismo mes se celebró un careo 
( véase foja 88 vuelta ) entre Famulari y Briático, y aquel se 
ratificó en su anterior declaración, la que fué ampliada en fecha 
5 de Agosto (véase foja 168), manifestando contal motivo que 
el saco que ha entregado al Jusgado se lo mandó su mujer i la 
Policía juntamente con otra ropa, por habérselo solicitado y que 
Briático le ha dicho que se lo dio un capataz de la estación de 
Campana. 

21" Que el declarante vio á Briático poniéndose ese saco como 
un mes antes del suceso; que el saco que llevaba Briático el 
día del crimen era saco claro, sin chaleco, pantalón de algodón 
también claro y sombrero negro nuevo. 

22" Que después del crimen, Briático arrojó al suelo al de- 
clarante y lo maltrató por su intervención y por haberle hecho 
recriminaciones: habiendo pasado este acto de violencia, se fué 
á su casa el deponente y se acostó, sin que Briático entrara en 
toda la noche, viéndole recien el siguiente día á las 12 m. 

23" Que producida la acusación y las defensas, á pedido de la 
parte de Briático se decretó un careo entre éste y Famulari, 
en cuyo acto manifestó el último otra vez, ser el único autor 
de la muerte de los Salvia y que son falsas sus declaraciones en 
que inculpa d Briático, habiéidolas prestado porque le dijeron 
que éste pensaba mandar á Europa su mujer ( véase foja 234). 

24" Que examinadas las cartas de fojas 71, 72 y 73 traduci- 
das á foja 186 y siguientes y reconocidas por Famulari como 
suyas, resulta que la primera es de fecha 2 de Febrero de 1891 
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y dirigida á sa esposa; en ella se dice teitualmente. <E1 abo- 
gado que Domingo me dijo, le he escrito con los números 13, 
6i 7 62 á Notaro procurador, éste no me ha contestado, ni ha 
venido. Búsquemeá éste ú otro, para que despache la causa 
pronto^ si no tienes que en la nueva se quede á dormir para siem- 
pre. Querido Domingo, si puedes el domingo venir para ha- 
blar á fin de establecerte aquí, si quieres y te gusta, por cuanto 
ámi familia quiero tenerla cerca... No tengo más que deciros 
no creer á nadie, que yo soy siempre firme ». 

25*^ Que escribiendo otra nueva carta (véase foja 52 ) dice á 
Rafael N... entre otras cosas y, csi podéis decirme adonde se 
halla Domingo, porque no tengo noticias de él si podéis digale 
á mi mujer que la espero domingo 15 de Febrero para hablar de 
cosas necesarias, que traiga un par de zapatos, el saco y la libre- 
ta que ella sabe, para aconsejarme con el abogado, si se puede 
hacer algo con ella». 

26^ Que por fin, la carta fecha 13 de Marzo ( véase foja 73 
vuelta ) á su esposa, dice: c ...Medirás si Domingo ha salido del 
hospital, lo que me parece mentira, pues ha de ser solamente 
para hacer pasar el tiempo en conversaciones, y yo soy el que 
sufro^ él no, son al viento las promesas. Pedile á don Fran- 
cisco Viola que hiciera lo posible para el despacho pronto de la 
causa, caso coutrario estaré aquí siempre sin causa». Estas 
tres cartas son escritas desde la prisión. 

27^' Que el procesado Briático, en su primera indagatoria de 
foja 8 dijo: a) que el 8 de Diciembre trabajó en el muelle y co- 
mo á las 7 pasado meridiano se fué á su casa y al entrar vio á 
los SsAyí^; b) que niel ni Famulari salieron á la calle, pues 
éste estaba durmiendo] c) que tenía poca relación con los Sal- 
via y algunas veces les daba algo, porque eran pobres y la mujer 
pedia limosna; d) que sin embargo cuando la revolución del 90 
le dijeron que tenían algún dinero en el Banco Italiano; e) que 
no quiso ver el cadáver de Salvia, porque no tenía ánimo; f) que 
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vio el cadáver de Josefa, pero llorando; g) que todo el día lo pa- 
só llorando en su casa. 

28^ Que continuando su deposición dice: a) que hace como 
dos meses compró una hachita para cortar leña jque no ha usa- 
do el hacha de ningún vecino; 6^ que quería mucho á los viejos 
7 daría 100 pesos por saber quiénes eran los criminales para 
hacerles poner presos; c) que en £uropa fué condenado á vein- 
te años de prisión, pero que á los tres años la sentencia se 
anuló y él fué puesto en libertad; (/^ que la condena fué porque 
tiró un cascote á un perro y mató á un muchacho; e) que el jue- 
ves 11 de Diciembre fué á Buenos Aires á poner un dinero en 
el Banco, pero se arrepintió y no hizo el depósito, regiesando 
á Campana el domingo; f)(iue no esperó dos ó tres días, hasta 
obtener un paseen el tren y nogastóélen boleto, porqueestaba 
un poco enfermo y muy fatigado y quiso ir para descansar y no 
enfermarse más; gf^ que pidió cinco pesos prestados, por no 
cambiar el oro que llevaba; h) que quebró el hacha del vecino 
Olivera quebrando una leña que tenía un nudo y compró una 
nueva y sela dio á lamujerdeFamulari para que se la devol- 
viera á Olivera cuando volviese; jj que el hacha se rompió en 
cuatro pedazos y no los pudo encontrar; k) que cree que un 
sombrero que ha sido encontrado en su cuarto se ha manchado 
con sangre que haya echado de la boca, tomándolo después 
con la mano sucia; /) que después de comer fué á la estación 
á esperar el tren que llega como á las 8 p. m. regresando 
á las 9 horas 6 9 horas 30 minutos, sin haber visto á los 
Salvia. 

29° Que preguntado cómo es que dice la mujer de Famulari 
que salieron juntos con éste como alas ocho y media, contestó: 
que era cierto, pero que dieron una vuelta corta sin entrar á 
ninguna parte, y que antes contestó, no salió con Famulari, 
porque tantas veces no se acuerda. 

30^ Que preguntado por qué tiene tantas contradicciones ^n 
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SUS declaraciones, dijo, que él fio se acordaba bien si salió ó 
no, pues no puede tener todo en la mente. 

31^ Que aunque tenía un billete de doscientos pesos y pidió 
prestado cinco pesos , para ir á Buenos Aires, porque no quería 
cambiarlo, pero que en Buenos Aires lo cambió por tres ester- 
linas 7 lo demás lo gastó; sin recordar en qué casa de cam- 
bio, por no conocer las calles de esa ciudad. 

32° Que declarando el mismo (véase foja 24) ante este Juz- 
gado, expuso: a) que el 8 de Diciembre á las 7 pasado meri- 
diano, se retiró d£^ la estación á su casa, volviendo como á las 
8 pasado meridiano; b) que, como á las nueve j media pasa- 
do meridiano volvía sólo nuevamente & su casa y en el camino 
encontró á Famulari con los Salvia, que iban en dirección al 
muelle, sin haber cambiado palabra alguna con ellos; c) que 
sabe por Famulari que habiendo tenido un altercado con su 
tio, le pegó con un fierro en la cabeza y lo mató; d) que en cuan- 
to á la mujer no sabe cómo fué la muerte; e) que esta rela- 
ción se la hizo Famulari como á las nueve de la noche en su 
cuarto; /'jque las monedas que se le secuestraron en Campana, 
son suyas y adquiridas en parte con su trabajo y en parte traí- 
das de Europa. Estas monedas son 47 de oro, 17 de plata, y 
16 pesos papel moneda nacional (véase foja 17). 

33^ Que en la nueva declaración deBriático (véase foja 77 ) 
dijo: a) que cuando fué detenido por primera vez, tenía 47 un 
monedas de oro, entre napoleones y medios napoleones ó sea 
total de 500 francos, más 18 monedas de plata y un billete de 
10 pesos nacionales; b) que compró el oro en una casa de cambio 
de Buenos Aires, cuya dirección no recuerda, con dinero gana- 
do como peón en la estación; c) que cuando vino xie Europa tra- 
jo como 500 y tantos francos; d) que siempre ha tenido el di- 
nero en su poder, sin depositarlo en Banco, ni en ninguna otra 
parte, fuera de una vez que depositó 400 francos á principios 
de 1891, retirándolos á los quince días para remitirlos á Italia 
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á SU familia; e^ qae caando lo pusieron en libertad, volvió á 
Campana y vivía en casa de Don Vicente Viola, almorzando y 
comiendo con la mujer de Famulari, con la que sinembargc no 
hacía vida, pues tiene amputado el pene; f) que no es cierto 
que el día que lo aprehendieron ofreciera al comisario Fernan- 
dez, lo mismo que al oficial 200 pesos oro y una pipa de vino, 
paraque lo dejaran en libertad; ^^ que tomó el hacha de Oli- 
vera como una semana antes del suceso y que como se le rom- 
pió cortando un nudo de un pedazo de madera, compró nna nue- 
va y la colocó en el mismo lugar donde estaba la otra; h) que 
continuando su exposición, agrega^ que el AacAa fie; a la lomó 
Famulari del lugar donde el declarante colocó la nueva y que 
á la vieja la tiró en una quinta al lado de la casa de Gatti, rota 
en tres pedazos . 

34"" Que continuando su deposición ( véase foja 80) agregó 
el dicho Briático: a) que no era suya la carta de foja 75 
y que si en algo se referia á su declaración, suponía que fuera 
porque se lo había referido ala mujer de Famulari; b) que es 
falso que haya ofrecido á éste 300 pesos oro, ayudar á su fa- 
milia y darle un buen defensor; c) que Pedro Gatti, Vicente 
Vicens, Vicente y Domingo Viola saben que el día del hecho se 
retiró déla estación días siete pasado meridiano, volviendo po- 
co después de las siete y media para esperar el tren que pasa á 
las siete y tres cuartos, permaneciendo en la estación hasta las 
ocho pasado meridiano^ que se retiró con el capataz Vicenzo á 
su casa, hasta la que fué acompañado por éste, encontrándose 
con Gatti en la casa, á quien dio unas naranjas que tenía en su 
pieza, á la que entró no saliendo hasta el siguiente día; d) que 
desde la estación á su casa hay más de dos kilómetros y se ha- 
ce ese trayecto en más de un cuarto de hora; e) que sabía que 
los Salvia tenían dinero en el Banco por habérselo oido á la 
vieja; /j que siendo soldado en Italia sufrió veinte y tres días 
de prisión, por haber faltado á una lista, rectificando á 
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este respecto lo que ha declarado á foja 7 como á foja 11. 

35"" Que preguntado para que explique el párrafo déla carta 
de foja 73 que dice: ^Uime si Domingo ha salido del hospital, 
lo que me parece mentira y que lo hace pasar el tiempo en con- 
versaciones, y o soy el quesufrOy él no, veremos», contestó que 
es para que el declarante le retribuya los servicios que Famii- 
lari cuando estuvo enfermo, le prestó, y que debe referirse á la 
promesa que le hizo de no declarar haberlo visto con los viejos 
Salvia el día del suceso. 

36*^ Que extractada la carta de foja 75, traducida á foja 187 
vuelta, dirigida por Briático á Famulari y negada por el prime- 
ro dice lo siguiente: 

<En mi declaración he dicho que el viejo insultaba y pegaba 
bastonazos todos los días á tus muchachos; he dicho también 
que cuando veníamos de Europa te quería tirar al mar; así ve- 
rás que mi declaración es á tu favor y no te podrán condenar 
más que á tres ó cuatro años. Además, he dicho que no sabía 
más y como tú sabes, si yo salgo te pondré un abogado para tu 
defensa; así dirás cuando te llamen otra vez á declarar, que yo 
no tengo culpa y te ruego me hagas saber cuál fué tu declara- 
ción respecto á mí; así harás como la primera declaración que 
yo he oído. He ido muchas veces al Juez, por el dinero que 
tengo depositado, que eran 250 pesos oro y todavía no he podi- 
do recibir nada, te habría remitido algo, pero apenas lo tenga: 
no te haré sufrir». 

37** Que en su declaración de foja 152, preguntado Briático so- 
bre la contradicción de sus dichos de foja 82 y lo declarado por 
Beheatti, Domingo Viale, Baldali y Sacarolli, contestó ratifi- 
cándose en lo que tiene declarado; que el día del suceso lleva- 
ba pantalón negro de felpa, saco negro, chaleco de terciopelo y 
sombrero negro. 

38^ Que preguntado si perdió alguna pieza de ropa, después 
del ocho de Diciembre dijo que no. Preguntado qué ropa fué 
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la que en la noche del 8 de Diciembre entregó á Domi 
dijo: que no le dio ninguna ropa; i/ue fué Viola qui 
siguiente del hecho le dio un pantalón y un saco de b 
y un sombrero de paja, y que ese regalo se lo hizo p 
ese tnismo día temprano el declarante había perdido u 
dejó enU vereda. 

39° Que haciéndole notar la contradicción que resu 
lo que acababa de declarar en la anterior pregunta, < 
había dicho por no recordar en ese instante. 

40° Que al llegar el declarante á la pieza con el sacc 
talón regalados por Viola, los tiró al suelo ; dijo á la 
Famulari que los lavase. 

4Í° Que en el pantalón notó algunas manchas que 
de sangre, aunque viejas, agregando que esa ropa p( 
an hermano de Viola. 

42° Que el 8 de Diciembre vio ¿ Famnlari dos veces 
raá las 7 ante meridiano, y la segunda alas 7 7t> ^ 
DOS, de la tarde, cuando iba acompañado de los Salv: 
vio por última vez á las 10 '/i pasado meridiano coan 
lari volvió, que como á las 9 pasado meridiano regali 
ranjas el declarunte á Gatti. 

43° Que la mujer Emilia de l'amulari declaró ^ foja 
el 8 de Diciembre como á las 8 </> salieron á la cal 
ridu y Bríático, regresando como á los quince minut< 
preguntada si había entregado una hacha nueva 
Olivera y por qué causa, -íontestú que Briático le dijo 
les por la mañana, que rompiendo una madera habí 
hacha y que iba á comprar una nueva, la que se la ei 
ciéndole que, cuando volviera Olivera se la entregara 
pensa de la rota; c) que no vio que Briótieo y Fámula 
taran con nadie cuando salieron; d) que sabía por los 
tenían dinero en el Banco; ej que Briático le dijo qi 
dabao & Buenos Aires, pero que no le oyó por qué i 
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desde el jueves hasta el domingo; fjqne es sobrina de la vieja 
Salvia; g) que Briático vive con ella y su esposo en nn sólo 
cuarto. 

44<^ Que á foja 149 agregó qne era amiga íntima de Briático: 
a) quepreguutada qué hizo del hacha de Olivera^ contestó: que 
Se le rompió quebrando leña y que pidió á Briático que comprase 
una nueva para devolverla, lo que ocultó á su marido, porque 
era un zonzo que se enojaba por nada; b) que el hacha vieja 
fué tirada á la calle, agregando que Briático le daba lo necesario 
páralos gastos de cocina y vestidos, como también cuando se 
encontraba enferma; c) quoFamulari jamás ha estado enfermo 
en el Hospital; d) preguntada si llevó ó entregó la libreta que 
su marido le pedía en la carta de foja 72, contestó que no sabe 
nada de la libreta y que su marido es un zonzo; e) que Briáti- 
co ha estado enfermo pero nunca en el Hospital; fj preguntada 
qué hacha trajo á la ayudantía de Campana, contestó qne no 
trajo ninguna. 

45^ Que interrogado el ayudante Don José Nublia sobre el 
hecho, declaró: que era una hacha peque ña parecida á la otra, 
qne ésta se encontraba toda sucia de barro; que, declarando 
Olivera, le manifestó al exponente que esa no era el hacha. 

46^ Que repi;eguntada la mujer de Famulari sobre la contra- 
dicción resultante en las dos exposiciones anteriores, contestó que 
ahora recuerda el hecho del hacha y la manifestación de Olivera. 

47^ Quepreguutada dónde pusieron ó guardaron el hacha que 
sirvió para ultimar á Salvia, contestó: que no sabe qué han hecho 
de ella, que el hacha la había tomado del patio para romper le- 
ña y la tiró á la vía pública y que nadie vio cuando tiró el hacha. 

48* Que haciéndole presente su contradicción con Briático, ái- 
]q que era ella quien había roto el hacha. Interrogada por la 
causa que le impulsó á sustituir el hacha vieja dijo que presentó 
al ayudante el hacha en la creencia de que él aceptase como si 
fuera la que él le reclamaba. 
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49° Que en este acto se bizo comparece! al ayndante José 
Kublia para qae manifestase lo qtie habla pasado en la 
Ayudantía sobre la libreta de Bancoáque se reñeie la carta de 
foja 1% j dije: que Fsmulari Le ofreció una libreta de Banco que 
el declarante sabía dónde estaba, con el objeto de sobornarle pa- 
ra que lo pusiese en libertad . 

50° Que haciéndole presente i la mujer de Famulari lo es- 
puesto por el anudante, manifestó que ella no sabe nada; agre- 
gando: que al día siguiente del suceso snpo que Briáttco había 
perdido el saco en lo de Francisco Viola, quien le regaló otro, 
un pantalón j un sombrero; que la noche del suceso volvieron 
su marido y Briátioo como alas 9 pasado meridiano, bota que le 
dijo Gatti, pues ella no tiene reloj. 

51" Que á foja i58 vuelta, manifestó que su marido le mandó 
á lo de su compadre Rafael Grispini á pedirle dinero, á fin de 
que el ayudante de la Capitanía lo pusiera en libertad, dinero 
que no obtuvo; que ella lavó el saco dado por 'VíoIa, porque te- 
nia manchas de pintura colorada y que. sabe que eran de esa 
pintura , porque asi se lo dijo Domingo Viola, cuando fué dpre- 
guntarlepor qué había dado ese sacoy elsombrero con manchas 
desangre. 

52° Que declarando la misma mujer Famulari (véase foja 
165 vuelta), declaró: que la noche del suceao entraron al cuarto 
juntos Famulari y Bridtico, como á las 9 pasado meridiano, que 
el primero se acostó y el segundo salió al patio en paños meno- 
res á regalar á Gatti unas naranjas; que según le ha referido 
Briático, el saco le fué robado el día siguiente del hecho, por ha- 
berlo dejado ai lado de una ventana de la casa de Viola. 

53 Que de conformidad á la vista Sscal de foja 177, Emilia de 
Famulari fué puesta en libertad por el auto de foja 178. 

54° Que Pedro Gatti, en sus declaraciones de foja 2, foja 114 
y foja 142, dice: a) que Emilia de Famulari tenía el día miér- 
coles ana hacha nueva, que se la compró para que se la devol- 
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viera á Olivera, en cambio de una vieja que decía haber roto 
golpeando un hueso; b) que el día del suceso vio á Briático á 
las nueve y media ó diez pasado meridiano que entró de la calle 
y le regaló unas naranjas, que dijo haber comprado en la Esta- 
ción; c) que aunque ¡Briático pagaba con regularidad el al- 
quiler, tko se le c jnocíá que tuviese dinero guardado; d) que sin 
embargo, al regresar de La Plata le ofreció dinero á interés; 
e) que de la estación á su casa hay diez cuadras y se emplean 
quince minutos en ir. 

55° Que declarando Gregorio Olivera (véase foja 2, foja 113 y 
foja 141) dice: que el miércoles vino ^de la PJxaltacion de la 
Cruz y en seguí ia se le presentó la mujer de Famulari y le en- 
tregó una hachita de mano nueva en cambió de una vieja del 
declarante, que ella le dijo haber quebrado al partir un hueso. 

56** Que prestando declaración don José de Baulé (véase fo- 
ja 4, fojas 119 y 140), expone : que estando paseándose en la ve- 
reda el 8 de Diciembre, cómo á las ocho y media p. m., Famu- 
lari y BriáticOy salieron de la casa con los Salvia en dirección 
alhajo, 

57® Que prestando declaración Inocencio Notare (véase foja 
109 vuelta), declara que durante su primera detención Briático 
le hizo llamar y le encargó que le buscara un abogado, asegu- 
rándole que tenía como quinientos ó seiscientos pesos oro, 

58° Que declarando Domingo Viola (véase foja 111, foja 137, 
foja 145 y foja 170) expone : a) interrogado si el día del suceso 
sabe ó ha visto que Briático haya estado en la estación hasta 
las siete pasado meridianí», hora en que se retiró, volviendo 
después, y si sabe hasta qué hora ha permanecido en ésta y en 
qué ha empleado el resto de la noche, dijo que ignora y que só- 
lo vio á Briático al dia siguiente como á las ocho ante meridia- 
no; b) que sólo conoce á Briático por haber ido á tomar caféá 
su casa algunas veces, junto con los demás peones del Ferro- 
carril, y que el día 9 de Diciembre, después de encontrarse los 
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cadáveres de los Salvia^ había estado á las 9 ante meridiano 
con el objeto y personas indicadas; c) que caatro ó seis días 
antes del suceso, Briático pretendió cambiarle una libra ester- 
lina que resultó falsa; d) preguntado si es cierto que regaló á 
Briático un traje de brin blanco y un sombrero de paja dijo: 
que es cierto y que el regalo fué después de Setiembre de 1890; 
e) preguntado si es cierto que con motivo de haber ido la mujer 
de Eamulari á preguntarle por qué había dado el saco con man- 
chas de sangre sino de pintura, dijo: que nunca ha hablado 
con dicha mujer; que es cierto que un día Briático perdió un 
saco en la vereda de su casa, pero mucho antes del suceso. 

59° Que declarando Antonio Valdatti (véase foja 136 y foja 
138) dice: a) que el 8 de Diciembre, como á las siete pasado me- 
ridiano se retiró de la estación con Briático y otros peones; pe- 
ro que á la miiad del camino Briático se separó, entrando solo 
el declarante á su casa, que es en la que vivía Briático, sin vol- 
ver á ver á éste hasta el día siguiente; b) que ha oído decir va- 
rias veces á Briático que los Salvia tenían dinero en el Banco. 

60® Que declarando Luis Beldatti (véase foja 136), dice: 
a) que el 8 de Diciembre como á las nueve y media ó diez pasado 
meridiano, se encontraba en casa de Gatti, á cuya hora Briáti- 
co regresó con unas naranjas que dio á Gatti y señora; b) que 
aunque no puede decir con seguridad que Briático sea culpable, 
llamó la atención á él y á los demás que á esa hora faese á invi- 
tarlo con naranjas, pudiendo hacerlo al día siguiente. 

61** Que declarando Vicente Suoarelli (véase foja 139), pre- 
guntado si es cierto que el 8 de Diciembre el compareciente 
acompañó á Briático cuando se retiraba de la estaciona su casa 
alas siete pasado meridiano, volviendo un poco más de las siete 
y media pasado meridiano para esperar el tren que sale á las 
7 y 45 minutos pasado meridiano, permaneciendo en la esta- 
ción hasta las ocho, hora que se retiró con el compareciente que 
fué hasta la casa de Briático: contestó que no era cierto, pues 

T. V 20 
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el día indicado se retiraron alas siete y media pasado meridiano 
y no á las siete como dice Briático; que fueron juntos para la 
plaza, distante siete cuadras de la estación, porque á las 7 ho- 
ras 45 minutos pasado meridiano no hay tren, pues el último 
que pasa, que es á las 9 pasado meridiano no lo esperan los peo- 
nes, agregando que esto lo sabe como antiguo empleado con diez 
años de servicios. 

62^ Que á foja 147, el Oficial de Policía de Campana Juan 
Amaya refiere que cuando fué detenido Briático, ofreció en la 
oficina al declarante 200 pesos moneda nacional si lo ponía en 
libertad. 

63** Que Vicente Viola, á foja 148, preguntado si es cierto que 
Briático 86 retiró de la estación á las siete pasado meridiano, 
volviendo un poco más de las siete y media para esperar el tren 
que pasa á las siete y tres cuartos, permaneciendo en la esta- 
ción basta las ocho, hora que se retiró con el capataz Vicente 
Vicenso hasta su casa, contesta: que no es cierto, por ese día 
no ha visto á Briático. 

64^ Que .el señor Procurador Fiscal, en su acusación de foja 
192, solicitó contra Briático la pena de presidio por tiempo in- 
determinado, con arreglo al artículo 96, inciso 1°, del Código 
Penal, y contra Famulari 9 años de la misma pena, como cóm- 
plice de primer grado en el homicidio perpetrado por el prime- 
ro, de conformidad al artículo 34. inciso 2°, del mismo Código. 

En cuanto á Emilia deFamulari, el señor Fiscal .se abstiene 
de hacer acusación alguna, por conceptuar que lo que aparece 
de autos en su contra es debido al legítimo deseo de atenuar la 
culpabilidad de su esposo y protector Briático. 

65^ Que el defensor de Briático solicita la absolución de sn 
patrocinado, por considerar que !a prueba producida, lejos de 
comprometerle, aboga en su favor, pues Famulari en declara- 
ciones que no ha podido retractar^ se confiesa único culpable 
(véase foja 222). 



DB JUSTICIA NACIONAL 

66" Que el defensor de pobres, patrocinando á Famnl 
ignalmeote la absoluoiua de culpa ; caigo, por no 
pruebadirecta algunasobre su culpabilidad, no siendt 
ble la de presunciones, con mayor razón, en este caso lai 
ladas Unto podrían servir para acusar á Briático coi 
mnlari, de ser ios autores principales, (quedando el o 
cómplice. Que la acusación, por consiguiente, que hace 
Fiscal á Briático como autor principal y á Famulari co; 
plice es completamente arbitraria, y que sí una mism 
puede servir para acusar auna persona de dos delita 
tos, nose necesita más para afirmar que ella no es s 
para justificar ninguno de los dos (véase foja 216). 

67" Que habiéndoae'llamado autos pata definitiva bi 
la oportunidad de dictar sentencia. 

Y considerando: 1" Que por lo espuesto en el primer i 
dü está comprobado el cuerpo del delito. 

2° Que el articulo 358 del Código de Procedimientos e 
mioat admite la prueba de presunciones ó indicios, sier 
estos reúnan las coudiciones establecidas en el mismo. 

3° Que en concepto de <;ste Juzgado, dichas condición 
cuentran en las presunciones acumuladas en autos, re 
de estos la convicción más ñrme de que los autores de 1 
lie los esposos Salvia, son los procesados Briático y t 
habiendo tenido el crimen por objeto el robo. 

4° Que las declaraciones de Famulari, aunqne contraí 
atribuyéndose unas veces culpabilidad en el crimen ¡ 
gándola otras en Briático, dan luz suficiente para coi 
que el plan formado por tos procesados era aparecer 
como delincuente, á fin de qne el otro, puesto en libert 
diera ala familia de aquel y procuraHe sn defensa. 

5° Que además de que este plan es confesado por I 
él aparece comprobado por la carta de foja 71 , en la qi 
proceder de acuerdo con Briático para la traslación de 
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lia, y en la que dirigiéndose á ésta le dice c... no creer á nadie 
que yo soy siempre firme ». En la carta de foja 73 sospecha que 
Briático quiere hacerle pasar el tiempo en conversaciones y se 
queja de ser él el que sufre y no Briático, agregando: c ... son al 
viento las promesas» ¿Por qué quiere ponerse de acuerdo con 
Briático para la traslación de su familia, sino por la promesa 
que éste le hizo de declararse él solo culpable? ¿Por qué habla 
de promesas que no se cumplen, sino por la que recibió de Briá- 
tico de nombrarle un buen defensor? 

6^ Que ese plan resulta también de la carta de foja 75, de 
Briático áFamulari, en laque pideá éste que cuando lo vuelvan 
á llamar á declarar, se confíese él solo culpable, como lo había 
hecho ya, animándolo para ello con el embuste deque él ha"" 
bía declarado á su favor, de que sólo le impondrían nna pena de 
tres á cuatro años, y con que en cuanto le devolviesen el dinero 
secuestrado no lo dejaría sufrir. Aunque Briático, en su decla- 
ración de foja 80, niega la autenticidad de esa carta, no hace lo 
mismo sobre su contenido; por el contrario, dice que si en algo 
se refiere á la delaracion, supone que sea porque se lo refirió á 
la mujer de Famuiari. 

7^ Que en cuanto al hecho mismo de la comisión del delito 
de los procesados, es verdad que no hay ninguna prueba direc- 
ta, pero existe tal cúmulo de presunciones en su contra, que 
forzosamente se llega á la conclusión de su criminalidad. 

8° Que el testigo de Pauli vio á los procesados como á las 
ocho y media de la noche del crimen dirigiéndose, acompaña- 
dos de los Salvia, al bajo, en el que fueron encontrados los ca- 
dáveres de estos al siguiente y subsiguiente día. Famuiari re- 
fiere en las mismas declaraciones en que se confiesa único cul- 
pable, que Briático estuvo presente. 

El mismo Briático dice quevió á Famuiari con los Salvia que 
se dirigían al río. La mujer del primero á su vez declara que 
salieron juntos los procesados, después de cenar. No puede en- 
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tónces caber duda de qae en efecto Famulari y Briátíco fueron 
acompañados de sus víctimas al lugar en que habían resuelto 
sacrificarlas. 

^^ Que Briático ha pretendido probar la coartada, pero sin re- 
sultado. Empezó por decir que el día 8 de Diciembre fué á su 
casa como á las siete pasado meridiano y no salió más en toda 
ia noche, pero luego se vio obligado á confesar que salió con 
Famulari como alas ocho y media. Después dijo que al vol- 
ver de la estación, á laque fué después de cenar alas siete, 
y encontró en el camino como á las ocho y media á Fa- 
mulari con los Salvia. Finalmente, se aseguró que Pedro Gatti, 
Vicente Vicenzo y Vicente Domingo Viola sabían que el día del 
crimen se retiró de la estación á las siete pasado meridiano, 
volviendo á la misma un poco después de la siete y media, para 
esperar el tren que pasa á las siete y tres cuartos, permanecien- 
do allí hasta las ocho, hora en que se retiró con el capataz Vi- 
censo á su casa,, hasta laque fué acompañado de éste. Sin em- 
bargo, de lo declarado por estos testigos resultn n completamente 
falsas las referencias, pues ni siquiera es cierto que á ¡as siete 
y tres cuartos haya ningún tren. La misma mujer de Famulari, 
interesada en ocultar el crimen, dice que su marido y Briático 
entraron juntos al cuarto como á las nueve pasado meridiano. 

El testigo Bal vetti, que presenció el regalo de naranjas hecho 
por Briático á Gatti, alas nueve y media ó diez de la noche, di- 
ce que aunque no puede tener seguridad de que aquel sea cul- 
pable, le llamó la atención el regalo á aquella hora. La inopor- 
tunidad del obsequio tendería, en efecto, á la idea de establecer 
la coartada. 

10^ Que si Briático fuese inocente, fácil le hubiera sido justi- 
ficar el empleo de las horas de la noche del 8 de Diciembre, en 
que se supone cometido el delito, en vez de hacer afirmaciones 
contradictorias y falsas. 

ll^'Quees otra fuertísima presunción contra Briático el in- 



} 



312 FALLOS DE LA SUPREMA GORTE^ 

paes de la muerte de los Salvia; pero Viola asegura que fué mu- 
cho tiempo antes. 

IT'^ Que las respectivas contradicciones en que Briático ha in- 
currido consigo mismo 7 con las demás constancias de autos, 
Hon otras tantas pruebas de su culpabilidad. Dijo que sabía dar 
limosna á la vieja Salvia 7 luego manifestó que sabía que ella 
tenía dinero en el Banco. Dijo que en la noche del suceso, 
cuando volvió á su casa de la estación, á las siete pasado meri- 
diano, no salieron ala calle él ni Famulari, pues éste estaba 7a 
durmiendo; sin embargo, después confesó que salieron juntos, 
diciendo en seguida que cuando por segunda vez regresaba esa 
noche de la estación encontró á Famulari con los Salvia, que 
se dirigían al bajo. Dijo que no había ocupado el hacha del ve- 
cino Olivera, expresando en seguida que la quebró rompiendo 
leña. Declaró que en Europa fué condenado á 20 añosde prisión, 
rectificándose después con que la condena fué por algunos días 
de arresto, por haber faltado auna lista como soldado. Manifestó 
que al siguiente día del crimen lo pasó llorando en su cuarto, 
mientras que los testigos dicen que lo vieron en la calle 7 Do- 
mingo Viola en su casa tomando café con otros peones del Ferro- 
carril. Protestó que daría 100 pesos, por saber quiénes eran los 
asesinos de los Salvia, para hacerlos poner presos, cuando según 
sus manifestaciones posteriores sabía que el matador era Famu- 
lari. Dijo que después de cenar fué á la estación 7 resulta fal- 
so el hecho. Dijo que fué á esperar '^1 tren que pasa á las siete 7 
tres cuartos 7 resulta que á esa hora no pasa ningún tren. Dijo 
que desconoce la carta de foja 75, pero declara implícitamente 
ser exacto su contenido, pues dice que ella debe haber sido es- 
crita con referencias que de su declaración hizo á la esposa de 
Famulari. Dijo no ser cierto haber ofrecido dinero por su liber- 
tad, 7 el hecho aparece comprobado. Niega haber perdido al- 
gunas piezas de ropa después del 8 de Diciembre de 1890 7 á 
renglón seguido afirma lo contrarío. Por este estilo, sería raro 



DE JUSTICIA NACIOHAL 313 

encontrar en ens declaraciones algún aserto qae no sea desmen- 
tido por él mismo ó por otras constancias de los dutos. ¿Por 
qué tanto embuste y embrolla, si es inocente? 

18° Que ignales contradicciones y deseos de enredar el proce- 
so se nota en las declaraciones de Famulart y su esposa Emilia. 

19° Que en presencia de los antecedentes expuestos no puede 
existir la más leTe dnda de que los procesados Briático y Famu- 
lari, formando complot, resolvieron y ejecutaron entre los dos 
el homicidio perpetrado en la persona de Félix Salvia y sn espo- 
sa Josefa. ¿Cuál de ellos fué el qnc di6 al primero los dos gol- 
pes que ocasionaron su muerte? Esta circunstancia permanece 
en el misterio, pues Famulari unas voces dice que fué él, y 
otras que fué Briático. Lo indudable, en conceptodel Juzgado, 
es que cualquiera de ellos que sea el autor de ese haobo, fué en 
combinación y en concierto con el otro, que á su vez se encargó 
de tirar al rio y ahogar á k mujer. 

20° Que en tal concepto ambos procesados deben ser conside- 
rador como autores principales, tanto por lo dispuesto en el ar- 
tículo 21 del Código Penal, como por lo que determina el articulo 
25 del mismo Código. 

21° Que si bien es cierto que la confesión en juicio, prestada 
en legal forma, no puede ser retractada por regla general, este 
principio no es tan absoluto que no pueda sufrir modiñcaciones 
cuando las demás circunstancias de antos demostrasen que las 
rectificaciones son admisibles. 

22" Que en sn consecuencia, aunque es cierto que Famulari 
se declaró único responsable déla muerte de los esposos Salvia, 
expresan4o que Briático era completamente inocente, su retrac- 
tación posterior en el sentido de inculpar á éste no puede ser 
desechada, desde el momento que como queda demostrado, las 
demás pruebas acumuladas establecen la responsabilidad de di- 
cho Briático. 

23° Que concurren las circunstancias agravantes señaladas 
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en el artículo 48, incisos 2% 4*^, 5*^, 10'' y ^9^ respecto á Briá- 
tico. 

24'' Qae existe la circunstancia atenuante expresada en el 
artículo 83, inciso 8"". 

^S*' Que en tal caso, corresponde aplicar á los procesados la 
pena determinada en el artículo 95, inciso 2^. 

Por estos fundamentos, deñnitivamente juzgando, fallo y con- 
deno á los procesados Félix Famulari y Domingo Briático á la 
pena de presidio por tiempo indeterminado con sus accesorios 
legales, á la indemnización de daños y perjuicios, y á las costas 
procesales. 

Notifíquese con el original, regístrese en el libro de senten- 
cias y repónganse los sellos. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Marzo 15 de 1894. 

Suprema Corte: 

La sentencia de primera instancia, ha reunido con tanta ex- 
tensión y detalles todas las circunstancias que precedieron y su- 
cedieron al homicidio de los cónyuges Salvia, que nada podría 
agregar de nuevo para demostrar la responsabilidad de los acu- 
sados Félix Famulari y Domingo Briático. Las circunstancias 
establecidas en el 8^ considerando, muestran á los encausados 
dirigiéndose con las víctimas al bajo, á una hora aproximada á 
la de la-per petracion del crimen. Las cartas agregadas al pro- 
ceso establecen su interés de complicidad entre ambos coacusa- 
dos y las afirmaciones y contradicciones en lo referente á esas 
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cartas, al móvil del crimen, qae fué el robo de dineio, al hacha 
que sirvió de instrumento parala ejecución, á tas ropas de Briá- 
tico manchadas coa sangre, todo constituye un cúmulo de pre- 
sunciones incontestables. Esas presunciones son directas 7 
concordantes, en íntima relación con el hecho fundamental ; 
tienen todos los caracteres que el artículo 357 del Código de 
Procedimientos en lo criminal requiere para que constituya ple- 
na prueba. 

Las irregularidades observadas por el defensor de Briático, 
contra las actuaciones del sumario, no constituyen nulidad. 
NinguD articulo del Código prescribe esa nulidad, porque el 
sumario haya durado más de treinta ó sesenta días respectiva- 
mente; ninguno, que no pueda aprehenderse al indicado queha- 
hía sido puesto en libertad, cuando como en el auto de foja 
32, ni se había clausurado el sumario, ni dictado con las forma- 
lidades del derecho el sobreseimiento definitivo. 

Las observaciones sobre indicios aislados, tomados separada- 
mente, no pueden viciar la demostración plena y evidente que 
ñaye del conjnuto de todos esos hecfaos directos, relacionados, 
conesos É inequívocos; que, según expresión de la ley, pnedeu 
razonablemente formar una opinión sobre la existencia de los 
hechos determinados. 

Por ello, invocando los considerandos de la sentencia recu- 
rrida de foja 240, po? evitar repeticiones difusas, pido i V. E. 
su confirmación. 

SabinianoKier. 
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Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Abril 19 de 1894. 

Y vistos : considerando: Primero: Que la declaración de José 
Depaoli, de haber visto salir á los esposos Nicolás y Josefa de 
Salvia en compañía de Félix Famulari y de Domingo Briático, 
con dirección al bajo, como á las ocho y media pasado meri- 
diano, está confirmada en cuanto al hecho de haber estado el 
testigo en la vereda, por lo expuesto por Paolo Pavese (fojas 
tres y cuatro vuelta, ciento diez y ocho y ciento diez y nueve). 

Segundo: Que asimismo la declaración de Emilia Grippa (fo- 
ja seis) concurre á demostrar que Famulari y Briático salieron 
juntos á la hora indicada por Depaoli. 

Tercero: Que la afirmación de Briático de haber ido á la 
estación para esperar el tren de las siete y cuarenta y cinco (fo- 
ja ochenta vuelta), está desmentida por las declaraciones de Pe- 
dro Gatti, Vicente y Domingo Viola y Vicente Lucarelli (fojas 
ciento once, ciento catorce, ciento treinta y siete, ciento treinta 
y ocho vuelta, ciento cuarenta y dos y ciento cuarenta y ocho), 
y que aún siendo cierto ese hecho, habría tenido tiempo sobra- 
do para estar de regreso á labora en que lo vieron salir Depaoli 
y Emilia Grippa, pues según lo explica él mismo y lo asegura 
Gatti, de la estación á su casase emplean más de quince minu- 
tos ó tan sólo quince minutos. 

Cuarto: Que, por otra parte, el testigo Antonio Baldatti afir- 
ma que vio á Briático en la casa á las ocho (foja ciento treinta y 
siete vuelta), de lo cual se infiere ó que no fué á la estación á 
esperar el tren de las siete y tres cuartos, 6 que ya había vuelto 
cuando le vieron salir Depaoli y Emilia Grippa. 

Quinto: Que Depaoli, que estuvo en la vereda desde la hora 
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• 

en qae salió Briático, en compañía de los esposos Salviaj de Fa- 
mulari, hasta las nueve y media, no lo vio regresar, y que los 
testigos Gatti y Luis Baldatti (fojas ciento treinta y seis) de- 
claran que entró en la casa á las naeve y media ó diez, concor- 
cordando estQs dichos coit los de Emilia G-rippa, según la cual 
Famulariy Briátíco volvieron juntos como á las nueve (fojas 
ciento cuarenta y nueve vuelta y ciento sesenta y cinco vuelta). 

Sexto: Que en vista de estas declaraciones aún cuando no de- 
ba darse crédito á las repetidas retractaciones de Famulari, re- 
sulta que Briático salió de la casa con los esposos Salvia, como á 
las ocho y media pasado meridiano, el día del suceso, y que re- 
gresó de nueve y media á diez, sin que haya probado la coarta- 
da que alegó en su favor, y desmintiéndolo, por el contrario, los 
testigos de descargo que citó. 

Séptimo: Que apreciando además los antecedentes referidos, 
las contradicciones en que ha incurrido Briático y las demás cir- 
cunstancias que se hacen valer en la sentencia apelada^ es de 
concluir que tuvo participación en el homicidio de Nicolás y Jo- 
sefa de Salvia. 

Octavo: Que la responsabilidad penal que pesa sobre el proce- 
sado Félix Famulari resulta de su propia declaración. 

Noveno: Que las deficiencias del procedimiento y las irregu- 
laridades que hace notar el defensor de Briático no son cansa 
bastante para eximirlo de la pena en que ha incurrido, porque la 
ley no prescribe su nulidad. 

Forestes fundamentos, sus concordantesy de conformidad con 
lo expuesto y pedido por el señor Procarador General , se confirma, 
con costas, la sentencia apelada, corriente á foja doscientos cua- 
renta; y devuélvanse. Notifíquese con el original. 

benjamín paz. — LUIS V. VARE- 
LA.— ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE. — JUAN E. TORRENT. 
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CAUSEA I.XII 



Don Francisco Beliiziay en recurso contra una sentencia de los 

Tribunales de la Capital. 



Sumario. — No puede invocar la violación del artículo 18 de 
la Constitución, el que ha sido parte en el juicio, haciendo va- 
ler sus defensas. 



Caso. — Lo explica el siguiente 



RECURSO 



Buenos Aires, Setiembre 15 de 1893. 
Suprema Corte: 

Pascual Giliberti, por el Doctor Don Francisco Bellizia, cons- 
tituyendo domicilio legal en la calle Bolivar 519, áY. E., como 
mejor ha lugar en derecho, digo: 

A mérito del artículo 26 de la ley de Justicia de Paz de 23 
de Noviembre 1891 interpongo apelación de hecho contra la 
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sentencia del Juez Doctor Centeno, qae confírmando la del In- 
ferior me ba denegado la apelación. 

Ambos ban violado maDi&estamente el artículo 18 de la 
GongtitnciüD nacional qne dice: cKingnn babitantede la Nación 
poede ser penado sin juicio piéTio>. 

La Municipalidad de esta Capital ba hecho efectiva la apli- 
cación de varias multas contra mi representado, sin sentencia y 
sin juicio previo, con manifiesta desconformidad de las leyes. 

Lo que yo quiero saber de V. E. es: si es cierto que existe una 
Co nstitucion que ampara y protege á los ciudadanos contra cual- 
quier capricho ó arbitrariedad de autoridades que usurpando 
poderes que no tienen, atentan & los derechos y pririlegios del 
habitante, consagrados por ella. 

Omito la exposición de tudas mis razones, porque se despren- 
den del expediente y digo solamente qne el caso sub-judíee es 
expresamente previsto por el inciso 3° del artículo 14 de 
la ley de 1863, por haberse cuestionado déla violación del 
privilegio que el mencionado artículo 18 confiere á los ciuda- 
danos, de no poder ser penados sin juicio previo, y á pesar de 
esto los jueces inferiores han aplicado y hecha efectiva la mul- 
ta, que es una délas penas previstas por el Código Penal, sin 
sentencia y sin juicio previo. 

Esta clase de causas no por razón de valor, mas por razón de 
materia, son de exclusiva competencia de V. E.; única autoridad 
investida del alto poder de mantener inviolada la Constitución. 

La violación de una cláusula constitucional no puede tener 
valor determinado, y coalquiera que sea el monto del litigio, 
de un peso ó de un millón, V. E. tiene la competencia de inter- 
venir i fin de examinar si se ba 6 no bien aplicado la Consti- 
tución. 

Por estosfundamentos, pido á V. E. se sirva otorgarme la 
apelación denegada y ordenar que el Juez de 1' Instancia Doc- 
tor Centeno, remita á esta Suprema Corte el expediente ca- 
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ratulado: cFrancijsco A. Bellizia, contra la Municipalidad de la 
Capital». 

Será justicia, etc. 

Pascual GilibertL 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Abril 14 de 1894. 
Suprema Corte: 

Las cuestiones de menor cuantía, cuyo conocimiento corres- 
ponde en primer grado á los Jueces de Faz de la Capital, no 
pueden recurrirse ante V, E. 

Ni aun bajo el aspecto de inconstitucionalidad, invocado por 
el recurrente, so protesto de haberse violado por los jueces com- 
petentes, el artículo i8 de la Constitución^ puede tomarse en 
consideración el recurso, pues lejos de haberse omitido la defen- 
sa, jaicio y sentencia, las actuaciones aglomeradas dan testimo- 
nio de lo contrurio. 

Por ello, pido á Y. E. se sirva desechar el recurso de hecho, 
mandando devolver los antecedentes traidos al Juzgado de qne 
proceden. 

Sabmiano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 



Bueoos Aires, Abril 21 de 1894. 



Yistos en el acuerdo: Considerando que, según resulta de la ex- 
posición del recurrente y del expediente remitido, ha sido él parte 
en el juicio seguido ante el Juez de Faz, haciendo valer sus de- 
suelas. 
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Por esto 7 de conformidad con lo expuesto y pedido por el se- 
ñor Procarador General, no se hace lugar al recurso directo de- 
ducido. Devuélvase al Juzgado de su origen el expediente 
traido como informe, y archívense estas actuaciones, previa 
reposición de sellos. 

BENJAMÍN PAZ.— LUIS V. VÁRELA. 
— ABELBAZAN. — OCTAVIO BUN- 
GE.— JUAN E. TOURENT. 



CAUSEA liXVIII 



Contra Don Carlos Varas (hijo) y otros, por infracción de la ley 

nacional de elecciones; sobre nulidad. 

# 

Sumario. — Aunque el juicio sobre infracción de la ley nacio- 
nal de elecciones debe ser breve y sumario, esto no excluye la 
necesidad de la audiencia de los acusados, y su omisión anu- 
la lo actuado. 



Caso.— Lo indica el 



Fallo del JTaez Feíleral 

Mendoza, Marzo 3 de 1894. 

Autos y vistos: Este sumario instruido por denuncia del Doc- 
tor Pedro A. Guevara y á instancia fiscal, sobre infracciones á 

T. V 21 



* 

I 
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la ley nacional de elecciones, en la que tavo lugar el día 4 de 
Febrero próximo pasado, en el departamento de San Martín, 
para Diputados al Congreso, de que resalta : 

I"" Que el señor Carlos Yaras, hijo, subdelegado del departa- 
mento de San Martin, de esta provincia, y comandante del Bata- 
llón i 2 de infantería, concurrió á la referida elección, estuvo en 
el local por dos veces, al principio menos de media hora, hasta 
que el presidente de la mesa le hizo salir intimándoselo con la 
fuerza de policía y después cuando vuelto al mismo sitio exigió 
al presidente que le facilitara parte de la fuerza á su disposi- 
ción con el objeto de sofocar un desorden que dice se producía 
en la calle frente al local de reunión de los partidarios cívicos, 
con motivo de haber obstaculizado el paso ofreciéndoles vino y 
otras cosas á algunos adictos al Partido liberal, que se dirigían 
á la elección, concluyendo por sacar de allí tres soldados con- 
tra la expresa voluntad del presidente de la mesa, donde dejó 
sólo dos, y se dirigió con aquellos al lugar indicado, trató de 
penetrar á la casaá protesto de desarmar á la gente y regresó 
de nuevo ul atrio sin realizar su propósito por la resistencia que 
se le opuso (declaraciones de Carlos Varas, hijo , foja 53, Re- 
gíno Moyano, foja 4 vuelta, Juan A. Arnulphi, foja 9, Luis 
Jonnod, foja 11^ Pedro Santander, foja 12 vuelta, Abelardo 
Moyano, foja 14, Daniel Quesada, foja 16, Felipe Frias,foja 17 
vuelta, Manuel Torres, foja 19, Juan Tejada, foja 20, José Lara, 
foja22, Julio Moyano, foja 23 vuelta, Antonio Morales, foja 25 
vuelta, Epifanio Lambra, foja 26 vuelta, Salvador Fernandez, foja 
27 vuelta, Presbítero Laureano Ludion, foja 29, Rodolfo Eche- 
varrieta, foja 32^ Martin Bustos, foja 36 vuelta, Aquiles Arenas, 
foja 38 vuelta, Federico Maza, foja 41 vuelta, Félix Vargas, foja 
45 vuelta, Rufino Vera, foja 47, Victorio Novoa, foja 52, Ger- 
mán Corvalan, hijo, foja 58, Leoncio Eizaguirre, foja 60). 

2^ Que con este motivo á las 11 ante meridiano, más ó menos, 
los miembros de la mesa resolvieron suspender la elección^ y 
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cuando el señor Varas volvió nuevamente, reclamó de la sus- 
pensión y al no continuarse asumió el mando de la fuerza toda 
y ordenó el desalojo del atrio, reqnirió al Presidente por la urna 
y los pliegos sin dar con aquella, intimando al señor Francisco 
Komero, la entregado una parte de los pliegos que tenía en la 
mano (declaración de Carlos Vera, hijo , Regino Moyano, Juan 
A. Arnulphi, Luis Gunod, Pedro Santander, Manuel Toleres, 
Julio Moyano, Antonio Morales, Epifanio Sambra, Salvador 
Fernandez, Laureano Audeon, Rodolfo Echevarrieta, Martin 
Bustos, Aquiles Arenas, Rufino Vera, Victorio Novoa, Luciano 
Eizaguirrf). 

3*^ Que á la negativa del Presidente de la mesa, trató de qui- 
tarle los pliegos el señor Varas, llegando hasta tomarlo violen- 
tamente del cuerpo y estrecharlo contra una pilastra, y al en- 
tregarlos aquel á un hijo suyo, llamado Vicente Romero, el mis- 
mo señor Varas, seguido de un grupo de gente á pié y á caballo, 
le corrió, le dio alcance, le asestó un golpe de rebenque en la 
cabeza y los soldados algunos culatazos, é hizo pedazos los pape- 
les que llevaba ( declaraciones de Carlos Varas, hijo , Rufino 
A. Arnulphi, Luis Gunod, Pedro Santander, Abelardo Moyano 
Felipe Pina, Juan Tejada, José Sos¿i, Julio Moyano, Antonio 
Morales, Epifanio Sambra, Salvador Fernandez, Laureano Au- 
dion, Rodolfo Echevarrieta, Martin Bustos, Aquiles Arenas, 
Victorio Novoa, Genaro Villegas, Germán Corvalan, hijo, 
Leoncio Eizaguirre). 

4'' Que tanto el señor Carlos Varas, hijo, como los señores 
Aquiles Arenas, capitán, Federico Maza, ayudante 1°, y Moisés 
Cnitiño,2** jefe del batallón i4 de Guardias Nacionales del de- 
partamento de San Martin, han permanecido en el recinto de 
la asamblea electoral, más tiempo del necesario para sufragar, 
han encabezado grupos de votantes y en diferente forma y cir- 
cunstancias han ejercido actos de presión respecto del partido 
contrario á aquel en que se presentaron como miembros diri- 
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gentes (declaraciones de Carlos Varas, hijo, Aqniles Arenas, Fe- 
derico Maza, Moisés Caitiño, Begino Moyano, Juan A. Arnul- 
phi, Lilis Gunod, Pedro Santander, Daniel Quesada, Juan Te- 
jada, José Sosa^ Felipe Pina, Salvador Fernandez, Julio Moya- 
no, Laureano Audion, Martin Bustos, Rufino Vera, Victorio 
Novoa, Germán Corvalan, hijo. Leoncio Eizaguirre). 

Y considerando: 1^ Que sólo la mesa puede tener á su dispo- 
sición la fuerza policial necesaria para atender al mejor cum- 
plimiento de la ley de elecciones, siendo prohibida desde la con- 
vocatoria hasta pasada la elección, la citación de milicias y los 
armamentos de tropa ó cualquier otra ostentación de fuerza ar- 
mada, en el día de la recepción dtsl sufragio (artículo 59 de la 
ley de elecciones nacionales de 16 de Octubre de 1877). 

S"* Que es prohibido á los jefes, comandantes ú oficiales supe- 
riores de línea y de la Guardia Nacional, permanecer en el re- 
cinto de las asambleas electorales más tiempo que el necesario 
para sufragar; como asimismo encabezar grupos de ciudadanos 
durante la elección y hacer valer de cualquier manera la influen- 
cia de sus cargos para coartar la libertad del sufragio (artículo 
60, ley de Elecciones citada). 

S'* Que el señor Carlos Yaras, hijo, ha incurrido en las in- 
fracciones previstas por la ley de elecciones, en sus artículos 59 
y 60, y es responsable por haber permanecido en el recinto de 
la elección, más tiempo que el necesario para sufragar, haber 
encabezado un grupo electoral, y hecho valer la influencia de 
su cargo de Subdelegado del Departamento y oficial de la 
Guardia Nacional, con arreglo al artículo 65 en su segunda paró- 
te, que señala la pena de 200 pesos de multa, 6 un mes de pri- 
sión, y por haber quitado arbitrariamente la fuerza á la mesa, 
haciendo obstentacion de autoridad prepotente, contra lo dis- 
puesto por el artículo 59, que sólo permite tener á la mesa á sn 
disposición la fuerza necesaria^ con la agravación más de ha- 
berla mandado, cuando no debía obedecer sino á la mesa, ha in- 
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currido eu la pena del artículo 65, primera parte, ó sean 300 
pesos de malta 6 mes j medio de prisión . 

4"" Que estas penas deben agregarse la nua á la otra, de con- 
formidad alo dispuesto por el artículo 85 del Código Penal, por 
tratarse de acciones diferentes, cometidas por la misma perso- 
na, bajo el imperio de prohibiciones también diferentes y dis- 
yuntivamente preceptuadas por la ley, de manera que cada una, 
con independencia de las demás, constituye una infracción. 

5° Que los señores Aquiles Arenas, Federico Maza y Moisés 
Cuitiño, como oñciales de la Guardia Nacional, por haber per- 
manecido en el recinto más tiempo que el necesario para votar, 
haber encabezado grupos y ejercido actos de presión respecto de 
los sufragantes, son pasibles, como mínimum, de la pena de 200 
pesos de multa ó un mes de prisión, de conformidad álos artí- 
culos 60 y 65 de la ley de elecciones. 

5^ Que la pureza del sufragio es la base de la forma represen- 
tativa de gobierno, sancionado por la Constitución nacional y 
es de importancia substancial reprimir todo lo que pueda con- 
tribuir á alterarla ( Fallos de la Suprema Corte Nacional, serie 
1*", tomo 9, página 314 ). 

7"^ Que como lo observa el señor Fiscal se hace necesario, im- 
prescindible mejor dicho, que la ley de elecciones y con ella la 
verdad del sufragio, dejen de ser letra muerta y se sujete á los 
infractores á las responsabilidades de que son pasibles al aten- 
tar en esta forma contra el orden social y los principios de dere- 
cho y de moral política, que establecen la soberanía en el pueblo 
mismo, y aseguran su ejercicio eu la voluntad consciente del 
hombre libre, aparte de toda sugestión de fuerza, de toda in- 
fluencia extraña que defraude los propósitos de la sociedad, en 
su organización y en los fundamentos mismos de sus institu- 
ciones escritas y juradas. Como dice Lieber: cEl principio re- 
presentativo requiere, además, que el manejo de las elecciones 
se halle en manos de los electores ó q^e sea de un carácter po- 
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pular, que el gobierno especialmente no intervenga en ellas, ya 
sea eligiendo las juntas que lo presidan ó proponiendo y sugi- 
riendo indecentemente ciertos candidatos». ( ¿a libertad civil 
y el gobierno propio ^ tomo 1^, página 209). 

Por tanto, con lo dictaminado por el señor Fiscal, fallo: con- 
denando al señorearlos Yaras, hijo, á pagar en el término de 
tercero día la multa quinientos pesos, ó en su defecto á sufrir 
dos meses de prisión, y á los señores Aquiles Arenas, Federico 
Maza y Moisés Cuitíño, cada uno al pago de 200 pesos de mul- 
ta en el mismo término, 6 en su defecto á sufrir un mes de pri- 
sión^ sin perjuici)de las acciones criminales áque hubiere lu- 
gar por no competir á este Tribunal el juzgamiento de los de- 
litos comunes que se hayan cometido con ocasión ó al tiempo 
de las infracciones de la lev de elecciones. 

Las multas cuyo valor corresponde al fondo de escuelas de la 
provincia serán depositadas á la orden del Juzgado en el Ban- 
co Nacional, dentro del término fijado, bajo apercibimiento, en 
caso de no hacerlo y con el sólo vencimiento del término, de li- 
brarse la orden de prisión correspondiente. Juzgando en defi- 
nitiva, asilo declaro y ordeno en Mendoza, á 3deMarzodei89i. 

Notifíquesecon el original, y en oportunidad archívese. 

Severo G. del Castillo. 

VISTA DEL SEfiOU PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Abril 10 de 1894. 
Suprema Corte: 

En las cansas sobre infracciones de la ley nacional de elec- 
ciones, deben los Jueces, según su artículo 71 , conocer breve y 
sumariamente. Pero esto no excluye la defensa del acusado, 
que es necesaria en todo juicio y es inviolable por la Constitu- 
ción y leyes nacionales. 
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En el caso actual, la andiencia y defensa no ha tenido lugar. 

Denunciada la infracción de la ley^ el Procurador Fiscal pi- 
dió á foja 4vneltay se produjese la información comprobatoria 
de la denuncia, para en seguida deducir las acciones á que hu- 
biere lugar. 

La información se produjo, el Procurador Fiscal dedujo su 
acción á foja 62, y el Juzgado, sin más trámite, dictó á foja 63, 
sentencia condenatoria, sin haber citado ni oído, ni notificado 
diligencia alguna para la defensa de los inculpados. 

Encuentro justos por ello los recursos de nulidad instaura- 
dos y pido á Y. E. se sirva así declararlo, mandando pasar los 
autos al Juzgado que corresponde, para que proceda con arre- 
glo á derecho. 

Sabimano Kier. 



Fallo de ln Suprema Corte 

Buenos Aires, Abril 21 de 1894. 

Vistos: De conformidad con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General y por los fundamentos de la resolución de 
esta Suprema Corte, de fecha siete del corriente, recaída en la 
causa seguida contra Yalentin Ortiz (1), por infracción á la ley 
nacional de elecciones, de laque se agregará testimonio á estos 
autos, se declara nulo todo lo obrado desde foja sesenta y tres 
adelante, y devuélvanse al Juzgado do su origen para que proce- 
da con arreglo á derecho. 

benjamín paz. — LUIS Y. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE.— JUAN E. TORRENT. 

¡1) La resolución aludida en el preseute fallo, se eDCuentra en este tomo. 
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CAUSEA 1.XIX 



Don Bernardo Mary contra el Ministro Residente de la liepú 
blica Francesa^ don Hipólito Marchand, por daños y perjui- 
cios; sobre competencia. 



Sumario. — La Corte Suprenid no puede conocer de demandas 
contra un ministro diplomátioo extranjero, por actos ejecutados 
en el ejercicio de sus funciones. 



Caso. — Lo indica el siguiente resumen tomado del escrito de 
demanda : 

{''El señor D. Hipólito Marcband, ministro residente de la 
República Francesa, ha intervenido sin causa justificada en el 
juicio que por indemnización de daños y perjuicios, sigo contra 
la compañía cChargeurs Réunis», cuyo expediente tramita 
ante el Juzgado Federal á cargo del Dr. del Campillo, secreta- 
ría de Amaya. 

2° La intervención del señor Marchand ha tenido por objeto 
facilitar la defensa de la parte demandada, obligando al Juz- 
gado recibir por deferencia un documento de la propiedad de la 
compañía, después de haber vencido con exceso todos los térmi- 
nos de prueba. 



.. .»■ V 
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3^ No es admisible que haya procedido por error, puesto que á 
pesar de repetidas instancias se ha negado constantemente pe- 
dir el retiro del mencionado documento. 

4"" Esa intervención es una violación de las leyes de procedi- 
mientos, que son obligatorias para todos los habitantes de la 
Kepública. 

5*^ Las consecuencias de esa intromisión del señor Ministro 
de Francia son, además de unademorajde seia meses en la con- 
clusión del pleito y de la pérdica de los intereses de la suma re- 
clamada por igual período de tiempo, una agravación de su- 
frimientos físicos y morales del actor y una manifestación 
inequívoca de parcialidad á favor de sus adversarios que podría 
hacer peligrar mi causa. 

6"" Es inadmisible hasta por vía de hipótesis que el señor 
Marchand haya procedido con arreglo á instrucciones del go- 
bierno que representa, porque tales instrucciones, en semejante 
caso, sólo podrían tener por causa un conocimiento imperfecto ó 
erróneo de las leyes del país, loque puede ser una excusa para 
el mandante, pero no para el mandatario (Código Civil, artículo 
1889). Hay más aún, en el caso sub-judice foiríík considerarse 
que el solo hecho de intentar influir directa ó indirectamente 
en las decisiones de la justicia, es casi un desconocimiento de la 
soberanía del Estado á cuyo nombre se dictan éstas. 

7"" Es, pues, personalmente responsable el señor Marchand por 
los daños cuya indemnizaciim se reclama y el demandarlo ante 
esta Exma. Corte en calidad de ministro extranjero con arreglo 
á lo dispuesto por el artículo I"", inciso 3^, de la ley de Setiembre 
de i863, no importa ataque alguno á la dignidad del ministro 
como representante del gobierno francés, 
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CONCLUSIÓN 



Es samamente doloroso para un ciudadano francés arrastrar 
ante los tribunaltísde un país extranjero al representante di- 
plomático de la Francia. He esperado hasta el último día; pero 
empeñado en una lucha sin tregua ni cuartel desde hace cuatro 
años, sin más armas que la justicia de mi causa, y la energía 
que lejos de desfallecer, halla nucho incremento de las persecu- 
siones de que soy víctima, llegaré ha3ta donde sea necesario y 
posible para triunfar, sin provocar, pero también sin dejar de 
protestar contra cualquiera provocación, por elevada que sea la 
posición social del queme ataque. ¿Obtendré justicia? No lo 
he dudado ni por un momento. Comprendo que la Excma. Corte 
Suprema va á hallarse colocada en la presente causa en una si- 
tuación algo difícil, entre un deber riguroso por una parte y 
por la otra los sentimientos de deferencia natural que inspira 
la comilas gentium. Pero cuando, ilustrado su criterio con el 
estado minucioso de la causa y de sus antecedentes, llegará el 
momento del fallo, estoy convencido de que no podrá menos 
que agradecerme de que haya tenido una fé inquebrantable en 
la equidad y rectitud de la justicia argentina. Vicírix causa 
diis pacuU sed vicia Catoni, 

Por todo lo expuesto, á esta Excma. Corte Suprema, pido se 
digne proveer oportunamente condenando al señor B. Hipólito 
Marchand al pago de la indemnización reclamada y á las costas 
del juicio. 
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FaIIo de Im Supremn Corte 

Buenos Aires, Abril S4 de 1894. 

Resultando de la precedente exposición, que la demanda tiene 
por objeto responsabilizar al ministro residente de Francia, por 
actos por él ejecutados en el ejercicio de sus funciones; que, 
conforme al inciso tercero, artículo primero déla ley sobre ju- 
risdicción de los Tribunales Nacionales, esta Suprema Corte 
sólo conoce de las causas concernientes á embajadores ú otros 
ministros diplomáticos extranjeros, del modo que una Corte dtí 
Justicia pu?de proceder con arreglo al derecho de gentes; que 
no se encuentra en ese caso la citada demanda, debiendo^ en 
consecuencia, ser ella desechada de plano y sin más substancia- 
ción, con arreglo á lo dispuesto en el artículo tercero de la 
ley de procedimientos. 

Por esto, no ha lugar á la demanda deducida y archívese. 

benjamín paz.— luis V. VAttE- 
LA.— ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE.— JUAN E. TORBNET. 
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C'AVSA liXX 



Contra Francisco Van Workis, procesado por las autoridades 
de Bolivia, por salteo y robo; sobre extradición y devolución 
del dinero robado. 

Sumario, — 1^ En ausencia de tratados, puede conocerse en 
los pedidos de extradición, con la autorización del Poder Eje- 
cutivo Nacional. 

S"" Los términos del artículo 672 del Código de Procedimientos 
en lo criminal, no son perentorios é improrrogables. 

S"" Concurriendo los requisitos de la ley, para la admisión de 
la extradición, y constando la identidad del dinero robado y la 
persona del propietario, puede ordenarse la entrega, según lo 
solicitado por las autoridades requirentes. 

4*^ No así el embargo de los bienes del prófugo, que han sido 
secuestrados por otro delito cometido por éste en la Bepú- 
blica. 

B"" El poder conferido por el prófugo respecto de dichos bie- 
nes, no basta para admitir la personería del apoderado en la 
causado extradición. 



Caso. — Lo indica el 

Fallo del Jíuez Federal 

Jujuy, Julio 19 de 1893. 

Vistos estos autos seguidos á requisición de las autoridades 
de Bolivia, pidiendo la captura de don Francisco Yan Workis, 
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como aator del delito de asalto y robo de una cantidad de dine- 
ro, perpetrado en aquella República, y solicitando al mismo 
tiempo la toma de lo hurtado y su derolucion ¿ sus legítimos 
dueños, teniendo en vista además la solicitud de Don Carlos 
Eckart, que con poder del procet:ado se presenta pidiendo la 
entrega del dinero tomado, y la contestación de Don Adolfo 
Leibman, representante délos damnificados, señores Aramayo, 
Francke y C% de los que resulta: 

Que por el telegrama de foja 47, dirigido al Gobernador de 
esta provincia por el subprefecto de Sud-Chichas, con fecha 20 
de Junio de 1892, confirmado por nota del 22 del mismo, cor- 
riente á foja 66, se tuvo conocimiento que en el trayecto del 
camino de Tarija á Tupiza^ había tenido lugar el asalto y robo 
de una remesa de quince mil pesos bolivianos, siendo su autor 
el norte-americano Francisco Van Workis, cuya captura se 
pedía, así como la devolución y entrega á los damnificados, los 
señores Aramayo, Francke y C\ del dinero tomado al ladrón; 
que el mismo suceso se comunicó por la policía de Salta y por el 
¿ubcomisario de « La Quiaca > al intendente de esta ciudad 
con fecha 19 de dicho mes; que en esa virtud se impartieron 
órdenes á los comisarios de la campaña para que tomaran las 
medidas necesarias á obtener la captura del delincuente. El 
comisario de Humahuaca comunicó por telégrafo, con fecha 20 
del citado mes, que había capturado al mozo y apoder:idose de 
Jas muías de Francisco Van Workis, quien había quedado en 
el paraje nombrado «Esquina Blanca», con el dinero, habiendo 
desprendido una comisión para perseguirlo. Con fecha 24 del 
mismo participa que regresó de la expedición, después de haber 
encontrado seis mil pesos en < Cóndor > , enterrados por Van 
Workis, á quien le seguía persiguiendo la comisión; en otro 
despacho de la propia fecha, da cuenta de que no se ha podido 
dar alcance al prófugo que había tomado por la « Quebrada del 
Toro » ; que ha llegado un señor Rodríguez representante de la 
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casa Aramayo, con poderes, y pide el secuestro del dinero 
tomado á Van Workis. £1 intendente de policía da orden que 
sea conducido á esta ese caudal, y que Rodríguez puede venir 
con él, para arreglar todo en esta capital, con las formalidades 
del caso. 

Una vez llegados los enviados por el comisario de Humahuaca, 
el intendente de policía procede á depositar en una casa segura 
el dinero, y recibe la declaración de Lucas Betamoso, ratificada 
despuos ante este Juzgado ; en ella se da importantes detalles 
sobre los hechos desde que Van Workis se apoderó de la reme- 
sa, hasta que hizo la ocultación del dinero en c Cóndor >, donde 
se separaron ; es una relación fiel de todas las circunstancias que 
presidieron, acompañaron y subsiguieron á la ejecución del 
delito, concordantes con otros datos que arroja el sumario, y 
los antecedentes remitidos últimamente por las autoridades de 
Bolivia, que hacen la luz en el asunto. 

Efectivamente, Van Workis se preparó comprando muías, 
remitiendo con anterioridad su equipaje á esta ciudad y espe- 
rando con paciencia en paraje desierto, la llegada de la remesa* 
donde le fué fácil apoderarse de ella, pues era conducida por 
gente tímida é indefensa. 

Después, á marchas forzadas, llegó ácLaQuiaca», territorio 
argentino, y cortó la linca telegráfica que comunica con Boli- 
via, para que no se trasmitieran las noticias de sus crímenes. 
Perseguido por este nuevo delito por las autoridades argentinas, 
entregó un reloj para librarse de ser apresado y poder continuar 
su marcha hasta c Cóndor», donde resolvió dejar enterrado el 
dinero que traía, confiando su secreto á los habitantes de un 
rancho, porque vio que la continuación de su viaje por la ruta 
directa á esta capital era imposible, porque la líuea telegráfica 
era un enemigo del que no podría deshacerse. Tomó por donde 
ñola hubiese y fué á recalar á Antofagasta, territorio bolivia- 
no, hoy ocupado por Chile. Allí le fueron tomados los billetes 
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que llevaba, devolviéndolos á sus dueños y se le puso eu 1¡* 
bertad. 

Mientras tanto, su mozo Lucas Retamoso, seguía el itinera- 
rio que había trazado su patrón para llegar á Jujuy, cuando fué 
capturado por la policía de Humahuaca, y conducido á esta 
ciudad. Llamado á declarar ante el intendente de policía don 
Horacio Pember ton, cuya dirección traía el mozo Retamoso en 
el papel de foja 24, dado por Van Workis al tiempo de separar- 
se en « Cóndor >, el declarante manifiesta que conoce á Fran- 
cisco Van Workis, de quien ha recibido una carta en inglés, 
que la pone de manifieeto, datada en Tupiza con fecha seis do 
Junio, remitiéndole cuatro petacas y un trípode de máquina fo- 
tográfica con flete pagado y anunciándole que venía pronto; que 
suponía que le enviaba esos objetos para que se los guarde hasta 
que él venga, por no tener otras relaciones en esta ciudad ; que 
la carta tiene una posdata en que le dice que había venido á «La 
Quiaca», á hacer pasar su carga y que pasaba á Tupiza con el 
objeto de recibir dinero que un señor le debía y le había ofre- 
cido pagarle en chirolas. 

El tenor de la referida carta, cuya traducción corre á foja 40 
vuelta, es conforme con lo que declara el señvr Pemberton y 
concordante con lo que dijo Retamoso en su declaración. Re- 
querido por el intendente de policía el primero para que entre- 
gara el equipaje^ lo hizo, tomando inventario de todo su conte- 
nido, con intervención del Juez de Paz y del mismo señor 
Pemberton, como consta de foja 36 vuelta á foja 39. 

El señor Ramón Rodríguez se presenta á foja 45 ante el in- 
tendente de policía, munido de un poder otorgado ante el cónsul 
argentino por varios comerciantes de Tapiza, que se dicen due- 
ños del dinero robado por Van Workis, acompañando una carta 
comercial dirigida de Tarija por un señor Jonasshs, á los ser o- 
res Aramayo, Francke y C", remitiéndole una remesa de dinero 
con el arriero Francisco Abani y pidiéndole sea entregado el 
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dinero j el equipaje tomados al ladrón. El intendente de policía 
no creyéndose con facultades para resolver este pedido, «con la 
nota de foja 46 eleva los antecedentes al Gobernador de la pro- 
vincia, qaien manda agregar los que existen en secretaría y or- 
dena se dé conocimiento del asunto al Ministerio de Relaciones 
Exteriores de la Nación, loque se hace en el telegrama de fo- 
ja 46. 
. El señor Ministro contesta diciendo: que antes de proceder 

hubiera sido conveniente consultarlo con el Ministerio; que el 
mozo capturado continúe detenido; que el dinero y muías to* 
madaSy queden en custodia ante las autoridades que dirige el 
Gobernador ; que se haga saber al cónsul de Bolivia en ésta, 
para que telegrafíe i su gobierno á fin de que sin demora envíe 
los documentos necesarios para solicitar la extradición de los 
presuntos autores del delito, ofreciendo reciprocidad, de acuer- 
do con el artículo 651 del Código de procedimientos en lo crimi* 
nal para la Justicia Federal ; que no hay tratados sobre la ma- 
teria con Bolivia. 

Por el mismo decreto, el Gobernador mandó correr vista al 
Fiscal de la provincia, quien la absolvió á foja 53, exponiendo 
que el juzgamiento del delito cometido por Van Workis en Bo- 
livia, no corresponde á los Tribunales de la provincia, pero que 
habiendo cometido otro en la Bepública Argentina, cual es el 
de haber cortado la línea telegráfica en c La Qniaca », debe ser 
remitido á la Justicia Federal, poniendo á disposición de ésta á 
Lucas RetamoHO, el dinero y todos lo« objetos tomados al la- 
drón. El Gobernador, fundado en las consideracione del decreto 
corriente á foja 56, no hace lugar á lo dictaminado por el Fis- 
cal, y ordena que las cosas se mantengan como están y se dé 
cuenta al Ministro de Relaciones Exteriores déla Nación, quien 
contesta por medio del despacho telegráfico corriente á foja 73, 
dando por resolución del Presidente de la República, la vista 
del Procurador de la Nación Dr. Sabiníano Eier, inserta en él. 
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Este documento es de los más importantes que figuran en el pro- 
ceso y en el que se expresa: que la extradición no precede en el 
caso. Ella se cumple, según el artículo i^de la ley de 25 de Ago- 
to de 1885, en IndiTiduos acusados ó condenados por los Tribu- 
nales de la poteucia requirente á condición de reciprocidad. No 
mediando requisición expresa con referencia á tratad os preexis- 
tentes ó á la ley dbla materia, falta la base fundamental para su 
autorización ; aun cuando el requerimiento para la extradición 
Tinicse de autoridad competente y con los requisitos indispen- 
sables, tampoco sería admisible según la ley citada y el artículo 
'664 del Código de Procedimientos en lo criminal. Los inculpa- 
dos^ después de cometer el delito en Bolivia han cometido otro 
en la República Argentina, el de cortar los hilos telegráficos, 
que debe ser juzgado por el Juez de la sección Nacional en que 
se ha cometido, y mientras sean juzgados los culpados no deben 
ser entregados á ajena jurisdicción; que en consecuencia opina 
que se resuelva de conformidad al dictamen del Fiscal General 
de la provincia, disponiendo que pasen los antecedentes al Juez 
nacional de sección, poniendo á su disposición los inculpados y 
los objetos robados, para'que proceda á juzgarlos por el atentado 
contra el telégrafo nacional ; para investigar las circunstancias 
del robo cometido en Bolivia, con relación á los hechos de ocul- 
tación fraudulenta consumados en territorio y jurisdicción de 
la República Argentina; para que pueda atender y resolver con 
arreglo á derecho sobre los reclamos deducidos para la devolu- 
ción de los objetos robados; para que se recomienden las dili- 
gencias más premiosas y conducentes á la captura del autor 
principal de tales hechos criminales. El Gobernador de la pro- 
vincia resuelve de acuerdo con lo ordenado por el Presidente de 
la República, y los autos son pasados á este Juzgado, corrién- 
dose vista al Procurador Fiscal, que absuelve á foja 54 vuelta, 
manifestando: que la retención de Retamoso es indebida, por 
estar manifiesta su inculpabilidad ; que el hecho de haber to- 

T. V 22 
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niado los cuatro petacas, con su contenido, de poder del señor 
Pemberton, acusa una violación de los derechos de propiedad, 
mientras la ocupación no sea ordenada por autoridad com- 
petente; que en lo principal^ opina que el juzgamiento y reso- 
lución de las reclamaciones hechas debe contraerse á la extra- 
dición y entrega del dinero robado, porque á Van Workis, 
presunto ladrón, ya no se le reclama ni existe en ésta; que la soli- 
citud de extradición debe venir munida de una resolución 6 
auto motivado y expedido por autoridad competente de la Na- 
ción reclamante y acompañada de todos los documentos que 
comprueben la razón alegada; que en el presente caso sería el 
Juez Instructor en lo criminal de Sud-Chichas, donde dice que 
se ha cometido el robo, quien debiera expedir esa resolución, 
acompañando las constancias que comprueben el robo y el de- 
recho de propiedad de los damnificados alas especies robadas; 
que esta formalidad es indispensable y que con dicha compro- 
bación en homenaje á las buenas relaciones internacionales y 
á la justicia puede accederse á la reclamación pedida; que en 
consecuencia pide : 1** la libertad de Retamoso; 2° la devolu- 
ción de los objetos tomados de poder de Pemberton; 3** que las 
autoridades reclamantes ó particulares presenten dentro de un 
término prudencial la comprobación indicada, debidamente au- 
tenticada; y 4" que se dé al Cónsul boliviano, acreditado en és- 
ta, la participación que le corresponde. £n otrosí, pide que 
se ordene la separación de las piezas que corresponden al de- 
lito por destrucción de la línea telegráfica en esta República. 

El Juzgado provee ordenando la libertad de Retamoso y que 
se siga por cuerda separada el sumario sobre interrupción del 
telégrafo, dejando los otros puntos para resolverlos oportuna- 
mente. 

A foja 90 se presenta don Adolfo Leibman, acompañando el 
poder corriente á foja 88, autenticado por el Cónsul argentino 
residente en Tupiza, pidiendo se le reronozca como apoderado 
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de los señores Aramay O, Francke y C% para representarlos en 
este juicio como dueños del dinero aprehendido^á Van Workis. 
Se le reconoce por tal. 

De foja 94 á foja 98 corre el exhorto dirigido á este Juzgado 
por el Juez Instructor de Sud-Chichas, autorizado también por 
el mismo Cónsul argentino, solicitando la entrega de todo lo 
tomado al procesado. Corrida vista al Procurador Fiscal, éste 
dice: que á falta de tratados, las autoridades extranjeras deben 
solicitar la extradición y entrega de los valores robados por la 
vía diplomática ; pero que esta deñciencia está salvada por la 
resolución del Gobierno Nacional de 28 de Julio de i 892, cor- 
riente á foja 81, que tomando por tal la vista del Procurador 
General de la Nación, dice: que estos obrados se pasen al Juz- 
gado de Sección para que proceda á atender y resolver con arre- 
glo á derecho los reclamos deducidos para la devolución de los 
objetos robados, etc., pero que no estando comprobado el robo 
y el derecho de propiedad de los damnificados, no procede la en- 
trega, y que no debe hacer lugar á ella mientras no venga en 
debida forma. Pide en seguida que se mande embargar el equi- 
paje tomado á Van Workis para responder á las resultas del 
juicio que se sigue á éste por ruptura de la línea telegráfica. 
Se resuelve, por auto fecha 9 de Setiembre último, corriente á 
foja 99 vuelta, de conformidad á lo pedido por el Procurador 
Fiscal. A foja 104, el apoderado señor Leibman pide, que el ex- 
cedente del valor del equipaje, que debe responder al juicio 
por interrupción de la línea, sea embargado preventivamente 
para responder á los gastos y perjuicios ocasionados á sus ins- 
titnyentes. £1 Procurador Fiscal opina que corresponde á las 
autoridades de Bolivia resolver en la reclamación referida, y 
que este Juzgado sólo puede determinar en los bienes que han 
sido objeto del robo. 

£n ese estado^ se presenta Don Carlos Eckhardt, á foja 108, 
con un poder otorgado por don Francisco Van Workis en la 
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ciudad de Buenos Aires el 21 de Marzo del corriente año^ pi- 
diéndole sean entregados los dineros, valores, objetos, equipa- 
jes, etc., pertenecientes á su mandante y que le fueron tomados 
al peón Lúeas Betamoso y á Don Horacio Pemberton. Se corrió 
traslado del poder y solicitud al apoderado de los damnificados 
y el señor Eckhardt pidió revocatoria del decreto; no habiéndo- 
se hecho lugar por auto de 8 de A*bril último, se ordenó se corra 
el traslado. Con fecha 7 del mismo se recibió el exhorto que 
corre de foja iii á foja 182, dirigido por el Juez de Partido de 
Sud-Chichas al Juzgado Federal de esta Sección, acompañando 
copia autorizada del proceso que allí se siguió [contra Van Wor- 
kis por asalto y robo, hasta su completa resolución, en rebel- 
día de éste y condenándolo á ocho años de presidio, y pidiendo la 
devolución de los 6000 pesos chirolas y el equipaje del procesa- 
do, que se hallan depositados en esta ciudad á la orden de este 
Juzgado, ofreciendo cumplir idénticos despachos que fuesen di- 
rigidos á la autoridad exhortante por las de la República Ar- 
gentina. Tanto el exhorto como los documentos adjuntos, vie- 
nen autenticados por el Cónsul argentino, residente en Tupiza, 
quien ásu vez insinúa en su nota de foja 183 la conveniencia 
de que se dé cumplimiento al referido exhorto. Todo lo que se 
mandó agregar á este expediente, y correr el traslado ordenado 
de la solicitud de Don Carlos E. Eckhardt, contestándolo el 
señor Adolfo Liebman, apoderado de los damnificados. Fundado 
en varias razones, pide sea rechazada la personería del señor 
Eckhardt, que se ordene le sean entregados los valores deposi- 
tados, pertenecientes ásus mandantes, y se remita al Juez de 
Bolivia los objetos que queden del equipaje de Van Workis, 
con las salvedades del caso, reconociéndole la personería. Lla- 
mados autos, y para mejor proveer, se mandó agregar en copia 
autorizada la ratificación ante este Juzgado de la declaración de 
Lúeas Retamoso, que corre en el expediente sobre interrupción 
de la línea telegráfica; y 
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Considerando : i"* Qae este asunto fné iniciado á requisición 
de las autoridades bolivianas, quienes solicitaron la captura de 
Francisco Van Workis, que venía á territorio argentino, des- 
pués de haber cometido en el de Bolivia el delito de robo con 
asalto de una remesa de dinero. 

2^ Que no pudiendo ser capturado el ladrón, y habiéndosele 
tomado solamente el dinero que dejó enterrado en «Cóndor», te* 
rritorio argentino, la misma autoridad requirente, que lo fué el 
Sub-Prefectode Sud-Chichas, pidióla devolución á sus legíti- 
mos dueños de ese dinero. 

3^ Que habiendo pasado el asunto, por resolución del Ministe- 
rio de Relaciones Exterioresde la Nación^ al conocimiento de la 
Justicia Federal, el Juez Instructor de Tupiza dirigió un ex- 
horto confirmando la solicitud de devolución de esos bienes, á lo 
que no se accedió entonces, por falta de comprobación suficiente. 

4^" Que el mismo Ministerio^ por el despacho telegráfico fecha- 
do el 2 de Julio^ corriente á foja 52, determina que se haga sa- 
ber al Cónsul de Bolivia que debe telegrafiar á su Gobierno á fin 
de que sin demora envíe los documentos necesarios para solicitar 
la extradición, requeridos por el artículo 651 del Código de 
Procedimientos en lo Criminal para la Justicia Federal y terri- 
torios nacionales, y en el de 9 de Agosto, de foja 73, que este 
Juzgado resuelva con arreglo á derecho sobre reclamos dedu- 
cidos para devolución de objetos robados, de acuerdo con la vis- 
ta del Procurador General de la Nación. 

5'' Que esto importa una autorización expresa del Poder Eje- 
cutivo Nacional para que acepte este Juzgado los exhortes de 
las autoridades competentes de. Bolivia y les dé curso y resuel- 
va conforme á derecho los reclamos pendientes, quedando sal- 
vada por ella, como lo dice el Procurador Fiscal en su vista de 
foja 98, la deficiencia de no haberse enviado los documentos 
por la vía diplomática, como lo requiere el artículo 648 del Có- 
digo citado. 
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6"" Que cuando la extradición no ^e halla autorizada por tra- 
tados, el Poder Ejecutivo Nacional, con vista del Procurador 
General, resolverá lo conveniente (artículo 652 del Código cita- 
do), existiendo en el presente caso esa resolución, como queda 
expresado en los anteriores considerandos. Lo dispuesto en el 
Código de Procedimientos citado está en todo conforme con lo 
establecido por la ley nacional de 25 de Agosto de 1885, citada 
también por el Procurador General de la Nación en su referida 
vista. 

7^ Que la autoridad exhortante es competente en este caso, 
nocabe duda, pqesto que es la misma que ha conocido y re- 
suelto en el juicio criminal seguido en aquella República contra 
Francisco Van Workis, por analto y robo de la remesa de dine- 
ro de que forma parte el que se reclama. 

8^ Que con la nota en que solicita la extradición el Juez del 
Partido de Sud-Chichas, prometiendo reciprocidad, remite to- 
dos los documentos requeridos por el artículo 651 del Código de 
Procedimientos, que indicaba el Ministro de Relaciones Exte- 
riores como necesarios, tales son: 1° testimonio literal del auto 
en que se ordenó esa diligencia; 2^ copia de la sentencia conde- 
natoria, expedida por autoridad conipetente; 3° los antecedentes 
para justificar la identidad de la persona requerida, que en es- 
te caso, son objetos; 4"" la copia auténtica de las disposiciones 
legales aplicadas, de todo lo que se ha hecho mención en los an- 
tecedentes de esta sentencia. 

9** Que respecto al alcance que el apoderado de Van Workis, 
ha querido darle al artículo 672 del Código de Procedimientos, 
citado en 8u escrito corriente á foja 109 y que el Procurador 
Fiscal ha apoyado en su última vista de foja 109 vuelta, soste- 
niendo que el término de 15 días, tratándose de un país vecino, 
fijado en él para que el Gobierno Argentino recibiese el pedido 
de extradición, es improrrogable y no puede aceptarse recla- 
mación alguna después de vencidos, no está conforme, ni con 
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el texto mismo del artículo, u i con los principios generales de 
derecho. Para que ua término sea perentorio é improrrogable 
es necesürioque la le; lo declare, todo lo que no sucede en el 
caso ocurrente; en él se habla solamente de un término ordina- 
rio que puede ser prorrogado, segan las circunstancias, nobas- 
tando su solo transcurso para perder el derecho qne hubiere de- 
jado de usar dentro de él. 

10° Que la disposición de ese artículo ha sido consignada en 
defensa de la libertad personal del hombre asilado en territorio 
argentino, pereque en ningún caso puede interpretarse de una 
manera restrictifa, tratándose de cosas ó bienes traídos por éste, 
cuya propiedad aparece desde el primer momento no pertene- 
cerle. 

11" Que si bien deben tenerse en cuenta al resolver sobre los 
reclamos para devolución de efectos robados, las disposiciones 
relativas á la extradición (artículos 662y 670 del Código cita- 
do), no debe hacerse con el rigorismo que requieren los derechos 
personales j garantías individuales, bastando observar lo esen- 
cial de ellas y justificar plenamenti el derecho de propiedad 
sobre los objetos reclamados y la existencia del hecho punible 
por el cual se apoderaron indebidamente de ellos. 

12" Que en los anteriores considerandos está demostrado que 
se han llenado las formas esenciales establecidas por la ley para 
solicitar la extradición; veamos ahora sí se han jostílicado los 
demás extremos legales. 

13° Queel dinero reclamado es de propiedad de los señores 
Aramayo, Francke y C, está comprobado por todos los datos 
que arroja el proceso seguido ante las autoridades judiciales 
de Bolivia, que en copia auténtica corre en estos obrados, cuya 
validez intrínseca nu es permitido poner en duda (artículo fí55 
del Código de Procedimientos citado), lo que coincide con el he- 
cho de haber dichos señores enviado en pos de Francisco Van 
Workis, ladren de ese dinero, al señor Ramón Bodriguez, con el 
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poder respectivo, como consta del telegrama del comisario de 
Humahuaca, corriente á foja 19, y de la solicitud y documentos 
presentados por aquel, corrientes de fojas 41 á 45. 

14** Que él fué robado por Francisco VanWorkis en un lagar 
llamado Atojara, situado en el camino que conducede Tarija á 
Tupiza, consta igualmente, por los referidos obrados, remiti- 
dos por las autoridades de Bolívia, concordantes con la decla- 
ración de Lucas Betamoso, corriente de fojas 32 á 35, cuya ra- 
tificación ante este Juzgado se ha mandado agregar y corre de 
fojas 194 á 196; y por la ocultación fraudulenta que efectuó el 
mismo ladrón en el paraje de < Cóndor », territorio argentino, 
de donde fué tomado por el comisario de Policía del departa- 
mento de Humahuaca de esta provincia, y conducido á esta ca- 
pital (telegrama de foja 12 y nota de foja 31). 

15^ Considerando, en cuanto á la personería de Don Carlos 
Eckhart, para representar á Francisco Van Workis, que el poder 
otorgado por éste no expresa que sea para que lo represente en 
el juicio criminal promovido contra él á solicitud de las autori- 
dades de Bolivia, quienes pidieron su captura, y la devolución 
del dinero que se le tomó por las autoridades argentinas, no pu- 
diendo^ por consiguiente, aceptarse su personería en él, lo que 
tampoco ha pretendido el apoderado. 

16^ Que el poder fué conferido, textual, ^para que reclame de 
quien corresponda un equipaje^ dinero ( entrelineas), objetos de 
su propieJad que le han sido quitados por autoridades de aque- 
lla ciudad á su peón Lucas Ketamoso, y para que demande á los 
autores de tal atentado por daños y perjuicios, que á causa del 
mismo se lahanacasionado». Como se vé, él se limita á reoíamar 
lo que las autoridades han quitado á su peón Lucas Betamoso, 
creyendo probablemente que el dinero que dejó enterrado en 
«Cóndor» está seguro allá, y es precisamente éste el que hoy re- 
clama su apoderado. Según la propia declaración de Betamo- 
so, él fué despachado por Van Workis de «Cóndor» con direc- 
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cion á Jujuy sin más que las muías de servicio, pues el dinero 
quedó allí donde lo encontró después el comisario de Humahua- 
ca. De manera que las facultades contenidas en el poder [es- 
pecial dado por Van Workis, áEckhardtno se reñere al dine- 
ro encontrado en «Cóndor» sino alo quitado á Retamoso. 

W Que las muías y las pocas piezas de equipaje que figuran 
en la listado foja 22, formulada por el comisario de Humahna- 
ca, es lo único tomado al peón Retamosg, y al presente hacen 
parte del equipaje embargado X^rancisco Van Workis por este 
Juzgado para responder al otro juicio que se sigue contra él por 
interceptación de la línea telegráfica nacional. Este embargo 
comprende también el equipaje encontrado en casa de don Ho- 
racio Pemberton. En ese juicioso ha mandado agregar copia 
de la solicitud de don Carlos Eckhardt y poder con que se pre- 
senta reclamando el equipaje de Van Workis y se ha resuelto 
lo que corresponde. 

18^ Que por lo expuesto en los últimos considerandos, Don 
Carlos Eckhardt no tiene personería para gestionar en el pre- 
sente juicio y debe separársele de él, pues el mandato conferi- 
do en el poder especial, debe concretarse á las facultades en él 
expresadas. 

19^ Que respecto álatercera cuestión comprendida también en 
el exhorto del Juez deBolivia y sostenida por el apoderado de los 
señores Aramayo, Francke y C**, sobre el derecho á reclamar el 
remanente que pudiera resultar del equipaje embargado á Yan 
Workis por el Juzgado, para responder al perjuicio sobre inte- 
rrupción de la línea telegráfica, no es oportuno resolverla, por 
cuanto dicho juicio está en tramitación, no pudiendo prejuzgar 
sobre su resultado, ni saberse fijamente si el monto de los bie- 
nes embargados alcanza á cubrir las resultas del juicio. 

2(y Que, por otra parte, estos bienes son de propiedad parti- 
cular de Francisco Van Workis y están en distintas condicio- 
nes á los antes mencionados, pues ninguna disposición de las 
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leyes aplicadas en este juicio y citadas en los precedentes con- 
siderandos, comprenden á ellos. 

Por estos fundamentos, apoyado en las leyes citadas, y no 
obstante lo dictaminado por el Procurador Fiscal en su última 
Tista : 

Fallo : I"" Que el dinero depositado en el Banco de la Nación 
Argentina, sea entregado á sus legítimos dueños los señores 
Aramayo, Francke y C*", ó á su a]>oderado, siempre que el poder 
confiera la facultad de percibir; 

2^ Que Don Carlos Eckhardt no tiene personería para repre- 
sentar á Van Workis en este juicio, ni facultad para entablar 
las reclamaciones que ha hecho; 

3^ Que no es oportuno pronunciarse sobre el derecho que los 
señores antes mencionados tengan al sobrante que pudiera re- 
sultar de los bienes embargados al encausado, para responder á 
las resultas del juicio que se le sigue por interceptación de la 
linea telegráfica. Contéstese al señor Juez exhortante comu- 
nicándole esta resolución, y notifíquese con el original. 

Cástulo Aparicio. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Marzo 28 de 1894. 
Suprema Corte: 

Contra la sentencia pronunciada por el Juez nacional de Ju- 
juy, corriente de fojas 197 á210 vuelta, se dedujeron los recur- 
sos de apelación y nulidad, por el representante de Van Workis, 
áfoja203. 

Sólo el de apelación fué concedido para ante Y. £. no ha- 
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biéndose fundado el de nulidad, ni resultado de las constancias 
de autos, mérito para apreciarlo. 

El recurrente ha dejado vencer el término legal para expre- 
sar agravios y hadecaidopor ello su derecho al respecto, según 
la prescripción del artículo 523 del Código de Procedimientos en 
lo Criminal. 

La sentencia recurrida se defiende á mi juicio por sí misma : 
los tres puntos resueltos en ella se apoyan en constancias feha* 
cientes del proceso y como han sido minuciosamente consigna- 
das en los resultandos, nada tengo que agregar, limitándome á 
pedirá Y.E. la confirmación por sus fundamentos. 

Al devolverse los autos, debiera recomendarse al Juzgado la 
oportuna reposición por quien corresponda, de los sellos á que se 
refiere la diligencia de foja 214 vuelta. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Abril 26 de 1894. 

• 

Vistos y considerando: Que en autos hay elementos suficien- 
tes de prueba que demuestran que los dineros mandados entre- 
gar, pertenecen álos señores Aramayo, Francke y C*, así como 
la parte apelante no tiene sobre ellos derecho de ningún gé- 
nero. 

Por esto, y de acuerdo con lo pedido por el señor Procurador 
General y por sus fundamentos concordantes, se confirma con 
costas la sentencia apelada de foja ciento noventa y siete. Re- 
puestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín PAZ.— LUISV. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. 
—JUAN E. TORRENT. 
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liXXI 



Don Carlos Bossio, en la denuncia contra Don Francüco 
Francioni; sobre vista del sumario. 



Sumario.— ^l denunciante que no se ha constituido parte, 
no tiene derecho á pedir se le dé yista del sumario, después del 
sobreseimiento ordenado en virtud de los artículos 442 y 434 
del Código de Procedimientos en lo Criminal . 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas. 



Auto del Juez Federal 



Buenos Aires, Noviembre 25 de 1893. 

Autos y vistos: Atento el tiempo transcurrido desde la ini- 
ciación de este sumario y no resultando en él comprobado nin- 
gún hecho que constituya delito, de conformidad con lo que dis- 
ponen los artículos 442 y 434 del Código de Procedimientos en 
materia penal, sobreséase definitivamente en esta causa, con 
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declaración de que su formación no perjudica el honor ni labue- 
na fama del procesado Francisco Francioni. 
Enoportunidady archívese este expediente. 

J. V. Lalanne. 



PETICIÓN 

Buenos Aires, Noviembre 15 de 1893. 

Señor Juez de Sección: 

Carlos Bossio, en los autos de la denuncia que hice sobre adul- 
teración de documentos 7 falsedades en un expediente de la ca- 
sa de Gobierno, á V. S. digo: 

Que con la intención de convertirme en acosador contra los 
culpables, si se determinasen, y deseando ligarme al procedi- 
miento (artículo 168 del Código de Procedimientos Criminales) 
vengo á pedir se me dé vista de los autos, que han perdido su 
carácter de secretos, en virtud de la disposición contenida en el 
artículo 442 del Código de Procedimientos citado. 

Así será justicia, etc. /manteniendo el domicilio denunciado 
al iniciar estas actuaciones. 

Juan A. Argerich. Carlos Bossio. 



Fallo del Juez Federal 

Buen os Aires, Noviembre 15 de 1893. 

Disponiendo de una manera expresa el artículo 180 del Có- 
digo de Procedimientos en materia penal, que el sumario es se- 
creto, no puede entenderse que hace excepción á esta regla, sino 
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en los casos en que expresamente así lo establezca» y en tal con- 
cepto, de lo ordenado en la parte final del artículo 442 no paedd 
concluirse por implicancia que el sumario pierde su calidad de 
reservado por el hecho de haber transcurrido más de los 30 días 
fijados para su duración ordinaria. 
Por esto no ha lugar á la vista pedida. 

J. V. Lalannc. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Marzo 14 de 1894. 
Suprema Corte: 

Sin audiencia délas partes y aun sin expedirse el Procurador 
Fiscal al respecto, el auto de foja 126 vuelta pronunció el so* 
breseimiento definitivo y dispuso el archivo de lo actuado en 
esta causa. 

El denunciante había pedido vista á foja 128, y el Juzgado la 
denegó á foja 128 vuelta, fundado en la reserva del sumario. 

El sumario es reservado, sin duda, mientras no ha sido clausu- 
rado. Pero la declaración de sobreseimiento definitivo, por ra- 
zón del tiempo corrido y de no haberse comprobado ningún he- 
cho que constituya delito, importa su clausura en el caso. Ese 
auto de sobreseimiento no debe dictarse, según el artículo 441 
del Código de Procedimientos en lo criminal, sin audienciadel 
Ministerio Fiscal y acusador particular. 

Ni una ni otra sé ha producido, no obstante el pedido de foja 
128, y esavista pedida por el denunciante, para apreciar las 
circunstancias del proceso, no pudo negársele, en [cuanto haya 
lugar, porque viene á llenar la deficiencia notada cuando el su- 
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m&rio está cerrado 7 no puede proseguirse, segun declaración 
det mismo Jnez sumariante. 

Por ello, pienso que el aato recurrido á foja 130 debiera ser 
revocado. 

Sabiniano Kier. 



FmII* de l« SupreniM C*r(« 

Bueuos Aires, Abril 38 de 1894. 

Vistos : No habiéndose constitaido parte Don Carlos Bosaio, 
cuando presentó el escrito de foja ciento veinte y ocho, y siendo 
además exacto que la causa se hallaba entonces en estado de 
sumario. 

Por ésto, oído el señor Procarador General, ; por sus funda- 
mentos concordantes, se confirma, con costas, el auto apelado 
de foja ciento veinte y ocho vaelta. 

Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRELA.— 
ABEL BAZAN.— OCTAVIO BUNCE. 
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€)ai;ísa liX^kii 



Farany hermanos, contra Don Simón A . de Santa Cruz, por 
entrega de un campo y embargo preventivo; sobre fianza de 
arraigo y afianzamiento de responsabilidad. 



Sumario. — 1*^ Después de contestada la demanda, no proce- 
de la fianza de arraigo contra el actor no domiciliado. 

2"^ Consentido el embargo preventivo decretado bajo la res- 
ponsabilidad del actor^ no puede exigirse que éste afianze di- 
cha responsabilidad, si no se prueba que ha cambiado de estado^ 
de fortuna ó de domicilio. 



Ca.so.— El apoderado de los señores Farany hermanos, solici- 
tó y obtuvo del Juzgado, el embargo preventivo del campo de- 
nominado «Rincón de Moreira», ubicado en el departamento de 
Villaguay. 

Dicho embargo se decretó con fecha 9 de Febrero de 1893, 
bajo la responsabilidad del solicitante y debiendo entenderse 
que si dentro de 20 días no se promovía demanda^ quedaría 
aquel sin efecto. 

La demanda fué entablada, y antes de ser contestada se la 
amplió pidiéndose que el embargo preventivo se extendiese á 
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una legua y media del campo conocido por c India Muerta», si- 
tuado en el departamento de Concordia, de propiedad del de- 
mandado. 

El Juzgado hizo extensivo dicho embargo á la fracción del 
campo mencionado por auto de 5 de Abril de 1893, bajo la res- 
ponsabilidad del solicitante. 

Después de contestada la demanda y estando recibida la cau- 
sa aprueba, el representante de Santa Cruz, con fecha I"" de 
Diciembre del año 93, se presentó alJnzgado, pidiendo el le- 
vantamiento del embargo preventivo en lo que se refiere á la 
fracción decampo «India Muerta» y manifestando que no era 
justo mantener ese embargo, desde que los actores están domi- 
ciliados fuera de la República, lo que habría podido por sí solo 
autorizar á su parte para exigir el arraigo del juicio, con arre- 
glo al artículo 74 de la ley de Procedimientos: que para ese em- 
bargo los actores carecen de título y que él ocasiona graves per- 
juicios. 

Substanciada la revocatoria se dicto el siguiente 



Auto del Juex Federal 



Paraná, Diciembre 15 de 1893. 

Vistos: No siendo del caso apreciar por ahora la prueba que el 
demandado haya presentado en apoyo de la reconvención y de- 
fensas opuestas á la demanda, y no bastando tampoco que nie- 
gue el crédito que se le reclama para levantar el embargo pre- 
ventivo, si por otra parte ha habido, como lo hay, fundamento 
bastante para decretarlo. 

Por esto, y por lo expuesto por la parte de Farany herma- 
nos en el precedente escrito, no se hace lugar á la revocatoria 

T. V 23 
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de los autos de 9 de Febrero y 5 dé Abril en que se ordenaba 
el embargo preventivo y su ampliación. 

T. Pinto. 



£1 representante del demandado dijo que el Juíjz no se ha- 
bía pronunciado sobre el afianzamiento que pedía se prestase 
para responder á los daños y perjuicios^ y que fundó en el hecho 
de que los actores tienen su domicilio en el extranjero. Solicitó 
se pronunciara al respecto, aclarando el auto anterior. 



Fallo del Juea Federal 



Paraná, Diciembre 20 de 1893. 

Habiéndose omitido en el auto del 15 del corriente, proveer 
sobre la petición que á su vez hizo la parte de Santa Cruz^ de 
que se obligue á Farany hermanos á arraigar el juicio. 

Y considerando que el Juzgado, á pedido del representante 
de Farany hermanos, decretó el embargo preventivo no sólo 
del campo en cuestión, sino también de otro de propiedad de 
Santa Cruz, bajo la responsabilidad délos postulantes ; que no 
puede desconocerse el derecho de Santa Cruz para exigir que es- 
ta responsabilidad se establezca en una forma que le dé perfec- 
ta seguridad de que le serán indemnizados los perjuicios que 
se le irroguen con el embargo, si resultase que él se pidió in- 
justamente, desde que según el poder de fojas 1 y 2^ los deman- 
dantes son extranjeros sin domicilio en el país. 

Por esto, y de acuerdo con la doctrina del artículo 74 de la 
ley de Protsedimientos, ampliando el auto del 15 del corriente, 
resuelvo que la parte de Farany hermanos, dé fianza ó garantía 
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en otia forma bastante por los daños j perjnieíos que padieran 
originarse & Santa Cruz, del embargo pieventiTo, y no hacién- 
dolo en el túrmiiio de quince días, se levantará dicho embargo. 

T. Pinto. 



Falla de l« Suprema Corle 



Buenas Aires, Abril 3Hde 1894. 

Vistos y considerando : Primero : Qnesegan consta de los au- 
tos que corren BatestimoaÍJ & fojas tres vuelta y treinta vuel- 
ta, de nuevt! de Febrero j cinco de Abril del año próximo pasado 
respectivamente, los embargos preventivos á que ellos se refie- 
ren, faeron decretados en virtud de lo dispuesto por el artículo 
cincnentay cinco, inciso tercero.de la ley de Procedimientos, en 
mérito de los documentos exhibidos y bajo la responsabilidad 
del solicitante. 

Segundo: Que después de trabado el pleito por demanda y por 
respuesta, y seguida la causa su tramitación regular, el deman- 
dado pidi6 con fecha seis de Diciembre del mismo año, se man- 
dara afianzar al actor, haciendo valer principalmente la cir- 
cunstancia de ser éste extranjero y sin domicilio en el país, cir- 
cunstancia que ha motivado para q^ie el Juez a quo así lo 
ordene, invocando el artículo setenta y cuatro de la citada ley 
de Procedí mientes. 

Tercero: Que los términos ambiguos empleados por el solici- 
tante en la mencionada petición, no permiten apreciar con en- 
tera precisión si se trata de la fianza de arraigo á qoe ex- 
presamente se refiere el citado artículo, ó del afianzamiento de 
la responsabilidad personal que asumió el actor al pedir el em- 
bargo preventivo y qoe fué admitida por el Juez. 
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Cuarto: Que á ser el arraigo del juicio, lo que se pide, basado 
en la nacionalidad y domicilio de los demandantes, que con- 
servan el que tuvieron antes de la contestación ala demanda, la 
peticiones improcedente por razón de la oportunidad, pues que 
como excepción dilatoria debió interponerse antes de la contes- 
tación á la demanda ( artículo setenta y cuatro de la ley de Pro- 
cedimientos ) y puesto que después de esa contestación no pue- 
den serle admitidas excepciones preexistentes de ninguna clase 
(artículo ochenta y cinco), salvo las expresamente permitidas 
por la ley . 

Quinto: Que si la petición importara el afianzamiento de la 
responsabilidad personal de los actores, es indudable que la ra- 
zón de analogía basada en el artículo dos mil dos del Código Ci- 
vil que se ha hecho valer ante esta Corte, no tiene pertinencia 
al caso^ pues que al autorizarse al acreedor por ese artículo para 
exigir a posteriori una fianza que no exigió al celebrar el con- 
trato, se hace requisito de esa autorización que el deudor caye- 
re en insolvencia ó cambiase su domicilio, lo que no acontece al 
presente, pues que ni se dice siquiera que se hayan modificado 
las condiciones de solvencia de los actores, y desde que consta 
que conservan el domicilio que tuvieron á la época de la obliga- 
ción personal que se trata de afianzar. 

Por ésto y teniendo además en consideración que de las cons- 
tancias de autos aparece notoria la responsabilidad de los seño- 
res Farany hermanos, serevoca el auto apelado de foja sesenta y 
cinco vuelta. Notifíquese con el original, y repuestos los sellos 
devuélvanse. 

benjamín paz.— luis V. VARE- 
LA. —ABEL BAZAN .—OCTAVIO 
BUNGE. 
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CACSA I.XXIII 



Félix y Plácido Águinaga, contra el Ferrocarril Gran 
Argentino, por falla de mercaderías; sobre indemni. 



Sumario. — 1° Las empresas de Ferrocarril combias 
consideran como una sola para todos lus efectos de la i 
tacion^ en materia de transporte, sin perjaicio de las 
nes qae puedan corresponder entre sí & las respectiva 
pañí as. 

2° No habiéndose probado causa qne exima de respct 
dad, procede la indemnización por falta de mercaderías, 
ha sido negada. 



Caso. — Lo indica el 



Fnllo del Juez Federal 

Mendoza, Febrero 23 de 18 

Vistos: Don Cíiiaco Bravo, en representación de loa e 
Félix 7 Plácido AgDÍnaga, deduce demanda contra la Ei 
del Ferrocarril Gran Oeste Argentino, por entrega de me 
rías, exponiendo : 
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Qae en fecha 20 de Diciembre del año 1889^ sus representa- 
dos recibieron con procedencia de Buenos Aires, y transportadas 
por el Ferrocarril Gran Oeste Argentino las mercaderías que 
expresa la carta deporte número 1917, faltando 28 rollos de 
alambre, según la anotación puesta en la misma por el señor 
Marok, empleado de la citada Empresa; 

Que habían recibido también transportados por el mismo 
Ferrocarril y distinta procedencia, las mercaderías que se deta- 
llan en las cartas de porte números 55, 1010, 7554, 469, 75, 
36, 2293, 2227, 575 y 1469 en las cuales consta igualmente la 
falta de porte de las mercaderías que ellas expresan; 

Que acompaña bajo el número 1^, la cuenta en que se de- 
talla con precisión y claridad las mermas expresadas, haciendo 
relación del número de la carta de porte respectiva, su fecha, 
procedencia, mercaderías que faltan y su valor, que asciende ¿la 
suma de 732 pesos con 80 centavos moneda nacional, que la 
Empresa debe pagarle, en caso de no estar conforme con esta 
estimación lo que determinen peritos, como lo dispone el artícu- 
lo 170 del Código de Comercio. Pide, en conclusión, se condene á 
la Empresa al pago de la suma antes expresada con mis los 
daños y perjuicios y costas. 

La Empresa demandada, por intermedio de Don Qerman}Kohn 
contesta la demanda exponiendo á su vez : 

Que respecto á las cartas de porte números 1917, 7554,7436, 
y 2227 la Empresa es responsable por las faltas que hubo en 
las respectivas cargas, como lo es también por las referente á 
los números 576 y 1569, mas no así por los reclamos de los nú- 
meros 1100 y 55, pues el artículo de la primera (damajuanas) es 
de fácil deterioro, y en cuanto á la segunda, ésta trae ya la ob- 
servación de < faltan dos bolsas azúcar»; 

Que por el reclamo de la carta de porte 9in número, de Villa 
María, referente á veinticinco tarros conservas, es responsable 
el Ferrocarril Andino, por cuanto el wagón conductor llegó á 
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ésta con los sellos intactos^ y por la misma razón lo es el Ferro- 
carril al Pacífico por el reclamo de la número 2299; 

Que para vorificar el pago de estas faltas, correspondía á los 
señores Agninaga presentar las facturas originales de las casas 
Tendedoras, con cuyos documentos y cartas de porte respectivas 
obtendría el abono de la Administración ; observando que los 
demandantes no han presentado sus reclamos en forma á la 
Administración y que los precios que fijan en la cuenta que pre- 
sentan son caprichosos y exhorbitantes. Pid<*, en conclusion^se 
resuelva el presente juicio en conformidad á las observaciones 
presentadas. 

Y considerando : 1^ Que por las cartas de porte de foja. . .á, 
foja. . .como por la confesión del representante de la Empresa 
en su contestación á la demanda, resultan acreditados los hechos 
alegados en ésta, en relación á la falta de las mercaderías obje- 
to de la misma. 

2^ Que por parte de la Empresa se ha reconocido y aceptado 
la responsabilidad por las faltas anotadas en las cartas de porte 
números 1917, 7554, 7536, 2227, 575 y 1469 rehusándose ésta 
únicamente por lo que respecta á la délos números 1100, 55, 
2299 y la expedida de Yilla María por veinticinco tarros con- 
servas, según queda establecido anteriormente. 

3^^ Que en tal caso y atento los términos del autojde prueba, 
correspondía á la misma Empresa acreditar su irresponsabili- 
dad por las faltas expresadas, y ésta sólo^ha ofrecido á tal efecto 
el informe del Jefe del Telégrafo del Ferrocarril Central Ar- 
gentino, corriente á fojas 41 vuelta y 42. 

4^ Que dicho informe no constituye una prueba concluyente 
en el sentido de acreditar los hechos alegados por el represen- 
tante de la Empresa, pues de él sólo consta que lin empleado de 
ésta dio aviso telegráfico al indicado Jefe por las faltas notadas 
en la cargado los demandantes. 

5^ Que por otra parte y aún supuesta la verdad de que las 
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mercaderías objeto del reclamo no habiesen sido recibidas en 
esta línea, ello no salvaría la responsabilidad de la Empresa, por 
cnanto es de derecho que en el contrato de transporte por ferro- 
carriles aunque éste se verifique por líneas de diferentes em- 
presas, el viaje se considera continuo y las diversas empresas 
como una sola á los efectos de la responsabilidad para con el 
expedidor, cuando aquellas proceden en combinación y se ha 
expedido un solo comprobante para el transporte de la carga 
por todo el trayecto de ellas, cuya doctrina se halla consagrada 
por la Suprema Corte en su fallo de fecha. . . en la causa seguida 
ante este mismo Juzgado por Don José M. Gruisazola contra la 
misma Empresa. 

6^ Que en cuanto á la carga consistente en dos damajuanas 
aníSy tampoco puede considerarse exenta de responsabilidad por 
su falta á la Empresa, ante la sola consideración de que aquella^ 
por su naturaleza, sea de fácil deterioro como se observa, puesto 
que no se ha probado que ella provenga por algunas de las cau- 
sas enumeradas en el artículo 168 del Código de Comercio vi- 
gente á la época del contrato de transporte, cuya prueb.i era en 
todo caso de cargo de la Empresa. 

7"" Que, finalmente, por el artículo 163del mismo Código, con- 
cordante con el 162 del actual, impone al porteador la obliga- 
ción de efectuar la entrega de los efectos cargados en el tiempo 
y lugar del convenio, bajo la pena do responder alas partes por 
las pérdidas ó daños que le resultase por malversación ú omisión 
suya, ó de sus factores, dependientes ú otros agentes cuales- 
quiera. 

8"" Que en consecuencia y ante la disposición legal citada, re- 
sulta también evidente la responsabilidad de la Empresa por 
los perjuicios causados á los demandantes por falta de las mer- 
caderías, objeto de la demanda. 

Por tanto y omitiendo otras consideraciones, fallo definitiva- 
mente declarando: Que la Empresa del Ferrocarril Gran Oeste 
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Argentino debe abonar á los señores Félix y Plácido Agoinaga 
el valor de las mercaderías materia de la demanda, con más el 
de los perjuicios cansados á los mismos que será fijado por pe- 
ritos en los términos establecidos por el artículo 171 del Códi- 
go citado, con costas. Hágase saber coneloriginal y repóngase 
el papel. 

Juan del Campillo, 



Fallo die I» Huprema Corie 

Buenos Aires, Mayo V de 1894. 

Vistos: Considerando en cuanto al recurso de nulidad, que la 
enmendatura del certificado de foja cincuenta y cinco vuelta 
está salvada en e.l mismo y que las demás observaciones que so- 
bre el procedimiento seguido se hacen en la expresión de agra- 
vios no son defectos de los que por expresa disposición de la ley 
anulan las actuaciones (artículo doscientos treinta v tres de la 
ley de Procedimientos para los Tribunales Nacionales )': no ha 
lugar á dicho recurso. 

Y considerando respecto á la apelación interpuesta. 

Primero: Que la Empresa del Ferrocarril al contestar la 
demanda, no ha desconocido la falta de las mercaderías recia- 
madas por los demandantes y que habiendo debido versar la 
prueba sobre las causas que eximan de responsabilidad á la 
mencionada Empresa^ según lo dispuesto por el auto de foja 
treinta y dos, no lo ha producido suficiente como se demuestra 
en el cuarto considerando de la sentencia apelada. 

Segundo: Que conforme á la jurisprudencia constante de esta 
Suprema Corte, las empresas combinadas deben ser considera- 
das como una sola para todos los ^efectos de la contratación en 



362 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

materia de transporte, sinperjaício de las acciones que poedaa 
corresponder entre sí á las respectivas compañías, doctrina qne 
se halla bajo el amparo de la disposición expresa del artículo 
sesenta y cuatro de la ley de Ferrocarriles, que paede invocarse 
por su fuerza concordante. 

Por esto y por sus fundamentos, se confirma con costas la 
sentencia apelada corriente á foja setenta y cinco ; y devuélvan- 
se, previa reposición de sellos. 

benjamín paz.— luis V. vare- 
la.— ABEL BAZAN.— OCTAVIO 
BtNGE. 



CAUSA liX.l^IY 



Don Domingo Asíengo entablando recurso de «hateas corpusn^ d 
favor de Rodolfo Reyes, enganchado en un cuerpo de infante- 
ría de linea. 



Sumario, — 1^ El recurso de habeos corpus no procede cuan- 
do la restricción déla libertad es el resultado natural de un 
contrato. 

2^ Tal es la detención en un cuerpo de línea, á consecuencia 
de enganche que aparece haber sido contratado libremente. 
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Caso, — Lo indica el 



Fallo del Suem Federal 



Mendoza, Marzo 16 de 1894. 

Vistos : estos autos promovidos por Don Domingo Astengo en 
favor de Don Rodolfo Reyes, sobre interdicto de amparo á la li- 
bertad^ en razón de encontrarse preso por el Jefe de enganche, 
Capitán Fació. 

Y considerando : i° Que según el informe de foja 4 el menor 
adulto Don Rodolfo Reyes se encuentra en el cuartel del bata- 
llón dos de línea en calidad de soldado voluntario, á virtud del 
contrato de enrolamiento de foja 10, consentido y ratificado por 
lamadre del referido menor (fojas 12 y 13 vuelta). 

2^ Que si bien el menor Reyes manifiesta que su contrato lo 
ba firmado él á la fuerza es en cambio ratificado por la madre 
suya, y entonces la cuestión á debatirse, acerca de la validez 
del acto jurídico, es ajena á este recurso y corresponde á un 
juicio de naturaleza ordinaria, y no excepcional de amparo á la 
libertad ilegalmente desconocida. 

3° Que aun cuando resultase haberse encontrado preso el me- 
nor Reyes, su detención no habría sido ya en calidad de simple 
particular, sino en la condición de militar que le atribuye el 
contrato de foja 10, mientras no se anule en forma, y en este 
caso la jnrisdiccien es independiente de la conferida á los tri- 
bunales judiciales (artículo 7 de la ley de 14 de Setiembre de 
1863, sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales Na- 
cionales, y artículo 621 del Código de Procedimiento Criminal); 

4^ Que no procede el recurso de habeas corpus cuando el in- 
teresado en obtener la libertad, no está detenido ni preso, oo- 
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mo debe considerarse que sucede en el caso actual, desde el mo- 
mento que la sujeción al contrato no se ha impuesto como 
privación de la libertad, siuó como obligaciones dependientes 
del compromiso que contiene (Fallos de la Suprema Corte Na* 
cional, serien'', tomo 10, página 191). 

5^ Que el recurso de amparo á la libertad corresponde res- 
pecto de todo procedimiento de un funcionario público tenden- 
te á restringir sin derecho la libertad de una persona; de mane- 
ra que la sujeción á un contrato, aunque sea discutible su 
validez, no puede autorizar el procedimiento que corresponde á 
este recurso, pues la consideración de las cuestiones que moti- 
vara, vendrían á desnaturalizar esta clase de juicios (artículo 
617, Código de Procedimientos Criminal). 

Por estos fundamentos, con lo dictaminado por los Ministe- 
rios Fiscal y de Menores, fallo en definitiva, declarando impro- 
cedente este recurso de habeas corpus^ interpuesto por el señor 
Domingo Astengo en favor del señor Rodolfo Beyes, con costas 
al actor (artículo 644^ Código de Procedimientos citado) y sin 
perjuicio de las acciones á que pueda dar lugar el contrato de 
enrolamiento de foja 10. Notifíquese con el original, y en opor- 
tunidad archívese. Repóngase el papel . 

Severo G, del Castillo. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOK GENERAL 



Buenos Aires, Abril 7 de 1894. 

Suprema Corte: 

Él auto de foja 16 es arreglado á derecho. £1 recurso de ha- 
beos Corpus, sólo puede obtenerse cuando existe prisión indebi- 
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da, ordeDada por persona 6 autoridad qne so esté faculta' 
la ley, dice el artículo 20 de la ley sobre justicia nacioDa 
el caso actual, se trata de un contrato de enganche, ñrma{ 
el interesado y reconocido y rati&cad o por la madre del j 
y el defensor de menores, según diligencia de foja i2. 

Ese contrato reviste formas legales; sólo después de decl 
su nulidad por autoridad competente, procedería la eic 
cion del obligado. 

Pido por ello la confirmación del auto recurrido con I 
vedad de acciones expresamente eonsignadas á foja 17 t 

Sabiniano Kier 



Fallo de la Suprema CTaFte 



Buenos Aires, Mayo 5 de 189 

Vistos y considerando: Que conforme á la primera par 
artículo seiscientos diez y siete del Código de Procedimien' 
loCriminal, el recurso de A«6eos Corpus sólo procede, c 
casos ordinarios, cuando es intentado contra orden ó pn 
miento de un funcionario público tendente á restringir si 
recho la libertad de una persona. 

Que en el presente caso la detención de Rodolfo Reyes 
batallón segundo de línea, es el resultado de nn contrato c 
ganche por él celebrado, con la autorización correspondier 
la madre en ejercicio de la patria-potestad. 

Que no bay en autos elementos que sirvan á convencer ( 
citado contrato haya sido obra de la violencia que el menc 
do Keyes dice haberse empleado contra él y que á existir, ' 
ría entonces ese consentimiento. 

Que debiendo en consecuencia, reputarse libre la manil 
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cion de voluntad hecba por Beyes á los efectos de este juicio y 
siu perjuicio de sus derechos para hacerlos valer eu otra forma, 
la restricción á la libertad que se invoca no motiva el recurso 
deducido, porque esa restricción es el resultado natural del con- 
trato. 

Por esto y de acuerdo con lo pedido por el señor Procurador 
General y fundamentos concordantes del auto apelado de foja 
diez y seis, se confirma éste con costas. Devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — OCTAVIO BUN- 
GE. — JUAN E. TORRENT. 



tJAIJfilA liXXV 



Criminal^ contra Juan Capuano, por falsificación de billetes de 
banco autorizados, y contra Tomás Scolarini^ por circulación 
de billetes de banco falsos. 



Sumario. — 1° El delito de falsificación de billetes de banco 
autorizados, que no ha llegado á ser ejecutado por medio de la 
circulación, puede ser castigado con la pena de cuatro años de 
trabajos forzados, y dos mil pesos de multa. 

2° La circulación de billetes de banco falsos, es penada con 
multa del triple del valor de los billetes circulados. 
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Caso. — Lo indica el 



Bueoos Aires, Diciembre 28 de 1893. 

Y vistos: Estos Etatos seguidos de o&cio contra Jnan Capnano, 
italiano, de estado casado, de coarenta años de edad, grabador 
y fabricante de sellos, domiciliado éa la calle de San Víctor, nú- 
mero 62 (Flores), acusado de falsificación de billetes de Banco 
autorizados; y contra Toma» Scolarini, italiano, de estado oa< 
sado, de reinte y tres años de edad, fabricante de vinos, domi- 
ciliado en la calle de Europa, número 2209, acusado de circnla- 
cioQ de billetes de Banco falsos. 

Resulta: Que habiendo la Policía de esta Capital recibido la 
denuncia de que Tomás Scolarini, JaanCapaanoy otrosse ocu- 
paban de la falsificación y circulación de billetes de Banco, pú- 
sose en acción para hacer las averiguaciones correspondientes, 
llegando á obtener que Scolarini vendiera & uno de sus em- 
pleados un billete falso de 100 pesos por 40 pesos legítimos. 

Que continuando la pesquisa, ta PoUcíe , debidamente autori- 
zada por este Juzgado, procedió al allanamiento de los domi- 
cilios de Scolarini y de Capuano, encontrándose tan sólo en 
el del primero, como elemento útil para la investigación que se 
prosegnfa, tres billetes falsos de 50 centavos y en el domicilio de 
Capnaao hallándose una plancha de metal con el grabado de nn 
billete de 10 pesos, un sello de metal con el grabado de la ofi- 
cina inspectora debanoosgarantidos, una pequeña chapa de 
acero con et facsímile de la firma P. Agote, Presidente de la 
oficina Inspectora, otra plancha del mismo metal en la que es- 
taba grabada parte de un billete de 10 pesos y diversos otros 
elementos y útiles parala fabricación de billetes. 
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Que detenido Capuano ai llegar á su casa, secuestrósele nn 
paquete que llevaba en la mano, el cual contenía diversas es- 
tampas de un lado de billetes de 10 pesos del Banco Nacional^ 
un billete deiO pesos falso, todo impreso en tinta negra en la 
parte del frente, j una cantidad de pintura roja en pasta. 

Que llamado á declarar Tomás Scolarini ante este Juzgado, 
ha confesado, á foja 43 vuelta, que vendió á una persona que 
después resultó ser el comisario auxiliar López, por 40 pesos 
un billete falso de 100 pesos, con conocimiento de su falsedad, 
billete que dice encontró en la calle, negando que él haya teni- 
do en su poder billetes, ni planchas de billetes de 50 centavos 
como lo afirmaba la denuncia. 

Que llamado á declarar Juan Capuano, éste ha confesado, á 
foja 42vuelta, pertenecerle todas las máquinas útiles y demás 
objetos secuestrados de su domicilio, así como han sido grabadas 
por él las planchas de billetes de 10 pesos y por él impresos los 
diversos billetes ó partes de billetes de 10 pesos del Banco Na- 
cional que se encuentran en el Juzgado, atribuyendo esta falsi- 
ficación á ensayos que él practicaba con el objeto de llegar al 
descubrimiento de un sistema para hacer imposible la falsifica- 
ción de los billetes de curso legal en laRepública. 

Que terminado el sumario, el Procurador Fiscal entabló acu- 
sación por falsificación de billetes de Banco autorizados contra 
Juan Capuano y por circulación de billetes falsos en los térmi- 
nos del segundo parágrafo del artículo 285 del Código Penal, 
contra Tomás Scolarini, pidiendo se aplicara á aquel el prome- 
dio de la pena establecida en la primera parte del artículo que 
acaba de citarse y que se condenase al segundo al pago de una 
multa igual al triple de la cantidad circulada. 

Que corrido traslado de la acusación fiscal, el defensor de 
pobres acepta la conclusión fiscal en lo referente á Scolarini y 
respecto de Capuano sostiene que debe ser absuelto de culpa y 
cargo, por cuanto no ha habido por su parte intención criminal 
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de falsificar billetes, sino el propósito de buscar el medio de 
hacer imposible la falsificación de los mismos, pero que si á 
pesar de esto debiera considerarse á Capuano como falsificador, 
no habiendo llegado á consumar el delito, sólo podría ser casti- 
gado con la pena establecida para la tentativa. 

Que recibida la causa á prueba no se ha producido ninguna, 
quedando después del llamamiento de autos la causa concluida 
para ser sentenciada. 

T considerando: Que se halla perfectamente establecido que 
el procesado Juan Capuano se ha ocupado de fabricar billetes 
de Banco autorizados, delito previsto y penado por el artículo 
285 del Código Penal y por el artículo 30 de la ley de 3 de No- 
viembre de 1887 y 62 de la ley Penal nacional de 1863. 

Que no es atendible la excusa aducida por el procesado Ca- 
puano de que esa falsificación respondía á ensayos para llegar á 
hacer imposible la falsificación de billetes, pues la voluntad 
criminal se presume en la ejecución de hechos calificados de 
delito y no resulta una presunción contraria de las circunstan- 
cias particulares de esta causa. 

Que no habiendo llegado, sin embargo, esa falsificación, á es- 
tar á las constancias de autos, á producir ningún billete 
concluido apto para la circulación, la penalidad que al hecho 
corresponde debe ser graduada con arreglo á lo que establece la 
ley respecto de la tentativa ( artículo i% Código Penal). 

Que se halla igualmente establecido que el procesado To- 
más Scolarini, ha circulado un billete falso de 100 pesos con 
conocimiento de su falsedad, no existiendo sin embargo en au- 
tos elementos para determinar que ese billete proceda de fabri- 
cación hecha por el procesado ni que éste al circularlo haya 
servido como agente del falsificador, no encontrándose tampoco 
en autos elementos suficientes para extender la responsabilidad 
de Scolarini á otros hechos que no sean la circulación de aquel 
billete. 

T. ? 21 
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Fot estos fundamentos, de conformidad con las disposiciones 
legales antes citadas, definitivamente juzgando, fallo: conde- 
nando á Juan Capnano á la pena de cuatro años de trabajos 
forzados, de la que se descontará el tiempo de ia prisión sufrida 
á razón de tres días de prisión por uno de trabajos forzados 7 
á una multa de ( 2000 ) dos mil pesos moneda nacional 7 á las 
costas del juicio, y á Tomás Scolarini al pago de una multa igual 
al triple del valor del billete circulado, la cual se da por com- 
purgada con el tiempo de prisión que lleva sufrida. 

Líbrese oficio al Director de la Penitenciaría ordenando la li- 
bertad de Scolarini 7 comuniqúese este fallo para su cumpli- 
miento en lo relativo á Gapuano. 

Notifíquese con el original. 

J. V.Lalanne. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Abril 26 de 1884. 
Suprema Corte : 

Los elementos encontrados en poder del procesado Capua* 
no, planchas 7 sellos de metal, facsímil de la firma del presiden^ 
te de la Oficina de Inspección, billetes en partes grabados, etc. 
etc., le convencen del delito de falsificación de billetes de Banco 
Nacional; su confesión, corriente á foja 42, confirma el hecho 
demostrado. 

No es admisible por inverosímil 7 contrario, el principio de 
responsabilidad criminal, establecida en los artículos 6 7 7 del 
Código Penal, la excepción pnesta por el procesado, de bus- 
car en la falsificación, un sistema para impedir falsificaciones. 

Tratándose de la falsificación de billetes del Banco Nacional, 
la penalidad de ese delito es, según lo establecido en el artículo 
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30 de la ley d« 3 de NoTíembre de 1887, la que prescribe el e 
tfcalo 62de la ley de 14 de Setiembre de 1863, esto es, ti 
bajos forzados por un tiempo qae no baje de onatro años ni t 
ceda de siete, y malta de 500 á 5000 pesos fuertes. 

RecoQucieado aplicables esas penas al becho demostrado 
teniendo en consideración que la falsificaciun emprendida c 
todos los elementos conducentes abacería efectíra no fué i 
embargo consumada, considero justa la disminución establecí 
en la sentencia. 

' La gravedad del hecho, la importancia de los medios des 
nados á una gran falsificación, determinaba, á haber sido ce 
sumada, la aplicación del máximum de pena. 

No habiéndose consumado el delito la disminiicion de u 
cuarta parte hasta la mitad se impone, con sujesion á lo d 
puesto en el articulo 12, inciso 2°, del Código Penal. 

La sentencia de foja 87, ha hecho esa disminución, proc 
diendo con tndaeqnidad, dada la magnitnd deles hechos ejec 
tados y no resultando entonces agraviante contra el procesad 
pido á V. £. se sirva confirmarla. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de Ih Supremn Corte 

Buenos Aires, Mayo 8 de 1894. 

Vistos: Por sus fundamentos y de conformidad con lo ( 
puesto y pedido por el señor Procurador General, se confirn 
con costas, la sentencia apelada de f«ja ochenta y siete, I 
vuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VAl 
LA. — ABEL BAZAN. — OCTV 
DÜNGE. — JUAN E. TORHENT. 
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CAUSA liXXl^I 



Don Castor Rodríguez y contra don Antonio Sánchez Negrete; 

sobre cobro de pesos 



Sumario, — Debe mandarse pagar la deuda comprobada por 
docamentos enumerados en la demanda con arreglo al artículo 
10 de la ley de Procedimientos, y presentados y reconocidos en 
la estación de prueba. 



Caso. — Lo indica el 



Fallo del Juex Federal 



Corrientes, Diciembre 4 de 1891. 

Vistos : esta demanda instaurada por Don Alejandro Sánchez 
en representación de Don Castor Rodríguez, contra Don Anto- 
nio Sánchez Negrete, por cobro de la cantidad de dos mil tres- 
cientos veinte pesos con cuarenta y cinco centavos, que dice le 
adeuda por trabajos de terraplenes en su mayor parte, para el 
Ferrocarril en construcción, en la sección comprendida entre 
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Empedrado y San Roque, y por suministro jde carne, como lo 
acreditan los documentos que enumera y que no los presenta 
con la demanda por haberlos dejado olvidados en Saladas, su 
mandante el señor Rodriguez, pero que los presentará tan lue- 
go como lleguen á su poder . 

Que corrido al demandado el traslado de la ley, contestó á 
foja 12, que no era cierto el hecho de haber el demandante eje- 
cutado para él trabajos de terraplenes. 

Que por otra parte no habiendo el demandante presentado con 
su demanda los documentos en que se apoya, no podrá reconocer 
la deuda, y por último, fundado en la disposición del artículo 10 
de la ley de Procedimientos, niega los hechos de la demanda y 
pide sea ésta rechazada con costas. 

Que abierta la causa á prueba, se produjeron por ambas partes 
laque expresa el certificado del secretario, de foja 20 vuelta; y 

Considerando: I"" Que los veinte vales de á cien pesos cada uno, 
que el actor presentó en la estación de prueba en apoyo de su 
demanda otorgados por el demandado al portador y á la vista, 
fueron declarados auténticos y por reconocido el contenido de 
cada uno, por el auto de foja 69, que fué consentido en virtud de 
haber el demandado incurrido en rebeldía no compareciendo á 
las audiencias que se han señalado^ para que declarase si insistía 
en sostener la falsedad que les atribuía y seguir en tal caso los 
procedimientos marcados por la ley para el esclarecimiento de 
la verdad. 

2^ Que del mismo modo el vale de foja 71 , por ciento sesenta 
y ocho pesos con cuarenta centavos, ha sido declarado auténtico 
por el auto de foja 77 vuelta, por no haber el demandado que lo 
suscribe comparecido á reconocerlo ó desconocerlo, en laaudien- 
cia destinada al efecto, habiendo también el vale de foja 41 , de- 
signado con el número 21 , por valor de 93 ^ moneda nacional 
con 75 centavos, sido reconocido por el mismo demandado al 
absolver las posiciones de fojas 57 vuelta á 59 vuelta. 



374 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

3" Que los vales de la referencia estando concebidos al por- 
tador, son trasmisibles por ¡asimple entrega, y el portador pue- 
de ejercer los mismos derechos que si hubiesen sido concebidos 
á su nombre individual (artículo 916 del Código de Comercio) 
7 el pago de ellos es exigible en el acto de su presentación (artí- 
culo 787). 

4"^ Que aun cuando la cuenta de foja 43, importante la suma 
de 58$ con 30 centavos, que ha sido endosada á favor del actor, 
no. se llalla en la forma ni en las condiciones de los demás docu- 
mentos, la deuda del demandado resulta sin embargo con la 
orden de foja 42, cuya firma ha sido reconocida por éste, sin 
impugnar el endoso de aquella, al absolver las posiciones [de 
foja 58, el cual, si bien no produce los efectos del Código de 
Comercio^ por la forma en que la obligación está concebida, 
constituye por lo menos una verdadera cesión, consentida por el 
deudor, quien por lo tanto está obligado á su pago. 

5f Que todos esos documentos, presentados en la estación de 
prueba, deben ser admitidos y tomados en consideración para 
fallar esta causa^ desde que el actor los ha enumerado en su 
demanda y prometido presentarlos oportunamente, de acuerdo 
con lo dispuesto en el artículo 10 de la ley de Procedimiento; y 
considerando finalmente : 

6** Que de los documentos de fojas 91 y 92 presentados por el 
demandado no ha hecho ninguna mención en su contestación 
que demostrase el objeto ó importancia que ellos tendrían en 
este juicio, cuya circunstancia coloca al Juzgado en el caso de 
prescindir de ellos completamente al fallar esta causa. 

Por estos fundamentos y teniendo en cuenta la declaración 
hecha por el actor en el otrosí del escrito de foja 48, de haber 
recibido del demandado á cuenta de la cantidad demandada^ con 
posterioridad á la demanda, la suma de 500 pesos nacionales de 
curso legal, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 505 del 
Código Civil, que faculta al acreedor para procurar de su deu- 
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dor aquello que se ha obligado legal y formalmente, por cuanto 
de las oonstancias de este proceso resulta que ladenda cuyo co- 
bro se demanda, proviene de merdaderías suministradas á los 
capataces y peones del demandado por órdenes de éste : fallo 
declarando que el demandado Don Antonio Sánchez Negrete, 
está obligado á pagar á Don Castor Rodríguez, en el término de 
diez días, desde que quede ejecutoriada esta sentencia, la can- 
tidad de mil ochocientos veinte pesos con cuarenta y cinco cen- 
tavos nacionales de curso legal^ con más el interés del uno por 
ciento mensual corriente en plaza, desde la demanda, y las costas 
del juicio. Hágase saber con el original y repónganse las fojas. 

E. A. Lujambio. 



Ffillo de la Siipremn 



Buenos Aires, Mayo 8 de 1894. 

Vistos : Por sus fundamentos y considerando además : Pri- 
mero: Que según se vé á foja cincuenta y ocho, el demandado 
ha reconocido la ñrmade los documentos que en número de vein- 
te, corren de fojas veintiuna á cuarenta. 

Segundo: Que es suficiente el reconocimiento de la firma 

* 

para que el cuerpo del instrumento quede también reconocido 
(artículo mil veintiocho, CódigoCivil). 

Tercero: Que el instrumento privado judicialmente recono- 
cido, tiene el mismo valor que el instrumento público entre los 
que lo han suscrito y sus sucesores (artículo mil veintiséis del 
mismo Código ) . 

Cuarto: Que en cons(;cuencia, la fuerza probatoria de los 
citados documentos de fojas veintiuna á cuarenta, no ha podido 
ser enervada ó destruida, sino mediante prueba suficiente para 
hacer constar la falsedad del contenido, alegadapor el demandado. 
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Quinto : Que éste no sólo no ha producido prueba alguna 
al respecto, sino que, como lo hace notar la sentencia apelada, 
ni siquiera ha concurrido á la audiencia de ley á que fué con- 
vocado á objeto de que maniñeste si insistía en sostener la fal* 
sedad que atribuía á los documentos, para seguir, en su caso, 
los procedimientos pertinentes al esclarecimiento de la verdad. 

Sexto: Que en la contestación á la demanda el demandado 
reconoce á foja trece vuelta la partida de cargo á que se refiere 
el documento á la orden de foja setenta y uno, pretendiendo tan 
sólo haber pagado á cuenta la suma de cincuenta pesos, y pro- 
metiendo probar su afirmación en oportunidad. 

Séptimo : Que no ha rendido esa prueba, desprendiéndose, 
al contrario, del recibo de foja noventa y dos^ presentado por el 
demandado, debe creerse en apoyo de su defensa, tanto la inefi- 
cacia de la excepción en sí^ por cuanto aparece que, cuando se 
afirmaba haberse pagado á cuenta la citada suma de cincuenta 
pesos, no se hacía referencia á pago hecho {al endosatario, sino 
al endosante Nuñez, lo que no puede oponerse á aquel, como la 
inexactitud del hecho aseverado, atento el mérito comparativo 
de las fechas de los instrumentos, pues que la del recibo ( Mayo 
catorce de mil ochocientos ochenta y ocho) es anterior en mucho 
al documento de crédito ( Junio diez y seis de mil ochocientos 
ochenta y nueve), notándose que el documento á pagar de foja 
noventa y uno, firmado por el referido Nuñez es posterior aún 
á la iniciación del presente juicio. 

Por ello, se confirma con costas la sentencia apelada de foja 
ciento quince, declarándose que el interés á pagar lo será el de 
Banco. Repuestos los sellos, devuélvanse, padiendo notificarse 
con el original. 

benjamín PAZ. — LUISV. YAUE- 
LA . —ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE.— JUAN E. TORRENT. 
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CAIJS.4 1.1ÍXYII 



Contra don Bernardo Palmo, por sustracción de dineros pú- 
blicos; sobre sobreseimiento 



Sumario . -«Coresponde el sobreseimiento provisional, cuando 
está comprobado el delito, y no su autor ó cómplice. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas. 



DECLARACIÓN INDAGATORIA 



En esta ciudad de Buenos Aires, á 22 de Agosto de 1893, 
compareció ante S. S. nn preso en esta causa, quien fué interro- 
gado por su nombre, edad, estado, profesión y domicilio, y dijo 
llamarse Bernardo S. Patino, de 55 años, casado, empleado y 
domiciliado 2"" Venezuela número 338. Preguntado cuáles eran 
sus funciones en la oficina de Recaudación de derecho y puerto 
y muelle del Riachuelo. 

Contestó: Que el empleo que ocupaba era oficial auxiliar 
segundo Jefe de la oficina, pero que por enfermedad del titular 
ocupábala Jefatura desde Setiembre de 1891 hasta mediados 
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de Julio de 1892, y luego por renuncia del mismo volvió ¿ ocu- 
par el puesto desde Setiembre ú Octubre de 1892 hasta el 13 de 
Junio del corriente año. 

Preguntado si tiene conocimiento de un desfalco que se pro- 
dujo en la caja de la expresada oficina. 

Contestó: Que el 13 de Junio se retiró de la oficina porque 
había notado 2 ó 3 días antes, en la caja de la oficina, una falla 
de 1000 pesos moneda nacional; Que se retiró para ir en busca 
de algunos amigos que le facilitaran esa suma á fin de reponerla, 
7 que no habiéndola obtenido no regresó á la oficina; Que la fal- 
ta encontrada no se la explica sino como el resultado de algnn 
extravío de dinero, ó por algún descuido de haber dejado dine- 
ro sobre su mesa, del cual se hubiese apoderado alguno de los 
que frecuentaban la oficina; Que él no ha dispuesto de un solo 
peso de los dineros cuya administraccion le estaba confiada; Que 
cada día depositaba en el Banco de la Nación Argentina á la 
orden de la Tesorería de la Aduana el producido del impuesto 
de Puerto y Muelle, y en cnanto al producido d^ pescantes hi- 
dráulicos, piso y guinches, siendo mucho menor, lo depositaba 
2, 3 y 4 veces al mes^ según la importancia de lo recaudado; 
Que pasaban por sus manos mensualmente por los conceptos ya 
indicados al rededor de ciento setenta á doscientos mil pesos; 
Qne en estas condiciones es explicable que se le haya extravia- 
do la suma expresada, no siendo presumible que si hubiera teni- 
do la intención y se hubiera resuelto á sustraer parte del dinero 
confiado á su custodia, no hubiera dispuesto de una suma de 
consideración y se limitara á distraer cantidad relativamente 
insignificante; Que, además, no hubiera dejado en los libros las 
constancias por las cuales se ha notado en seguida la falta 
existente; Que su sueldo es de 110 pesos, pero que vive encasa 
de un amigo en la cual no paga alquiler. 

Preguntado cómo no dio cuenta á sus superiores, cuando no- 
tó que había una falla en la caja de su oficina . 
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Contestó: Que faé tal la confusión qo^^ el hecho le produjo, 
que sólo concibió la ideada buscar el dinero necesario para re- 
poner la falla, y cuando se convenció de que no podía hacerlo, 
no tuvo coraje para volver á la oficina viendo comprometida su 
situación y su buen nombre, y no atinando con los medios de 
justificar su completa inocencia; Que al abandonar la oficina de- 
jaba en caja la suma de 1632 pesos. 

Preguntado si tenía algo más que agregar dijo que no. Se le 
hizo saber la causa de su detención y el derecho que le asiste 
para nombrar defensor. Con lo que se dio por terminado el acto 
en el que leída que le fué se ratificó y firmó esta declaración con 
S. S. por ante mide que doy fé. 

Lalanne. — Bernardo Paltfw. 



Ante mi: 



L. Hodriguezde la Torre. 



AMPLIACIÓN 



En esta ciudad de Buenos Aires, á 27 de Setiembre de 1893, 
compareció ante S. S. el detenido en esta causa, quien fué in- 
terrogado del modo siguiente : 

Preguntado si el déficit que resulta en la oficina de recauda- 
ción de la cual era Jefe provisorio, se produjo de una sola vez 
ó en varias ocasiones. 

Contestó: Que no lo puede asegurar, pero que presume fuera 
de una sola vez, pues que antes no lo ha notado, hasta que se 
apercibió de ello unos días antes del 13 de Junio. 

Preguntado cuáles eran sus medios de vida. Contestó: Que 
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Únicamente su empleo, en el qae ganaba 110 pesos al mes para 
sufragar los gastos de su familia; Que no pagaba alquiler de 
casa por cuanto era de un amigo suyo Carlos Caraza, domici- 
liado en la calle Lavalle, número 448, quien no le cobraba al- 
quiler. 

Preguntado: cuando se apercibió del déficit y trató de reponer- 
lo, á qué personas vio parapedirles dinero. Contestó: Que se diri- 
gió á Burzaco con el fin de ver á un amigo llamado Martin Acos~ 
ta, á quien iba á pedirle el dinero para reponer el déficit, pero 
que no lo encontró, pasando á San Vicente, donde pudo averi- 
guar que dicho Acosta se encontraba en Dolores, á donde se di- 
rigió sin poder dar con él. Con lo que se suspendió el acto en el 
que leída que le fué esta declaración se ratificó, y la firmó con 
S. S. por ante mi de que doy fé. 

Lalanne. — Bernardo Patino. 



Ante mí: 



i. Rodríguez de la Torre. 



VISTA FISCAL 



Buenos Aires, Noviembre 2 de 1893. 
Señor Juez: 

No resultando de los antecedentes de este sumario mérito al- 
guno parala prosecución de la causa criminal contra don Ber- 
nardo Patino^ se ha de servir Y. S. sobreseer definitivamente en 
éste, de acuerdo con el artículo 434, Código de Procedimientos. 

En consecuencia pido se libre oficio para que sea puesto en 
libertad. 
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Estando comprobado el déficit del que Patino es único res- 
ponsable, se ha de dignar intimarle el reintegro de la suma á 
que asciende, y sus intereses en el plazo que Y. S. señale. 

J. M. Bustillo. 



Fallo del JueaE Federal 

Buenos Aires, Noviembre 9 de 1894. 

Autos 7 vistos: De conformidad con los fundamentos de la 
precedente vista del Procurador Fiscal, sobreséase provisoria- 
mente en esta causa, de acuerdo con lo dispuesto con el inciso 
2^ del artículo 435 del Código de Procedimientos en lo Crimi- 
nal, librándose la orden correspondiente al Director de la Pe- 
nitenciaría, áfin de que ponga en libertad al detenido Bernardo 
Patino, debiendo intimarse á éste el reintegro de la suma de- 
saparecida de la oficina de Becandacion del Riachuelo, más sus 
intereses hasta la fecha, acordándose al efecto el término de 
diez días^ bajo apercibimiento. 

J. V.Lalanne, 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Marzo 30 de 1894. 
Suprema Corte: 

Ninguna demostración ha podido traerse^ sobre culpabilidad 
del procesado en la desaparición de los dineros públicos. Sus 
antecedentes honrados, su vida modesta, y la exigüidad de lo 
defraudado, ante la magnitud de los valores que mensualmente 
percibía, alejan la sospecha. Y si su ausencia ó fuga precipita- 



382 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

da, pudo con razón tomarse como un iadicio de calpabilidad^ 
las explicaciones de la indagatoria explican la tribulación de nn 
espíritu obscurecido por el sentimiento y vergüenza de una pér- 
dida irremediable. Creo por ello, de conformidad con lo pedido 
por el Procurador Fiscal Á foja 27 vuelta, que no existiendo la 
prueba ó indicios de culpabilidad, ni siendo posible adelantar 
las diligencias del sumario^ el sobreseimiento debe ser definiti- 
vo, según el artículo 434 del Código de Procedimientos en lo 
criminal. Bespecto á la responsabilidad civil, que las leyes im- 
ponen á todo administrador de caudales públicos, la confirma- 
ción de lo resuelto en la sentencia se impone. 
Pido á y. E. se sirva así declararlo. 

Sabiniano Kier. 



FaIIo de \wí Suprem» Corte 

Buenos Aires, Mayo 8 de 1894. 

Vistos: Por sus fundamentos y de acuerdo, además, con el 
artículo cuatrocientos treinta y cuatro del Código de Procedi- 
mientos en lo criminal, oído el señor Procurador General, se 
confirma el auto apelado de foja veinte y ocho. Devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. — 

— OCTAVIO BUNGB ( CU disi- 
dencia). — JUAN E. TORRENT. 



DISIDENCIA 



Vistos: De conformidad con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General, y con arreglo á lo establecido en el artí- 
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culo siete del Código Penal, se declara que el sobreseimiento 
respecto del procesado Bernardo Patino, es definitivo, y de- 
▼aélvanse. 

OCTAVIO BUNGE. 



«^AIJSA I^XXYIII 



El Banco Nacional contra don Grtsaldo H. Nuñez, por cobro 
ejecutivo de pesos; sobre liquidación y competencia. 



Sumario. — La Suprema Corte no tiene la jurisdicción de 
apelación en los asuntos cuya importancia es inferior al valor 
de 200 pesos. 



Caso. — £1 representante del Banco, acompañando dos pa- 
garés otorgados por don Grisaldo H. Nuñez, se presentó al Juz- 
gado pidiendo se citara á éste para el reconocimiento de firmas, 
con el objeto de preparar la vía ejecutiva, é ignorando su domi- 
cilio, solicitó que la citación se hiciere por edictos. 

£1 Juzgado proveyó de conformidad. 
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Hecha la publicación de edictos y no habiendo comparecido el 
señor Nnñez, el representante del Banco solicitó se diera por 
reconocidas las firmas y se le nombrara defensor que lo repre- 
sente. 

El Juez dio por reconocidas las firmas de los documentos 
acompañados, previo certificado del secretario, y nombró defen- 
sor de oficio al Doctor Pedro Bourel. 

En este estado, el representantedel Banco, acompañando una 
liquidación de la cuenta de Nuñez, la que arroja por amortiza- 
ción é intereses, la cantidad de cien pesos setenta y un centavos 
moneda nacional, que corresponden hasta el 31 de Agosto de 
1893, pidió que se la mandara agregar^ haciéndola saber al de- 
fensor á quien se le intimaría el pago bajo apercibimiento. 

El Juez dictó el siguiente auto : 



La Plata, Setiembre 11 de 1893. 



Agregándose la liquidación y reposición acompañados, hágase 
saber ; no haciéndose lugar por ahora á la intimación de pago 
que se solicita. 



Aurrecoechea. 



El representante del Banco dedujo los recursos de reposición 
y apelación en subsidio. 

Dijo : que su solicitud anterior está basada en, las disposicio- 
nes de la ley de Procedimientos sobre vía ejecutiva, pues pre- 
parada ésta se intima inmediatamente el pago al deudor, por 
toda la cantidad adeudada, más los intereses. 

Que por la ley de liquidación, el Banco no puede cobrar sino 
intereses y amortización, por cuyo motivo acompañó la liquida- 
ción correspondiente, y qoe siendo ésta, parte de la deuda y 
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estando autorizado para pedir el pago de toda, es evidente que 
la intimación de pago solicitada procede en el caso. 



Fallo 4el JFuea Federal 



La Plata, Octubre 9 de 1893. 

Autos 7 Tistos : Tratándose de una operación aritmética que 
puede ser observada por el demandado, no siendo por lo tanto 
título suñciente para despachar ejecución, ni es exacto lo que se 
alega de que una vez reconocido en juicio el documento pueda 
pedirse el pago inmediato de la parte de él, en la forma esta- 
blecida por la ley de liquidación del Banco ejecutante y el de 
los intereses devengados, pues estos estín sujetos á la liquida- 
ción y aprobación en juicio con audiencia del ejecutado, no ha 
lugar á la revocación solicitada, y se concede en relación el recur- 
curso de apelación interpuesto, debiendo elevarse los autos 
al Superior en la forma de estilo. Notifíquese con el original y 
regístrese. 

Aurrecoechea. 



Fallo de la SupreHia Corte 



Beenos Aires, Mayo 8 de 1894. 

Vistos y considerando : que la acción intentada y que sirve de 
base al juicio, tiene por objeto el cobro de una suma inferior á 
doscientos pesos, en cuyo caso la apelación no procede para ante 

T. V 25 
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esta Suprema Corte, conforme á lo dispuesto por el artículo 
cuarto de la ley sobre jurisdicción y competencia. 

Por esto, se declara mal concedido el recurso* y devuél- 
vanse . 

BBNJAMIN PAZ. — LDIS Y. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE. 



CAUSA 1.XXIX 



DoTía Genoveva Maure de Obredor, contra don Francisco Micelio 
• por rescisión de contrato de locación; sobre nombramiento 
de interventor en la finca locada. 



Sumario, — El nombramiento de interventor en latinea lo- 
cada, con el objeto de que ésta se conserve en buen estado y no 
se baga de ella un goce abusivo, no es una medida autorizada 
por la ley. 



Caso. — El apoderado de la señora Maure de Obredor se 
presentó al Juzgado exponiendo: 
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Qae tiene conocimiento que el señor Miceli ha dejado de hacer 
en el fondo que le tiene arrendado, los trabajos y pagos condu- 
centes para evitar que el inmueble se arruine por completo, 
tales como el riego de viñas y alfalfares, á los que no ha podado 
ni limpiado, ni reconstruido una vara de tapia de las muchas 
que se han caído ; 

Que tampoco ha satisfecho el pago de la contribución directa, 
á consecuencia de lo cual el fundo se halla privado del agua, ele- 
mento necesario para su conservación; 

Que la naturaleza de los trabajos que deben hacerse, no pue* 
den ser dejados á la mala voluntad del locatario, que no obs- 
tante tener todas esas obligaciones no las ha cumplido. Pide, 
en consecuencia, el nombramiento de interventor para que tome 
las medidas de conservación que requiere el fundo y ofrece pro- 
ducir información para acreditar los hechos expuestos. 



Fallo del JFues Federal 



Mendoza, Agosto 17 de 1893. 

T vistos: Con el mérito de la información rendida y atento 
lo dispuesto por los artículos 417 y 414, ley de enjuiciamiento 
de la provincia, que el Juzgado aplica en defecto de una prescrip- 
ción especial en la de Procedimientos nacional : se resuelve 
acceder el nombramiento de interventor solicitado, designando 
en tal carácter al propuesto, Don Guillermo Arancibia, quien 
aceptará y jurará el cargo en forma por ante el Secretario. 

Hágase saber^ y agregúese estas actuaciones al expedienté 
principal con reposición del sello, 

Juan del Campillo. 
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Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Mayo 10 de 1894. 

Vistos y considerando : Primero : Que aunque á las obli- 
gaciones del locatario, de conseryar la cosa locada en baen esta- 
do y de abstenerse de hacer un goce abusivo de la misma, 
corresponde el derecho correlativo del locador, que puede, según 
las circunstancias, ejercitar aún durante la vigencia del con- 
trato para la supresión de las causas del perjuicio ( artículo 
mil quinientos cincuenta y nueve del Código Civil), es indudable 
que en la legislación nacional no hay disposición alguna que 
autorice el nombramiento de un interventor permanente en la 
administración del locatario. 

Segundo : Que las circunstancias de hallarse previstas las 
intervenciones para situaciones especiales, tales como en tra- 
tándose de concordatos y moratorias en caso de quiebra y en lo 
referente á la administración de la mina aviada, demuestra 
por sí sólo que la medida es de carácter excepcional, no admi- 
tiendo, por tanto, interpretación extensiva las leyesque la con- 
sagran. 

Tercero : Que en ese mismo carácter es que el Código de 
Procedimientos de Mendoza establece las intervenciones, ^^nes 
que, como lo dice en su artículo cuatrocientos diez y nueve, 
inciso segundo, ellas no proceden, además del caso especial so- 
bre que estatuye, sino para las especialmente determinadas por 
derecho, de lo que no puede dejar de concluirse, que el argu- 
mento por analogía se halla desechado en ese Código de una ma- 
nera formal. 

Cuarto: Que en consecuencia, y aún admitiendo que el ci- 
tado Código pudiera invocarse como ley ante la Justicia {Fede- 
ral, sus disposiciones se opondrían al nombramiento del inte- 
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ventor en este asunto, desde que la especial de referencia alude 
al juicio reivindioatorio, y puesto que no hay ley alguna que ex- 
presamente autorice las intervenciones titulares en la adminis- 
tración del locatario. 

Quinto : Que, por otra parte, existen fudamentales deseme- 
janzas entre las posiciones del reivindicante y poseedor y las 
del locador y locatario, no sólo por el origen de la ocupación de 
la cosa, que en el primero de esos casos no se debe á un acto 
voluntario del reivindicante, á la inversa de lo que acontece en 
el segundo, que procediendo de un contrato, ba podido ser re- 
glado por estipulaciones precautorias de los derecbos de las 
partes, sino también por razón de los efectos de la acción, que 
en la una, á diferencia de la otra, puede traer aparejada la res- 
titución de frutos, explicándose así que el mencionado Código de 
Procedimientos de Mendoza incluya entre las funciones del in- 
terventor, la de llevar cuenta de las entradas y gastos relativos 
á los bienes intervenidos, lo que en manera alguna puede tener 
aplicación al caso de locación. 

Sexto: Que las disposiciones legales que reglan las obli- 
gaciones de hacer, de cuya naturaleza son las que motivan el 
presente incidente, establecen los medios de que en caso de^ine- 
jecucion puede valerse el acreedor, no hallándose entre ellos el 
adoptado por la sentencia recurrida, que no se dirijo solamente 
á la ejecución en concreto de obras determinadas. 

Por estos fundamentos, se revoca el auto apelado que en 
testimonio corre á foja cinco, no haciéndose lugar al recurso de 
nulidad, por carecer de base en autos. Bepuestos los sellos, de- 
vuélvase, pudiendo notificarse con el original. 

benjamín paz. — LUIS V. VÁRELA. 

— ABEL BAZAN (cu disidencia). 

— OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. 
TORRENT. 
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DISIDENCIA 



Vistos: Resalta : Qae segan lo acreditan las actuaciones re- 
mitidas en copia á esta Suprema Corte, existe pendiente un jui- 
cio promovido perdona Genoveva Maure deObredor contra Don 
Francisco Miceli, sobre rescisión de un contrato de arrenda- 
miento celebrado entre ambos, de un fundo de propiedad de la 
primera. 

Que de las mismas actuaciones consta, como la comprueba la 
sumaria información producida por la señora de Obredor, sin 
que se haya negado de contrario, que el arrendatario Miceli ba 
omitido, durante muchos meses, el riego del fundo y otros tra- 
bajos conducentes á la conservación en buen estado de las dife- 
rentes plantaciones del mismo y de su cercado. 

Que con tal motivo, la señora de Obredor, pidió al Juzgado, 
como medida precautoria, para evitar deterioro y ruina de la 
finca arrendada, el nombramiento de un interventor, que aten- 
diese á la ejecución de los trabajos conservatorios de ella, peti- 
ción á que se proveyó de conformidad, por el auto de foja cinco 
y vuelta, contra el cual Miceli ha interpuesto los recursos de 
nulidad y apelación; y 

Considerando, en cuanto al primero de estos recursos : 

Que no se ha demostrado por el recurrente, que el auto de que 
se trata se halle afectado de algún vicio de nulidad que haga 
procedente el recurso de la referencia. Por ello, se declara no 
haber lugar á él ; y 

Considerando, en cuanto al de apelación : 

Que es obligación del locatario conservar la finca arrendada 
en buen estado, según expresamente lo dispone el artículo mil 
quinientos sesenta y uno del Código Civil, lo que implica res- 
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pecto del locador el derecho de pedir el cumplimiento de 
obligación, aolicitaado se adopten al efecto las medidas 
dncentes á dicho ñn. 

Qae en el caso sub-judice se trata del cumplimiento de 
obligación de hacer qne la ley impone al locatario, como s 
de practicar los trabajos conserratorios de la finca, qae el ai 
d atarlo. Miceli ha omitido ejecutar en perjuicio del buen es 
de ella, como lo acredita la samaría información corrient 
autos; que además ha declarado qne no quiere ejecutar, si 
resulta del informe del interventor Araocibia, producido e 
escrito en copia de foja once vuelta. 

Que con tal motivo, es de todo punto incuestionable el < 
cbo OOD que la locadora señora de Obredor ha pedido el nom 
miento de una tercera persona, con cuya intervención se 11 
á cabo loB trabajos conservatorios de su propiedad, como I 
también la facnltad del Juez para hacer ese nombramíentc 
acuerdo con la expresa disposición del articulo seiscientos t 
ta del Código Civil, que es de la más [perfecta aplicacio 
caso. 

Que el nombramiento de esa tercera persona, hecho en el 
apelado, no sería justo se dejase sin efecto, so protesto de 
bérsele dado el nombre de interventor y porque los inter 
tores revistan, según la ley de Procedimientos de la prov: 
de Mendoza, facultades las más amplias y de carácter pe 
nente, que no debe tener la tercera persona de que habla el 
tfcnloya citado. Código Civil, porque ni rige para los pro 
mientos en la Justicia Federal, el Código de Frocedimii 
de la provincia de Mendoza, y porqne, aún cnando asi f dei 
el auto apelado qne se limita á nombrar interventor invoIu< 
con esta palabra la idea de acordar al nombrado mayoreí 
cnltades que las bastantes y necesarias para satisfacer el < 
cho de la locadora, nada seria más razonable y justo qne 
firmar dicho nombramiento con la declaración coirespondieo 
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qne debe limitarse en el ejercicio de sos funciones, á las que 
' eitrictamente requiera el caso, pues, esto es lo que cumple al 
noble oficio de los jueces, dar lo que corresponde á las partes 
que vienen á pedir justicia, aunque no la pidan en el límite que 
debieran. 

Por estas consideraciones, se confirma el auto de foja cinco, 
con declaración de que las funciones del interventor nombrado, 
deben limitarse á las estrictamente necesarias para la conser- 
vación en buen estado de la finca arrendada y que deben durar 
hasta que el locatario haga por silos trabajos conservatorios qne 
hasta aquí ha rehusado hacer. Repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

ABEL BAZAN. 



CAUSA liXXX 



Don Jaime Vidal, contra el administrador y el contador de la 
Aduana del Rosario y en querella por usurpación y abuso de 
autoridad; sobre competencia. 

Sumario. — La Justicia Nacional es competente para cono- 
cer del delito de abuso y usurpación de autoridad imputado á 
empleados nacionales en el desempeño de sus funciones, y pro- 
cedente de hechos realizados en el recinto de una Aduana na- 
cional. 



DE JUSTICIA MACIOHAL 

Caso. — Lo indica el sígnieote 



Fall* del Jims Federal 



Rosario, Julio 3 de 1893. 

Ylstos y considerando: 1° Qae siendo, como es, taxativa la 
JDTisdiccion nacional, sa incompetencia pnede j debe decla- 
rarse poi el Joez, eu cualquier estado del juicio. 

2° Qne la presente, comoqne se funda en unacto administra- 
tiro, de orden interno, llevailo á cabo por el administrador de 
Rentas da este pnerto, escapa de La jurisdicción de este tribu- 
nal, pues bien sabido es que la administración pública es la par- 
te de autoridad que cuida de las personas j bienes en sus rela- 
ciones con el Estado, haciéndolas, como dice.Bscrich, concurrir 
al bien común j ejecutando las leyes de interés general; á dife- 
rencia de la Justicia que tiene por objeto las personas y bie- 
nes en sus relaciones particulares de indívidno á individuo apli- 
cando las leyes de interés privado, ejerciéndose éste por los 
Jueces y aquella por los Jefes de Oficina, debidamente auto- 
rizados. 

3''Que la autorización que en este caso tiene el Administra- 
dor de Bentas trae su otfgea del bien esplícito decreto del Po- 
der Ejecutivo de fecha ^ de Octubre de 1885, qae dice textual- 
mente: 

«Los Administradores deRentas de la República no darán 
curso á losdespachos de Aduana firmados por tos despachantes 
á quienes se hubiere comprobado complicidad en nn contrabando , 
quedándoles asimismo prohibido la entrada & dichas oficinas >; 
medida adminitrativa ésta que ha podido muy bien establecer 
el Poder Ejecutivo que la dictó, no sólo para con ella garantir 
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los derechos fiscales encomendados á su gaarda, si que también 
porque tal disposición no choca, y por el contrario, se encuen- 
tra en perfecta armonía con las Ordenanzas de Aduana y con 
las disposiciones análogas puestas uniformemente en práctica 
por todas las legislaciones preventivas de Derecho Criminal . 

4'' Que si la justicia ordinaria pudiera inmiscuirse á cada 
paso en los actos administrativos de orden interno de las enci- 
nas públicas, el procedimiento de estas se haría asaz tardía sino 
ya imposible, truncando el carácter expeditivo que distingue al 
Poder Ejecutivo ó Administrador, como una calidad espepial y 
propia de su autoridad. 

5"" Que á lo anterior se agrega encontrarse pronunciada la 
sentencia administrativa y condenatoria del hecho, que da ori- 
gen á la presente querella, según se comprueba por la resolu- 
ción del señor Administrador de Bentas corriente á foja 59 vuelta 
del expediente respectivo que obra en este mismo Juzgado y 
que so ha tenido ala vista al pronunciar la resolución presente - 

Por tanto : declárase este Juzgado incompetente para conocer 
en este litigio, y devuélvanse, si así se solicitase, los documen- 
tos que se han acompañado á la querella deducida. Notifique- 
se con el original y repónganse los sellos. 

G. Escalera y Zuviría. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Setiembre 20 de 1893. 
Suprema Corte: 

Se reñere esta gestión á medidas de carácter administrativo 
ordenadas por el Poder Ejecutivo en el decreto del23 de Octubre 
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de 1885. Su complimiento se opera dentro del establecimiento 
de las Aduanas nacionales, y en relación con procedimientos 
peculiares á su despacho, dependiente del régimen y autoridad 
de la Nación. 

No encuentro que el cumplimiento de ese decreto vigente y 
de carácter administrativo, engendre la consumación de un de- 
lito, que autorice la querella criminal instaurada á foja 9. 

Al menos, tal delito no resulta enumerado entre lo que según 
el artículo 3 de la ley de Jurisdicción y competencia de la Jus- 
ticia Nacional, pueden surtir el fuero federal. 

Por ello y fundamentos del auto recurrido á foja 14, pido á 
y. E. su confirmación. 

Sabiniano Kier, 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Mayo 10 de 18d4. 

• 

Vistos y considerando: Primero; Que Don Jaime Vidal, ex- 
poniendo que Don José de Caminos y Don Damián Candioti, 
administrador el primero y contador el segundo en la Aduana del 
Bosario, le han suspendido en el ejercicio de despachante de 
Aduana, prohibiendo se dé curso á despachos firmados por él, 
deduce querella criminal contra los citados Caminos y Candioti, 
imputándoles los delitos de abuso y usurpación de autoridad. 

Segundo: Que, según ese antecedente, se trata en el juicio 
promovido de hechos realizados en el recinto de una Aduana, 
donde el Gobierno Nacional tiene absoluta y exclusiva jurisdic- 
ción y de actos ejecutados por empleados nacionales en el de- 
sempeño de sus funciones. 

Tercero: Que la responsabilidad de los empleados públicos 
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para ante sus superiores y las axigencias de los servicios &dmi- 
nistratiyos, no se oponen en manera alguna al ejercicio de las 
acciones de los particulares en juicio y al sometimiento del em- 
pleado á sus jueces naturales, cuando baya de por medio 6 se 
ventilen intereses particulares que se dicen indebidamente heri- 
dos, ú ofensas á las personas que se pretenden inmerecidas, 
siendo esa una de las garantios que más recomiendan la 
excelencia de nuestras instituciones, según las palabras 
empleadas por el señor Procurador General en caso análogo, 
(serie segunda, tomo veinte, página cincuenta y tres), que 
fueron aceptadas por esta Suprema Corte. 

Cuarto: Que con arreglo al inciso cuarto del artículo terce- 
ro de la ley de jurisdicción y competencia de los tribunales na- 
cionales, concordante con el artículo veinte y tres, inciso cuarto, 
del Código de Procedimientos en lo criminal, el conocimiento 
de toda especie de delitos que se cometan en lugares donde el 
Gobierno Nacional tenga absoluta y exclusiva jurisdicción co- 
rresponde á los jueces de sección de la localidad. 

Por estoy de acuerdo con la jurisprudencia de esta Suprema 
Corte, oído el señor Procurador General, se revoca el auto ape- 
lado de foja catorce, declarándose que eIJuez a 9U0 es compe- 
tente para el conocimiento de la causa. Devuélvanse, reponién- 
dose el papel. 

benjamín paz.— luis V. vare- 
la.— ABEL BAZAN.— OCTAVIO 
BUNGE.— JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA IaXXSLI 



El Procurador Fiscal j contra don Juan E. Suburu, por cobro 
qeculivo de pesos ^ como fiador de Don Cándido Fonseca; sobre 
inhabilidad de titula. 



Sumario. — La fianza prevista por los artícnlos llly 112 de 
las Ordenanzas de Aduana, que no ha sido aceptada ni escritura- 
da, no es título hábil para ejecutar al fiador, y mucho menos por 
las responsabilidades que surgen de un contrabando cometido 
por el fiador. 



Caso. — En la causa seguida contra los señores González y 
Fonseca, se dictó sentencia con fecha 17 de Mayo de 1888, de- 
clarando caídas en comiso cuarenta pipas de yino« 30 bocoyes 
caña de 500 litros y cien barricas azúcar de 137 kilos cada una, 
cuyo importe debía pagar Don Cándido Fonseca, previa liquida- 
ción déla Aduana al precio de tarifa en la fecha de la defrauda- 
ción, así como el valor de los derechos de importación que de- 
bió abonar por ellas en la misma fecha. 

Dicha sentencia fué confirmada por fallo de la Suprema Cor- 
te de fecha 27 de Julio de 1889. (Véase : Fallos, serie 3', 
tomo 6, página 4*00 ). 

£1 Procurador Fiscal pidió que se mandara practicar la co- 
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rrespondiente liquidación y elJnez asi lo ordenó, habiendo la 
Aduana efectuado la siguiente: 



Liquidación de los valores de las mercaderías que expresa la 
guia numero Í2 de foja 4, practicada con arreglo álor ley 
de Aduana del año de 4885, por mandato de S. S. el Juez de 
Sección 

Mercaderías Aforos Valor 

SOpipasvino, de460 litros, 0,100 P. E. 2Vo.. S 1.352.40 
40 booojs caña de 500 litros, 10,150 2 '/otara. . . . 2.940.40 
lOObfcrricasazúcar 137kilo8, 0,190 10 «/« tara. . 2.342.70 

Valor de las mercaderías $ 6.635.10 



Derecho de Importación 

Derecho específico , $ 4.614.24 

Aumento del 15 <>/o 692.13 

Eslingaje 58.89 

Adicional y 15 ^/„ 76.29 

Derecho de sellos 6.70 

Total de derechos $ 5442.25 



Resumen 

Valor de las mercaderías caídas en comiso 6635.10 

Total de derechos 5442.25 

Total $ 12.077.35 



.•I 

. I 
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Asciéndela presente liquidación á la suma de 12,076 pesos 
con 35 centavos moneda nacional. 

Octubre 31 de 1890. 

José T. Cortés. 



El Procurador Fiscal solicitó que se dictara auto de solven- 
do contra Fonseca, por la cantidad de 12,077 pesos moneda na- 
cional, 7 así se proveyó, y se libró oficio al Juez de Concordia 
para que haga la respectiva intimación, habiendo resultado que 
dicho señor no tenía su domicilio en aquella ciudad. 

En esta virtud, el Procurador Fiscal dijo: que Don Juan E. 
Suburues fiador solidario deFonseca, según los documentos que 
obran en autos y que debe seguirse la ejecución contra él, á cu- 
yo efecto debe intimársele el pago de la cantidad que se re- 
clama. 

Los documentos aludidos son del tenor siguiente: 



Concordia, Enero 2 de 1885. 

Ü. y. Fonseca, sucesor deManzatío, consignatario de buques 
7 despachante de Aduana, ofrece como fiador de mancomún et 
in «o/tduTTi, á responder por todas las operaciones de Aduana, 
que practique en el corriente año, á los señores Juan Escudé y 
C", digo Juan E. Suburn. 

C. V. Fonseca. — Juan E.Suburu. 



Concordia, Enero 3 de 1885. 



C. V. Fonseca, sucesor de A. Manzano, comerciante impor- 
tador, ofrece como garantía de mancomum el in solidum á res* 



^ 
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ponder por todas las operaciones de Aduana que practique el 
corriente año, álos señores Juan E. Escudé y G*(digo JuanE. 
Suburu). 

Juan E. Suburu, — Carlos V. Fonseca, 



Concordia, Enero 2 de 1885. 

G. y. Fonseca, sucesor de A. Manzano, comerciante expor- 
tador, ofrece como garantía de mancomún et in solidum & res- 
ponder por todas las operaciones de Aduana que practique en el 
corriente año, á los señores Juan Escudé y C^ ( digo, Juan E. 
Suburu). 

Juan E. Suburu. — Qárlos V. Fonseca . 



Citado de remate el señor Suburu opuso la excepción de inha- 
bilidad de título y fundándola, dijo: 

Que la ejecución no puede fundarse en los documentos de fo- 
jas 111, 112 y 113, porque son documentos simples y las firmas 
no han sido reconocidas judicialmente y no son documentos de 
obligación, sino oferta de fianza; 

Que tampoco puede fundarse en la sentencia dictada contra 
Fonseca, porque no ha intervenido en el juicio respectivo; 

Que en su escrito anterior ha demostrado ya que no ha sido 
fiador dé Fonseca y que la pretendida fianza no existe, con arre- 
glo alas Ordenanzas de Aduana y al Código Civil, que requie* 
ren la escritura para su validez; 

Que de autos resulta que la fianza ofrecida no ha sido admiti- 
da y que por consiguiente no puede haber contrato, y que en 
la hipótesis de que hubiera, la fianza se habría extinguido por 
el trascurso del tiempo . 
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Que en la misma hipótesis, el título sería inhábil, porque se 
extiende á más que á aquello para que fué otorgado, es decir, el 
pago de derechos de Aduana, pues se pretende hacerle sufrir 
una condenación contra Fonseca, por una operación fraudulen- 
ta nc habiendo nunca ofrecido ñanza para garantir delitos; 

Que es inhábil, además, porque sólo podría exigírsele los dere- 
chos por las mercaderías y porque no se ha procedido contra el 
principal obligado, cuyo domicilio se conoce, pues la solidaridad 
no quita á la fianza su carácter de obligación accesoria, y enton- 
ces debe ejecutarse á Fonseca; 

Que además, el procedimiento seguido es nulo, porque no hay 
título que traiga aparejada ejecución, porque el auto de solien- 
do se basa en un documento simple, que no ha sido reconocido, 
que no trae en sí la obligación de entregar cantidad líquida. 

Terminó reproduciendo lo expuesto anteriormente y solicitan- 
do, se declare no haber lugar á la ejecución. 

£1 Procurador Fiscal evacuando el traslado que le fué confe- 
rido, manifestó que en su dictamen anterior había contestado la 
argumentación del ejecutado y que sólo debe agregar que el re- 
conocimiento de firmas á que se alude, no es necesario, porque 
los documentos de que se trata han sido reconocidos ante la 
Aduana, laque despachaba siempre las operaciones aduaneras 
de Fonseca, por la fianza que más tarde fué retirada por Subu- 
ru, en virtud de una solicitud presentada al administrador de 
la aduana, que además la sentencia que condenó á Fonseca al 
pago de lo que se reclama, se halla ejecutoriada y firme, exis- 
tiendo por tanto un título hábil de ejecución. 

Solicitó el rechazo con costas de la excepción opuesta. 



T. V 26 
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Fallo del Jues Federal 



Paraua, Junio 5 de 1892. 

Y vistos: La excepción de inhabilidad de titulo opuesta con- 
tra esta ejecución. 

Y considerando: Que los documentos de fojas 111, 112 y 113 
cuya autenticidad está reconocida á foja. . . por el mismo excep- 
cionante, representante de Don Juan E. Suburu, demuestran 
que éste consintió en obligarse como fiador de Don Cándido 
Fonseca, por las operaciones de Aduana que practicase duran- 
te el año 1885. 

Que si bien no hubo una aceptación de la fianza en términos 
expresos, ella fué admitida de hecho por la administración de 
Aduana de Concordia, permitiendo al fiado hacer operaciones 
aduaneras sobre mercaderías consignadas, á la orden, sin que 
se exprese en la guía el nombre de la casa remitente ni el del 
consignatario, quedando desde luego obligado el fiador para con 
la Aduana. 

Que estando concebido el ofrecimiento de fianza en términos 
generales, por las operaciones de Aduana que practicaje Fon- 
seca^ debe entenderse que la intención del fiador y del fiado fué 
obligarse únicamente por el pago de los derechos, pues es á ese 
solo objeto que la ordenanza, artCculo 112, admite fiadores, y 
no por las multas 6 penas. 

Por estas consideraciones fallo: no haciendo lugar á la excep- 
ción en cuanto á la ejecución por el pago de cÍ7ico mil cuatro 
cientos veinte y dos pesos con veinte y cinco centavos^ valor de 
los derechos defraudados por Fonseca con el contrabando, li- 
quidados á foja 263^ por cuya suma debe llevarse adelante la 
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ejecución; supendiéndose respecto de los seis mil seiscientos 
treinta y cinco pesos, importe déla pena. 

M. (le T. Pinto, 



VISTA DEL SEÑOR PKOCimADOR GENERAL 



Buenos Aires, Abril 24 de 1894. 

Suprema Corte: 

La fianza ofrecida por Don Juan E. Suburu, para responder 
de mancomum etin solidum, de todas las operaciones de Adua- 
na que practique en lo corriente del año el despachante Cándido 
Y. Fonseca, está claramente expresada, escrita, y firmada en 
los documentos corrientes de fojas 111 á 113. 

Ella es, precisamente, la ñanza que requiere el artículo 112 
de las Ordenanzas, pues es la escritura por la que se comprome- 
te el fiador á responder de mancomum et in solidum, por todas 
las introducciones que haga el afianzado. Esta obligación ex- 
plícita y firuiada por el fiador, es bien distinta del simple ofre- 
cimiento (1h fiador hecho por el afianzado, á que se refiere el artí- 
culo 113, que no requiere la firma, constitutiva de la obligación 
mancomunada. 

La autenticidad de esa fianza ha sido reconocida por el mismo 
otorgante en descrito de foja 276, fué declarada bastante se- 
gún los informes de la contaduría, y aceptada por la dirección, 
como resulta desús propias manifestaciones, de la conservación 
de los documentos en su archivo, y del hecho de haber en su 
mérito aceptado los manifiestos presentados á despacho, hasta 
el retiro áque se refiere el informe de foja 107. Con tales an- 
tecedentes, la escritura cuya ejecución es una formalidad que 



I 
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ha sido cumplida á favor déla Aduana, no era indispensable, 
respecto de la aceptación ni entra en las prácticas administra- 
tivas de la repartición de Aduana. 

Por ello y demás fundamentosdel auto recurrido de foja 335, 
pido á y. £. su confirmación. 

Sabimano Kier, 



Fallo de lii Suprema Corte 



fiuenos Aires, Mayo 10 de 1894. 

Vistos 7 considerando: Primero: Que la fianza ofrecida á fojas 
ciento once, ciento doce y ciento trece, no fué aceptada expresa- 
mente, ni comunicada la aceptación al proponente, como lo pres- 
cribe el artículo mil ciento cincuenta y cuatro del Código Civil. 

Segundo: Que tampoco se otorgó escritura de fianza, ante el 
encargado de la oficina de sumarios, llenándose las formalidades 
determinadas por el artículo ciento doce de las Ordenanzas de 
Aduana. 

Tercero: Que la aceptación tácita, que se presupone por par- 
te de la Aduana, no puede suplir, en el caso, la falta de la es- 
critura exigida por la ley para el perfeccionamiento del contra- 
to, con sujeción á lo dispuesto por los artículos nneTecientos 
setenta y seis, nuevecientos setenta y siete y mil ciento ochen- 
ta y tres del Código Civil . 

Cuarto: Que aún aceptada la hipótesis de que Don Juan E. 
Suburu hubiera sido fiador, su obligación no iría más allá que 
á los objetos previstos por el artículo ciento once de las Orde- 
nanzas, limitada al pago de los derechos á plazo, sin que en 
manera alguna pueda hacerse extensiva á las responsabilida- 
desque surgen de un contrabando. 
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Foresto, y oído el señor Procurador General, se revoca la 
sentencia apelada corriente á foja trescientas treinta y cinco, 
declarándose procedente la excepción de inhabilidad del título 
opuesta por el ejecutado; y repuestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín paz, — LUIS V. VÁRELA. 
-- ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE.— JUAN E. TORRENT. 



CAVIiAIiXXXII 



La sociedad anónima uGran Politeafna^ contra don Antonio 
Maceras, por cobro de pesos; sobre absolución deposiciones y 
presentación de estatutos. 



Sumario. — I"" La parte que se halla en el lugar del juicio, está 
en el deber de absolver personalmente las posiciones, exigién- 
dolo su contraparte. 

2® No puede obligarse á la presentación del docamento ori- 
ginal, que la parte declara no tener en su poder. 
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Caso, — Lo indica el 



Fallo del Jues Federal 

Rosario, Abril 19 de 1893. 

Autos y vistos: Eq la oposición heuha por el representante de 
la sooíedad denominada cGran Politeama», á que las posicio- 
nes que ha puesto & Don Arsenio Maceras, demandado, sean ab- 
sueltas por el apoderado de éste, exigiendo lo sean por el mis- 
mo Maceras, no obstante de haber éste dado esa facultad á sa 
apoderado en el poder conferido corriente á foja 40. 

Y considerando: 1° Que el artículo 108 del Código de Proce- 
dimientos nacionales, autoriza á las partes á ponerse posicio- 
nes, sinqueninguna disposición de dicho Código, faculte á los 
apoderados para absolverlas, pues que no se hace mención de 
ellos á tal objeto. 

S"" Que siendo supletorias del mismo Código las leyes pre- 
existentes que reglan los procedimientos judiciales, son de apli- 
cación las leyes de Recopilación Castellaha, que no estén en 
contradicción. 

S^ Que estas leyes autorizan la absolución de posiciones por 
medio de apoderado con poder para ello, cuando el principal es- 
té ausente y aún en este caso, la parte está en su derecho para 
pedir que el ausente las absuelva en el lugar en que se encuentra 
(leyes 2" y 3*, título 7, libro 4**, Recopilación Castellana) opo- 
niéndose á que lo haga el apoderado, pues como dice el Doctor 
Estoves Saguíen su tratado de cProcedimientos Civiles», página 
199, número 363, que las leyes Recopiladas sin mudar en lo subs- 
tancial la tramitación que prescribían las leyes de Partida, dejan 
al arbitrio del interesado consentir ó no en que sean absueltas 
las posiciones por apoderado en el caso de ausencia del po* 
derdante. 
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4'^Qaesila parte que presenta las posiciones tiene derecho 
para exigir que la absuelva el principal estando ausente^ en lu- 
gar donde se encuentra, por lo menos tiene el mismo derecho 
cuando está presente, como sucede en el caso actual. 

5° Que el caso de Buratovich con el Ferrocarril Oeste Santa- 
fecino, citado por el demandado, es completamente diferente del 
caso sub'judice, pues en aquel se trata de la resistencia del apo- 
derado á absolver posiciones, consintiendo la parte contraria en 
que las absuelva, no pudiendo apreciarse el del Gas con el mis- 
mo Ferrocarril, por encontrarse el expediente en la Suprema 
Corte, lo que aún siendo como lo afirma el Procurador López Za- 
mora, no cambiaría las disposiciones antes recordadas que fun- 
dan las consideraciones precedentes. 

6** Que los casos que se dicen ocurridos en la justicia provin- 
cial, no pueden servir de regla para este Juzgado. Si esos casos 
han sido resueltos con arreglo al Código provincial, no pueden 
serlo sino de acuerdo con los precedentes sentados en esta reso- 
lución, supuesto que en la materia de que se trata, el Código de 
la Provincia sólo dispone que el apoderado con poder especial 
puede ser obligado á absolver posiciones y sin poder, sobre he- 
chos que le sean personales 6 que han ocurrido en el curso de^ 
pleito, después de iniciada su representación (artículos 202 y 
203). 

Por tanto, en mérito de las consideraciones expuestas, resuel- 
vo: que Don Arsenio Maceras debe personalmente absolver las 
posiciones que la parte demandante le ha puesto, no haciendo 
¡ngar á la petición de su apoderado, designándose para el efec- 
to la audiencia del día 22 del corriente á las dos de la tarde, ba- 
jo los apercibimientos de derecho, como está ordenado, debiendo 
el expresado Maceras ser notificado con arreglo á derecho. 

Hágase saber y repónganse los sellos. 

M. Salva. 
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Fallo del Suex Federal 



Rosario, Abril 19 de 1893. 

T vistos: el incidente promovido á foja 58 para qae se man- 
tenga el decreto de foja 54 vuelta, pidiendo que se haga nue- 
va intimación al representante de la sociedad denominada 
cGran Politeama», á ñn de que presente los estatutos origina- 
les de dicha sociedad, con lo expuesto por el representante de 
ésta, 7 constando de autos que la parte de Maceras tiene perfec- 
to conocimiento de la exposición contenida en el escrito de fo- 
ja 31, supuesto que habiéndosele concedido traslado de él lo ha 
evacuado con el escrito de foja 45, como igualmente de la rati- 
ficación que se hace á foja 55, oon motivo de la providencia de 
foja 54 vuelta, declarándose por la sociedad en el escrito de fo- 
ja 31, que no puede presentar esos estatutos porque no los tie- 
ne, declaración ratificada por el memorial de foja 55, no ha lu- 
gar á lo solicitado por la parte de Maceras en su escrito de 
foja 58, con costas. 

Hágase saber y repónganse los sellos. 

M, Salva. 



Fallo de la Suprema Torie 



Buenos Aires, Mayo 10 de 1894. 

Vistos: por sus fundamentos, se confirma con costas el auto de 
foja setenta y cuatro y considerando en cuanto al de foja se- 
tenta y ocho: 
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Que hallándose la parte de Maceras en el lugar del juicio, 
como lo está, no puede ponerse en duda el deber personal 
en que se encuentra de absolver posiciones en la forma pedida 
por su contraparte, con arreglo á lo dispuesto en el artículo 
ciento ocho dt» la ley de procedimientos. 

Por esto y sus fundamentos concordantes, se confirma tam- 
bién el referido auto de foja setenta y ocho, declarándose á 
cargo del apelante las costas de la instancia. Repuestos los se- 
llos, devuélvanse. 

BLNJAMIN PAZ.— LUIS V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE. — JUAN E. TORRENT 



CAlJfSA I.X.^XIII 



Don íMcolás Mansilla contra don ¡Meandro Pauleti y don Juan 
Trebino; querella por abuso de autoridad 



Sumario. — No es admisible la querella por abuso de autori- 
dad contra las personas que resultan no haber sido los autores 
de los hechos en que se funda. 
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Caso. - Lo indica la siguiente 



QUERELLA 



Buenos Aires, Enero 30 de 1892. 
Señor Juez Federal en lo Criminal: 

Nicolás Mansilla, constituyendo domicilio legal en la calle Es- 
tados Unidos número 206, á Y. S. digo: que fundado en los 
hechos y el derecho que haré valer en el presente escrito, vengo 
á entablar demanda criminal por abuso de autoridad contra 
Don Nicandro Fauleti, Inspector del Resguardo déla Dársena 
' Sud; domiciliado en la calle Belgrano 2789, y contra Don Juan 
Trebino, oficial del mismo Resguardo, domiciliado en la calle 
Yiamont número i 51 6. Desde tiempo atrás tengo con Don Juan 
H. Saúco y otras personas, constituida una sociedad denomina- 
da «Expreso Dársena Sud> para la carga y descarga de vapo- 
res. El 22 del presente mes, sin que mediase causa de ninguna 
especie, recibido los señores contra quien entablo la presente, 
orden terminante de no penetrar á los depósitos en donde se 
guardan los equipajes, bajo pena de ser conducido preso. Al 
mismo tiempo fueron vistos los demás miembros de la sociedad 
para que presentara mi renuncia de miembro de ella, pues á 
no hacerlo así se les prohibirla también la entrada, amenaza 
que se cumplió, obteniéndose el acceso debido á la presentación 
que hicieron ante el Administrador de Rentas Nacionales, pa- 
trocinados por el Doctor Ponce . 

Por lo que á mí se refiere está aún subsistenle la orden ca- 
prichosa de los demandados, que me privan con sus actoi inco- 
rrectos del fruto de mi trabajo. 



\ 
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Además de ésto, el señor Trebino, de mota propio, pasó á las 
agencias de vapores á quienes servíamos en virtad de convenio, 
una nota participando mi separación que él había decretado, de 
la sociedad de que formo parte. 

Este hecho ha acarreado á la sociedad la pérdida del trabajo 
en varios vapores de la compañía de Don Estevan Risso. Aun 
cuando ésta se refiere más bien al juicio civil por daños ; perjui- 
cios, que entablaré en su oportuniífad, lo hago presente para 
evidenciar las consecuencias de los malos procederes del emplea- 
do mencionado. 

Los hechos apuntados caracterizan perfectamente el delito 
de abuso de autoridad, prescrito por el artículo 243, inciso 8, 
del Código Penal, por lo que pido se le aplique la pena señala- 
da por el artículo 244 del recordado Código, dejando á salvo la 
acción que me compete por los daños y perjuicios que se me han 
irrogado. La competencia de V. S. en este caso se halla esta- 
blecida por los incisos 2 y 4 del artículo 2^ de la ley nacional 
de 1863, puesto que se trata de un delito cometido en un 
puerto de la República, lugar donde el Gobierno Nacional tiene 
absoluta y exclusiva jurisdicción, y por tratarse además de un 
delito cometido por empleados nacionales en el ejercicio de sus 
funciones. Sírvase V. S., á mérito de lo expuesto, proveer como 
lo solicito, con especial condonación encestas, por ser justicia. 

M. Caloento. — Nicolás Mansilla. 



VISTA FISCAL 



Buenos Aires, Mayo 8 de 1893. 



Señor Juez: 



El Procurador Fiscal es de opinión que Y. S. es competente 
para conocer de todo delito cometido por empleados nacionales 
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coDOcasioa de sus fuDcioues, y euel lugar en que los desem- 
peñan; pero en el caso presente considera que no hay delito. El 
hecho de despedir y prohibir la entrada en una oficina á un in- 
dividuo que no guarda las consideraciones y respetos debidos, 
es un derocho reconocido á el empleado. 

Del ejercicio indebido de este derecho hay recurso para ante 
el superior administrativo. Sólo cuando hay ofensas ó vejáme- 
nes de hecho y de palabra puede conocer el Juez. En este caso 
no se dice en qué han consentido los vejámenes ni las ofensas. 

Sírvase rechazar ésta acción por improcedente. 

J. iW. Bustillo, 



Fttilo del Jues Federal 

Buenos Aires, Mayo 10 de 1892. 

Y vistos : de acuerdo á lo dictaminado por el Procurador 
Fiscal en su precedente vista, se declara improcedente la 
demanda promovida por don Nicolás Mansilla contra don 
Nicandro Pauleti y don Juan Trebino, y en consecuencia 
repuestos que sean los sellos, archívese. 

./. V. Lalannc. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Marzo 4 de 1893. 
Suprema Corte : 

Se trata de actos de carácter administrativo, en oficinas pú- 
blicas, dependientes del P. E. Cuando el orden y el respeto de- 
bido á lá autoridad, las conveniencias ó la moralidad públicas, 
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son ofendidas por los particulares, no puede desconocerse á la 
autoridad nacional, que cada oficina representa en su esfera, el 
derecho de prohibir la entrada á los factores, mucho más cuan- 
do esos factores no gestionan derechos propios, sino que inter- 
vienen oficialmente en diligencias de terceros interesados. No 
tratándose entonces de un delito y su penalidad legal, sino de 
una medida de disciplina interna, el único recurso sería á la au- 
toridad superior administrativa. De completo acuerdo por ello, 
con las conclusiones de la vista del señor Procurador Fiscal de 
foja i6, pido á Y. F4. la confirmación del auto recurrido. 

Sabiniano Kier. 



IFmUm de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Mayo 12 de 1894. 

Vistos 7 considerando: Que según resulta de los documentos 
de fojas seis á ocho, cuya verdad no ha sido contradicha, el he- 
cho de la prohibición de penetrará los depósitos^ 7 la exclusión 
del querellante de la sociedad á que él se refiere, antecedentes 
fundamentales de la querella, no han sido la obra de los quere- 
llados^ sino el resultado de resoluciones adoptadas por sus su- 
periores. 

Que en tal caso no es procedente la acción intentada contra 
los demandados, pues que no han sido los autores de los hechos 
que se pretenden delictuosos. 

Por esto^ 7 de conformidad con lo pedido por el señor Pro- 
curador General, se confirma, con costas, el auto apelado de fo- 
ja diez 7 seis vuelta. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín paz. — LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. —OCTAVIO BüK- 
GE.— JUAN E. TORRENT 
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CAUSA liXlIAIY 



El Capitán Soderlund de la barca « Iphigetua», contra los 
señores O, Bemberg y Compañía, por ejecución de sentencia; 
sobre liquidación. 



Sumario. — La sentencia que manda pagar el importe del 
flete estipulado, deducidas las cantidades pagadas á cuenta, im- 
porta que deben deducirse únicamente las cantidades pagadas 
á cuenta de dicho flete. 



Caso. — Por sentencia de fecha 13 de Octubre de i892, la 
Suprema Corte resolvió la causa seguida entre las partes men- 
cionadas. Esa sentencia dice así: 

Vistos: Considerando: Primero: Que la barca rusa «Iphigenia» 
con cargamento de maíz, en viaje de Zarate á Saint Louis de 
Bhouen, chocó con el vapor c Pingo» en la madrugada del 19 de 
Agosto de 1885, hallándose á la altura de la Boca del Baradero, 
sufriendo averías, por lo que el capitán Carlos Soderlund, se 
vio obligado á alijarla do parte de la carga, 2000 bolsas, á ñn de 
hacerla conducir á remolque y arribar al puerto del Riachuelo, 
para las reparaciones necesarias. 

Segundo: Que en virtud de diligencias del Capitán se procedió 
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por orden de la Prefectura Marítima, á la inspección del buque y 
de su cargamento, comprobándose por las pericias practicadas 
por el perito naval y por el práctico de dicha prefectura, que la 
barpa hacía la misma agua que antes del choque y que el maíz 
no había sufrido por la avería, encontrándose seco y en perfecta 
condición, excepto unas doce bolsas, que estaban superficial- 
mente manchadas, pero sin haberse averiado el contenido, siendo 
de observar que el examen de la carga se realizó el 29 de Agosto 
(fojas 107 vuelta y 111 vuelta). 

Tercero: Que por disposición del señor cónsul de Rusia se hicie- 
ron las pericias que en copia corren á fojas 100 vuelta y 110; la 
primera relativa á la avería de la € Iphigenia > y la segunda á 
la carga, expresándose en esta última, que el maíz se halla en 
mal estado, existiendo algunas bolsas con contenido ligeramente 
calentado y otras en completa fermentación, siendo imposible 
que el buque llevara el cargamento en tales condiciones. 

Cuarto: Que posteriormente se expidió, también por disposi- 
ción del consuladodeRusiael informe délos capitanes M.Sjólund 
y A. Thomel, que corre á foja 102, del cual resulta que el forro 
de estiva se hallaba en perfecto estado notándose^ con especial 
atención, que las bolsas inmediatas al forro no habían sufrido por 
falta de buena estiva. 

Quinto: Que á consecuencia de la pericia de foja 140 antes re- 
ferida, practicada por el señor H. A. Oldemburg, sobre el estado 
del maíz, con fecha 15 de Setiembre se presentó el Capitán So- 
derlund al Juzgado de Sección, pidiendo, á fin de evitar la pér- 
dida de la mercadería, ser autorizado para descargarla y ven- 
derla con citación de los señores O. Bemberg y Compañía, los 
que podrían solicitar un nuevo examen, si no estuvieran con- 
forme con el que se había efectuado, siendo concedida la auto- 
rización por el auto de'foja 7 vuelta. 

Sexto: Que citados los señores O. Bemberg y Compañía, se 
presentaron al Juzgado y expusieron : Que habían remitido los 
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coQocimieutos á Europa y que transferida de ese modo, la pro- 
piedad, cesaban de representarla carga, por cuya razón no po- 
dían aceptar la intervención que se les había dado. 

Séptimo: Que la venta del grano se anunció por los periódi- 
cos « con averia » efectuándose el remate por los martilieros se- 
ñores Guillermo Gowland y Compañía, el 15 de Octubre, 

Octavo: Que el hecho capital que sirve de base á la demanda 
de foja 3 es la venta del cargamento de maíz de la barca < Iphi- 
genia >, venta autorizada por orden judicial que se expidió en 
concepto de hallarse afectado dicho cargamento de vicio propio, 
ó sea, de fermentación pútrida que no permitía conducirlo á su 
destino. 

Noveno: Que á ser verdadera la causal que motivóla autoriza- 
ción para dicha venta, sería incuestionable la responsabilidad de 
los cargadores ó dueños de la carga para con el Capitán, si por 
otra parte no se probase que dicho Capitán haya.sido culpable 
de que se desarrollara en aquella el vicio propio d e que se trata. 

Décimo: Que por lo tanto, conviene examinar sien autos hay 
elementos bastantes de convicción para declarar existente ó no 
el mal estado del maíz, cuando se ordenó su venta y en caso afir- 
mativo si debe ó no atribuirse á baratería ó culpa del Capitán 
ese mal estado. 

Undécimo: Que la solución afirmativa de la primera cuestión 
se impone desde luego con evidencia, no tanto porque así conste 
del informe del Oldemburg, nombrado por el cónsul déla nacio- 
lidad del buque, para reconocer el estado del cargamento, y 
cuya fuerza probatoria el mismo Juez a quo consideró bastante 
para autorizar por su solo mérito la venta del maíz, y sin otro 
requisito que dar de ello noticia á los cargadores señores O. 
Bemberg y Compañía (foja una), cuanto porque el mal esta- 
do de dicho cereal se hnlla plenamente comprobado por los avi- 
sos del remate que así lo expresan, y por el result-ado de la 
venta, constando, como consta, que su precio en las diferentes 
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partidas que se han rematado no ha alcanzado en ninguna de 
ellas, al límite inferior que el artícalo tenía en plaza, lo qae no 
habría sucedido á estar en buen estado siquiera alguna parte 
de éU en cuyo caso es forzoso concluir que la avería que lo afec- 
taba inhabilitaba al Capitán para seguir viaje. 

Duodécimo: Que no es razón bastante para negar la avería 
del cargamento, que los cargadores O. Bembergy Compañía, no 
hubiesen intervenido en el nombramiento del perito Oldemburg, 
pues pudieron nombrar otro de su parte cuando á ello fueron 
invitados ante el Juzgado por el fletante; lo que rehusaron ha- 
cer, como no es tampoco motivo suficiente para dicha negativa el 
que habiendo reconocido con fecha 29 de Agosto de i 885 los pe- 
ritos Síches y Viale el maíz existente á bordo del c Iphigenia i 
y en la Barraca la Palma, lo encontrasen fresco, seco y en buena 
condición^ desde que no se ha justificado que sea imposible 
que apareciese fermentación por vicio propio en dicho maíz du- 
rante el tiempo transcurrido desde el día en que se hizo aquella 
pericia y aquel en que el Capitán notó la fermentación y lo hizo 
constar el perito Oldemburg. 

Décimo tercero: Que no procediendo la avería por el hecho del 
abordaje del c Pingo », ni de lámala estiva de la carga, según 
claramente consta de las diferentes pericias que corren en 
autos, y no habiéndose probado tampoco que ella se haya pro- 
ducido por culpa 6 negligencia del Capitán, debe necesariamente 
atribuirse á vicio propio de la carga. 

Décimo cuarto: Que la responsabilidad que en tal caso co- 
rresponde á los fletadores señores O. Bembergy Compañía, para 
con el Capitán, no pueden ellos declinarla, alegando que no eran 
ya dueños del cargamento á la época de la demanda por haberlo 
vendido á Brugnot, Colladon y Compañía, porque ese contrato 
en nadaaltera las obligaciones del cargador y no puede oponerse 
al fletante, porque no ha prestado su consentimiento para que 
la novación se verifique ( artículo 985 del Código de Comercio 

T. V 27 
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anterior y 814 del Código Civil ), limitándose por otra parte el 
endoso de los conocimientos á la transferencia de los derechos 
del endosante sobre el cargamento, sin afectar los del fletante 
sobre el importe del flete y gastos de ia carga (artículo 1501 ). 

Decimoquinto: Que el cobro de flete íntegro, eu vista de nci 
haberse realizado el viaje por defecto de la carga, es arreglado 
á lo dispuesto por el artículo 1252 del Código de Comercio y a 
lo estipulado en el contrato de foja 98, que no ha sido descono- 
cido por el demandado. 

Décimo sexto: Que habiéndose desistido por el apoderado de 
Sóderlond á la oposición hecha á la liquidación de foja 233, 
autos agregados, y estando ésta aprobada por el auto de foja 
300, no puede imputarse á la carga por avería particular, otros 
gastos que los que allí se determinan, no siendo en consecuen- 
cia de tenerse presente las estadías causadas por la venta del 
maíz, l^s que por otra parte, no han sido comprobadas. 

Décimo séptimo: Que el Capitán Sóderlund no puede cobrar 
estadías posteriores ala descarga y venta del artículo (15 de 
Octubre), puesto que ellas quedarían comprendidas dentro del 
término medio del viaje (75 días ) que él mismo fija en la de- 
manda, aún sin tomar en cuenta la detención ( 42 días en el 
Riachuelo) por razón de compostura imputable al choque con 
el « Pingo ». 

Décimo octavo: Que tampoco es procedente el reclamo por 
la demora desde la fecha calculada como terminación del viaje 
(2 de Noviembre) hasta la demanda, ni menos c basta quedar 
libre el buque > por causa del litigio con el Banco de Italia, 
desde que no se ha probado que esta demora se haya producido 
por hechos imputables á los demandados, siendo de tenerse pre- 
sente que dada la amplitud observada por ellos en los autos 
agregados, no han puesto inconveniente por su parte, para que 
el Capitán cargase mercaderías por cuenta del flete ó celebrase 
con otros cargadores un nuevo contrato de transporte, quedando 
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desde entonces en libertad el buque en cuanto á los mismos se 
refiere. 

Décimo noveno: Que no debe responsabilizarse á los señores 
O. Bemberg y Compañía por el resultado del juicio seguido con 
h1 Banco de Italia y Río de la Plata, ni tampoco por la diferen- 
cia entre el importe de la tasación y el de la venta de la barca 
€ Iphigenia », pues no consta que la suma prestada, lo haya sido 
en beneficio déla carga, ni se ha probado que el perjuicio en 
la venta del buque se haya producido por el hecho de los fleta- 
dores. 

Por estos fundamentos : se revoca la sentencia apelada co- 
rriente á foja 160, condenándose á los señores O. Bemberg y 
Compañía á abonar al Capitán K. J. Sóderlund, dentro de diez 
días, el importe del flete estipulado en el contrato de foja 98 y 
en los conocimientos, con sus intereses á estilo de Banco, de- 
ducidas las cantidades entregadas á cuenta, previa liquidación á 
practicarse en primera instancia, no haciéndose lugar á los de- 
más pedidos que comprende la demanda. Notifíquese con el ori- 
ginal y repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ (en disidencia).— 

LUIS V. VÁRELA. — ABELBAZAN 
— OCTAVIO BUNGE. 

Devueltos los autos al Juez Federal, el Capitán Sóderlund 
presentó la siguiente liquidación : 

Liquidación del flete de la barca rusa < Iphigenia > 

1892. Noviembre 17. Recibí como adelantado 

del flete Fs. 6.000 

Saldo á favor del Capitán 12.986 38 



Total, francos oro 18.986 38 
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El saldo francos 12.986.38 en moneda nacional argentina 
á 292.50 de premio, $ m/n 7.536.73. 

1892. Noviembre 17. £1 flete total por 644,155 

toneladas de maíz á 

21 francos 13.527 25 

El 8 ^/o de interés sobre 
7527,25 francos desde 
el 15 de Octubre de 
1885 hasta el 15 de 
Noviembre de 1892. . 5.459 13 



Total, francos oro 18.986 38 

Salvo error ú omisión 

K. J. Sóderlund 

Buenos Aires, Noviembre 17 de 1893. 

Hecha saber esta liquidación á los señores O. Bemberg y 
Compañía, prentaron la siguiente : 

Liquidación del flete « Iphigenia » , Capitán Sóderlund, con los 

señores Bemberg y Compañía, 

Nuestra entregado ^ 2.100 llega, á 
149.50 premio del oro 1 .404 70 

Depositado por Gowland ^ 500 á i 50.20 
premio del oro 332 36 

Nuestra entrega j$f 500 á 146.90 340 36 

Pago de honorarios al Contador señor 

Murray ^ 840 á 149.50 561 87 
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Nuestro anticipo sobre el flete de fran- 
cos 6000, cambio 5 francos peso 
oro 1.200 

Paga por alije y remolque 1 . 525 ^ oro 5364 82 

Importe del flete total feos. 12.808.40 
cambio 5 oro 2.561 68 

Nuestro anticipo fr. 6000 

Intereses al 5 Vo anual feos. 6808,40 
desde el 4 de Febrero de 1887 hasta 
el 15 de Noviembre de 1892 con 
2111 días, francos 1996,18 al cam- 
bio de 5 francos ^ m/n oro 399 24 2960 92 

Líquido producto á nuestro favor 2403 90 

Salvo error ú omisión 



Bemberg y Compañía. 



Buenos Aires, Diciembre 3 de 1892. 



£n presencia de las dos liquidaciones citadas, mandó elJuez 
qne el actuario practicase una tercera, con sujeción á los térmi- 
nos de la sentencia dictada por la Suprema Corte. 

El actuario practicó la siguiente : 



Liquidación del flete de la barca a Iphigenta », practicada de 
de acuerdo con lo dispuesto por la Excma. Suprema Corte de 
Justicia, i saber: 

Importe del flete sobre 64Í.15Í kilogramos de 
maíz á 21 francos por cada mil kilógra- 
mas Feos. 13527 25 
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Recibido á cuenta por el Capitán 6000 00 

Saldo 7527 25 

Intereses desde la interpelación judicial 25 de 
Enero de 1887 al 25 de Abril de 1893 al 7 Vo 
anual 3296 16 

Suma total 10823 41 

Importa la presente tasación la suma de 10.823 francos 
con 41 centesimos. Salvo error ú omisión. 

£n cumplimiento de lo ordenado firmo y sello la presente en 
Buenos Aires, á 25 de Abril de 1893. 

Juan C. A Imanaos. 

* 

La parte de Bemberg y Compañía impugnó esta liquidación, 
y la del Capitán la sostuvo. 

Para mejor proveer, elJuez ctmvocó á juicio verbal, j de lo 
ocurrido en él, instruye la siguiente acta : 

En Buenos Aires, á 26 de Agosto de 1893, comparecieron al 
juicio verbal decretado, Don Carlos G. Soderlund, capitán de la 
barca rusa c Iphigenia », con su letrado el Doctor Barcos, y Don 
AvelinoRolón, apoderado de los señores Otto Bemberg y Com- 
pañía, con su letrado el D )Ctor Rosa ; y después de cambiadas 
algunas explicaciones en presencia de su Señoría, el Doctor Rosa, 
á quien le fué acordadada'la palabra, dijo: 

Que el Juzgado debía prestar su aprobación á la liquidación 
de foja 241, desestimando las practicadas por el actuario á foja 
251 y por la parte contraria, á foja 237, por los motivos que 
pasa á exponer : 

Los señores O. Bemberg y Compañía fueron demandados en 
estos autos como cargadores de la barca « Iphigenia » y como 



DE JUSTICIA NACIONAL 423 

tales cargadores fueron oondenados á pagar el flete íntegro por 
la sentencia de la Suprema Corte de foja 223. Es de toda evi- 
dencia que ese flete afecta á la carga. Mis representados han 
sido condenados á título de tales cargadores. Ningún otro vín- 
culo de derecho han tenido con el Capitán ó con el buque. Aho- 
ra bien, si los cargadores ó la carga deben flete al Capitán, el 
buque ó el Capitán deben á su vez á la carga ó á los cargado- 
res todas las sumas que han sido extraídas del Banco del produ- 
cido do la carga y que constan de la liquidación de fojas 233 á 
240 ; aprobada á foja 300 de los autos agregados; 

La carga fué vendida y su producido invertido por el Capitán 
en gastos hechos en beneficio del buque, mantención del Capitán 
y de la tripulación. Esa liquidación de foja 233, que está apro- 
bada y sobre la que no es permitido volver, establece con pre- 
cisión cuáles son los gastos que corresponden al buque y cuáles 
á la carga; 

Desde que mis representados, como cargadores, han sido con- 
denados á pagar fletes, la liquidación racional de estos fletes 
debe hacerse deduciendo de su importe todo lo que el Capitán 
tiene recibido de los cargadores ó de la carga. La sentencia de 
li Suprema Corte establece que se pague el flete con deducción 
délo que hubiese recibido el Capitán; 

La sentencia manda, pues, hacer una cuenta corriente entre el 
buque y la carga 6 entre el Capitán y los cargadores, y por lo 
tanto en esta cuenta debe aparecer todo lo que el Capitán 
ha recibido directamente de los cargadores ó del producido del 
cargamento. Es esto tan elemental y tan evidente que no com- 
prendo cómo pneda pretenderse lo contrario. La carga ó los 
cargadores solo deben flete. No existe otro título ni otro cré- 
dito; 

El Capitán ó el buque debe las sumas que ha percibido ó que 
han sido invertidas en su provecho 6 en el del buque y cuya li- 
quidación oorre á fojas 233 á 240 de los autos agregados. Es 
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entonces indudable que del importe del flete deben deducirse 
todas estas cantidades que consta do dicba liquidación aprobada 
á foja 300. Sería absurdo que los cargadores 6 la carga conde- 
nada sólo á pagar el flete por la sentencia de la Suprema Corte, 
se le imputase los gastos que el Capitán ha hecho en beneficio 
del buque ó para su mantenimiento j de la tripulación; 

Cuanto el Capitán ó el buque han recibido de los cargadores 
ó de la carga, debe imputarse al flete, desde que no existe otra 
obligación ó crédito entre uno j otro; 

La liquidación practicada por el actuario en que se limita á 
deducir las sumas directamente entregadas por mis comitentes 
al Capitán sin tomar en cuenta para nada la liquidación de foja 
232 ( autos agregados) importa un despojo; 

Si tal liquidación fuese aprobada, resultaría que mis represen- 
tados no sólo habrían perdido el valor de todo el caigamento con- 
sumido en gastospor el Capitán en su provecho personal, del bu- 
que, sino que tendrían además que desembolsar todo el flete ; 
pero esto es una iniquidad; 

Mis representados sólo tienen qne pagar el ñete j nada más 
que el ñete, y por lo tanto tienen el derecho de qne se deduzca 
ó se compensen las sumas que según la mencionada liquidación 
adeudad buque ó el Capitán; 

El mismo Capitán se ha rendido á la evidencia en su escrito 
de foja 246, en que 'se admite que se deduzcan del flete las can- 
tidades que con arreglo á la liquidación dicha de foja 233 (autos 
agregados) corresponden al buque, pero con falta de sinceridad 
pretende que las sumas percibidas y gastadas en 1885 cuando 
el oro tenía el premio de 45 ^jo se conviertan hoy al precio de 

350%; 

Así, con el precio de la carga se pagó áMihanovich y Compa- 
ñía 1525 pesos oro que importa la cuenta de foja 67 (autos 
agregados), oro que se compró á 145 y que ascendió á pesos 
2.208,20 de curso legal; 
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El Capitán pretende que por el hecho de haberse practicado 
la liquidación de foja 233 en moneda de curso legal se reduzca 
lodo al precio actual de 350 %; 

De modo que los 1525 pesos oro que solamente se pagaron 
con el producto de la carga, quedarían hoy reducidos á 630 pesos 
oro, lo que es absurdo. Es indudable que las cantidades desem- 
bolsadas en 1885 deben imputarse al precio que el oro tenía en 
el momento 6 en el día de su inversión. En la liquidación del 
actuario no se tiene tampoco en cuenta lo dispuesto por el 
articulo 1085 del Código de Comercio, y en virtud del que debe 
pagarse la carga por el peso en el puerto del destino, siendo 
costumbre en el comercio deducir un 5 % de merma en el mar, 
pues es una merma que necesariamente tiene que sufrir todo 
grano á medida que va secándose; 

En consecuencia debe Y. S. aprobar la liquidación que pre- 
sento á foja 24>3. 

El Doctor Barcos expuso : Que de acuerdo con lo ordenado 
por la Saprema Corte, V. S. debe limitarse á liquidar el flete 
que le adeudan los cargadores al Capitán con sus intereses le- 
gales y deduciendo tan sólo las cantidades que le han sido en- 
tregadas á cuenta del flete y ni por otro concepto ni para otras 
cosas, que eso sería materia de otro juicio. Aquí no se trata de 
liquidarlas averías del buque ni de la carga, materia que puede 
surgir como una acción distinta en el expediente sobre descarga 
y venta del cargamento y cuando ese momento llegue en aquel 
expediente recien será oportunidad de ver cómo la liquidación de 
Mnrray no es un fallo de arbitro arbitrador legaimente insti- 
tuido, de la facultad de juzgar, por las partes, único Tribunal 
que puede decidir qué es lo que corresponde abonar al buque y 
qué ala carga. 

V. 8. no puede hacer otra liquidación que la del flete y de 
lo pagado á cuenta de él . 

Con lo que terminó el acto que firmaron los cocuparecientes 



426 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

después de S. S. , ante mí de que doy fé. Lalanrie. — José Ma- 
ría Rosa. — Avelino Holon. — J, Barcos. — K,G . Soderlund. 
— Ante mí: Juan C. Almandos. 



* Fallo del ^luez Federal 

Buenos Aires, Diciembre 19 de 1893. 

ConsiJerando: Que si bien la liquidación practicada por el 
actuario á foja. . . se basa en los términos de la sentencia de la 
Excma. Suprema Corte, determinando el saldo que los señores 
Otto Bemberg y Compañía deben abonar al Capitán Soderlund, 
previa deducción de la suma recibida á cuenta del flete, es evi- 
dente que el espíritu de esa resolución ha sido que se compren- 
dan en la liquidación las sumas recibidas por el Capitán con 
autorización judicial para el pago de otros gastos imputables al 
buque y á la carga, en la proporción que corresponda, de acuerdo 
con lo dispuesto en el artículo 1498 del Código 'de Comercio 
anterior. 

Por estoy las consideraciones aducidas por el señor Dr. Rosa 
en el acta precedente, el Juzgado resuelve que el actuario prac- 
tique una nueva liquidación incluyendo las sumas recibidas por 
el Capitán, del producto de la carga para el pago de los gastos, 
cuyos comprobantes obran en autos. Repóngase la foja. 

Juan del Campillo. 

Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Mayo 17 de 1894. 

Vistos: Estando resuelto claramente en la sentencia de esta 
Suprema Corte, corriente á foja doscientos veintitrés, que los se- 
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ñores Bemberg y Compañía deben pagar al Capitán Soderlund 
el importe del flete estipulado en el contrato de foja noventa 
y ocho, con deducción únicamente de las cantidades entregadas 
por cuenta de dicho flete, se revoca el auto de foja doscientos 
sesenta y dos; y devuélvanse al Juez de Sección para que se pro- 
ceda de conformidad á ésta resolución, y repóngase el papel. 

BtSNJAMlN PAZ. — LUIS V. VARE- 
LA. — AB£L BAZAN. — OCTA- 
VIO BUNGE. — JUANE.TORRENT. 



V.AVHAI^\X\'¥ 



Iribarne y Pallóla contra la Municipalidad de Lomas de 
Zamora, por desistimiento; sobre costas 



Sumario. — El desistimiento de la instancia trae aparejada la 
condenación en costas . 



Caso, — ^Iribarne y Pallota dedujeron contraía Manicipalidad 
de Lomas de Zamora, interdicto de recobrarla posesión de una 
chacra, del que desistieron más tarde, estando ya representada 
en la causa esa corporación. 
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Fallo del Jues Federal 



La Plata, Diciembre 5 de 1893. 

En vista de la ratificación precedente, hise por desistido de 
la demanda y hágase en todo lo demás como se pide, siendo de 
cargo de esta parte todas las costas j honorarios. 

Aurrecoechea . 



Fallo de I» fiuprem» Corte 

Buenos Aires, Mayo 17 de 1894. 

Vistos: No habiendo mérito para la exoneración de costas, 
que pretenden los recurrentes, por cuanto el desistimiento de 
la instancia trae aparejada la condenación en ellas, no median- 
do, como no median en el presente caso, motivos excepcionales, 
que autoricen la dispensa: se confirma, con costas, el auto ape- 
lado de foja treinta ynneve vuelta; y repuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VARE- 
LA . — ABEL B AZAN . — OCTa VIO 
BUNGE.— JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA liXXXTI 



D. Julio Schelkly contra don Guillermo Lippold^ por cobro de 

servicios; sobre justiprecio 

5umano.— Cuando no hay acuerdo respecto de la naturaleza 
de los servicios prestados, j sobre la responsabilidad legal del 
demandado para el pago, es preciso resolver estos puntos, antes 
de proceder á su justiprecio. 



Caso. — Don Julio Schelkly entabló demanda contra don Gui- 
llermo Lippold, cobrándole 2555 pesos moneda nacional por los 
trabajos que expresa la cuenta de foja 1% que dice así: 

BuBDOs Aires, 12 de Mayo de 1890. 

Debe Don Guillermo Lippold, á Julio Schelkly: 

1888-1889. Correspondencia con Weber en Ba- 
silea^ respectivamente en París ^ m^ 25 

Correspondencia con los herederos de Don Mau- 
ricio Arnold en Suiza > 30 

Cooperación para apelar contra la sentencia de 
los arbitros en el asunto t Fels-Weber » » 400 

1889. Abril 17. Primer viaje al Tuyú y Dolores 
en el asunto de la herencia de D. Luis Fincke » 1000 
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Mayo 3. Segundo viaje al Tnyú y Dolores en el 

mismo asunto S ^Ai ^W)0 

Junio 21 . Viaje á Dolores en el mismo asunto. » 100 



S rn/n 2555 

Corrido traslado de la demanda, y después de resuelta una 
excepción de incompetencia, Lippold la contestó oponiéndose al 
pago de la suma reclamada, y sosteniendo que los trabajos de 
que se trata eran de simple copista y no valoran más de diez 
pesos. Que loque el demandante hizo en provecho de la testa- 
mentaría Fincke, lo fué en beneficio de ella y debe cobrar á 
los interesados en ella lo que corresponda. 



Fallo del Juez Federal 

Buenos Aires, Mayo 23 de 1893. 

Vistos: Atento los términos en que ha sido contestada la de- 
manda reconociendo los hechos en que se basa la cuenta de foja 
1, y atento lo dispuesto eu el artículo 1627 del Código Civil, 
comparezcan las partes á juicio verbal á efecto de nombrar ar- 
bitro que determine el precio de los servicios prestados por 
Schelkly, señalándose la audiencia del día 27 del corriente á 
las 2 de la tarde. Repóngase la foja. 

Virgilio M. Tedin. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Mayo 17 de 1894. 

Vistos: No habiendo acuerdo entre las partes respecto á la na- 
turaleza de los servicios en que se funda la demanda, eu cuyo 
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caso no es de oportuna aplicación el artículo' mil seiscientos 
veinte y siete del Código Civil, y no habiendo tampoco confor- 
midad sobre la responsabilidad legal del demandado para el pa- 
go de los aludidos servicios, todo lo que es previo á la justifi- 
cación ordenada por el auto apelado. 

Por esto, y conforme al mérito de la resolución de foja cin- 
cuenta y dos, se revoca el citado auto corriente á foja sesenta y 
dos, y repuestos los sellos devuélvanse al Juzgado de su proce- 
dencia para que se substancie y resuelva con arreglo á derecho 
la demanda interpuesta. 

benjamín paz.— luis V. VARE- 
LA.— ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE. — JUAN E. TORRENT. 



A liX JCJ^YII 



Los herederos de Don Nicolás Guerra, contra la provincia de 
Entre RioSy por reivindicación de tierras; sobre recurso de 
revisión . 



Sumario, — El recurso de revisión creado por el artículo 7 de 
la ley de 16 de Octubre de 1862, procede únicamente en los ca- 
sos determinados por el artículo 241 de la ley nacional de Pro- 
cedimientos. 
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Caso, — Dictado el fallo de 1 7 de Junio de i893 ( serie 4', to- 
mo 2^, página 300), el representante de los herederos Guerrain- 
terpaso el recurso de reTision, exponiendo: Que en la sentencia 
de la Suprema Corte no se había seguido el procedimiento regu- 
lar 7 ordinario observado por ella, de exponer las razones del de- 
mandante, las del demandado, 7 establecido el punto del liti- 
gio, resolverlo; pues se ha tomado como punto de partida la 
denuncia de Francisco González jante el yirre7en 1801, 7 se ha 
seguido un camino distinto del camino legal resultado de la 
discusión de las partes en la demanda 7 la conte8ta<;ion; dema** 
ñera que, en ?ez de tenerse en cuenta las razones alegadas, se 
han consignado argumentos favorables á la Provincia deman- 
dada, de los cuales se abstuvo el representante de ésta; 

Que la denunciado Don Francisco González se presentó ante 
el Gobernador de Entre Ríos, 7 es la prueba de que González 
siendo hacendado 7 poblador de los campos, los denunció para 
adquirir su propiedad; 7 es por el trastorno de los tiempos 7 el 
cambio político del país, que no llegó á efectuarse ante el virre7 
la compra de un campo. González no estaba inhibido para fundar 
en ese antecedente su solicitud ante el Gobernador de la Pi:o- 
vincia, que le fué atendida, pues se le reconoció la propiedad 
de los terrenos; 

Que nada importa, entonces, que no se efectuase el avalúo del 
campo ordenado por el virre7^ ni el que !ioha7a habido concier- 
to deprecio, ni que González no ha7a hecho entregas de dinero 
7 poroso, nadado ello opuso la parte de la Provincia, limitán- 
dose á alegar la insubsistencia del decreto marginal de foja 9, 
al cual califica de simple nota marginal, en contradicción con 
la sentencia, desde que lo considera como tal decreto, aunque 
estimando haberse dictado con eiror manifiesto, noobatante re- 
velar por sí mismo que no hubo en él semejante error; 

Que la sentencia considera que por este decreto no hubo la 
intención de otorgar ni se otorgó una concesión de tierras; 
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siendo así, que al disponerse en él que se pusiera en posesión 
de los terrenos á González, se declara que sea sin perjuicio de 
mejor derecho, esto es, sin perjuicio de otros á quienes se hu- 
biera hecho cesión 6 reconocido propiedad; y al reconocerle 
propiedad á González, hacia lo mismo que con otros propieta- 
rios denunciantes, teniendo el mismo efecto el reconocer el de- 
recho de propiedad, que elacordarloó concederlo; de manera que 
si González, en el concepto de la sentencia, no tenía propiedad 
en los terrenos que lefuese reconocida, la adquiría por decreto 
del gobernador, como poseedor y primer denunciante; 

Que después del decreto marginal citado, vino el de 11 de Se- 
tiembre ordenando al Departamento Topográfico que informase 
sobre el origen de los títulos de los campos, presentados en au- 
tos y el Departamento informó, habiendo precedido á esto la vista 
fiscal (foja 24) en que se expresa que en 1825 Doña Isabel Már- 
mol se presentó á nombre de su esposo pidiendo que éste fuera 
declarado legitimo dueño y que se le expidieran los documen- 
tos del caso, y, finalmente, por resolución de 23 de Agosto de 
1825, se le reconoció la propiedad de toda el área contenida en 
los límites expresados en los documentos de que se hacía mé- 
rito; 

Que la pretensión de González en 1825 de ser declarado due- 
ño legítimo, estaba dentro de las prescripciones, usos y prác- 
ticas de la Provincia, y era lo que sucedía con los poseedores 
denunciantes, respecto de los cuales se hacía por el Gobernador 
solóla declaración indicada; luego el pretender anular ó desvir- 
tuar el reconocimiento á favor de González, porque esteno tenía 
dominio en el terreno, es ilógico é injusto; 

Que ante los términos de la solicitud de la espesa de Gonzá- 
lez, como apoderada de éste, no es procedente lo que se estable- 
ce en el 7° considerando de la sentencia; 

Que tampoco es procedente la imputación á los sucesores de 
González, de que nada hicieron desde 1801, para regularizar su 

T. V 2H 
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posesión^ pues consta que en 1825, el causante recurrió con el 
expediente de denuncia al Gobernador Sola y obtuvo la pro- 
piedad del terreno denunciado, y los sucesores han gestionado y 
gestionan el respeto de sui derechos; 

Que respecto de la posesión y sus interrupciones por fuerza 
mayor, si se hubieran extractado las razones de la demanda, 
otro habría sido el juicio de la Suprema Corte; y da por repro- 
ducido lo alegado en dicha demanda en defensa de los deman- 
dantes, áquienesla provinciade Entre Bios^ no les ha opuesto la 
prescripción que sería discutible, ni la sentencia la opone, tam- 
poco, porque según el 12" considerando, habiéndose limitado la 
Provincia á oponer en su defensa la insubsistencia del decreto 
marginal de foja 9, no son de aplicación las disposiciones rela- 
tivas á la prescripción de acciones. Pidió que se reponga la 
sentencia. 

Corrido traslado, contestó el representante de la provincia de 
Entre Rios pidiendo que se rechace, con costas, el recurso inter- 
puesto. Dijo: Quede los términos del escrito del recurrente, pa- 
rece desprenderse que funda el recurso en los incisos 1** y 2^ 
del artículo?*^ de la ley de 16 de Octubre de 1862; yes enton- 
ces de observarse que }a ley de procedimientos ante la justicia 
federal^ á diferencia de las que rigen ante la justicia ordinaria, 
no fija las reglas con arreglo á las cuales la Suprema Corte 
debe dictar sus sentencias, debido sin duda al carácter excep- 
cional de la justicia federal y á la alta jerarquía del tribunal; 

Que es natural que la sentencia haya tomado como punto de 
partida, la denuncia que Don Francisco González hizo ante el 
Virrey Sobremonte, en 1801, puesto que de ella emanan los 
pretendidos derechos que evocan los sucesores de Don Nicolás 
de Guerra; 

Que vista la manera cómo se funda el recurso de revisión, 
lo que el recurrente pretenderes reabrir una discusión defini- 
tivamente cerrada por la sentencia de la Suprema Corte, dicth- 
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da en consideración délo pedido por las partes, y sin dejar de 
proveer álos capítulos de la demanda. Es, efectivamente, pro- 
pia de una expresión de agravios, pero no de un recurso de re- 
visión, todo cuanto dice el recurrente sobre los antecedentes 
administrativos á que se refiere el 2° considerando de la senten- 
cia, y loque opone al 7° y 11** considerando de la misma. 



Fallo de la ISuprema Corte 

Buenos Aires, Alayo 17 de 1894. 

Vistos y considerando: Que según lo dispone el artículo dos- 
ciento cuarenta y uno de la ley de Procedimientos, el recurso de 
revisión, creado por el artículo séptimo de la ley de diez y seis 
de Octubre de mil ochocientos sesenta y dos, solamente procede 
en los casos expresados de una manera taxativa en el primero 
de los artículos citados. 

Que el recurso interpuesto por taparte de Guerra, no se ha- 
lla comprendido en ninguno de esos casos, lo que resulta evi- 
denciado por la exposición de hechos y razones que se aducen 
para fundarlo. 

Foresto, no ha lugar, con costas, al mencionado recurso; y re- 
puestos los sellos, archívese como está nrandado. 

B£NJAM1N PAZ. — LUIS V. VARE- 
LA.— ABEL BAZAN.— OCTAVIO 
BUNGE. — JUAN E. TORBENT. 



436 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



CAUSA JL^X!I:Y11I 



Doña Rosa Ortega contra Don Felipe Budín; sobre garantía 

en un contrato de locación 



Sumario.— L2L garantía de cuatro mil pesos en cédulas hipo- 
tecarias de la serie F, debe entenderse que es por el valor no- 
minal de dichas cédulas, y no por el valor real , máxime si ha si- 
do consentida en ese concepto durante un período del contrato. 



Caso, — Lo indica el 



Falto del «iueas federal 



Buenos Aires, Abril 29 de 1892. 

Y vistos : los presentes autos promovidos por Doña Rosa Or- 
tega contra Don Felipe Budin. para que se le obligue judicial- 
mente al cumplimiento del contrato acompañado áfoja 1% en la 
parte que le impone la obligación de afianzarlo con un depósito 
de 4000 pesos moneda nacional en cédulas hipotecarias, 6 en su 
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defecto so declare rescindido dicho contrato, con indemnización 
de daños y perjuicios. Visto lo alegado por ambas partes en sus 
escritos de demanda y contestación. 

Considerando: 1° Que según resulta de la copia presenta- 
da, sobre cuva exactitud no se ha hecho observación alguna, la 
demandante celebró con Budin, por escritura pública, un contra- 
to de locación acontar desde el 18 de Marzo de 1890, por el 
término de 5 años, de una finca de su propiedad situada en la ca- 
lle de Cangallo entre las de Maipú y Florida, mediante el al- 
quiler mensual de 1000 pesos moneda nacional, que debía pagar 
el locatario. 

2° Que entre las condiciones substanciales de la locación figura 
también la de que el locatario Budin depositaría en garantía 
del alquiler, en el Banco Hipotecario de la Provincia, á disposi- 
ción de la locadora, la cantidad de4000 pesos moneda nacional 
en cédulas de la serie F, que aquel no podría retirar sino ai 
vencimiento del contrato óentrega del edificio á satisfacción de 
la propietaria, pudiendo sin embargo retirar las cédulas que 
resultasen premiadas reemplazándolas con otras, de manera que 
siempre exista íntegra la garantía de 4000 nacionales. 

S'^Que las convenciones legalmente celebradas en los contra- 
tos forman para las partes una regla á la cual deben someterse 
como á la ley misma, obligándolos no sólo á lo que está expresado 
en ellas sino á todas las consecuencias que la equidad, el uso ó 
la ley atribuyen á la convención (artículo 1197 del CódigoCivil). 

4^ Que el tenor literal de la causa recordada en el segundo 
considerando en que se funda la demanda, justifica debidamente 
la acción instaurada, pues por ella se impone al locatario la 
obligación de tener depositados, en garantía de la locación, 
4000 pesos nacionales en cédulas hipotecarias, lo que jurídica 
y aún comercialmente es muy distinto de tener depositadas 
^000 cédulas, según la denominación que el uso ha consagrado 
cu ando se habla del valor nominal de estos títulos. 
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5** Que si alguna duda pudiera caber respecto á Li intención 
de los contrayentes, queda disipada por la misma cláusula, 
cuando establece que si algunas cédulas resultaren premiadas, 
el locatario las podría retirar depositando otraii otras en su lu- 
gar, de manera que siempre exista íntegra la garantía de 4000 
nacionales. 

6** Que la primera regla de interpretación legal es que no de- 
be sujetarse á ella aquello que por sus términos no admite duda 
y que las palabras de los contratos y convenciones deben enten- 
derse en el sentido que les da el uso general, aunque el obligado 
pretenda que las ha entendido de otro modo; que habiendo am- 
bigüedad en las palabras debe buscarse más bien la intención 
común de las partes, y que las causas equívocas ó ambiguas de- 
ben interpretarse por los términos claros y precisos empleados 
en otra parte del mismo escrito. * 

7** Que siendo el objeto de la fianza asegurar no sólo el cum- 
plimiento de la prestación mensual de 1000 pesos nacionales 
sino el de todas las demás obligaciones que pudieran surgir 
por razón del uso de la casa alquilada, como lo demuestra la 
cláusula deque el locatario no podría retirar el depósito sino 
después del vencimiento del contrato y entrega del edificio á 
satisfacción de la propietaria, es evidente que ésta ha debido 
preocuparse especialmente de que la fianza esté constituida 
por una suma fija en efectivo, y no por una cantidad nominal 
en títulos ó valores suceptibles de despreciarse, como ha suce- 
dido, hasta representar menos que el alquiler de un solo mes, y 
así lo demuestran las palabras del contrato de que se hace refe- 
rencia en el cuarto considerando. 

8^ Que las circunstancias de haberse consentido al principio 
el depósito de 4000 cédulas, no obstante no cubrir íntegramen- 
te los 4000 pesos nacionales de que habla el contrato, se lo ex- 
plica perfectamentepor la relativamente insignificante diferen- 
cia que entonces existía entre el valor real y el valar nominal 
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de esos títulos, aunque por otra parte no modifica en ningún ca- 
so el derecho de la locadora, (jne nace de los términos claros y 
precisos del contrato, como se explica también que las partes 
hubieren convenido el depósito en cédulas y no en dinero efecti- 
vo paranopiivar al locatario del interés del depósito. 

9^ Que según ha sido planteada la cuestión por la demanda y 
la contestación, la cuestión á resolver es de sii^ple aplicación 
de una convención hecha por escritura pública, cuyas cláusulas 
en su significado y alcance, no pueden ser modificadas por la 
prueba testifical, y como no se ha enunciado siquiera la exis- 
tencia de prueba escrita, resulta ser innecesario el trámite de 
la prueba. 

Por estos fundamentos, fallo: condenando al demandado Don 
Felipe Budin,á integrar el depósito con que afianza el contrato 
de locación de foja 1' con cédulas hipotecarias del valor real 
hasta completar la cantidad de 4000 pesos nacionales en el 
término de 10 días, bajo apercibimiento de darse por rescindido 
dicho contrato con sus consecuencias legales, y se declara á su 
cargo las costas causadas. Notifíquese con el original. 

Virgilio .W. Tedin. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Mayo 17 de 1894. 

Vistos y considerando : Primero: Que ambas partes están 
conformes en reconocer que la copia simple, que corre de foja 
una á dos vuelta, reproduce con verdad la escritura pública otor- 
gada con fecha tres de Abril de mil ochocientos ochenta y ocho, 
que le ha servido de antecedente. 
. Segundo: Que, en consecuencia, está bien averiguado no só- 
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' lo la celebracioQ de una convención que, con ciertas modifica- 
ciones, prorogaba por cinco años más el término de un contra- 
to anterior de locación, sobre la casa á que se refiere, sino qne 
el locatario se obligó á depositar en el Banco Hipotecario de la 
Provincia de Buenos Aires á disposición del locador y á su or- 
den, la cantidad de cuatro mil nacionales en cédulas de crédito 
delasérie F, destinadas á garantir suSk obligaciones, con dere- 
cho á retirar las que resultasen premiadas, depositando otra ú 
otras en su lugar, de manera que siempre exista integra la ga- 
rantía de los cuatro mil nacionales. 

Tercero: Que resulta igualmente de la citada copia, que á la 
fecha de la celebración del nuevo contrato, el depósito estipu- 
lado subsistía en el mencionado Banco aunque á la disposición 
y á la orden de Don Paulino C. Rodriguez, debiendo. en lo su- 
cesivo quedar en la forma convenida. 

Cuarto: Que tanto el actor como el demandado reconocen que, 
á consecuencia del primitivo contrato de locación celebrado en 
diez y nueve de Mayo de mil ochocientos ochenta y cinco por el 
término de cinco años, prorogado por cinco más por el nuevo, 
el locatario, con la conformidad del locador, había hecho desde 
ese tiempo el depósito^ en garantía de sus obligaciones, de cua- 
tro mil pesos nacionales en cédulas de la serie F, valor nomi- 
nal, y que se hallaba abajo de la cotización en plaza. 

Quinto : Que las cosas se mantenían en ese estado al momen- 
to de la celebración del nuevo contrato, continuando así hasta 
Julio de mil ochocientos noventa y uno, en que la demanda in- 
terpuesta en este juicio ha venido á revelar que no hay éntrelas 
partes el mismo criterio, para apreciar sus respectivos derechos 
y obligaciones. 

Sexto: Que es principio incontestable que las convenciones 
hechas en los contratos forman para las partes una regla ala 
cual deben someterse como á la ley misma (artículo mil ciento 
noventa y siete Código Civil), y que por tanto, sólo hay que exa- 
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minar en el caso, tal como ha sido propuesto á la resolución ju- 
dicial, sí el locatario se obligó á depositar en cédulas de la serie 
F, cuatro mil pesos efectivos como lo pretende el actor, haciendo 
de ello el motivo de su demanda. 

Séptimo: Que la negativa resulta con la suficiente claridad 
de los términos esplícitos de la convención, tanto por la cir- 
cunstancia de haberse especificado para la garantía una deter- 
minada serie de cédulas, lo que no se explicaría, ano tenerse en 
cuenta la importancia del título mismo, pues todas las demás, 
ofrecerían iguales seguridades, si sólo hubiesen de figurar por 
su valor real, como, muy especialmente, por el derecho de de- 
clararse en la citada convención, que el depósito á que ella se 
refiere estaba ya realizado, y constar que ello lo fué sóbrela 
base del valor nominal. 

Octavo: Que así, no hay necesidad de buscar por interpreta- 
ción la voluntad de las partes, porque esa voluntad se halla 
formalmente manifestada. 

Noveno: Que la facultad reconocida al locatario de retirar las 
cédulas que resultasen premiadas, reemplazándolas con otras 
de manera á que siempre exista integra la garantía de los 
cuatro mil nacionaleSy no se opone á las precedentes conclusio- 
nes, porque las palabras cuatro mil nacionales no pueden to- 
marse en abstracto sino en concreto y de referencia á la garantía 
estipulada en cédulas de la serie F, desde que es incontestable 
que los contratos se interpretan por el mérito combinado de sus 
cláusulas. 

Dmmo: Que admitiendo que los términos de la convención 
en tela de juicio no fuesen suficientemente claros, toda duda 
desaparecería ante los hechos concomitantes y subsiguientes de 
las partes, puesto que sin discrepancia, las obligaciones del lo- 
catario en relación ala garantía, han estado en ejecución du- 
rante el tiempo de más de seis años, corridos desde la fecha del 
primitivo contrato hasta la interposición de la demanda, no ha- 
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biéndose pretendido, sino después de ese largo lapso de tiempo, 
que la intención délos contrayentes había sido otra, que la por 
ellos reconocida y demostrada en el hecho perseveractemente 
desde el instante de la celebración del contrato. 

UndécimOr Que no puede admitirse haya entrado en la volup- 
tad y previsiones de las partes que la depreciación de las cédu- 
las afectadas á las obligaciones del contrabo, importara una 
obligación de garantía mayor que el precio en efectivo que te- 
nían cuando se admitieron en depósito, lo que acontecería, si 
invocándose esa depreciación se convirtieran los valores efecti- 
vos como ahora lo pretende. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de foja 
cuarenta y cuatro, declarándose no haber lugar á la demanda 
deducida, de la que se absuelve en consecuencia al demandado 
Budin. 

Notifíquese con el original y repuestos los sellos, devuélvanse . 

BENJAMÍN PAZ.— LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. 
— JUAN E. TORRKNT. 
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CAUSA liXJ^XIX 



Dona Julia Figueroa contra Doña Manuela Ponsa, en querella 
criminal, por violación de correspondencia y falsificación 
de firma; sobre intervención del Ministerio Fiscal. 



Sumario. — ElMinisterio Fiscal no puede escusar su interven- 
ción en ios procesos criminales sobre violación de correspon- 
dencia. 



Caso. — Lo indica la siguiente 



PETICIÓN 



Señor Juez de Sección : 

Julia Figueroa, sin revocar el poder conferido, á V. S., digo : 
Que de la información de testigos que he producido, resulta 
ampliamente evidenciada la procedencia de la acción que ella 
hadado lugar, que tenía por ohjeto constatar la perpetración de 
un delito, averiguando la identidad del declarante. Estos dos 



444 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

caracteres constitutivos, esenciales de la acción penal, se en- 
cuentran revelados en nuestro caso, por cuanto los testigos ase- 
veran que la señorita Manuela Ponsa ha falsificado mi firma y 
ha violado mi correspondencia. En los escritos que he presenta- 
do anteriormente hice suscinta mención délos hechos constitu- 
tivos de los delitos, y con la información producida, me en- 
cuentro ya, señor Juez, en situación para deducir querella en 
forma como lo hago por este escrito, de acuerdo con lo dispuesto 
por el artículo 176 de la ley de procedimientos criminales. 

De acuerdo con la disposición citada, pido á V. S. se sirva or- 
denar se constituya en prisión á la señorita Manuela Fonsa, 
actualmente domiciliada en la ciudad de Córdoba, y que se 
embarguen sus sueldos como Profesora de la Escuela Normal de 
aquella ciudad, para responder á la indemnización correspon- 
diente. V. S. se ha de servir dar vista de las actuaciones pre- 
cedentes al señor Procurador Fiscal para que tome en este 
asunto la intervención que le corresponde y ordenar se practi- 
quen las demás diligencias que fueren necesarias para el mayor 
esclarecimiento del delito, si así lo crevere necesario. 

Será justicia, etc. 

Julia Figueiioa, 



VISTA FISCAL 



Tucuman, Febrero 28 de 1894. 
Señor Juez de Sección: 

Expidiéndome en la vista conferida á V. S. digo: 
Doña Julia Figueroa, á foja 8, expone los hechos ocurridos 
y dice que «este grave delito, que se encuentra previsto y pe- 



DE JUSTICIA NACIONAL 445 

nado por los artículos 262 y 263 del Código Penal, no debe que- 
dar impune». Al efecto deque su autor 6 autores sean casti- 
gados, adjunta los recaudos expresados en dicho escrito y pide 
se levante el sumario correspondiente. Declarados incompe- 
tentes los Tribunales de la Provincia, por resolución de foja 
16, se presenta ante el Juzgado de Y. S. y en su escrito de fo- 
ja 21, dice: c Vengo á reproducir ante V. S., como juez com- 
petente en la materia, la solicitud corriente á fojas 8 y 9 del 
expediente que en 20 fojasadjunto ». Como doña Julia Figueroa, 
á foja 83, hace referencia en sus escritos anteriores, resulta que 
las disposiciones legales por ella invocadas son las de los artí- 
culos 262 y 263 del Código Penal. 

Como los autos no revelan que haya resultado grave daño á 
la causa pública, hay que eliminar el inciso l^'del artículo 262; 
aun suponiéndole aplicable también hay que prescindir del in- 
ciso 2'', por no haber prueba de que hubiere mediado dinero 
para la ejecución del hecho ; y tenemos, por consiguiente^ que 
se trata de un hecho que sólo afecta un interés privado. Así lo 
reconoce la misma doña Julia Figueroa cuando á foja 8 dice: 
«El resultado de esta baja intriga ha sido la separación de mi 
puesto, con grave menoscabo de mi fama de profesora compe- 
tente y honesta, privándome á la vez del sueldo que gana- 
ba, etc.» 

De lo expuesto resulta que en este juicio, tal como se ha 
promovido, el Ministerio público no tiene intervención alguna, 
siendo partes legítimas sólo doña Julia Figueroa y doña Manue- 
la Ponsa, salvo siempre el más acertado juicio de V. S. 

Será justicia, etc. 

Napoleón M, Vera. 
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Fjfillo del «iuese Federal 

Tucuman, Abril 3 de 1894. 

T vistos: El incidente sobré si corresponde dar intervención 
al Procurador Fiscal en el presente asunto, y considerando: que 
segnn los autos se trata de hechos que sólo afectan intereses 
privados de la querellante, desde que la falsificación de firma 
y violación de correspondencia alegadas se refieren á oficios 
que á ella venían dirigidos, y que eraii de su exclusivo interés, 
perjudicando sólo áella los hechos imputados ala acusada con 
relación áesa oficina; que el mismo artículo US del Código de 
Procedimientos en lo Criminal, citado por la querellante, salva 
el caso que nada tenga que hacer la acción pública, y como se 
ha visto se trata de delitos de orden puramente privado. Por 
estos fundamentos y los concordantes del escrito del Procura- 
dor Fiscal, se declara que este funcionario no es parto en el 
presente juicio, el quí debe ventilarse entre doña Julia Figne- 
roa y doña Manuela Ponsa. En consecuencia, ejecutado que 
sea este auto, tráigase para proveer sobre la querella de foja 
83. Hágase saber y repóngase el sello. 

Delfín Oliva, 



VISTA DEL SEi^OR PROCURADOR GLNERAL 

Buenos Aires, Mayo 7 de 1894. 

Suprema Corte: 

La violación de correspondencia, es un delito de carácter pú- 
blico ; afecta el crédito de la Administración Nacional de Co- 
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rréos, y el orden público que se interesa en la regular y recta 
circulación de la correspondencia. 

La sustracción de una carta se relaciona con el derecho 
privado y también con la seguridad de la correspondencia epis- 
tolar^ en que todos y cada uno están recíprocamente interesa- 
dos. Por ello, pienso que ese delito es de aquellos en que la 
.iccion fiscal interviene, sin perjuicio de la privada. El artículo 
118 del Código de Procedimientos en lo Criminal, declara la 
intervención de los Procuradores fiscales en todos los delitos 
del fuero Federal ó común, salvo aquellos casos en que por las 
leyes penales no sea permitido el ejercicio de la acción pública. 

El caso actual, no está exceptuado especialmente; cae, por 
consiguiente, bajo la regla general del derecho, y por ello pien- 
so que el auto recurrido debiera ser revocado por V. E., decla- 
rando que el ejercicio de la acción fiscal procede en el caso. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de li» Suprema Corte 



Buenos Aires, Mayo 19 de 1894. 

Vistos y considerando : Que con arreglo al artículo ciento 
dieciocho del Código de Procedimientos en lo Crimina), los Pro- 
curadores Fiscales son parte en las causas de ese fuero con la 
sola limitación de los casos en que por las leyes penales, no 
sea permitido el ejercicio de la acción pública. 

Que se trata en estos autos de la imputación de nn delito 
que por su naturaleza no está comprendido en la excepción á 
que se refiere la disposición legal, anteriormente citada. 

Por esto y de conformidad á lo expuesto y pedido por el señor 
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Procurador General, se revoca el auto apelado de foja ochenta 7 
ocho, declarándose que en la substanciación de esta causa, debe 
intervenir el Ministerio Fiscal. Devuélvanse, previa reposición 
del papel. 

benjamín paz. -— LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. 
JUAN E. TORRENT. 
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Aduana,— y é^se: Justicia federal; Mercancía, 

Aduana, — No puede imponer penas cuando se trate de mercaderías 
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prendidos en la ley de impuestos internos de 1891, número 
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464 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

mate mandado por otro Juez, en juicio ejecutivo, el auto de 
aquel rechazando el reclamo del ejecutante por no ser parte 
en el juicio donde fué ordenada la suspensión, es apelable 
por traer gravamen irreparable. Página 67. 

Autoridades provinciales,— Véase : Justicia federal. 

Averias, — Las oportunamente comprobadas procedentes de espiches, 
presión de estiva, fondo movido, etc., son imputables al 
Capitán, máxime si el conocimiento expresa que los efectos 
estaban bien acondicionados, no obstante la cláusula en 
contrario de no responder por dichas averías. Página 78. 
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Banco Nacional. — Las letras á favor de este Banco, deben ser otor- 
gadas en papel sellado nacional, y no provincial. Página 13. 

Banco Nacional. — La ley de 16 de Octubre de 1891, afecta las obli- 
gaciones pendientes del Banco Nacional, y autoriza á perse- 
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Página 159. 

Billetes falsos,'- Y éaise: Circulación dje billetes falsos; Falifificacian, 

Buque, — Véase : Fletamenfo. 



Causa de recusación,— \ékse: Recusación. 

Cesación de mandato, — Véase : Mandato. 

Cesión de créditos. — Puede hacerse en íorma de endoso, aunque los 

títulos no estén concebidos á la orden. Página 30. 
Cesión de créditos,— Tr3íi\s{ev\da. la propiedad del crédito, mediante 

la cesión, y hecha la debida notificación, el endosatario 
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puede hacer valer los derechos cedidos dentro de las obli- 
gaciones legales del deudor. Página 30. 

Circulación billetes falsos.— Este delito está previsto y penado por el 
artículo 30 déla ley número 2216, y por el articulo 62 de 
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de manifestar el tercio de las mercaderías contenidas en 
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Competenáa. — Véase: Impuesto territorial de la Capital; Justicia 
fe4eral. 

Compra en remate. — Constituye un contrato perfecto, y siendo se- 
guida de posesión, transfiere el dominioal comprador. Pá- 
gina 272. 

Con;t4^ce5 d(? /a Suprema Ccfí^.— Acuerdo nombrándolos para' el año 
1895. Página 11. 

Costüs. — El demandado que no ha tenido fundamento bastante para 
litigar, debe cargar con las costas del juicio. Página 178. 

Costas. — Las trae aparejadas el desistimiento de la instancia. Pá- 
gina 427. 

Costas. — Véase : Ministerio fiscal. 

Cuentas de venta.— Véase : Prescripción. 
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Daíios y perjuicios, — Véase : Justicia federal. 

Defecto legal en la demanda . — Siendo cumplidos los requisitos del 
articulo 57 de la ley de procedimientos, la omisión de cier- 
tas circunstancias útiles, no importa defecto legal en la 
demanda. Página 71. 

Defensa.— Véase: Derecho de defensa. 

Delito. — No lo es el hecho de pretender cobrar ante la administra- 
ción nacional unas cuentas de pertenencia ajena, el que las 
tramitó en su propio nombre con asentimiento del propie- 
tario. Página 88 . 

Demanda. — Lademanda por acción personal contra el Juez Letrado 
de un territorio nacional, corresponde al Juez de Sección 
más próximo. Página 196. 

Demanda.-— Véase: Defecto legal en la demanda. 

Denunciante. — El que no se ha constituido parle no tiene el dere- 
cho de pedir se le dé vista del sumario, después del sobre- 
seimiento ordenado en virtud de los artículos 442 y 434 del 
Código de Procedimientos en lo criminal. Página 348. 

Derecho de defensa. — No puede invocar la violación del articulo 18 de 
la Constitución, el que ha sido parte en el juicio ha- 
ciendo valer su defensa. Página 318. 

Derechos de aduana. — Salidos los artículos de la Aduana, ésta no 
puede cobrar al comerciante los derechos que haya pagado 
de menos, debiJoá error de clasificación. Página 184. 

Desistimiento. — Véase : Cohlas. 

Deuda. — Debe mandarse pagar, la comprobada por documentos enu- 
merados en la demanda, con arreglo al articulo 10 de la ley 
de procedimientos, y presentados y reconocidos en la esta- 
ción de prueba. Página 372. 

Documento origina/. — No puede obligarse á la presentación de él 
á la parte que declara no tenerlo en su poder. Página 405. 
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Documentos. — No pueden admitirse en primera instancia, los recien 
encontrados, hallándose la causa en estado de sentencia. 
Pág:ina i 52. 

Documentos,— y é^se: Reconocimiento. 

Dominio. — Véase : Compra en remate ; Dominio, 
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Embargo preventivo,— hsiseníenc\diSipe\síddL e.n juicio ordinario so- 
bre rescisión de contrato, no autoriza el embargo preventivo 
del articulo 55, inciso 3^, de la ley de procedimientos. Pá- 
gina 491. 

Embargo preventivo, — Consentido el decretado bajo la responsabilidad 
del actor, no puede exigirse que éste afiance dicha respon- 
sabilidad, si no se prueba que ha cambiado de estado de for- 
tuna ó de domicilio. Página 352. 

Empleados, — No pueden aprobarse las medidas de los jueces de Sec- 
ción, sobre nombramientos de empleados no autorizados 
por la ley. Página 223. 

Empleados de Secretaria, — Acuerdo de la Suprema Corte nombrán- 
dolos. Página 12. 

Empleados públicos.— Véase: Justicia federal. 

Empresas de EerrOTAirril.—' LaiS combitídiádíS deben ser consideradas 
como una sola empresa á los efectos de la contratación en 
materia de transportes, sin perjuicio de las acciones que 
puedan corresponder entre si. Página 30. 

Erhdosatario.— Véase : Cesión de créditos. 

Error de clasificación, — Lo hay, y no de cálculo, en el aforo hecho 
para maderas en chapas en lugar de maderas en tablones. 
Página 184. 

Error de clasificación.— Véase: Derechos de Aduana. 

Error.— Véase: Comiso. 

Escribanos de marina. — No pueden usar los cuadernos para sus re- 
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gislros, sin estar previamente sellados por la Secretaria de 
la Suprema Corte. La infracción de esta disposición, les 
hace pasibles de una multa de 300 á 1000 pesos. Página 203. 

Excusación, — No es admisible la del Juez, fundada únicamente en 
razones de delicadeza. Páginas 46 y 49. 

Excarcelación.— No procede, cuando el delito acusado tiene pena 
mayor de dos años de prisión. Página 259. 

Expropiación, — En ella el precio del terreno expropiado y la indem- 
nización deben fíjarse según el mérito de los autos. Pá- 
ginas 97 y 104. 

Expropiación. — Debe resolverse sobre el precio de la cosa á expro- 
propiarse y sobre la indemnización, en un solo juicio y no 
en dos separados. Página iOO. 

Expropiación. — Para fijar el valor del precio é indemnización de la 
cosa expropiada, debe tenerse en cuenta el precio pagado por 
el expropiado, si no es de mucho tiempo anterior á la de- 
manda de expropiación. Página 111 . 

Extradición. — En ausencia de tratados puede conocerse en los pe- 
didos de extradición, con la autorización del Poder Ejecutivo 
Nacional. Página 332. 

Extradición. — Los términos del artículo 672 del Código de Proce- 
dimientos en lo criminal, no son perentorios é improroga- 
bles. Página 332. 

Extradición. — Concurriendo los requisitos de la ley para su admi- 
sión, y constando la identidad del dinero robado y la persona 
del propietario, puede ordenarse la entrega, ^gun lo soli- 
citado por las autoridades requirentes. Página 332. 



• 

Falsificación. — La de billetes de Banco autorizados, que no ha llegado 

á ser ejecutada por medio de la circulación, puede ser cas- 
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ligada con la pena de cuatro años de trabajos forzados y dos 
mil pesos de multa. Página 366. 

Falla de personería, -^YédLse: Personeria, 

Ferrocarriles. — Veáse : Empresas de Ferroearril. 

Ferrocarriles combinados, — Se considerarán como una sola Empresa 
para todos los efectos de la contratación en maieria de trans- 
porte, sin perjuicio de las acciones que puedan correspon- 
der entre sí á las respectivas compañías. Página 357. 

Fletamenlo, — La demora en la salida sufrida por el buque, en razón 
de no haberse llevado á los depósitos fiscales, parte de la 
carga conducida, es imputable á los representantes de los 
fletadores. Página 162. 

Fletamento, — A falta de base especial alegada por las partes, puede 
servir para la apreciación de los perjuicios, lo convenido 
para las estadías, con más los intereses legales del importe- 
Página 162. 

Fraude. — Véase : Comiso, 

Fuero federal, — No puede invocarlo por la distinta nacionalidad de las 
partes, el argentino demandado por el extranjero ante los 
jueces locales de su vecindad. Página 135. 
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Garantía. — La de 4000 pesos en cédulas hipotecarias de la serie F, 
debe entenderse que es por el valor nominal de dichas cédu- 
las, y no por el valor real, máxime si ha sido consentida en 
ese concepto, durante un período del contrato. Página 436. 
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Habeas corpus, — No procede este recurso, cuando la restricción de 
la libertad es el resultado natural de un contrato ; y tal es 
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la detención en un cuerpo de linea, á consecuencia dei 
enganche que aparece haber sido contralado libremente. Pá- 
gina 3612. 
Homicidio. — Los autores del perpetrado á sabiendas, deben sufrir la 
pena de presidio por tiempo indeterminado, habiendo una 
circunstancia atenuante. Página 290. 



Impuesto tfirrilorial de la CapUaL — Corresponde al Juez del Crimen 
de la Capital, el conocimiento del delito cometido, cobrando 
fraudulentamente unaboleta de impuesto territorial de la Ca- 
pital. Página 284. 

Impuestos internos. — Véase: Alcoholes. 

Impuestos provinciales, — La Justicia nacional^ no puede estorbar á las 
provincias, la percepción de los impuestos creados por sus 
leyes. Páginas 21 y 24. 

Inhabilidad de titulo, — No es admisible esta excepción contra pagarés 
de cantidad liquida, reconocidos en juicio. Página 219. 

Instrumento privado. — Véase : Titulo ejecutivo. 

Intendente de la Suprema Corte, — Acuerdo nombrándolo. Página 6. 

Intereses, — No exonera al deudor de su pago, el haberse consignado 
á embargo el dinero del capital ejecutado. Página 265. 

Intervención nacional. — Véase : Suprema Corte. 



Jactancia. — Véase: Propiedad. 

Jueces de Sección . — Véase : Empleados; Suprema Corte 
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Jueces suplentes. — Acuerdo de la Suprema Corte, nombrándolos para 
el año 1895. Página 7. 

Juicio arbitral. — Cuando los arbitros han pedido que las partes ma- 
nifiesten si están conformes en prorogar el término para 
laudar, el Juez ordinario puede^ á instancia de un arbitro, 
ó de la parte, intimar se manifieste la conformidad y sus- 
pender el término corriente, mientras se produzca la mani- 
festación. Página 238. 

Juicio ejecutivo. — Entablado juicio ordinario por rescisión de locación y 
ejecutivo por cobro de alquileres, el haberse dictado en aquel 
sentencia no pasada todavía en cosa juzgada, declarando de 
legítimo abono los alquileres, no produce nulidad en la sen- 
tencia de remate que manda pagar solamente una parte de 
estos. Página 208. 
Juicio ejecutivo. — Fundándose en un contrato público por el cual 
el locador entregó al locatario campo y haciendas, la cir- 
cunstancia de haber sido éste desposeído por un tiempo del 
campo y de las haciendas, pero que permanecieron en el 
mismo campo, y le fueron restituidas con sus aumentos, 'no 
le exime del pago de los alquileres durante el tiempo de la 
desposesion. Página 208. 

/tacto ordinario. — El promovido sobre rescisión de contrato, causa 
de los pagarés ejecutados, no puede enervar la acción eje- 
cutiva de éstos. Página 21 9. 

Justicia federal. — Las medidas emergentes de las autoridades pro- 
vinciales, no pueden trabar la acción de la justicia federal, 
en ejercicio de su jurisdicción. Página 15. 

Justicia federal. — Deducida ante un Juez local, demanda por falsifica- 
ción de marca de fábrica y contrademanda por daños y per- 
juicios, y dictada sentencia firme rechazando la demanda y 
admitiendo la contrademanda, la acción por daños y perjui- 
cios que en virtud de dicha sentencia, ejerciera el contrade- 
mandante, no puede decirse regida por la ley nacional de 
marcas de fábrica, para atribuir su conocimiento á la justi- 
cia federal rationce niaferioe, aunque invocada dicha ley como 
defensa por el contrademandado, puede dar lugar en opor- 
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tuaida(l,al recurso del artículo 14 de la ley sobre jurisdicción 
de los tribunales nacionales. Página 114. 

Justicia federal. — Es competente para conocer del delito de abuso y 
usurpación de autoridad, imputado á empleados nacionales 
enr el desempeño de sus funciones, y procedente de hechos 
realizados en el recinto de una aduana nacional. Página 392. 

Justicia federaL — Véase : Fuero federal. 



L 



Ley electoral. — Aunque el juicio sobre infracción de ella, debe ser 
breve y sumario, esto no excluye la necesidad de la audien- 
cia de los acusados, y su omisión anula lo actuado. Pági- 
na 321. 

Locación, — El nombramiento de interventor en la fínca locada, con 
el objeto de que ésta se conserve en buen estado y no se ha- 
ga de ella un goce abusivo, no es una medida autorizada por 
la ley. Página 386. 

Locación. — Véase : Juicio ejecutivo. 



M 



Mandato. — La intervención directa del interesado en el juicio, sin 
salvar la personería del apoderado, importa la cesación del 
mandato de éste, y son nulas las actuaciones ulteriores he- 
chas. con el mandatario, sin haber sido notificadas al man- 
dante las providencias correspondientes. Página 442. 

Marcas de fábrica. — Véase : Justicia federaL 

Mercancías. — Se entiende ser del deudor, las que están en la adua- 
na á su nombre, por consignación ó transferencia. Página 27. 
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Ministerio fiscal. — Las personas que lo desempeñan no son pasibles 
de condenación en costas, sino en caso de notorio desnoci- 
miento de las leyes. Página 82. 

Ministerio fiscal. — No puede excusar su intervención en los proce- 
sos criminales sobre violación de correspondencia. Pá- 
gina 443. 

Ministro de feria. — Acuerdo de la Suprema Corte nombrándolo para 
la de 1895. Página 10. 

Ministro diplomático . — Véase: Suprema Corte. 

Multa por sellos.— La remisión del expediente que por muerte de 
demandado, debe hacerse al Juez de lá testamentaria, no 
puede cumplirse mientras no se abone la multa por infracción' 
de la ley de sellos, mandada pagar por auto ejecutoriado. 
Página 269. 



Nulidad.— '\edise : Acusado; Juicio ejecutivo; Ley electoral; Mandato; 
Recmacion. 



O 



Obligación alternativa. — Convenido el precio de obras, y su pago en 
terrenos por su valor fijado, ó en dinero, á elección del 
acreedor, y ejecutadas aquellas sin demora ni falta apre- 
ciable, el deudor no puede resistir el pago en terrenos ele- 
gidos por el acreedor, ni aun bajo pretestode haberlos ena- 
jenado y serle imposible ese pago. Página 178. 



474 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



Pagaré. — Véase: Inhabilidad ds titulo; Juicio ordinario. 

Perjuicios, — Véase : Fíetamento. 

Personería. — No puede oponerse la falta de ésta á quien se presenta 
enjuicio^ haciendo valer derechos propios. Página 71. 

Personeria.— Véase : Suprema Corte. 

Poder. — El conferido para lo principal, faculta para intervenir en los 
incidentes del juicio. Página 201. 

Poderes. — Los otorgados para presentarse en juicio, deben ser he- 
chos en escritura pública. Página 64. 

Posiciones. — No puede ser llamado á absolverlas el que no es parte 
litigante en el juicio. Página 195. 

Posiciones. — La parte que se halla en el lugar del juicio, está en el 
deber de absolverlas personalmente, exigiéndolo su contra- 
parte. Página 405. 

Pre5cnpcton.— Las deudas justificadas por cuentas de venta liqui- 
dadas, se prescriben por el término de cuatro anos contados 
desde la fecha de la cuenta respectiva. Página 92. 

Procuradores fiscales ad hoc. — Acuerdo de la Suprema Corte nom- 
brándolos para el año 1895. Página 7. 

Propiedad. — En la demanda de jactancia, en que el demandado no 
ha hecho todavía manifestación concreta sobre el objeto de 
ella, el juez no puede proceder á resolver la cuestión de 
propiedad. Página 120. 

Prueba testimonial. — Rechazada ésta, debe rechazarse la presenta- 
ción de los mismos testigos para reconocer documentos 
procedentes de ellos. Página 56. 

Prtieba testimonial.— Véase : Reconocimiento. 
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Querella, — No es admisible la querella por abuso de autoridad con- 
tra las personas que resultan no haber sido los autores de 
los hechos en que se funda. Página 409. 



R 



Reconocimiento, — E\ de documentos procedentes de terceros, importa 
prueba testimonial y está sujeto á las prescripciones que ri. 
gen dicha prueba. Págiua 55. 

Recurso anU la Corte. — Véase : Suprema Corle. 

Recusación, — No puede interponerse contra el Juez, después de dic- 
tada sentencia, y hallándose ésta en estado de ejecución. Pá- 
ginas 46 y 49. 

Recusación. — .Es causa legal de ella, el ser el Juez deudor de una de 
las partes, y no reconociéndose exacta por el Juez recusado, 
debe ser recibida á prueba. Página 61. 

Recusación. — La parte que pide se declare nulo lo actuado, no puede 
recusar al Juez, S') protesto de que tiene interesen no hacer 
lugar á la nulidad. Página 262, 

Revisión, — Este recurso, creado por eljartículo 7® de la ley de 16 de 
Octubre de 1862, procede únicamente en los casos determi- 
nados por el articulo 241 de la ley nacional de procedimien- 
los. Página 431. 



S 



Secretario de feria, — Acuerdo de la Suprema Corte, nombrándolo 
parala de 1895. Página 10. 
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Sentencia, — La que manda pagar el importe del flete estipulado, dedu- 
cidas las cantidades pagadas á cuenta, importa que deben 
deducirse úuicamente las consideradas pagadas á cuenta de 
de dicho flete. Página 414. 

Servicios, — Cuando no hay acuerdo respecto de la naturaleza de los 
prestados, j sobre la responsabilidad legal del demandado 
por el pago, es preciso resolver estos puntos, antes de pro- 
ceder á su justiprecio. Página 4^9. 

Sobreseimiento, — Véase : Denunciante . 

Sobreseimiento proviMonal.-^ Procede, cuando está comprobado]el de- 
lito, y no su autor ó cómplice. Página 377. 

Sumario. — Véase : Denunciante. 

Suprema Corte, — No tiene la misión de hacer cumplir las resolucio- 
nes de los jueces de sección. Son éstos los que deben ha- 
cerlas efectivas. Páginas 53 y 119. 

Suprema Corte, — No procede el recurso ante ella, autorizado por el 
articulo 14de la ley sobre jurisdicción y competencia de los 
tribunales federales, cuando ante la justicia local no seha dis- 
cutido ninguno de los puntos contenidos en dicho articulo, 
ni se ha deducido en el juicio la excepción de incompeten- 
cia que se menciona en el recurso. Página 129. 

Suprema Corte. — No puede resolver puntos sometidos á^u fallo, sin 
un caso existente que decidir. Página 134. 

Suprema Corte. — No tiene la jurisdicción de apelación, en las causas 
criminales de los territorios nacionales que no sean del fue- 
ro federal. Página. 138. 

Suprema Corte. — No cabe recurso ante ella de procedimientos que no 
versen sobre principios constitucionales. Página 167. 

Suprema Corte. — El Interventor Nacional en una provincia, no repre- 
senta á ésta, y la controversia que se suscite con motivo de 
de sus actos, no corresponde á la jurisdicción originaria de 
la Suprema Corte, aunque pueda versar en ella el interés 
de la provincia. Página 192. 

Suprema Corte, — No procede el recurso ante ella de la sentencia de un 
Tribunal inferior de Provincia, que ha quedado firme por de- 
serción de recurso, debido á omisión de la parte. Página 228. 
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Suprema Corte, — No procede el recurso acordado por el artículo 14 
de la ley sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales 
nacionales cuando los tribunales locales interpretan ó aplican 
los código civil, penal, comercial y de minería. Página 253. 

Suprema Corle. — No puede conocer de demandas contra un Ministro 
diplomático extranjero, por actos ejecutados en el desem- 
peño de sus funciones. Página 328. ^ 

Suprema Corte — No tiene la jurisdicción de apelación en los asuntos 
cuya importancia es inferior de 200 pesos. Página 383. 



T 



Territorios nacionales. —y éase: Demanda; Suprema Corte. 

Titulo ejecutivo. — No lo es, un instrumento privado, cuyo firmante 
no ha sido citado en persona, sino por edictos, y no ha com- 
parecido á reconocerlo. Página 204. 

Título ejecutivo, — La fianza prevista por los artículos 111 y 112 de las 
ordenanzas de Aduana^ que no ha sido aceptada ni escritu- 
rada, no es titulo hábil para ejecutar al fiador^ y mucho me- 
nos por las responsabilidades que surgen de un contrabando 
cometido por el fiado. Página 397. 

7Van«poríe. — No habiéndose probado causa que exima de responsa- 
bilidad, procede la indemnización por falta de mercaderías 
que no ha sido negada. Página 357. 

Transporte. — Véase : Empresas de ferrocarriles ; Ferrocarriles com- 
binados. 

Tribuaaels /ocates.— Váase: Suprema Corle. 



Vecindad. — La de una provincia^ declarada por testigos y manifestada 
en escritura pública por el propio interesado, quien además 
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es diputado á la Legislatura^ debe darse por demostrada. Pá- 
ginas ni y 175. 
Venía. — Convenida la venta de 64 hectáreas de campo dentro de 
una superticie mayor, acordando al comprador la facultad de 
ubicarlas sobre la línea indicada en una forma regular, como 
por ejemplo, ocho hectáreas de frente al Norte por ocho de 
frente al Sud^ debe considerarse comprendida en la facul- 
tad acordada, la forma de dos hectáreas de frente por treinta 
y dos de fondo propuesta por el comprador, y aceptada en 
ocasión anterior por el vendedor. Página 148. 
Venta. — La hecha á un tercero, después de haber ^ido vendido el bien 
en remate público, seguido de posesión, no confiere á dicho 
tercero, ningún derecho de dominio. Página 272. 
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